
IÁLOGO IÁLOGO D
CON LACON LA

JURISPRUDENCIA JURISPRUDENCIA 

CARLOS FRANCO MONTOYA CASTILLO

Problemas más frecuentes
en la calificación de las

demandas judiciales

DOCTRINA Y CASUÍSTICA JURISPRUDENCIAL



Problemas más frecuentes
en la calificación de las

demandas judiciales

DOCTRINA Y CASUÍSTICA JURISPRUDENCIAL

CARLOS FRANCO MONTOYA CASTILLO



5

PRESENTACIÓN 

A Carlos P. Lizarzaburu, José A. Rodríguez Montoya 
y Alejandro Castillo Silva, quienes pese a las 

circunstancias de la vida, son para mí un ejemplo  
de superación y motivación constante

Cerca de conmemorar veinte años del Código Procesal Civil, uno de los 
temas que el legislador no se propone a modificar, pese a la gran influencia del 
Derecho Constitucional en el proceso actual a nivel de tutela jurisdiccional, 
es la regulación existente alrededor del rechazo in limine de la demanda civil, 
y que se manifiesta como verdaderas barreras legales impuestas al actor que 
funcionan como requisitos insubsanables. 

El legislador procesal en 1993 estableció que la viabilidad de la deman-
da debía ser controlada por el juez en la fase de calificación, etapa que cons-
tituye su primer contacto con las pretensiones formuladas; de esta manera  
el juzgador-calificador no solo evaluará aspectos formales de carácter subsa-
nables, sino que analizará si lo realmente pretendido puede (y hasta debe) ser 
tramitado con cargo a expedir un pronunciamiento sobre el fondo. 

Bajo este esquema, el presente trabajo se encuentra distribuido en tres  
capítulos de orden doctrinario y funcional. En el primero de ellos se abordan 
los antecedentes del pensamiento que otorgaba al juez el poder de rechazar la 
demanda, su posterior acogida en el Derecho Comparado (Italia y Portugal) 
y su progresiva exportación a América y a nuestro ordenamiento. Es también 
en este capítulo donde se plantea que la modernización de la ciencia proce-
sal, producto de la autonomía de la acción de carácter abstracto, es vinculada 
directamente con un paulatino empoderamiento del órgano jurisdiccional por 
sobre las partes, lo que trajo como consecuencia percibir el proceso desde la 
óptica jurisdiccional, limitando en contrapartida los poderes de los justiciables 
lo cual se refleja en nuestro actual sistema de marcada tendencia publicista. La 
sección culmina con la selección de recortes que resumen cómo conciben los 
propios jueces su labor de calificación, e incluye una propuesta de regulación, 
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atendiendo a lo que debe tenerse en cuenta como requisitos de forma y fondo 
para garantizar la ausencia de cualquier situación arbitraria al proveer.

En los dos capítulos siguientes se desarrollan los requisitos de admisi-
bilidad y procedencia de la demanda a partir de distintos extractos de autos  
recopilados entre los años 2011 y 2012, los que destacan cómo –en la práctica 
judicial– el juez hace cumplir lo regulado en los artículos 424 y 426 del  
Código Procesal Civil referidos al control de admisibilidad, que comprende 
una crítica a la exigencia de medios probatorios en esta fase por estar sujeta 
una breve preclusión; asimismo, se evalúa la predisposición del juez con rela-
ción a las exigencias concretas del legislador cuando tiene al frente determi-
nadas pretensiones. 

Respecto a la declaratoria de improcedencia, se presentan criterios esta-
blecidos para cada causal regulada en el artículo 427 del Código Procesal 
Civil, destacándose las nociones de legitimidad e interés para obrar (sobre 
todo en el contexto de la exigibilidad del acta de conciliación como requisito 
de procedibilidad), competencia improrrogable, caducidad de acuerdo con la 
pretensión formulada, aproximaciones a las figuras de imposibilidad jurídica 
del petitorio y ausencia de conexión lógica entre los hechos y el petitorio, para  
finalmente abordar la indebida acumulación de pretensiones.

Los extractos de resoluciones utilizadas en este trabajo se encuentran 
apropiadamente reseñados para control posterior del propio lector, incluyen-
do pronunciamientos provenientes de distintos distritos judiciales, en función 
de la necesidad de generar jurisprudencia vinculante para interpretar las ba-
rreras legales de modo racional, y no en atención de la presión de la carga, ge-
nerándose que en caso de duda se opte por rechazar la demanda. En tal senti-
do, hemos privilegiado los autos de inadmisibilidad e improcedencia del juez 
de primer grado (juez especializado) por sobre el control que hayan hecho los  
órganos superiores, porque es aquel el llamado a ejercer un control responsa-
ble en la calificación que no lo convierta en el juez autoritario al que todos los 
justiciables tememos, porque es en dicha fase donde se manifiestan los pri-
meros síntomas de lentitud procesal (cuellos de botella) y limitaciones a la  
jurisdicción (inaplicación del pro actione, errores al identificar el tipo de 
causal incurrida, reducido plazo para subsanar, exigencias probatorias de 
oficio inoportunas), que parecen haber sido –lamentablemente– interiorizadas 
por los operadores del sistema. 

CARLOS FRANCO MONTOYA CASTILLO
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CAPÍTULO I

EL PODER DEL JUEZ 
DE CALIFICAR LA DEMANDA 

I.	L A FASE DE CALIFICACIÓN 

La calificación de la demanda como hoy la conocemos implica el primer 
contacto del juez con las pretensiones invocadas por el actor y constituye el 
primer gran filtro sobre la validez de la relación jurídico procesal planteada; 
por ello de la importancia de su estudio.  Calificar según la Real Academia de 
Lengua es: “Apreciar o determinar las cualidades o circunstancias de alguien 
o de algo”. Mediante la calificación, el juez muestra uno de sus más importan-
tes poderes concedidos pues inaudita altera pars determinará la viabilidad fu-
tura de la demanda con las grandes consecuencias que se generan para el jus-
ticiable según el impacto que tenga en su derecho a la tutela jurisdiccional, y 
por su puesto para la utilidad del proceso, toda vez que una futura decisión in-
hibitoria dictada en el estadío correspondiente a la sentencia de mérito termi-
na por reducir la confianza de la ciudadanía en el sistema judicial. 

Sin embargo, dicho poder-deber del juzgador en su manifestación de re-
chazo in limine ha sido recogido de forma relativamente reciente por el Código 
Procesal Civil de 1993, pues durante la vigencia del Código de Procedimientos 
Civiles de 1912, el juez únicamente estaba habilitado para “devolver” la deman-
da si carecía de algunas de las formalidades estipulada en el artículo 306(1) con 

(1)	 Código de Procedimientos Civiles
	 Artículo 306.- La demanda contendrá:
	 1.	 La designación del juez ante quien se interpone;
	 2.	 Los nombres del demandante y del demandado;
	 3.	 La determinación precisa de la materia que se demanda;
	 4.	 Los fundamentos de hecho y de derecho que la apoyan.
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cargo al juez de indicar la providencia que se ha omitido de acuerdo con el ar-
tículo 307(2). 

Ello nos indica que en la dinámica procedimental anterior, la legislación 
difería al demandado ejercer un control sobre la correcta relación procesal es-
tablecida por el actor, a través de la excepciones de cuyo éxito dependía la de-
claración de saneamiento, con una primera etapa que se configuraba como de 
mera alegación de hechos.

Pese a las críticas que recibiera el modelo procedimental que se establecía 
en el viejo Código dicho esquema se mantiene con relativa vigencia en Espa-
ña(3) donde el establecimiento de la relación jurídica procesal se regula bajo el 
esquema de la exceptio inepti libelli que excluye toda posibilidad de rechazo de 
la demanda sin previa  la participación del emplazado, salvo tipificadas excep-
ciones. A mayor abundamiento los Tribunales españoles(4) concebían la exceptio 
inepti libelli como “íntimamente vinculada con el ejercicio del derecho de de-
fensa por el demandado que (esta) trata de garantizar, es una excepción dilatoria 
que constituye impedimento, si se estima, para el curso procesal de la demanda, 
al carecer de las necesarias condiciones de viabilidad procesal, haciendo inefi-
caces sus pretensiones” (SS 10-7-1936, 19-10-1979, 25-6 y 19-11-1984 y 6-10-
1992), “resulta procedente cuando, por no cumplirse los requisitos exigidos (…) 
resulta imposible la oposición de la parte demandada y el pronunciamiento de 
una sentencia congruente, en relación a lo sostenido y solicitado por la parte ac-
tora, es decir para poder sentenciar con certeza y seguridad sobre la reclamación 
interesada” (sentencias del 28/09/1996 y del 28/05/1998). 

(2)	 Código de Procedimientos Civiles 
	 Artículo 307.- La demanda que carezca de alguna de estas formalidades será devuelta, debiendo el 

juez precisar en la providencia el requisito que se ha omitido.
(3)	 Ley de Enjuiciamiento Civil (España) 
	 Artículo 403. Admisión y casos excepcionales de inadmisión de la demanda.
	 1. 	 Las demandas solo se inadmitirán en los casos y por las causas expresamente previstas en esta 

Ley.
	 2. 	 No se admitirán las demandas de responsabilidad contra jueces y magistrados por los daños y per-

juicios que, por dolo, culpa o ignorancia inexcusable, irrogaren en el desempeño de sus funciones 
mientras no sea firme la resolución que ponga fin al proceso en que se suponga causado el agra-
vio. Tampoco se admitirán estas demandas si no se hubiera reclamado o recurrido oportunamen-
te en el proceso contra el acto u omisión que se considere causante de los daños y perjuicios.

	 3. 	 Tampoco se admitirán las demandas cuando no se acompañen a ella los documentos que la ley 
expresamente exija para la admisión de aquellas o no se hayan intentado conciliaciones o efec-
tuado requerimientos, reclamaciones o consignaciones que se exijan en casos especiales.

(4)	 Sentencia Nº 172 que tuvo como apelante, la demandada Valencia Club de Fútbol S.A.D. (1 de 
marzo de 1999). Vide: <http://medias.levante-emv.com/documentos/2006-02-26_DOC_2004-02-
26_17_50_05_sentencia.html>.
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La calificación de la demanda y su eventual rechazo liminar es finalmen-
te un ejercicio de anticipación del control de la procedibilidad en el desarro-
llo procesal, en razón de que solo así se evitarán movilizaciones infructuosas 
del aparato judicial y del propio justiciable, siendo ambas en esencia la justi-
ficación de la existencia de las causales de improcedencia reguladas en el ar-
tículo 427 del Código Procesal Civil, sin dejar de tener en cuenta la necesidad 
de agilizar las causas pendientes en un escenario de alta litigiosidad.

En tal sentido, este capítulo está dirigido a revisar tres aspectos relevantes 
para abordar de forma integral el tema de la calificación: El origen del poder-
deber del juez para rechazar de plano la demanda, el estudio comparado regio-
nal, y cómo se han configurado nuestros denominados presupuestos procesa-
les y condiciones de la acción para dar paso a la regulación de las causales de 
inadmisibilidad e improcedencia. 

II.	 EL ORIGEN AUTORITARIO DEL RECHAZO IN LIMINE

Una interesante aproximación por develar el origen remoto de nuestros 
actuales artículos 426 y 427 del Código Procesal Civil es realizada por la profe-
sora Eugenia Ariano Deho, en su artículo titulado “Sobre el poder del juez de so-
focar desde su nacimiento las pretensiones fatalmente condenadas al fracaso”(5), la 
autora advierte con sorpresa que en un texto de Enrico Liebman fechado en 1948 
(poco después de su arribo a Italia tras su forzoso exilio en Brasil a causa del 
fascismo), se da cuenta que el Código Procesal brasileño de 1939 permitía al 
juez rechazar (indeferir) la peticao inicial, sin necesidad de citar al deman-
dado, cuando encontraba que una de las partes era incapaz o que la demanda 
era “manifiestamente inepta”. Liebman afirmaba que “esto es lo que queda de 
la antigua exceptio inepti libelli, que el juez debe tomar en consideración in 
limine y de su propia iniciativa”(6). 

Seguidamente, Ariano anota que de acuerdo con Liebman, para adoptar 
esta regulación el Código brasileño de 1939 tomó como modelos el Código 
portugués de ese mismo año, así como también los proyectos de Chiovenda, 
Carnelutti y Solmi para Italia.

(5)	 Vide ARIANO DEHO, Eugenia. “Sobre el poder del juez de ‘sofocar dese su nacimientos las preten-
siones fatalmente condenadas al fracaso’”. En: Diálogo con la jurisprudencia. N° 41, Gaceta Jurídi-
ca, Lima, 2002, pp. 91 al 101.

(6)	 Enrico Liebman citado por ARIANO, Eugenia. Ob. cit., p. 95.
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En tal sentido, la exposición de motivos del proyecto de Giuseppe Chio-
venda de 1920 precisaba que “para garantizar la observancia de las normas 
sobre requisitos de la demanda judicial la exceptio inepti libelli no basta”(7), y 
consideraba más eficaz la acción preventiva del juez; de esta manera, “la au-
toridad judicial (…) debe examinar la demanda y, si esta presenta irregulari-
dades u omisiones, si en particular la indicación de los hechos y las pruebas 
no es suficientemente clara y precisa, puede invitar al actor a completarla o 
corregirla, asignándole un plazo para la nueva presentación”(8). Para Ariano(9), 
Chiovenda a pesar de su profunda confianza en el juez nunca quiso otorgarle 
a este el poder de indeferir la demanda, sino solo el mucho más gentil poder 
de ‘invitar al actor’ a completar o corregir su demanda que podía o no hacerse. 
Los proyectos de Carnelutti y Solmi no tocaron el tema de la calificación, por 
ello la autora hace un viraje al ordenamiento procesal portugués de las prime-
ras décadas del siglo XX. Sin embargo, cabe anotar que el ordenamiento pro-
cesal portugués no fue el pionero en las reformas proempoderamiento del juez 
en Europa, sino que estas surgieron, ciertamente como anota Franco Cipriani, 
a finales del siglo XIX en el Imperio austro-húngaro con la dación del Regla-
mento Klein que a su vez tiene finas raíces en el Reglamento Josefino de 1781. 

Para el profesor de la Universidad de Bari, “[e]l Reglamento josefino pre-
veía un proceso ordinario ‘escrito y secreto’, con una interposición de la de-
manda subordinada a la autorización del juez (¿calificación?), con solo dos ac-
tos a disposición de cada una de las partes (demanda, contestación, réplica y 
dúplica), con el sistema de prueba legal, ‘la preeminencia absoluta de los po-
deres del juez en la dirección del procedimiento’, la imposibilidad de modi-
ficar las demandas y las excepciones en el curso de la primera instancia, las 
sentencias motivadas solo si impugnadas y la prohibición de lo nuevo en la 
apelación”(10).

Agrega Cipriani que “[s]obre aquel proceso vino a incidir en poco tiem-
po el edicto del 1 de febrero de 1786, con el cual José II reformó el orde-
namiento judicial, aboliendo las jurisdicciones especiales y privilegiadas y 

(7)	 Íntimamente vinculada con el ejercicio del derecho de defensa por el demandado, que trata de garan-
tizar, es una excepción dilatoria que constituye impedimento, si se estima, para el curso procesal de 
la demanda, al carecer de las necesarias condiciones de viabilidad procesal, haciendo ineficaces sus 
pretensiones

(8)	 ARIANO, Eugenia. Ob. cit., p. 96.
(9)	 Ídem.
(10)	 CIPRIANI, Franco. “En el centenario del Reglamento de Klein (El proceso civil entre libertad y autoridad)”. 

En: <http://www.e-derecho.org.ar/congresoprocesal/cipriani.htm> (visto el 30/11/2012).



calificación de las demandas judiciales

11

previendo la articulación jerárquica de las instancias del juicio; como conse-
cuencia de aquel edicto José II obtuvo el control de todos los jueces (y de to-
dos los procesos)”(11). Agrega que “se trataba, como era previsible, de un pro-
ceso con escasísimas libertades para las partes y, con el ‘juez señor del juicio’, 
un proceso netamente antiliberal y autoritario”(12).

Este escenario es quizá el más revelador en torno a las funestas conse-
cuencias de concebir un juez con fuertes prerrogativas pero muy cercano al 
poder. No obstante ello, el Reglamento de José II es considerado una de las 
pioneras regulaciones procesales en un sentido moderno, pero evidentemente 
no por pura extravagancia histórica a dicho monarca se le conoció como 
“el máximo representante del despotismo ilustrado”. 

Para 1895, Franz Klein en su calidad de ministro guardasellos del extinto 
Imperio austrohúngaro promulgó un nuevo Reglamento que llevaría su nom-
bre y que de alguna manera es el reflejo directo de su pensamiento sobre el 
proceso, no muy distante en cuanto a sus efectos al modelo josefino. 

Cipriani opina que “suele decirse que el gran mérito de Klein fue aquel de 
individualizar el aspecto sociológico-económico del instituto del proceso (...). 
La disciplina del proceso austriaco fue la primera entre aquellas relativas a los 
ordenamientos procesales modernos en basarse efectivamente en el hecho de 
que el proceso es un fenómeno social de masas y que debe ser reglamentado 
como un instituto de bienestar”. El pensamiento de Franz Klein se basa en dos 
postulados: “1) Las controversias entre los particulares son ‘males sociales’ 
relacionados con pérdida de tiempo, dispendio de dinero, indisponibilidad in-
fructuosa de bienes patrimoniales, fomento del odio y de ira entre las partes li-
tigantes y de otras pasiones fatales para la convivencia de la sociedad; y 2) El 
proceso, en la medida en que bloquea los bienes en espera de la decisión, in-
cide en la economía nacional, en cuanto que toda causa altera la pacífica co-
laboración, rompe ordenados nexos económicos, bloquea valores y los distrae 
de la ordinaria circulación”. Por lo tanto, en el proceso de Klein, el juez no 
se limita a juzgar: antes bien, administra y conduce el proceso desde el inicio 
hasta el final. Él, a tal fin, “cuenta con amplios poderes discrecionales”, con 
la obvia consecuencia de que no es más, como en los ordenamientos liberales, 
una “marioneta que puede moverse solo si las partes le tiran de los hilos” sino 
el “director”. Finalmente, “en el proceso de Klein, ‘no debe haber tardanzas 

(11)	 Ídem.
(12)	 Ídem.
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inútiles’, ya sea porque el Estado tiene interés en deshacerse lo más rápido po-
sible de la pretensión dirigida en su contra, como porque el atasco de las cau-
sas que se reenvían distrae inútilmente su actividad”(13).

Las resistencias en Austria por el nuevo modelo no se dejaron esperar por 
aquellos años se encendieron discusiones pues se preveía un proceso cons-
truido con total menoscabo de las partes; el rector de la Universidad de Viena, 
Schrutk, se lamentaba afirmando que los incrementados poderes del juez no 
correspondiera un aumento proporcional en las garantías de su independen-
cia; otros como Adolf Wach, le reprocharon estar en contra de la naturaleza 
dispositiva del proceso civil. 

No obstante la resistencia forjada, el modelo de Klein cautivó a muchos 
juristas contemporáneos que terminaron por recepcionar la escuela científica 
alemana del Derecho Procesal con fuertes dosis de autoritarismo que casual-
mente compatibilizaba con los nacientes gobiernos fascistas de la región. Así 
Niceto Alcala Zamora(14) toma nota de lo que considera la genial reforma de 
Klein, por la que la incomprensión de la magistratura austriaca le costó una 
jubilación anticipada para no sabotear la buena obra; y por otro lado, resaltó 
también la figura del portugués José Alberto Dos Reis que lideró las reformas 
procesales de 1926 en su país; sin dejar de lado Italia donde evitando choques 
frontales los impulsores del Código de Procedimiento Civil de 1940 salvaron 
la oposición contra el juez único tomando como figura al juez-instructor. Se 
añade a favor de Klein lo que reconocieron juristas como Pollak, Pisko, Kla-
ng y Chiovenda, que el Zivilprezesserdung (sic) austriaco de 1895 se constitu-
yó en la máxima expresión de la oralidad, inmediatividad, concentración, pu-
blicidad,  autoridad judicial y libre apreciación de las pruebas por el juez(15). 
Casualmente la introducción del pensamiento Klein daría sus primeros frutos 
en dos de los Estados de Europa de tendencia fascista más notoria, la Italia de 
Benito Mussolini y el Portugal de Antonio de Oliveria Salazar lo que contri-
buyó a acrecentar la suspicacia alrededor del control in limine.

Así, cuando Oliveira Salazar llega al poder en 1932 promulga la Consti-
tución de 1933, consolidando el Estado Novo, un régimen nacionalista cor-
porativo con amplios poderes conferidos al ejecutivo en el control del Estado 

(13)	 Ídem.
(14)	 FRANCOZ RIGALT, Antonio. “La oralidad en el proceso civil”. En: <http://www.juridicas.unam.

mx/publica/librev/rev/derhum/cont/23/pr/pr14.pdf>.
(15)	 Ídem.
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afirmando los valores nacionales y su defensa sacrificando la libertad indi-
vidual en beneficio de lo que se consideró el interés superior de la Nación. 
Uno de sus obras fue dictar un nuevo Código de Enjuiciamiento Civil para lo 
cual convocó a José Alberto Dos Reis, profesor de la Universidad de Coim-
bra, quien ya desde algunos años atrás había sido impulsor de algunas refor-
mas que acogían la tesis de Klein alrededor del modelo publicista del proceso. 

En el contexto de la formación del proyecto del Código de Enjuiciamiento 
Civil lusitano de 1939, Ariano anota que este fue altamente influenciado por 
las teorías de José Alberto Dos Reis(16), quien en 1930 publicó un artículo de-
nominado “La riforma del processo civile portoghese” en la Rivista de diritto 
processuale civile en el cual daba cuenta de las modificaciones operadas en el 
proceso civil portugués hacía apenas cuatro años antes, “bajo la premisa que 
tal reforma se fundaba  en las (bellas) ideas de ‘aumentar los poderes del juez, 
transformándolo de inerte espectador en persona activa’, ‘evitar el dispendio 
inútil de actividades procesales’ (…), señaló que ‘uno de los aspectos más in-
teresantes de la reforma consistía en las medidas tendientes a evitar que se 
despliegue inútilmente la actividad judicial’, y para ello, nada mejor que atri-
buirle al juez la facultad de rechazar in limine la demanda inicial”(17). 

Para Dos Reis en los casos que se exige un rechazo liminar “el plantea-
miento de una acción en juicio representa un tentativo destinado a naufragar: 
el éxito de la causa está irremediablemente comprometido. Y desde el momen-
to que se trata de vicios que se denuncian de la simple lectura de la demanda 
inicial, el legislador ha considerado deber dar al juez el poder de sofocar des-
de su nacimiento las pretensiones fatalmente condenadas al fracaso”(18). 

Para Ariano Deho, esta ideología fue acogida por el Código Procesal por-
tugués de 1939, y de allí su inmediata exportación al Código Procesal brasile-
ño del mismo año. La recepción de la fórmula del rechazo liminar como poder 
del juez, si bien había llegado a Sudamérica, no tendría un impacto expansi-
vo mayor sino hasta 1970 con ocasión de las V Jornadas Latinoamericanas de 

(16)	 Además de ser su mentor, fue la principal autoridad en materia procesal en su país durante el siglo XX. 
(17)	 Ibídem, p. 97. Apunta además que el rechazo, según  la reforma portuguesa, procede a consecuencia 

de los siguientes supuestos: i) cuando la reconoce inadmisible, ii) cuando es manifiesta la incompe-
tencia del tribunal por razón de la materia, iii) cuando no hay duda que el proceso iniciado no es idó-
neo a la finalidad perseguida, y iv) cuando la injusticia de la pretensión del actor sea tan evidente que 
resulte inútil cualquier instrucción de la causa. 

(18)	 José Alberto Dos Reis, citado por ARIANO, Eugenia. Ob. cit., p. 97.
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Derecho Procesal llevadas a cabo en las ciudades de Bogotá y Cartagena de 
Indias entre el 22 y el 29 de junio. 

En aquella oportunidad uno de los temas clave fue: “El problema de la 
lentitud en los procesos y sus soluciones” cuya especial preocupación se hizo 
palmaria al presentarse hasta trece ponencias(19), trayendo como conclusión 
plenaria que “[e]l juez debe estar dotado de amplias facultades para declarar 
inadmisible la demanda, siempre que esta carezca de los requisitos formales 
exigidos en la ley procesal, y para rechazarla cuando se ejercite una acción es-
pecial sujeta a término de caducidad y este haya vencido”(20).

Las propuestas de este Congreso se materializaron en el Proyecto de Códi-
go Tipo para Iberoamérica elaborado por los procesalistas uruguayos Véscovi, 
Gelsi Bidart y Torello en donde se recepcionó finalmente y sin mayor oposi-
ción el control de la admisibilidad de la demanda por el juez como una regla a 
seguir porque en palabras de Gelsi Bidart el proyecto tiene por finalidad “con-
centrar (…) la unidad del pensamiento científico-técnico latinoamericano”(21). 
La idea se concretizó en el artículo 33, inciso 1 del Código Modelo: “El Tribu-
nal está facultado para rechazar in limine la demanda cuando ella fuere mani-
fiestamente improponible, cuando carezca de los requisitos formales exigidos 
por la ley o cuando se ejercite una pretensión especialmente sujeta a término 
de caducidad y este haya vencido”. 

El Modelo de Código para Iberoamérica creaba la figura del juez-califi-
cador quien debía verificar la existencia de situaciones insubsanables que ya 
no se limitarían solo a requisitos formales, sino a la conducencia de la preten-
sión. Este poder se engranaba perfectamente con el nuevo paradigma creado 
alrededor del impartidor de justicia sería explicado por la mayoría de los doc-
trinarios como el juez-director cuya característica era zanjar definitivamente 
con el juez del modelo privatista descrito casi como una empequeñecida ente-
lequia frente a la actividad de las partes. 

(19)	 La del alemán Schawab, la de  los argentinos Areal, De Gregorio Lavié, De la Rúa y Sentís Melen-
do; la del austriaco Kralik; la del brasileño Castro Filho; la de los colombianos Herrera Anzoátegui y 
Solana, la del español De Miguel y Alonso; la del mexicano Fix-Zamudio; la del peruano Parodi Re-
mon; y la del salvadoreño Arrieta Gallegos. <http://biblio.juridicas.unam.mx/revista/pdf/Derecho-
Comparado/8/inf/inf32.pdf>.

(20)	 “Quintas Jornadas latinoamericanas de Derecho Procesal”, 1970. Citado por ARIANO, Eugenia.  
Ob. cit., p. 98.

(21)	 Adolfo Gelsi Bidart, citado por ARIANO, Eugenia. Ob. cit., p. 98.
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Al respecto, juristas como Niceto Alcalá-Zamora apoyaron el empode-
ramiento del juez tratando de distanciarlo de sus orígenes autoritarios: “Los 
principios políticos definen el carácter de un Código y determina que resulte 
de tipo liberal o autoritario. Pero conviene advertir que cuando algunos críti-
cos superficiales y mal documentados han oído hablar de proceso civil auto-
ritario, o han hecho sinónimo de reaccionario y poco menos que de nazi-fas-
cista, y se han colocado frente al enjuiciamiento austriaco que lo implantó 
con éxito rotundo, en actitudes melodramáticas de intransigencia. Dejando la 
crítica de tales críticos para ocasión más propicia, me contentaré con afirmar  
que entre el juez-espectador que, por lo visto añoran, totalmente desarmado 
e inerte frente a los mayores extravíos de las partes, cual si el proceso satis-
ficiese un mero interés privado, y no una altísima finalidad pública, y el juez 
dictador, que yo también rechazo, existe distancia más que suficiente como 
para erigir una figura intermedia del juez director del proceso. Que es la que 
supo recrear Klein en Austria, y la que de él adoptó Chiovenda para su prédi-
ca reformadora en Italia”(22).  Alvarado Velloso añadiría por el contrario, que  
“[d]urante las décadas del 40 y 50 la doctrina procesal hizo eclosión en Ale-
mania e Italia y allí –a raíz de los nuevos ordenamiento legales– se escribie-
ron innumerables tratados, estudio y obras en general que prontamente fueron 
editados en castellano en Argentina y México (…). Y rápidamente, sin reparar 
en su origen ideológico-político, el pensamiento deslumbró a los entonces nó-
veles procesalistas (quienes) pontificaron recurrentemente acerca de las bon-
dades del método consagrado en los países más adelantados de Europa (…). Y 
así fue como juristas de América, convencidos de que eso era lo mejor, mira-
ron hacia el nuevo oriente jurídico que reiteraba legislación con el método vi-
gente en estos lares  desde el siglo XVI y al cual estaban ya acostumbrados”(23). 
Cabe recordar que Couture ya en 1945 en el marco de su proyecto de refor-
ma del Código Procesal uruguayo afirmaba que “reservada a los interesados la 
facultad de iniciar el litigio o de ponerle fin cuando lo deseen, el impulso del 
proceso, es decir, la fuerza de lo conduce desde la demanda hasta la sentencia, 

(22)	 ALCALÁ-ZAMORA CASTILLO, Niceto. Principios técnicos y políticos de una reforma procesal. 
Conferencia dictada en la Universidad de Honduras el 25 de abril de 1949, Volumen 2 de Publicacio-
nes de la Universidad de Honduras, Tegucigalpa, Honduras, 1950, pp. 102-103.

(23)	 ALVARADO VELLOSO, Adolfo y Alvarado, Mariana. “Los sistemas procesales”. En: <file:///C:/
Users/USUARIO/Desktop/.%20%20%20Los%20Sistemas%20Procesales%20-%20Adolfo%20Al-
varado%20Velloso%20%20%20..htm>.
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debe desplazarse hacia el juez”, manifestándose a favor del corriente deriva-
da de Klein y Chiovenda(24).

Este recuento jurídico-historiográfico resulta muy importante porque per-
mite conocer la relación cercana entre el modelo del juez civil empoderado 
llamado juez-director como visión de una figura matizada de su origen autori-
tario cuya prueba de fuego estará dada día a día por la disposición que muestre 
para abrir o cerrar las puertas del proceso a los justiciables interpretando los 
supuestos que el legislador imponga. Sin perjuicio de ello, a continuación co-
rresponde determinar en qué medida el modelo procesal civil autoritario caló 
en los códigos procesales de Sudamérica como respuesta a la imperiosa nece-
sidad de los procesalistas por dar fin al problema de la celeridad de los proce-
sos civiles.

III. BARRERAS LEGALES EN PERSPECTIVA COMPARADA

Si las Quintas Jornadas de Derecho Procesal tuvieron un efecto directo en 
el pensamiento reformador de las tres últimas décadas del siglo XX respecto 
del acogimiento del modelo de empoderamiento del juez a través del rechazo 
in limine, solo podrá ser verificado a través de una revisión normativa de los 
códigos civiles de procedimientos expedidos con posteridad a ese evento cla-
ve(25) a lo largo del orbe sudamericano; para lo cual vale la pena resaltar el gra-
do de exigencia que cada uno de ellos impone a los justiciables y establecer a 
partir de aquellos en qué nivel nos encontramos nosotros materia de imposi-
ción de “barreras legales”. 

1.	 Colombia (1970)

El Código de Procedimiento Civil de Colombia regula en su artículo 85 
las causales de inadmisibilidad y rechazo de plano de la demanda; así [e]l juez 
declarará inadmisible la demanda: 1) Cuando no reúna los requisitos forma-
les. 2) Cuando no se acompañen los anexos ordenados por la ley. 3) Cuando 
la acumulación de pretensiones en ella contenida no reúna los requisitos exi-
gidos por los tres numerales del primer inciso del artículo 82(26). 4) Cuando no 

(24)	 Couture citado por ALCALA ZAMORA, Niceto. “Liberalismo y autoritarismo en el proceso”. En: 
<http://biblio.juridicas.unam.mx/revista/pdf/DerechoComparado/2/art/art5.pdf>.

(25)	 No se incluyen en esta reseña la codificación chilena de 1903 y la argentina de 1967.
(26)	 Código de Procedimiento Civil (Colombia)
	 Artículo 82. Acumulación de pretensiones. El demandante podrá acumular en una misma deman-

da varias pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los si-
guientes requisitos:
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se hubiere presentado en legal forma. 5) Cuando el poder conferido no sea su-
ficiente. 6) En asuntos en que el derecho de postulación procesal esté reserva-
do por la ley a abogados, cuando el actor que no tenga esta calidad presente 
la demanda por sí mismo o por conducto de apoderado general o representan-
te que tampoco la tenga. 7) Cuando el demandante sea incapaz y no actúe por 
conducto de su representante. 

En estos casos, el juez señalará los defectos de que adolezca, para que el 
demandante los subsane en el término de cinco días. Si no lo hiciere, recha-
zará la demanda.

El juez rechazará de plano la demanda cuando carezca de jurisdicción o 
de competencia, o exista término de caducidad para instaurarla, si de aquella 
o sus anexos aparece que el término está vencido.

Si el rechazo se debe a falta de competencia o jurisdicción, el juez la en-
viará con sus anexos al que considere competente; en los demás casos, al re-
chazar la demanda se ordenará devolver los anexos, sin necesidad de desglose.

La apelación del auto que rechaza la demanda comprende la de aquel que 
negó su admisión, y se concederá en el efecto suspensivo.

Código de Procedimiento Civil

Subsanables Insubsanables

7 2 (incompetencia y caducidad)

2.	 Brasil (1973)

El Código de Processo Civil reguló en su artículo 295 las siguientes cau-
sales por las cuales la solicitud (peticao inicial) será rechazada: 1) Cuando 
sea inepta. 2) Cuando la parte es manifiestamente ilegítima. 3) Cuando el au-
tor carece de interés procesal. 4) Cuando el juez verifique inmediatamente, el 
caducidad o la prescripción (art. 219, § 5); 5) Cuando el tipo de procedimien-
to elegido por el autor, no corresponden a la naturaleza de la causa, o el va-
lor de la acción;  no será rechazada en los casos de si se pueda adaptar al tipo 
de los procedimientos judiciales. 6) Cuando el incumplimiento de las dispo-
siciones de los artículos 39, párrafo único, primera parte, y 284. Regulándose 

1. 	 Que el juez sea competente para conocer de todas; sin embargo, podrán acumularse pretensiones 
de menor cuantía a otras de mayor cuantía.
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supuestos subsanables en el párrafo único, que considera inepta la petición 
inicial cuando: 1) Para falta el petitorio o causa de pedir. 2) De la narración de 
los hechos no se desprende lógicamente la conclusión. 3) La solicitud es jurí-
dicamente imposible. 4) Contiene pretensiones incompatibles.

Código de Proceso Civil

Subsanables Insubsanables

4 6

3.	 Bolivia (1975)

El Código de Procedimiento Civil de Bolivia establece en su artículo 327 
que “[l]a demanda, excepto en el proceso sumarísimo, será deducida por es-
crito y contendrá: 1) La indicación del juez o tribunal ante quien se interpusie-
re. 2) La suma o síntesis de la acción que se dedujere. 3) El nombre, domicilio 
y generales del demandante o del representante legal si se tratare de persona 
jurídica. 4) El nombre, domicilio y generales de ley del demandado. Si se tra-
tase de una persona jurídica, la indicación de quién es el representante legal.  
5) La cosa demandada, designándola con toda exactitud. 6) Los hechos en que 
se fundare, expuestos con claridad y precisión. 7) El derecho, expuesto sucin-
tamente. 8) La cuantía, cuando su estimación fuere posible. 9) La petición en 
términos claros y positivos”.

Asimismo, se regula en su artículo 333 que “[c]uando la demanda no se 
ajuste a las reglas establecidas podrá el juez ordenar de oficio se subsanen los 
defectos dentro del plazo prudencial que fije y bajo apercibimiento de que si 
no se subsanaren se la tendrá por no presentada”.

El Código de Bolivia, por su parte, solo regula nueve causales subsana-
bles que generarán eventualmente el rechazo de la demanda frente a la situa-
ción que estas no fuesen integradas o corregidas en el plazo prudencial que es-
tablezca el juez. 

4.	 Ecuador (1987)

El artículo 71 del CPC de Ecuador contiene los requisitos de la demanda 
como sigue: 1) La designación del juez ante quien se la propone. 2) Los  nom-
bres  completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres com-
pletos del demandado. 3) Los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho,  ex-
puestos con claridad y precisión. 4) La cosa, cantidad o hecho que se exige. 
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5) La determinación de la cuantía. 6) La especificación del trámite que debe 
darse a la causa. 7) La designación del lugar en que debe citarse al demanda-
do, y la del lugar donde debe notificarse al actor. 8) Los demás requisitos que 
la Ley exija para cada caso.

Por su parte el artículo 72 prescribe que la demanda debe acom-
pañar: 1) El poder para intervenir en el juicio, cuando se actuare por medio 
de apoderado. 2) La  prueba  de  representación  del  actor si se tratare de per-
sona natural incapaz. 3) La prueba de representación de la persona jurídica, si 
esta figurare como actora. 4) Los documentos y las pruebas de carácter pre-
paratorio que se pretendiere hacer valer en el juicio y que se encontraren en 
poder del actor. 5) Los demás documentos exigidos por la Ley para cada caso.

Finalmente en el artículo 73 establece que el juez examinará si la deman-
da  reúne los requisitos legales observando que:

Si  la  demanda  no reúne los requisitos que se determinan en los artícu-
los  precedentes,  ordenará que el actor la complete o aclare en el  término  de  
tres  días;  y  si  no  lo  hiciere,  se abstendrá de tramitarla, por resolución de 
la que podrá apelar únicamente el actor. La decisión de segunda instancia cau-
sará ejecutoria.

El  juez  cuando  se abstenga de tramitar la demanda, ordenará la devolu-
ción  de  los  documentos  acompañados  a ella, sin necesidad de dejar copia.

El  superior  sancionará  con  multa de mil a cinco mil sucres al juez que 
incumpliere las obligaciones que le impone este artículo.

El ordenamiento procesal ecuatoriano incluye siete supuestos subsanables 
que se complementa con uno abierto que se remite a los anexos legales que 
deberán aparejarse. En todos estos casos, el juez puede disponer su subsana-
ción otorgando un plazo de tres días y de no producirse utiliza la expresión “se 
abstendrá de tramitarla”.

5.	 Uruguay (1989)

El artículo 117 del Código General del Proceso establece que salvo dispo-
sición expresa en contrario, la demanda deberá presentarse por escrito y con-
tendrá: 1) La designación del tribunal al que va dirigida. 2) El nombre del ac-
tor y los datos de su documento de identidad, su domicilio real, así como el 
que se constituye a los efectos del juicio. 3) El nombre y domicilio del de-
mandado. 4) La narración precisa de los hechos en capítulos numerados, 
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la invocación del derecho en que se funda y los medios de prueba pertinentes, 
conforme con lo dispuesto en el artículo siguiente. 5) El petitorio, formulado 
con toda precisión. 6) El valor de la causa, que deberá ser determinado preci-
samente, salvo que ello no fuera posible, en cuyo caso deberá justificarse la 
imposibilidad y señalarse su valor estimativo, indicándose las bases en que se 
funda la estimación. 7) Las firmas del actor o de su apoderado y del abogado, 
salvo los casos exceptuados por la ley.

Asimismo, el artículo 119 ejerce un control sobre las demandas pre-
sentadas: 

119.1 Presentada una demanda en condiciones que no se ajusten a los ar-
tículos precedentes o a las disposiciones generales que establecen las forma-
lidades para la comparecencia en proceso, el Tribunal dispondrá que se sub-
sanen los defectos en el plazo que se señale con apercibimiento de tenerla por 
no presentada.

119.2 Si el tribunal estimase que la demanda es manifiestamente impro-
ponible, la rechazará de plano, expresando los fundamentos de su decisión.

Si se interponen recursos contra la sentencia interlocutoria que rechaza la 
demanda por improponible, el tribunal dará conocimiento de la misma y otor-
gará traslado de los recursos al demandado.

La resolución final que recaiga es este último caso, tendrá eficacia para 
ambas partes.

Código General del Proceso

Subsanables Insubsanables

7 1 (demanda manifiestamente improponible)

6.	 Venezuela (1990)

El Código de Procedimiento Civil venezolano establece en su artículo 340 
que el libelo de la demanda deberá expresar: 1)  La indicación del Tribunal 
ante el cual se propone la demanda. 2)  El nombre, apellido y domicilio del 
demandante y del demandado y el carácter que tiene. 3)  Si el demandante o 
el demandado fuere una persona jurídica, la demanda deberá contener la de-
nominación o razón social y los datos relativos a su creación o registro. 4)  El 
objeto de la pretensión, el cual deberá determinarse con precisión, indicando 
su situación y linderos, si fuere inmueble; las marcas, colores, o distintivos 
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si fuere semoviente; los signos, señales y particularidades que puedan deter-
minar su identidad, si fuere mueble; y los datos, títulos y explicaciones nece-
sarios si se tratare de derechos u objetos incorporales. 5)  La relación de los 
hechos y los fundamentos de derecho en que se base la pretensión, con las 
pertinentes conclusiones. 6)  Los instrumentos en que se fundamente la pre-
tensión, esto es, aquellos de los cuales se derive inmediatamente el derecho 
deducido, los cuales deberán producirse con el libelo. 7)  Si se demandare la 
indemnización de daños y perjuicios, la especificación de estos y sus causas. 
8)  El nombre y apellido del mandatario y la consignación del poder. 9)  La 
sede o dirección del demandante a que se refiere el artículo 174.

Estos supuestos se complementan con aquellos que establece el artículo 
346 como cuestiones previas. Así tenemos que [d]entro del lapso fijado para 
la contestación de la demanda, podrá el demandado en vez de contestarla pro-
mover las siguientes cuestiones previas: 1) La falta de jurisdicción del juez, o 
la incompetencia de este, o la litispendencia, o que el asunto deba acumular-
se a otro proceso por razones de accesoriedad, de conexión o de continencia. 
2) La ilegitimidad de la persona del actor por carecer de la capacidad necesa-
ria para comparecer en juicio. 3) La ilegitimidad de la persona que se presen-
te como apoderado o representante del actor, por no tener capacidad necesaria 
para ejercer poderes en juicio, o por no tener la representación que se atribu-
ya, o porque el poder no esté otorgado en forma legal o sea insuficiente. 4) La 
ilegitimidad de la persona citada como representante del demandado, por no 
tener el carácter que se le atribuye. La ilegitimidad podrá proponerla tanto la 
persona citada como el demandado mismo, o su apoderado. 5) La falta de cau-
ción o fianza necesaria para proceder al juicio. 6) El defecto de forma de la de-
manda, por no haberse llenado en el libelo los requisitos que indica el artículo 
340, o por haberse hecho la acumulación prohibida en el artículo 78. 7) La 
existencia de una condición o plazo pendientes. 8) La existencia de una cues-
tión prejudicial que deba resolverse en un proceso distinto. 9) La cosa juzga-
da. 10) La caducidad de la acción establecida en la Ley. 11) La prohibición de 
la Ley de admitir la acción propuesta, o cuando solo permite admitirla por de-
terminadas causales que no sean de las alegadas en la demanda.

Además de ello el artículo 341 establece que presentada la demanda 
(libelo), el Tribunal la admitirá si no es contraria al orden público, a las bue-
nas costumbres o a alguna disposición expresa de la Ley. En caso contrario, 
negará su admisión expresando los motivos de la negativa. Del auto del Tri-
bunal que niegue la admisión de la demanda, se oirá apelación inmediatamen-
te, en ambos efectos.
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Finalmente, en el Código venezolano observamos que se regulan nueve 
causales subsanables, que de forma conjunta se configuran como uno de los 
supuestos de las once cuestiones previas deducibles por  el demanda-
do (exceptio inepti libelli) sin que se le imponga la carga de contestar la de-
manda durante el trámite del incidente,  tomándose nota que de los supuesto 
del artículo 346 únicamente son cinco los considerados subsanables(27). A ello 
hay que adicionar una causal semigenérica de improcedencia que debe tener 
en cuenta si la demanda presentada (en específico la pretensión) no es contra-
ria al orden público, buenas costumbres o alguna disposición legal concreta. 

Código de Procedimiento Civil

Subsanables Insubsanables

5 (vía exceptio inepti libelli) 3 (orden público, buenas costumbres y 
disposición expresa de la ley)

7.	 El caso peruano 

Por nuestra parte, para el año 1974 un juzgado civil de la capital se admi-
nistraba entre 4,780 y 9,038 causas, y para 1976 se llegaron a ingresar entre 
4,520 y 11,718. Según los datos obtenidos por Luis Pásara en 1974 se presen-
taron 80,939 demandas y dos años después estas crecieron a 97,349(28). No du-
damos que a partir de la realidad en nuestros tribunales en lo que respecta a 
la alta litigiosidad, la preocupación de los juristas se haya enfocado a reducir-
la de alguna manera.    

En tal sentido, ya no debía sorprender que entrado los noventa, el legisla-
dor peruano cambiara la tradición privatista que arrastraba el Código de Pro-
cedimientos Civiles dotando al juez de una fase de calificación con grandes 
poderes de control sobre la demanda presentada yendo mucho más allá de lo 
que estableció el Código Modelo y el propio ordenamiento procesal brasileño, 
regulando un gran número de causales de rechazo in limine.

(27)	 Código de Procedimiento Civil (Venezuela)
	 Artículo 354.- Declaradas con lugar las cuestiones previas a que se refieren los ordinales 2, 3, 4, 5, y 

6 del artículo 346, el proceso se suspende hasta que el demandante subsane dichos defectos u omisio-
nes como se indica en el artículo 350, en el término de cinco días (…).

(28)	 PASARA, Luis. Tres claves de la justicia en el Perú. PUCP, Lima, 2010, pp. 114-115.
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Código Procesal Civil
Subsanables Insubsanables 

4 8 (7 tipificadas y una genérica “demanda mani-
fiestamente improcedente”)

Podemos deducir que el legislador procesal civil sudamericano en térmi-
nos generales optó por regular diversas exigencias formales de carácter sub-
sanable con cargo a que el actor adaptara su pedido a ciertos mínimos legales 
para acceder a la jurisdicción contando para ello con una fase de calificación 
inaudita altera pars a cargo del juez (salvo el modelo venezolano), quien al 
detectar cualquier omisión deberá resaltarla y requerir su pronta corrección en 
plazos que van desde tres a diez días en algunos casos o también dejándolos 
al prudente criterio del juez.

Sin perjuicio de ello, en la mayoría de los casos también reguló situacio-
nes insubsanables que en contrapartida otorgan al juez poderes para rechazar 
in limine la demanda, los cuales van desde supuestos expresamente regulados 
(Brasil, Colombia, Perú y Venezuela) hasta una causal genérica que puede va-
ler por muchas (Perú y Uruguay) en caso de manifiesta improcedencia o im-
proponibilidad. Nuestro ordenamiento junto al brasileño (en el extremo de la 
demanda inepta) son los únicos que regulan a la vez un número considerable 
de supuestos sin dejar de lado la posibilidad de otras razones de improceden-
cia, convirtiéndose en los códigos que en la práctica admiten una mayor res-
tricción en cuanto al  acceso al proceso.

En líneas generales, el impacto del modelo publicista de Klein adaptado 
por Dos Reis al ordenamiento lusitano –y posteriormente recogido del mode-
lo brasileño de 1961 y 1973 derivado de la regulación portuguesa– que entre-
ga poderes al juez calificador para rechazar (o “sofocar”) las pretensiones que 
no cumplen con los requisitos legales considerados insubsanables, tuvo un 
exigente desarrollo en nuestra codificación procesal, ya hacia los noventa en 
el marco de un muy bien elaborado discurso por el cual se superaba el viejo 
procedimentalismo y se adoptaba la moderna concepción del proceso, dando 
entre otros resultados que nuestro vigente CPC regulara ocho causales de im-
procedencia, que incluye la posibilidad del juez de justificar la improcedencia 
decretada sobre situaciones no tipificadas.

Si la calificación es poder del juez de decidir qué demanda puede ser tra-
mitada o no, corresponderá conocer, en primer término, las eventuales res-
tricciones de nuestra regulación (barreras legales) y de qué manera el juez 
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optimiza el derecho del ciudadano a acceder al proceso a través de su posi-
ción y/o actitud que manifieste frente eventuales situaciones de inadmisibili-
dad e improcedencia; así concordamos con Juan Zárate del Pino cuando afir-
ma que “si bien puede considerarse conveniente que los jueces ejerciten el 
control de las demandas, esa facultad debe ser utilizada en forma cuidadosa 
y responsable”(29) argumento que fuera acogido también en la Cas. N° 1812-
2011 (El Peruano del 02/01/2002).

IV.	APROXIMACIÓN DE LA CALIFICACIÓN POR LOS TRIBUNALES 

El Código Procesal Civil entró en vigencia sin mayor oposición doctrina-
ria, y luego de diez años de vigencia Marianella Ledesma(30) realizó una en-
cuesta entre los abogados litigantes que arrojó una opinión favorable al mode-
lo de calificación implantado, la  mayoría de operadores jurídicos estimó que 
es acertado que el juez observe los errores de la demanda desde la califica-
ción, alcanzando un abrumador 92% de 134 encuestados, en aquella oportuni-
dad se sostuvo que así el juez evitaba procesos inútiles, evitaba gastos innece-
sarios y brindaba efectiva tutela jurisdiccional; lo que llama profundamente la 
atención es que son los propios abogados quienes buscan que el juez termine 
enmendando sus escritos postulatorios. Esa costumbre parece haberse genera-
lizado, puesto que lo que esperaría el cliente es que su abogado presente una 
demanda que se admita y no que sea rechazada; en todo caso si seguimos esta 
lógica facilista, el abogado promedio se ha contentado con el eventual recha-
zo en una etapa temprana (donde el error puede pasar inadvertido por el clien-
te), que afrontar el proceso con la preocupación de una futura decisión inhibi-
toria cuya prevención está en sus propias manos; frente a esta realidad la tutela 
efectiva adquiere otro matiz donde el juez debe ayudar al litigante (léase abo-
gado) y, por lo tanto, el control aunque a veces arbitrario es bueno porque no 
se afecta de modo notorio el prestigio del letrado.

Pero, sin perjuicio de la opinión del litigante, vale resaltar cómo nuestros 
jueces definen el mandato legal de calificar el escrito postulatorio a través de 
sus propios autos de calificación advirtiéndose distintas variables.

  

(29)	 ZÁRATE DEL PINO, Juan. “Inadmisibilidad e improcedencia de las demandas civiles”. En: Cáte-
dra. UNMSM, Año I, 1997, p. 23.

(30)	 Vide LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. “El Código Procesal Civil de 1993 y su implicancia en la 
efectiva tutela judicial”. En: Actualidad Jurídica. Nº 121, Gaceta Jurídica, Lima, 2003, pp. 21-30.
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1.	 Calificación como manifestación del sistema publicista

“La calificación de la demanda por parte del juez como director del pro-
ceso, como primer filtro del proceso, dentro de un sistema publicístico, al cual 
se adhiere nuestro ordenamiento procesal, implica no solo verificar la concu-
rrencia de los requisitos antes señalados, sino también verificar si la referi-
da demanda se encuentra inmersa dentro de algunas de las causales previstas 
en los artículos 426 y 427 del Código Procesal Civil, a efectos de declarar su 
inadmisibilidad o improcedencia de manera liminar, respectivamente, con la 
finalidad de evitar un desgaste innecesario de la actividad jurisdiccional dan-
do tramite a pretensiones que no tienen viabilidad jurídica, porque así lo ha 
dispuesto de manera antelada el ordenamiento jurídico, y expedir con poste-
rioridad pronunciamientos inhibitorios” (Exp. Nº 00205-2012; 4º Juzga-
do Civil de Trujillo).

“La calificación de la demanda constituye, en ese sentido, el primer fil-
tro procesal, el cual tiene por finalidad evitar dar movimiento innecesario a 
todo el aparato jurisdiccional, cuando visiblemente las pretensiones sometidas 
a su conocimiento no cuenten con estos elementos básico necesarios” (Exp.  
Nº 01623-2012; 32º Juzgado Civil de Lima).

“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva consagrado en el inciso 3 del 
artículo 139 de la Constitución Política y artículo I del Título preliminar del 
Código Procesal Civil, y cuya cualidad de “efectividad” se desprende de su in-
terpretación, de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos, como es el caso del artículo 8 de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos, es un atributo subjetivo que responde a la necesidad de que 
el proceso cumpla realmente con sus fines a los que está llamados a cumplir, 
en la medida que el proceso supone el ejercicio de función jurisdiccional del 
Estado, y comprende un complejo de derechos que forman parte de su conte-
nido básico: el derecho de acceso a la justicia, el derecho al debido proceso, el 
derecho a una resolución fundada en derecho (criterios jurídicos razonables) 
y el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales (eficacia procesal); 
por tanto, el rechazo liminar de una demanda regulado por las causales de im-
procedencia establecidas por el artículo 427 del Código Procesal Civil se en-
cuadra en la “efectividad” de la tutela judicial al evitarse un proceso incon-
ducente y, conforme  se ha señalado en el considerando tercero de la presente 
resolución” (Exp. N° 00006-2012; 5º Juzgado Civil de Lima).

En ese mismo esquema interpretativo se encuentra Vergara Gotelli, miem-
bro del Tribunal Constitucional, cuando sostiene que: “Iniciado el proceso, es 
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la pretensión la que podrá ser amparada o rechazada por el juez y no el dere-
cho de acción que, como todo derecho, no puede ser absoluto. Por ello puede 
existir ejercicio de la acción, demanda (con pretensión necesaria), proceso y 
sentencia estimatoria o desestimatoria, como también, dentro de las facultades 
de todo juez, conductor del proceso y expresión de la soberanía del Estado, el 
rechazo liminar de la demanda cuando esta es improponible, sin que, obvia-
mente, se afecte el derecho de acción. El rechazo in limine protege y previe-
ne de la carga procesal absurda e inútil, con desperdicio de tiempo y costos 
para el Estado en la atención de demandas que por su contenido e intencio-
nalidad evidencian no tener futuro, las mismas que, así, irracionalmente, lle-
varían a procesos sin destino, con gastos ociosos que bien podrían servir para 
la atención de otras causas que sí cumplen con los requisitos que la ley pro-
cesal y la razón exigen. La medida comentada evita gasto inútil de recursos 
al propio sistema de justicia (pago de remuneraciones a los jueces y auxilia-
res, mantenimiento de infraestructura, gasto en tecnología, honorarios profe-
sionales, etc.) que se pone en movimiento en todas sus instancias, no obstan-
te poderse prever, ab initio, que se trata de casos no justiciables” (RTC Exp. 
Nº 2425-2005-PHC/TC).

2.	 Calificación como verificación de requisitos legales

“La calificación de la demanda constituye, en ese sentido, el primer fil-
tro procesal, el cual tiene por finalidad evitar dar movimiento innecesario a 
todo el aparato jurisdiccional, cuando visiblemente las pretensiones sometidas 
a su conocimiento no cuenten con estos elementos básico necesarios” (Exp.  
N° 01623-2012; 32º Juzgado Civil de Lima). Otros agregan que: “Es deber del 
Juzgador el calificar previamente los actos postulatorios, a fin de determinar 
si los justiciables que concurren al órgano jurisdiccional han cumplido con los 
requisitos y formalidades establecidas por nuestro ordenamiento procesal ci-
vil” (Exp. N° 110-2012; 2º Juzgado Civil de Trujillo). En otras palabras, “es 
facultad del juez, en la calificación de la demanda, analizar si reúne los requi-
sitos de admisibilidad y procedencia de la demanda, previstos por los artículos 
424 y 425 del Código Procesal Civil, que dichos requisitos están vinculados 
estrictamente a cuestiones de forma y capacidad procesal en el modo de inter-
poner la demanda” (Exp. N° 196-2012; 7º Juzgado Civil de Trujillo).

Asimismo, se ha puntualizado que “el Juzgador deberá evaluar al calificar 
la demanda que esta reúna los requisitos exigidos en los artículos 130, 131, 
132, 133, 134, 424 y 425 del Código procesal Civil y demás normas conexas 
y complementarias, así también que no se encuentre incursa en las causales 
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de inadmisibilidad o improcedencia previstos en los artículos 426 y 427 del 
Código Adjetivo acotado” (Exp. N° 2260-2012; 12º Juzgado Civil de Lima).

En cuanto a exigencias formales se ha establecido que “la demanda no 
solo debe reunir los requisitos establecidos en los artículos 130, 424 y 425 
del citado cuerpo legal; si no también las disposiciones sobre aranceles judi-
ciales y derechos de notificación” (Exp. N° 00479-2012; 3º Juzgado Civil de 
Huaura).

3.	 Calificación como control de presupuestos procesales y condiciones 
de la acción 

“El estricto cumplimiento de los presupuestos procesales y las condicio-
nes de la acción constituyen requisito sine qua non para lo precedencia de la 
demanda” (Exp. N° 4473-2011; 35º Juzgado Civil de Lima). En efecto, “es re-
quisito indispensable para que el juez pueda emitir una sentencia válida y efi-
caz, que la relación procesal se encuentre saneada, por tanto, al calificar la de-
manda es el primer momento básico donde el juez debe efectuar el examen 
sobre la validez de la relación procesal, es decir, debe evaluar dos aspectos 
fundamentales: los presupuestos procesales y las condiciones para la ad-
misión de la acción o presupuestos materiales. Los primeros son elemen-
tos básicos y necesarios para la existencia de una relación jurídica procesal 
válida, así como para la validez del procedimiento, es decir, sin estos habrá 
proceso pero estará viciado y por tanto será un proceso defectuoso; entre ellos 
están la Capacidad, Competencia y Requisitos de la demanda. En cambio, 
las Condiciones para la admisión de la acción son los elementos indispensa-
bles para que el órgano jurisdiccional pueda expedir un pronunciamiento váli-
do sobre el fondo; entre ellos están el interés para obrar y la legitimidad para 
obrar (Exp. N° 00040-2012; 20º Juzgado Civil de Lima). Asimismo, “la cali-
ficación importa la revisión de la situación de hecho existente al momento de 
interposición de la misma, a efectos de verificar la concurrencia de las condi-
ciones de la acción (interés y legitimidad para obrar) y los presupuestos proce-
sales (requisitos de la demanda, competencia y capacidad para obrar), lo cual 
es obligación del Juzgador a efectos de entablar una relación jurídica procesal 
válida” (Exp. N°00066-2012; 3º Juzgado Civil de Lima).

Cabe resaltar que cuando concurren causales de inadmisibilidad e impro-
cedencia el juez ha optado por motivar solo la segunda: “[D]e la revisión de 
la demanda se advierte que la misma contiene causales de inadmisibilidad y 
de improcedencia, empero por razones de economía y celeridad procesal solo 
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se enunciarán en la presente resolución las que corresponden a la improceden-
cia” (Exp. N° 00006-2012; 5º Juzgado Civil de Lima).

También se h afirmado que “para que el juez pueda emitir un fallo vá-
lido sobre el fondo de la controversia, es necesario que se cumpla con cier-
tos requisitos básicos como son las condiciones de la acción (interés y legi-
timidad para obrar) y los presupuestos procesales de la acción ( requisitos de 
la demanda, competencia y capacidad para obrar), para que de esta manera y 
luego de la calificación respectiva, pueda declararse la admisión, inadmisibi-
lidad o improcedencia de la demanda, según sea el caso, conforme a lo previs-
to en los artículos 426 y 427 del Código Procesal Civil; la cual es obligación 
del juzgador verificar a efectos de entablar una relación procesal válida” (Exp.  
N° 00931-2011; 39º Juzgado Civil de Lima).

Finalmente: “Es principio de orden procesal que toda persona tiene dere-
cho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de defensa de sus dere-
chos o intereses con sujeción a un debido proceso, a tenor de lo dispuesto en el 
numeral I del Título Preliminar del Código Procesal Civil; sin embargo, a fin 
que el juez pueda emitir un pronunciamiento válido sobre el fondo es necesa-
rio cumplir con ciertas reglas procesales básicas, así tenemos que para la ad-
misión de una demanda se debe dar cumplimiento a las condiciones de la ac-
ción, así como a los presupuestos procesales, a fin de que el juez se encuentre 
apto para expedir válidamente una sentencia” (Exp. N° 00472-2012: 25º Juz-
gado Civil de Lima).

Una versión más completa se ofrece en la siguiente definición: “[L]a cali-
ficación de la demanda, importa por parte del juzgador verificar si en esta con-
curren los requisitos de admisibilidad y procedencia previstos en los artículos 
424 y 425 del Código Procesal Civil; asimismo, que no se encuentre afectada 
por las causales de inadmisiblidad e improcedencia previstos en los artículos 
426 y 427 del acotado cuerpo legal; asimismo, es necesario que el juez, pre-
viamente conozca algunas categorías procesales como: a) Se verifique la exis-
tencia, constitución y desarrollo válido de la relación procesal, dentro de es-
tos se encuentra la calificación de la demandada aludida; b) Los exámenes y 
juicios que deben emitirse sobre la demanda (continente) y sobre la preten-
sión (contenido de la demanda); c) Los presupuestos procesales: la compe-
tencia del juez, capacidad procesal y requisitos de la demanda; y d) las condi-
ciones de ejercicio válido de la acción legitimidad e interés para obrar” (Exp.  
N° 00277-2012; 2º Juzgado Civil-Sede Barranca).
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Igual plenitud encontramos en: “La Corte Suprema ha señalado (...) la fa-
cultad con la que nuestro ordenamiento procesal vigente ha investido al juzga-
dor para declarar in limine la improcedencia de las demandas, de conformidad 
con el artículo cuatrocientos veintisiete del Código Procesal Civil obedece a la 
necesidad de: i) establecer una relación jurídica procesal válida desde el mo-
mento de interposición de la demanda, mediante el cumplimiento de las con-
diciones generales de la acción, ii) contar con petitorios que fuesen jurídica o 
físicamente posibles, con derechos controvertidos no caducos, cuyas preten-
siones, en su caso, hayan sido debidamente acumuladas; iii) plantear el con-
flicto jurídico ante el órgano jurisdiccional competente, a fin de que el proceso 
no se desnaturalice con la sustanciación de pretensiones procesales que nacen 
muertas por cualesquiera de las situaciones descritas, violando los principios 
de economía y celeridad procesales con el consiguiente sobredimensio-
namiento de la carga procesal del Poder Judicial” (Exp. N° 00491-2011; 
4º Juzgado Civil del Cusco).

A manera de síntesis, es válido afirmar en función de lo que sostiene nues-
tra judicatura de primer grado que cuando se califica la demanda se reconoce 
la existencia de un poder-deber del juez el cual no es incompatible con el de-
recho de la tutela jurisdiccional; por el cual se exige al demandante que la re-
lación procesal que construye cumpla con los denominados presupuestos pro-
cesales y condiciones de la acción, traducidos en requisitos de forma y fondo, 
que finalmente terminan siendo observadas a la luz de la causales de inadmi-
sibilidad e improcedencia reguladas en el Código Procesal Civil, con el fin de 
que no se tramiten pretensiones que vulneren ciertos principios del proceso 
como la economía y celeridad procesales.  

Pero para explicar la relación entre las causales reguladas en los artículos 
426 y 427 del Código Procesal Civil y lo que la doctrina conoce como pre-
supuestos procesales y condiciones de la acción, resulta necesario repasar la 
evolución  de estos conceptos en función de las perspectivas procesales alre-
dedor de la acción y su evolución en la ciencia procesal. 

V.	 EVOLUCIÓN DE LOS PRESUPUESTOs PROCESALES Y 
CONDICIONES DE LA ACCIÓN

Hacia mediados del S. XIX el Derecho Procesal fue adquiriendo paula-
tinamente su autonomía frente el derecho material. De los últimos rastros de 
lo que conocemos como teorías monistas encontramos las tesis de Savigny, 
para quien el derecho subjetivo adquiere forma una vez que es vulnerado,  
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“[c]uando consideramos un derecho en la especial relación con su violación 
aparece aquel es una forma nueva, en un estado de defensa. En parte la viola-
ción, en parte las instituciones establecidas para combatirla, repercuten sobre 
el contenido y la existencia del propio derecho, y el conjunto de modificacio-
nes, que de esta manera nacen de él, se concentran bajo el nombre de derecho 
de acción”(31). Seguidamente afirma que “la relación correspondiente a la vio-
lación, el derecho conferido a la parte lesionada, se llama derecho de acción o 
acción. La palabra acción también expresa el ejercicio mismo del derecho”(32). 
Para Savigny es necesario para la existencia de la acción dos condiciones, el 
derecho y la violación de ese mismo derecho, de lo contrario aquella será no-
nata. En la misma perspectiva Prieto Castro concebía la acción como “el dere-
cho mismo vulnerado, en pie de guerra, en relación contra su violación; como 
apéndice del derecho material”(33). 

En el escenario nacional, Mario Alzamora Valdez apuntaba a partir de los 
comentarios de León Barandiarán, que este último se enmarcaba dentro la po-
sición de autores que consideraba la acción no como el estado que surge de 
la violación de un derecho, sino como elemento integrante de este, o “como 
cualidad necesaria para hacerlo valer en cualquier momento, hacer efectivo 
el derecho, para hacerlo valer o actualizarlos”(34), “no de forma primaria sino 
secundaria”(35). También anota que fue Ihering quien tuvo mayor acogida en la 
regulación peruana en tanto consideraba al interés como el elemento material 
del derecho subjetivo cuyo interés formal era la acción misma, así que medida 
por el interés subjetivo, la acción civil pertenecía  a la órbita del derecho pri-
vado. A modo de ejemplo, manifiesta los preceptos clásicos de “sin interés no 
hay acción” dieron inspiración al artículo 36 del Código italiano de Procedi-
miento Civil (derogado) y el artículo IV del Título Preliminar del Código 
Civil del Perú, cuando afirma que “para ejercitar o contestar una acción es ne-
cesario tener legítimo interés económico y moral”. 

Volviendo a Europa, Alvaro de Oliveira sostiene que el primer gran 
cuestionamiento a las ideas de Sagviny surgió en la obra de Bernard Windscheid 

(31)	 Savigny citado por ALVARO DE OLIVEIRA, Carlos Alberto. Teoría y práctica de la tutela jurisdic-
cional. Traducción de Juan José Monroy Palacios. Communitas, Lima, 2008, p. 44.

(32)	 Ídem.
(33)	 PRIETO CASTRO, Leonardo. Exposición del Derecho Procesal Civil de España. Tomo I, Madrid, 

1941, p. 43.
(34)	 León Barandiarán citado por ALZAMORA VALDEZ, Mario. “La acción como derecho autónomo”. 

En: Revista del Foro. N° 6, Lima, 1951.
(35)	 Ídem.
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(1856) y en la polémica de este con Muther. Para Windscheid existen acciones 
que no presuponen de la violación del derecho como lo condicionaba Savigny. 
La actio para el primero es la facultad de imponer la propia voluntad en la vía 
jurisdiccional, pero ya para aquella época no coordinaba con el Derecho mo-
derno y no tenía relación alguna con el concepto Klagrecht como se le cono-
cía a la acción alemana. En su célebre obra traducida como La acción del De-
recho Civil romano desde el punto de vista del derecho actual, considera 
a la acción como “una expresión autónoma del Derecho, o antes, de la preten-
sión jurídica”(36). La actio romana no es más que el Derecho mismo, metafó-
ricamente denominado por lo actos que acompañan su modo normal de nacer 
a la vida, a través del juicio prometido por el pretor; y por lo tanto, no es un 
nuevo derecho que surge de la violación, no es el derecho a accionar solo un 
derecho de restitución en el caso del derecho a la propiedad, porque sustitu-
ye la acción por el término Ansprush que en Italia se ha traducido como prete-
sa (pretensión). Windscheid concluiría que la actio constituiría apenas una en-
voltura que recubre el derecho material en él encerrado(37). 

Por su parte, Muther llegó a concebir el derecho a accionar como un dere-
cho frente al Estado en la persona de sus órganos jurisdiccionales, como un de-
recho a la fórmula o la tutela jurídica para nosotros(38). Sostiene que al Estado 
corresponde no solo el deber de impartir tutela sino que debe también reali-
zar contra el obligado la coacción necesaria para obtener el cumplimento eva-
dido. La actio resulta ser “la pretensión del titular frente al pretor a fin de que 
este le confiera una fórmula para el caso de que su derecho sea lesionado”(39). 
Para él, la idea de acción tenía relevancia en el derecho vigente, toda vez que 
quien se le hubiese vulnerado su derecho merece tutela del Estado (derecho a 
accionar o Klagrecht), tan igual para los romanos los presupuestos son el de-
recho subjetivo y su lesión. 

La famosa polémica concluye con el reconocimiento de una acción mate-
rial, junto con la acción procesal, siendo este último el mayor fruto de la con-
troversia académica. Así la acción en sentido material es la pretensión que se 
reclama contra el adversario, por su parte la acción procesal consiste en el de-
recho de tutela del Estado.

(36)	 Windscheid citado por ALVARO DE OLIVEIRA, Carlos Alberto. Ob. cit., p. 49.
(37)	 Ibídem, pp. 51-52.
(38)	 CALAMANDREI, Piero. “Giuseppe Chiovenda”. Traducción de Santiago Sentís Melendo; tomado 

de Rivista di Diritto Processuale. 1947, p. 169 y ss. 
(39)	 Muther citado por ALVARO DE OLIVEIRA.  Ob. cit., p. 54.
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Años después será Adolf Wach quien busca romper definitivamente la li-
gazón entre el derecho materia y el derecho procesal a partir de su teoría de la 
tutela jurídica por la cual “la existencia del derecho de acción exigen la con-
currencia de una serie de requisitos comprendido bajo la denominación gene-
ral de condiciones de la acción y presupuestos procesales”(40). Agrega que este 
derecho “es de naturaleza publicística y pertenece al Derecho Público”(41), y 
que la acción corresponde a quien tiene derecho, y cuanto a esencia misma es 
un derecho subjetivo pero concreto, correlativo a una obligación de los órga-
nos del Estado de prestar tutela mediante una resolución de fondo estimato-
ria (el derecho a una sentencia favorable). Para Alzamora Valdez ya era claro 
que esta concepción de la acción no podía explicar las acciones sin fundamen-
to, aunque se diga que en las sentencias infundadas no exista acción. Si el de-
recho a una sentencia favorable nace en realidad al concluirse la causa, el de-
recho ejercitado tendría otra naturaleza. Alfredo Rocco frente a esta realidad 
sostendría que el derecho de acción no existe, toda vez que se conocería una 
vez satisfecho(42). 

Asimismo, Oskar von Bullow para 1868 plantea la idea de un proceso 
construido  partir de una relación jurídica de Derecho Público, por la cual la 
relación material puede ser adaptada en el propio proceso. Su tesis conside-
raba que la relación estaba constituida entre las partes y el tribunal y no solo 
entre ellas. Para el profesor uruguayo Guerra Pérez “esa postura considera la 
naturaleza pública del derecho de acción, que nace con la formulación del re-
clamo o demanda judicial y, por consiguiente, constituye una cuestión dife-
rente al derecho material”(43).  Años después el alemán Henry J. Degenkolb, y 
el húngaro Sándor Plosz “admitieron en la acción el carácter de derecho sub-
jetivo público, repararon en que aun quien  fue vencido en la litis había sido 
admitido a promoverla y conducirla. Era, pues, necesario hallarle a ese poder 
un fundamento fuera de la litis, y lo individualizaron en el derecho de accio-
nar en juicio, que es independiente de la efectiva correspondencia con el dere-
cho privado y, por tanto de carácter abstracto”(44).

(40)	 ALZAMORA VALDEZ, Mario. Ob. cit., p. 289.
(41)	 Adolf Wach citado por DE LA RÚA, Fernando. Teoría general del proceso. Depalma, Buenos Aires, 

1991, p. 50.
(42)	 ROCCO, Alfredo. La sentencia civil. Stylo, Ciudad de Mexico, p. 144.
(43)	 GUERRA PÉREZ, Walter. “Condiciones especiales para el ejercicio de la acción, y actualidad de este 

concepto fundamental”. En: Derecho procesal. XXI Jornadas iberoamericanas, Universidad de Lima, 
Lima, 2008, p. 200.

(44)	 DE LA RÚA, Fernando. Ob. cit., p. 50.
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La adopción de la acción como un derecho abstracto fue otro de los pasos 
más importantes que dio la doctrina. Para esta posición el derecho a la acción 
se detenta incluso cuando se omita falta de alegación de titularidad. Asume 
que la ausencia de interés o derecho sustantivo o prueba que la respalde será 
condición para el dictado de una sentencia sobre el mérito favorable, pero en 
nada afecta el acceso a la jurisdicción.  Para De la Rúa, la configuración final 
y moderna de la acción fue propuesta por Chiovenda en 1903 quien “partien-
do de una acción autónoma encontraría su acta baustismal la moderna doctri-
na procesal. Fue en esa ocasión cuando se explicó y difundió decisivamente la 
autonomía de la acción”(45). 

Apunta el procesalista argentino que la evolución de las doctrinas sobre la 
acción muestra claramente un camino que partiendo de una posición subjeti-
vista, de raíz pandectista, avanza hacia una concepción objetiva del proceso, 
en el cual adquiere relieve sus aspectos publicísticos y especialmente la juris-
dicción, “llave de vuelta de todo el sistema procesal”, al decir de Carnelutti(46). 

Es a nivel de este ámbito que Carnelutti consolidará esta tesis, constitu-
yéndose, en palabras de Devis Echandía, un trascendental avance y un gran 
esfuerzo jurídico para darle a la acción una estructura sólida y científica(47). 

a)	 La acción constituye un derecho autónomo y anterior al proceso, pero 
un derecho subjetivo procesal abstracto, porque no persigue la senten-
cia favorable, sino que haya un proceso en el cual se resuelva las pre-
tensiones del demandante. 

b)	 El interés que la acción protege no es el interés que se halla en litigio, 
sino el interés que el litigio tenga una justa composición. Es aquí don-
de surge la diferencia entre el derecho subjetivo material y la acción.

c)	 Para que el particular tenga acción debe gozar de cierta idoneidad que 
resulta de una especial situación  respecto al litigio. Pero no se trata de 
que sea titular del derecho subjetivo material porque bien puede tener 
acción sin que este derecho le corresponda, sino el interés en la com-
posición del litigio.

(45)	 Ídem.
(46)	 Ibídem, p. 52.
(47)	 Carnelutti citado por DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. Teoría gen-

eral del proceso. Tomo I, 14ª edición, ABC, Santa Fe de Bogotá, 1996, p. 181.
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d)	 La acción es un derecho subjetivo procesal, porque impone al juez una 
obligación procesal: la de proveer, que es completamente diferente de 
la obligación sustancia del demandado, y que se afirma en la deman-
da. Sujeto pasivo de la acción es, por lo tanto, el juez o la oficina judi-
cial ante quien se presenta la demanda.

e)	 Esta obligación del juez consiste, únicamente en proveer, pero no ne-
cesariamente de manera favorable, el actor; es decir, que la acción le 
exige al juez proveer, pero no le fija cómo debe hacerlo. 

f)	 La acción no es un derecho subjetivo privado, sino un derecho subje-
tivo público y más exactamente forma parte de los derechos cívicos. 

La aceptación de la acción como un derecho público y abstracto. Tiene in-
teresantes consecuencias. De la Rúa admitiría que la variación del orden siste-
mático del Código de Procedimiento Civiles italiano de 1942 es un índice de 
un cambio de mentalidad, pues mientras el Código anterior (1865) “desarro-
llaba los problemas desde el punto de vista del litigante que pide justicia, el 
nuevo los propone desde el punto de vista del juez que debe administrarla”(48). 
Por esta senda, a la cual no fue ajena la evolución de las ideas políticas, se 
afianzó una importante corriente de pensamiento, lo hallamos en Carnelutti, 
Zanzucchi, Gargagnati y Furno, fue sostenida en Alemania por Rosemberg y 
Scönke; en Portugal, por Alberto Dos Reis, y en Sudamérica por Couture y 
Alsina. Desde entonces mucha agua ha corrido, pero tanto el pensamiento pu-
blicista del proceso y la evolución de la acción como el gran motor de la auto-
nomía procesal han ido de la mano reclamándose para aquella muchas veces 
la esencia de su modernización.

Bien sostiene Guerra que respecto a la calidad abstracta de la acción, solo 
podrían observarse como condiciones de su ejercicio, “aquellas que se esta-
blecen para regular el mejor ejercicio de la acción como derecho subjetivo 
público de pedir la intervención del estado en la tutela de los derechos”(49). En 
tal sentido, “[p]ara quienes siguen la concepción del derecho abstracto de la 
acción, si para la reclamación o solicitud  de declaración de un derecho sub-
jetivo sustantivo se ha dispuesto por la ley algún tipo de requisito  especial de 

(48)	 DE LA RÚA, Fernando. Ob. cit., p. 53.
(49)	 GUERRA PÉREZ, Walter. Ob. cit., p. 204.
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previo cumplimiento, este no alcanza a limitar el ejercicio de la acción, ni tam-
poco interesa la existencia o no de tal derecho material o interés”(50). 

Interesante es notar cuales podrían ser las condiciones de ejercicio de la 
acción en función de la tesis abstracta, para Guerra, “[s]eguramente debemos 
poner énfais en el aspecto subjetivo y analizar las condiciones del sujeto ti-
tular del derecho de acción. Es así que las condiciones de ejercicio de la ac-
ción en este caso estarán relacionadas con la existencia del sujeto, con su ca-
pacidad, con la representación, con la postulación u otras condiciones que 
la ley imponga, especialmente vinculadas a la persona que debe ejercer la 
acción”(51). En otras palabras, debe admitirse solo condiciones relativas la ca-
lidad del sujeto únicamente, por lo que estarían fuera de las condiciones los 
supuestos de legitimación e interés que son condiciones del justiciable fren-
te a la pretensión. Por lo tanto, cuando juristas peruanos como Carlos Paro-
di Remón(52) y Juan Monroy Gálvez(53) sostienen que la acción es un derecho 
abstracto, no reparan que nuestro propio Código Procesal Civil es incompati-
ble con dicha afirmación al regular la legitimidad e interés para obrar como su-
puestos de improcedencia de la demanda de forma in limine.

Pero retomemos los aspectos de validez del proceso que el juez debe te-
ner en cuenta para una adecuada calificación; si partimos que el proceso a ser 
un instrumento de la jurisdicción y que satisface el derecho fundamental de la 
tutela jurisdiccional para alcanzar un valor axiológico que es la justica; debe-
mos asumir también que para su validez estructural se requiere, como afirma 
Garbierí Llobregat(54):

-	 Que concurran todos los requisitos a los que el ordenamiento con-
diciona la plena validez de la actuación jurídica, los presupuestos 
procesales.

-	 Que concurran todos los requisitos a los que el ordenamiento subor-
dina la efectiva resolución de conflictos a través del proceso, que son 

(50)	 Ibídem, pp. 210-211.
(51)	 Ibídem, p. 211.
(52)	 PARODI REMóN, Carlos. Derecho Procesal en vísperas del siglo XXI. Temas actuales, en memoria 

de los profesores Isidoro Eisner y Joaquin Alí Salgado. Ediar, Buenos Aires, 1997, p. 355.
(53)	 MONROY GÁLVEZ, Juan. “Conceptos elementales del proceso civil”. En: Advocatus. Año 3, Lima, 

1992, pp. 53-59.
(54)	 Garberí Llobregat citado por RIVERA MORALES, Rodrigo. “Presupuestos procesales y condicio-

nes de la acción en el proceso civil, Actualidad de los conceptos fundamentales”.  En: Derecho Pro-
cesal. XXI Jornadas Iberoamericanas. Universidad de Lima, Lima, 2008, p. 242.
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condiciones para que el proceso resulte eficaz, los cuales son uno de 
carácter objetivo (la fundamentación fáctica de la demanda y que pue-
dan subsumirse en el supuesto abstracto de la norma jurídica), y otro 
de carácter subjetivo (la legitimación).

Respecto a los presupuestos procesales, Calamandrei sostuvo que “son los 
requisitos necesarios para que pueda constituirse un proceso válido, una rela-
ción procesal válida. También se dice que son las condiciones que debe exis-
tir a fin de que pueda tenerse un pronunciamiento cualquiera, favorable o des-
favorable, sobre la demanda. Esto es que se concrete el poder-deber del juez 
de proveer sobre el mérito”(55). En todo caso, debe identificarse que la falta de 
presupuestos procesales debe generar en contrapartida un pronunciamiento in-
hibitorio, que podrá ser o no subsanable por las partes.

Ahora debe resaltarse que cuando estemos en estricto frente a los deno-
minados presupuestos procesales, estos se remiten a situaciones preexistentes 
al proceso, aunque no determinan su inexistencia sino su inadmisibilidad; así 
Rosemberg acotaba que los presupuestos atañen a la totalidad de la admisibi-
lidad  del proceso, pero no debe concluirse que sin estos no puede existir este; 
a lo que agrega Goldschmidt que “la ausencia de los presupuestos procesales 
no impide el nacimiento del proceso, ya que el pronunciamiento acerca de su 
omisión se hace dentro del instrumento”(56). Desde esta perspectiva se descar-
ta cualquier posibilidad de considerar que el proceso existe cuando el juez de-
clara saneada la relación procesal, pues aunque esta se declare inválida y se 
expida una decisión inhibitoria, habrá existido proceso. 

Retomando nuestra regulación procesal, según el artículo 128 de nuestro 
Código Procesal Civil la calificación de un requisito como de forma o de fon-
do adquiere gran importancia para definir la admisibilidad o procedencia de 
un acto procesal de parte; por lo tanto esta clasificación bien nos podría es-
clarecer el panorama procesal que nos rige para deducir en qué es criticable 
el modelo que se nos ha impuesto. Así tenemos, que el doctor Rodrigo Rivera 
Morales(57) aborda la validez del proceso presentando algunas posiciones, en-
tre las que destaca, a favor de nuestra prédica, ciertas condiciones  de forma y 
fondo para la validez del proceso.

(55)	 CALAMANDREI, Piero. Instituciones del Derecho Procesal. Vol. I, EJEA, Buenos Aires, 1973,  
p. 351.

(56)	 James Goldschmidt citado por RIVERA MORALES, Rodrigo. Ob. cit., p. 246.
(57)	 RIVERA MORALES, Rodrigo. Ob. cit., p. 247.
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Así tenemos que estas condiciones de validez se manifiestan como pre-
supuestos procesales de forma los que serían: i) la demanda en for-
ma, ii) la capacidad procesal de las partes; y iii) la competencia del juez; y por 
otro lado, los presupuestos procesales de fondo o materiales (condiciones 
de la acción) que propician la emisión de una sentencia de mérito, es de-
cir: i) la existencia del derecho que tutela la pretensión procesal (voluntad de 
la ley); la legitimidad para obrar; ii) el interés para obrar, y iii) que la preten-
sión no hubiese caducado. 

Si esta construcción teórica sería aplicada en la lógica de nuestra legisla-
ción, estarían meridianamente definidos que los elementos  de forma, serían 
los presupuestos procesales clásicos (competencia, capacidad y requisitos de 
la demanda); y por defecto, subsanables; y los presupuestos de fondo (nues-
tras condiciones de la acción), serían de carácter insubsanable, y por lo tanto, 
se justificaría la improcedencia aunque a nuestro juicio seguiría siendo discu-
tible declararlo inaudita altera pars.

Los presupuestos procesales se configuran con anterioridad al proceso. La 
regulación de juez competente, la capacidad de actor, así como las reglas para 
su eventual representación, y los requisitos formales, por lo tanto, el juez pue-
de; en el primer caso, oficiar la demanda al juez que si tiene la competencia 
para conocer el asunto litigioso (reenvío), salvo que sea prorrogable; en el se-
gundo caso, puede exigir al actor que comparezca su representante legal si ha-
llaré algún impedimento o limitación en su capacidad; y requerir la subsana-
ción de las omisiones que pudiera contener su demanda. 

Respecto a las condiciones de fondo, estas definitivamente se relacionaran 
con la pretensión invocada, y por lo tanto, exigirá un control de la judicatura 
que no puede ser liminar, sino que deberá existir contradictorio, de tal mane-
ra que la resolución que eventualmente deniegue la demanda por improceden-
te tenga elementos de juicio suficientes que elimine la arbitrariedad a la que se 
puede llegar con el sistema inquisitivo-publicístico. 

Creemos que esta aproximación al tratamiento de los presupuestos proce-
sales y condiciones de la acción, merece todavía una constante reflexión, más 
aún si tomamos en cuenta su aplicabilidad en el contexto de un nuevo paradig-
ma procesal en el que cobra importancia la tutela jurisdiccional efectiva como 
derecho fundamental, lo que evidentemente incluye la necesidad de constitu-
cionalizar algunos conceptos como la acción, lo que en opinión de Guerra, a 
la que nos adherimos, determinaría “cambios fundamentales en la postura que 
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se adopte y en el análisis y aplicación de esas condiciones en cuanto su admi-
sibilidad, alcance y efectos”(58). 

En vista de todo ello, al margen de ingresar analizar caso por caso las cau-
sales de inadmisibilidad e improcedencia y la manera de cómo los jueces-ca-
lificadores civiles las concretizan, es conveniente dejar esquematizada nuestra 
idea sobre un adecuado control de la validez del proceso en un escenario en el 
que se garantiza la subsanabilidad de las omisiones de forma y el control pos-
terior con contradictorio para verificar exigencias de fondo.  

Esquema básico propuesto para el tratamiento de la acción y tutela 
jurisdiccional en  la calificación de demandas judiciales civiles

Presupuestos procesales (forma)
La forma de la demanda
La capacidad procesal de las partes 
La competencia del juez

Evaluación del juez sin necesidad de 
contradictorio del demandado

Consecuencia de su carencia: Inadmisibilidad de la demanda y plazo 
de subsanación
Reenvío al juez competente

Condiciones de la acción (fondo)
Interés para obrar
Legitimidad para obrar
Caducidad

Evaluación del juez con contradictorio 
del demandado 

Consecuencia de su carencia: Improcedencia de la demanda 
(Resolución inhibitoria en fase de sa-
neamiento)

(58)	 GUERRA PÉREZ, Walter. Ob. cit., p. 233.
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CAPÍTULO II

INADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA

I.	 NOCIÓN DE INADMISIBILIDAD

El Código Procesal Civil en su artículo 128 establece que el juez declarará 
la inadmisibilidad de un acto procesal cuando carezca de un requisito de for-
ma o este se ha cumplido defectuosamente. Indudablemente se tratan de ac-
tos procesales provenientes de las partes en litigio, y no del juez pues contra 
estos operan cuando corresponda la corrección, la aclaración, la integración 
e incluso la convalidación de sus providencias. Se trata de un control formal 
que el juez realiza para considerar válidamente presentado un escrito, que por 
su relevancia en el proceso puede exigir una mayor o menor rigurosidad en al-
gunos casos.

Sin embargo, hablar de un control formal a partir del artículo en mención 
resulta poco satisfactorio si el juez solo aplica una lista predeterminada por el 
legislador (los requisitos de forma, sean los que fueren) sin comprender pre-
viamente cuál es el elemento común e integrador de dichos requisitos y cuál 
es la finalidad que cumple.

Y es en el escrito postulatorio donde el adecuado manejo de los requisi-
tos de admisibilidad adquiere mayor relevancia para la correcta tutela de la 
pretensión invocada. En este sentido el artículo 128 no basta para motivar la 
inadmisibilidad de una demanda presentada, sino que debe tomarse en cuen-
ta necesariamente los supuestos preestablecidos en la ley procesal como 
“requisitos de forma”. Así para nuestros jueces-calificadores de primer grado 
la exigencia para la admisibilidad de una demanda ha sido definido en térmi-
nos de exigencias de forma: “Conforme a la ley y a la doctrina, una deman-
da resulta inadmisible, cuando ella no satisface las exigencias de orden formal 
que condicionan su admisión a trámite” (Exp. N° 00009-2012; 5º Juzga-
do Civil del Callao).
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Complementando al artículo 128 del Código Procesal Civil, el artículo 
426 regula en principio cuatro supuestos de inadmisibilidad de la demanda 
cuyo alcance no es limitativo obligando al juez a invocar o a remitirse a otros 
requisitos exigibles (sobre los cuales abordaremos más adelante); sin perjui-
cio de ello, para efectos de hallar un común denominador que caracterice a la 
admisibilidad, en el último párrafo de dicha norma sanciona que el juez orde-
nará que el demandante subsane la omisión o defecto en un plazo no mayor 
de diez días.

Código Procesal Civil

Artículo 426.- Inadmisibilidad de la demanda

El Juez declarará inadmisible la demanda cuando:

1. 	 No tenga los requisitos legales;

2. 	 No se acompañen los anexos exigidos por ley;

3. 	 El petitorio sea incompleto o impreciso; o

4. 	 La vía procedimental propuesta no corresponda a la naturaleza del pe-
titorio o al valor de este, salvo que la ley permita su adaptación.

En estos casos el juez ordenará al demandante subsane la omisión o 
defecto en un plazo no mayor de diez días. Si el demandante no cumpliera 
con lo ordenado, el juez rechazará la demanda y ordenará el archivo del expe-
diente (el resaltado es nuestro).

Así tenemos que la eventual omisión o defectos de requisitos que son con-
siderados de admisibilidad siempre deberían llevar al juez a orientar su subsa-
nación a cargo del actor. Por su parte, la finalidad de establecer requisitos sub-
sanables, resalta el hecho de que el defecto incurrido por el actor no repercute 
de gran gravedad para impedir que la propia parte lo satisfaga o que el juez se 
vea impedido de resolver la litis planteada de manera irremediable. Una cau-
sal de inadmisibilidad debe ser en principio la regla general para toda aque-
lla omisión o imprecisión que permita al juez calificar la demanda dejando un 
margen para “salvar” el defecto y permitir el acceso al proceso a quien recla-
ma justicia, pudiendo ser aplicable la subsanación incluso cuando el juez ten-
ga duda respecto de la claridad de aspectos que tenga que ver indirectamente 
con presupuestos procesales y condiciones de la acción.
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Un ejemplo de esta posibilidad se suscitó en un proceso sobre facción de 
inventario y valorización, cuando el juzgador llamó a la demandante a que 
acreditara su interés para obrar; en los siguientes términos: “La solicitante 
debe acreditar su interés para obrar, ya que según sostiene, la difunta tie-
ne hijos menores de edad; por consiguiente, debe precisar si es representante 
de los herederos o ella tiene la tutela de los menores” (Exp. N° 00489-2012;  
1º Juzgado Civil de Huaura- Sede Huaral).

Otro claro ejemplo de esta cobertura a favor de la subsanación se presentó 
en el Exp. N° 00021-2012; 3º Juzgado Civil de Cajamarca: “[S]e puede apre-
ciar que el demandante consigna como petitorio nulidad de acto jurídico por la 
causal de ausencia de formalidad y del documento que lo contiene, en mérito a 
la minuta de anticresis, pero cabe precisar que de lo referido en los fundamen-
tos de hecho de la presente demanda, esta no guarda relación con el petitorio, 
ya que alude a hechos que hacen referencia a una pretensión de otorgamiento 
de escritura pública y no a la de nulidad de acto jurídico por ausencia de for-
malidad que se peticiona, por consiguiente no existe una conexión lógica en-
tre los hechos y el petitorio, por lo que el demandante deberá subsanar este ex-
tremo del escrito de demanda”.

Asimismo, en el Exp. N° 00016-2012; 1º Juzgado Civil de Lima Sur - 
Sede VMT el juez dispone que el accionante: “[A]clare su petitorio respecto 
del tipo de acumulación que pretende de conformidad con lo establecido por 
el artículo 87 del Código Procesal Civil”.

Finalmente, en el Exp. N° 1051-2012; 27º Juzgado Civil de Lima se le so-
licitó al actor: “Acreditar la legitimidad para obrar que tenga la solicitante 
en la materia (nulidad de acto jurídico) adjuntando los contratos de arriendos 
y/o subarriendos del CEI en donde aparezca como la titular de los alquileres 
y/o tenencia del inmueble en materia mediante documentos o medios proba-
torios que así lo verifiquen”.

En estos casos, si bien la técnica no es perfecta, finalmente la parte acto-
ra tendría la posibilidad de corregir las omisiones, lo que a priori no lo colo-
ca en una total indefensión. La Corte Suprema ha considerado que en función 
del principio pro actione debe permitirse la subsanación de la demanda.  J1

Otro aspecto que cabe resaltar para coadyuvar los fines de la subsanación 
de la demanda es la fijación de un plazo razonable en el auto que provee la 
inadmisibilidad, pues no tiene sentido admitir la posibilidad de corrección del 
escrito postulatorio por el actor, si el tiempo que se le otorga para cumplir con 
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la providencia es extremadamente corto (si son varios los requerimientos, por 
ejemplo). A modo ilustrativo, vale la pena identificar cómo otros códigos 
regionales regulan los plazos para subsanar la demanda:

Ley procesal Supuestos 
subsanables

Plazo para 
subsanar

Colombia (1970)
Código de Procedimiento Civil

7 5 días

Brasil (1973)
Código de Processo Civil

4 10 días

Bolivia (1975)
Código de Procedimiento Civil

9 Plazo 
prudencial

Ecuador (1987)
Código de Procedimiento Civil

8 3 días

Uruguay (1989)
Código General del Proceso

7 A criterio del 
juez

Venezuela (1990)
Código de Procedimiento Civil

5 (vía exceptio 
inepti libelli)

5 días

Perú (1993)
Código Procesal Civil

4 Hasta 10 días

No estaría mal que el artículo 426 del Código Procesal Civil admita  
–como lo hace el Código de Procedimiento Civil de Bolivia– un criterio de 
prudencia al establecer plazos para subsanar. En la práctica legal, cuando el 
demandante requiere un plazo mayor lo debe comunicar al juzgado, adjuntan-
do a su escrito algún tipo de prueba que demuestre que se encuentre gestionan-
do el documento requerido; sin embargo, aunque el Código no lo exprese lite-
ralmente, algunos jueces son renuentes a otorgar ampliatorias de término, y en 
el proveído de la inadmisibilidad utilizan la expresión “plazo improrrogable” 
para desincentivar eventuales solicitudes ampliatorias(1).

La subsanación efectuada por el actor debe complementar la labor de cali-
ficación, y solo si en efecto se ha cumplido con lo indicado por el juez, la de-
manda será admitida, de lo contrario será rechazada. Ello finalmente significa 

(1)	 Uno de varios ejemplos es el Exp. N° 00593-2012; 11º Juzgado Civil de Lima: “[O]torgándose-
le el plazo improrrogable de tres días a fin de que subsane las omisiones incurridas, bajo apercibi-
miento de rechazar la demanda en caso de incumplimiento” (el resaltado es nuestro).
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que “la subsanación no importa necesariamente su inmediata admisión a 
trámite sino su debida calificación” (Exp. N° 00648-2012; 8º Juzgado Civil de 
Lima). En vista de ello, siendo la demanda el más importante de los actos pro-
cesales de parte, resulta conocer previamente de su importancia para el proce-
so como acto postulatorio.

II.	L A IMPORTANCIA DE LA DEMANDA PARA EL PROCESO

Siguiendo a Juan Morales Godo(2), para quien la naturaleza jurídica de la de-
manda es compleja identifica en la doctrina hasta tres modos de aprehenderla:

1.	 Como acto procesal: Produce el efecto inmediato de dar por iniciado 
el proceso, para este autor, siguiendo a Monroy indica que cuando un 
hecho procesal viene precedido por una o varias manifestaciones de 
voluntad provenientes de cualquiera de los sujetos procesales estare-
mos ante un acto procesal. La demanda es un acto procesal de parte en 
plena concordancia con el sistema dispositivo.

2.	 Como acto de postulación: En virtud de la demanda se ejercitan tan-
to el derecho de acción que se dirige al órgano jurisdiccional, como 
la voluntad de que se resuelvan las pretensiones allí propuestas. Ad-
vierte que la demanda como acto de postulación concretiza el pedi-
do o acto de estímulo de la actividad jurisdiccional. Termina acogien-
do lo afirmado por Francisco Ramos Méndez en que la demanda no se 
interpone por el mero hecho de iniciar un proceso, sino para pedir un 
derecho.

3.	 Determina la apertura de la instancia: Por el cual la demanda termi-
na por provocar la intervención inmediata del juez instaurándose for-
malmente el proceso, con cargo a llevar a cabo todas las demás activi-
dades que conforman la instancia hasta su conclusión. “La apertura de 
la instancia obliga al juez a pronunciarse en dos momentos: uno inme-
diato sobre al admisibilidad de la demanda; y otro mediato cuando se 
dicta sentencia sobre su mérito”(3).

En este esquema resulta importante destacar, asimismo, algunas conse-
cuencias jurídicas de carácter procesal como:

(2)	 Vide MORALES GODO, Juan. “La demanda en la legislación procesal peruana”. En: Acción, pre-
tensión y demanda. Palestra, Lima, 2000, pp. 389-390.

(3)	 Ibídem, p. 397.
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a)	 Apertura la instancia.

b)	 Configura la perpetuatio jurisdictionis.

c)	 Impone la carga al actor de impulsar el proceso.

d)	 Determina el objeto del proceso en torno a la pretensión invocada

e)	 Fija la relación jurídica procesal respecto de los sujetos

Vale precisar como lo hace Montero Aroca que por medio de la demanda 
“se ejercita el derecho de acción y se interpone completamente la pretensión”(4). 
La demanda resulta ser para este autor un acto continente que debe ser distin-
guido del contenido (pretensión).

III.	 REQUISITOS DE LA DEMANDA Y SU RELACIÓN CON LA 
INADMISIBILIDAD

Tradicionalmente a los denominados requisitos de la demanda se les ha 
estudiado uno de los tres presupuestos procesales formales clásicos, pero a di-
ferencia de la competencia del órgano y la capacidad de los sujetos; estos re-
quisitos son por antonomasia subsanables toda vez que se manifiestan como 
exigencias susceptibles de corregir sin afectar el planteamiento de la preten-
sión, es por ello que deben ser atendidos siempre a la luz de criterios de flexi-
bilidad tanto por el legislador como por el juez. Ninguna deficiencia de este 
tipo puede generar un rechazo in limine.

Es así que por lo general cuando nuestro Código sanciona la inadmisibi-
lidad de la demanda no hace sino observar el cumplimiento de dichos requi-
sitos. En ese sentido, es esclarecedor repasar como nuestro Código Procesal 
Civil traduce la noción de inadmisibilidad en cuatros supuestos genéricos re-
gulados en el artículo 426: i) Cuando la demanda no tenga los requisitos le-
gales, ii) no se acompañen los anexos exigidos por ley, iii) El petitorio sea in-
completo e impreciso(5), o iv) La vía procedimental propuesta no corresponda 
a la naturaleza del petitorio o valor de este.

(4)	 MONTERO AROCA, Juan; Gómez, Juan; Montes, Alberto y Barona, Silvia. Derecho Juris-
diccional II. Proceso civil. Tirant lo Blanch, Valencia, 2010, p. 185.

(5)	 Vale la pena recordar que en el texto original del Código Procesal Civil promulgado el 28 de febrero 
de 1992, esta causal era considerado un supuesto de improcedencia.
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Dentro de los requisitos de forma podemos destacar que nuestro Código 
Procesal Civil a lo largo de su cuerpo impone a las partes ciertas exigencias 
para la presentación de escritos que no se limitan al artículo 426, debiendo el 
juez-calificador tener en cuenta por remisión también otras normas procesa-
les como los artículos 130 (forma del escrito), 131 (firma del actor), 132 (de-
fensa cautiva), 133 (copias de escritos y anexos), 424 (requisitos de la deman-
da) y 425 (anexos de la demanda); Sin perjuicio de los anexos que se exigen 
respecto de ciertas pretensiones dejadas al arbitrio de legislador, que en oca-
siones, como veremos no escatima en requerir como anexos, documentos que 
vendrían a ser en la práctica medios probatorios cuya evaluación en fase de ca-
lificación debería estar vedada.

Corresponde aquí, en adelante, a partir de las resoluciones revisadas, 
aproximarnos al criterio jurisdiccional del juez-calificador y cómo aborda el 
tratamiento de las causales de inadmisibilidad en función de los casos presen-
tados y la regulación existente, la cual en ocasiones no solo se limita al Códi-
go Procesal Civil.

1.	 Respecto del demandante y su apoderado

(artículo 424, incisos 2 y 3 del Código Procesal Civil)

El sistema de administración de justicia civil debe estar al servicio de los 
sujetos de derecho quienes frente situaciones de insatisfacción (necesidad de 
declaración de certeza de ciertas situaciones jurídicas, conflictos intersubjeti-
vos por intereses lesionados). Para exigir válidamente una determinada pre-
tensión (al margen de afirmar titularidad) el actor debe identificarse en la de-
manda de la tal manera de que el juez lo tenga por individualizado y conozca 
de antemano quien es aquel que solicita tutela con el fin de poder perfilar des-
de el inicio del proceso la relación procesal y evaluar seguidamente su ca-
pacidad procesal. La debida anotación del nombre, documento de identidad, 
número de registro (en caso de personas jurídicas), domicilio real y procesal 
del demandante son requisitos de la demanda sujeto a causal de inadmisibili-
dad. Igualmente, de demandarse a través de un apoderado también a este se le 
deberá de individualizar sin perjuicio de evaluar el alcance de sus poderes. En 
todo caso la claridad en la consignación de datos y legibilidad de los anexos 
que lo sustentan es clave para evitar observaciones.

En tal sentido, nuestros jueces han establecido que al demandarse debe es-
pecificarse si se realiza a título personal, a nombre de la sociedad conyugal o 
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en representación de su cónyuge(6). En un proceso de prescripción adquisiti-
va, por ejemplo el juzgador observó el hecho de que: “[E]l DNI del actor Jara 
Jaimes Vidal aparece que su estado civil es el de casado, sin que se aclare este 
hecho, toda vez que su cónyuge sería parte activa, sin embargo dice que la co-
demandante es su conviviente” (Exp. N° 01450-2012; 34º Juzgado Civil de 
Lima). Con igual criterio, un juzgado exigió precisar si la posesión realizó a 
título personal o a la de sociedad conyugal: “[L]a copia del documento nacio-
nal de identidad se advierte que su estado civil es casado, por ello deberá cum-
plir con precisar si la posesión la ejerció a título personal o la ejerció conjunta-
mente con su esposa, es decir que lo hizo la sociedad conyugal y si interpone 
la demanda en representación de la sociedad conyugal” (Exp. N° 01839-2012; 
21º Juzgado Civil de Lima). La labor de calificación permite que el juez exija 
se esclarezcan algunos extremos de la demanda para evitar que se afecte algún 
derecho de terceros; sin embargo, si el actor no ha regularizado su situación 
conyugal, tendrá problemas a efectos de incorporar el bien a su patrimonio 
personal, como parecen sugerir estos casos.

Vale la pena revisar algunos ejemplos de situaciones donde al parecer no 
queda clara la posición de ciertas personas cuyos nombres fluyen de la deman-
da respecto de la relación procesal a iniciarse. En el primer caso la actitud del 
juez fue pro actione y debidamente motivada, y los demás requirió al deman-
dante que precisara la relación jurídica.

En materia de sucesión intestada, se exigía que todos los sucesores del 
causante promovieran conjuntamente la demanda; pese a ello, este criterio fue 
corregido tras resolverse una apelación contra una resolución que rechazaba 
la demanda: “[C]ualquier interesado puede invocar el inicio del proceso suce-
sorio, sin requerir que lo hagan todos los herederos de modo conjunto, pues, 
de no considerarse a alguno de estos no por ello pierde el derecho de hacerlo 
valer en la vía legal y forma que corresponda, toda vez, que existe la figura le-
gal de Petición de Herencia, prevista en el artículo 664 del Código Civil” 
(Exp. N° 01102-2011; 27º Juzgado Civil de Lima).

Del mismo modo, en un proceso de petición de herencia, el actor omi-
tió señalar cuál era la posición de su madre y hermanos en la relación jurídica 

(6)	 Exp. N° 00041-2012; 3º Juzgado Civil de Lima: “[E]l demandante y su cónyuge doña Sara Gisella 
Seguin Radicy adquieren el 30% de las acciones y derechos del inmueble sublite; sin embargo, la 
presente acción ha sido interpuesta únicamente por don Andrés Sánchez Escalante, sin precisar si ac-
ciona en representación de la sociedad conyugal o por derecho propio y/o representación de su 
cónyuge, por lo que deberá cumplir con precisar dicho extremo” (el resaltado es nuestro).
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procesal instaurada, por lo que se le requirió precisar: “[D]e la revisión de 
la presente demanda, se aprecia que la misma es interpuesta por don Luis 
Alberto Sánchez Vigo, sin embargo dentro del petitorio este señala que se 
comprenda al recurrente, sus cuatro hermanos y su madre, empero los mismos 
no figuran como parte demandante ni mucho menos el accionante los consig-
na como parte demandada, en tal sentido cumpla el recurrente con aclarar la 
intervención de las personas, de manera precisa (Exp. N° 00001-2012; 2º Juz-
gado Civil del Callao).

En las pretensiones de cambio de nombre de un menor de edad, se requie-
re que ambos padres deben manifestar su voluntad pretensora en la deman-
da: “[E]l actor Juan Jilmer Longa Gamboa solicita el cambio de prenombres 
de su menor hija A.Y.L.U.; sin embargo, de la partida de nacimiento de folios 
uno aparece que dicha menor ha sido reconocida también por su madre doña 
Kely Leydi Uriol Llapo; por lo que la petición debe ser formulada conjunta-
mente por ambos padres” (Exp. N° 00497-2012; 4º Juzgado Civil de Trujillo).

Respecto al documento de identidad el Código Procesal Civil establece 
que debe ser legible(7). En no pocas oportunidades se ha exigido que el docu-
mento de identidad no se encuentre caduco y que se hayan sufragado en las úl-
timas elecciones(8). En otros expedientes se ha llegado a sostener la invalidez 
legal de documento de identidad caduco(9).

Para algunos órganos judiciales, esta observación se sustenta en que:  
“[C]onforme a lo señalado en el artículo 26 de la Ley Nº 26497, concordado 
con los artículos 29 y 37 de la misma ley(10), se desprende que dicho documento 

(7)	 Exp. N° 00512-2011; 44º Juzgado Civil de Lima: “(El demandante) [d]eberá acompañar el deman-
dante copia de su Documento Nacional de Identidad legible”.

(8)	 Exp. N° 04472-2011; 1º Juzgado Civil de Lima: “[S]e advierte que el documento nacional de identi-
dad de la parte demandante se encuentra en condición de caduco y carece de la constancia de sufragio 
respecto de las últimas elecciones; por lo que la parte demandante deberá subsanar dicha omisión”.

(9)	 Exp. N° 4-2012; 27º Juzgado Civil de Lima: “(El demandante deberá) [p]resentar copia de su DNI 
debidamente válido y actualizado puesto que la aparejada como Anexo 1-A se encuentra caducado 
desde el 11/09/2010 por lo que el mismo carece de valor legal”.

(10)	 Ley N° 26497.- Ley Orgánica del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil
	 Artículo 26.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) es un documento público, personal e in-

transferible. Constituye la única cédula de Identidad Personal para todos los actos civiles, comercia-
les, administrativos, judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por mandato legal, 
deba ser presentado. Constituye también el único título de derecho al sufragio de la persona a cuyo 
favor ha sido otorgado.

	 Artículo 29.- El Documento Nacional de Identidad (DNI), para surtir efectos legales, en los ca-
sos que corresponda, debe contener o estar acompañado de la constancia de sufragio en las últimas 
elecciones en las que se encuentra obligada a votar la persona o, en su defecto, la correspondiente 
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es la única cédula de Identidad Personal para todos los actos civiles, comer-
ciales, administrativos, judiciales y para tal efecto debe estar vigente” (Exp.  
N° 00373-2012; 1º Juzgado Civil de Huaura- Sede Barranca).

El sustento de dicho criterio fue expresado también en el Exp. N° 00187-
2012; 2º Juzgado Civil de Huaura- Sede Barranca: “[D]e la verificación de 
los datos consignados por la demandante, se advierte que su documento na-
cional de identidad se encuentra caduco, y teniendo en cuenta que este tie-
ne doble función, ya que por un lado permite que el derecho de identidad se 
haga efectivo, en tanto posibilita la identificación precisa de su titular; por 
otro lado constituye un requisito para el ejercicio de los derechos civiles y 
políticos consagrados por la constitución, además podemos agregar que di-
cho documento es requerido para desarrollo de actividades comerciales, trá-
mites judiciales y otros de carácter personal; al respecto podemos mencionar 
que el artículo 95 del Reglamento de las Inscripciones del Registro Nacional 
de Identificación y Estado Civil aprobado por Decreto Supremo N° 015-98-
PCM, dispone que: ‘El DNI que no sea renovado perderá vigencia’, de lo que 
se infiere que los titulares de los documentos nacional de identidad que no re-
nuevan no podrán realizar ninguno de los actos señalados en el artículo 84 de 
la norma acotada, expresamente señalada en su literal d) Trámites judiciales o 
administrativos”(11).

dispensa de no haber sufragado. En todo caso, queda a salvo el valor identificatorio del Documento 
Nacional de Identidad (DNI).

	 Artículo 37.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) tendrá una validez de ocho (8) años, ven-
cido el cual será renovado por igual plazo.

	 La invalidez se presenta cuando el citado documento sufre de un deterioro considerable, por cambios 
de nombre, o de alteraciones sustanciales en la apariencia física que originen que la fotografía pierda 
valor identificatorio. En este caso, el Registro emitirá un nuevo documento con los cambios que sean 
necesarios.

	 La falta de actualización de los datos del Documento Nacional de Identidad (DNI), como los cambios 
de estado civil del titular, o de su decisión de ceder o no órganos y tejidos para fines de transplante o 
injerto después de su muerte, o de otras situaciones de similar naturaleza, no genera la invalidez del 
documento, sino el pago de multa equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de la Unidad Im-
positiva Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de pobreza.

	 Para la emisión del Documento Nacional de Identidad (DNI) al obtener la mayoría de edad, será ne-
cesario la presentación de la Partida de Nacimiento, o de la Libreta Militar.

(11)	 Decreto Supremo N° 015-98-PCM, Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Iden-
tificación y Estado Civil

 	 Artículo 84.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) debe utilizarse para:
	 (…)
 	 d) Intervenir en procesos judiciales o administrativos.
	 Artículo 95.- El DNI que no sea renovado dentro del plazo establecido en el artículo 92 precedente 

perderá vigencia.
	 En tal caso y hasta no obtener su DNI renovado el titular no podrá realizar ninguno de los actos se-

ñalados en el artículo 84 del presente Reglamento.



calificación de las demandas judiciales

49

Un caso sensible aconteció en un proceso de cambio de nombre: “[S]e ad-
vierte que estando a la naturaleza del petitorio (cambio de nombre) y los he-
chos que la sustentan, corresponde exigir al demandante la presentación 
del DNI con el mismo nombre que consta en la partida de nacimiento; 
bajo la premisa de que el documento de identidad, se obtiene con la partida de 
nacimiento vigente; situación que en concreto genera la inadmisibilidad de la 
demanda por incumplimiento de lo normado en el inciso primero del artículo 
426 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00291-2012; 5º Juzgado Civil de 
Trujillo)(12) (el resaltado es nuestro).

En lo que respecta al domicilio procesal, debe indicarse un dentro del 
radio perimétrico regulado para el órgano jurisdiccional competente(13). Tra-
tándose de pretensiones a ventilarse en un proceso contencioso administrati-
vo debe tenerse en cuenta que: “[C]onforme al artículo 426 del Código Pro-
cesal Civil, indica que el juez declarará inadmisible la demanda cuando, no 
tenga los requisitos legales. Al respecto, mediante Resolución Administrativa  
Nº 356-2009-CE-PJ, de fecha 26 de octubre de 2009(14) y Resolución Ad-
ministrativa Nº 256-2010-CE-PJ de fecha 13 de julio de 2010(15), se dispuso 
que en los procesos contenciosos administrativos las partes consignen obli-
gatoriamente en sus escritos de demanda y/o contestación la casilla electró-
nica proporcionada gratuitamente por el Poder Judicial, bajo apercibimiento 
de declararse la inadmisibilidad del acto postulatorio” (Exp. N° 00084-2012;  
5º Juzgado Civil del Callao).

En cuanto a los apoderados y representantes legales se han presentado las 
siguientes situaciones:

(12)	 Véase también: Exp. N° 00347-2012; 5º Juzgado Civil de Trujillo.
(13)	 Exp. N° 21-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo: “[El] artículo 424, inciso 2 del Código Procesal 

Civil, prevé como uno de los requisitos en el caso de la demanda; que el demandante cumpla con pre-
cisar su domicilio procesal. Y, si bien es cierto, en el caso de autos el recurrente cumple con precisar 
su domicilio procesal; también lo es que el domicilio que se indica, no se encuentra dentro del área 
perimétrica delimitada para esta sede judicial; por tanto a efecto de calificar positivamente su escrito 
debe concederse un plazo a fin de que cumpla con precisar su domicilio dentro del perímetro delimi-
tado para esta jurisdicción” (el resaltado es nuestro).

(14)	 Resolución Administrativa Nº 356-2009-CE-PJ, Dictan disposiciones referentes a la consignación en 
los escritos de la casilla electrónica proporcionada gratuitamente por el Poder Judicial

(15)	 Resolución Administrativa Nº 256-2010-CE-PJ, amplían alcances de la Res. Adm. Nº 356-2009-CE-
PJ, mediante la cual se dispuso requerir la consignación de la casilla electrónica en escritos de de-
manda y contestación ante órganos competentes para conocer procesos contenciosos administrativos.
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En los casos de poder otorgado en el extranjero debe observarse lo regula-
do en el artículo 73 del Código Procesal Civil(16).

Deberá acreditarse la calidad de curador, como se ha sido observado por 
el juez calificador: “[D]e los hechos expuestos en la demanda se tiene que don 
xxx a la fecha de interposición de la demanda no ha sido declarado interdicto, 
razón por la cual la actora no ostenta la calidad de curadora de este, máxime 
si conforme se advierte este tiene la condición de casado, estado civil que no 
señala habría cambiado así como la existencia de un hijo, quienes también por 
imperio de la ley podrían ser declarados sus curadores; (...) que, siendo ello así 
la actora deberá cumplir con acompañar el documento que acredite su repre-
sentación” (Exp N° 4069-2011; 16º Juzgado Civil de Lima).

En cuanto a la evaluación del poder adjuntado, el apoderado debe estar ha-
bilitado por la persona de quien dice representar: “[P]or último debe preciarse 
el nombre de la institución demandante, toda vez que aparece interponiendo la 
demanda Red Asistencial Rebagliati del Seguro Social de Salud - Essalud, sin 
embargo quien otorga el mandato de poder a la parte demandante es otorga-
do solo por Essalud, lo que también debe ser aclarado” (Exp. N° 01570-2012; 
31º Juzgado Civil).

2.	 Respecto del demandado y su domicilio real

(artículo 424, inciso 4 del Código Procesal Civil)

El demandado es el sujeto ante quien se pretende hacer valer la pretensión 
o pretensiones del actor, con quien se conformará la relación jurídico-proce-
sal y finalmente recibirá los efectos de la sentencia. El demandado deberá re-
sistir los hechos de la pretensión, negándolos o contradiciéndolos mediante 
hechos nuevos, así como rebatir la aplicación y la interpretación del derecho 
invocado.

La identificación de demandado es de vital importancia para la construc-
ción de la relación procesal, pues sin esta no hay litis válida que pueda pre-
ciarse de ser contenciosa. “En el presente caso, el demandante no ha indica-
do específicamente contra quién o quienes dirige su demanda así como 
tampoco ha señalado el domicilio donde debe o deban ser notificados con la 

(16)	 Exp. N° 4607-2011; 16º Juzgado Civil de Lima: “[E]l artículo 73 del Código Procesal Civil señala 
que el poder entregado en el extranjero, debidamente traducido de ser el caso, debe ser aceptado ex-
presamente por el apoderado en el escrito en que se apersona como tal”.
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demanda, ello a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 533 
del Código Procesal Civil, dispositivo legal que en su parte pertinente esta-
blece que: La tercería se entiende con el demandante y el demandado” (Exp.  
N° 00279-2012; 20° Juzgado Civil de Lima).

El error en la consignación del nombre puede dar lugar a una declaración 
de inadmisibilidad si de las pruebas aparejadas, la nominación no coincide: 
“En el petitorio de la demanda se emplaza a la Empresa de Transportes Uni-
dos de Coracora S.A.; sin embargo, de la Letra de Cambio se puede advertir 
que la obligada es la empresa de Transportes Unidos Coracora S.A.; por lo 
que deberá de precisar en forma precisa la denominación de la ejecutada a fin 
de evitar futuras nulidades” (Exp. N° 00003-2012; 1º Juzgado Civil de Lima 
Sur - Sede VMT).

El juez pude solicita alguna precisión si de los anexos adjuntados haría su-
poner que la demandada sería una persona incapaz(17).

Deberá precisarse que en caso de demandar a varios sujetos debe exterio-
rizarse la razón por la cual se les incluye como emplazados, tal como fue ad-
vertido en el Exp. N° 02510-2011; 21º Juzgado Civil de Lima, en el que se 
señaló: “[E]l accionante celebra Contrato Privado de compra venta con el de-
mandado Cirilo Montero Tovar por lo cual dirige la presente demanda él (otor-
gamiento de escritura pública), sin embargo, al interponerla también la hace 
extensiva contra Amelia Moreyra Paz Soldán, sin precisar la razón o las razo-
nes por las que la dirige contra ella”.

Frente a un escenario de eventual carencia de plenitud subjetiva, los jue-
ces han recurrido a la integración de la litis declarando la inadmisibilidad de 
la demanda hasta que se cumpla con indicar los datos del nuevo sujeto a incor-
porar en la relación procesal(18).

Por otro lado, tratándose de notificar a varias personas que conforman una 
sucesión, algunos órganos jurisdiccionales han establecido que: “[L]a sucesión 

(17)	 Exp. N° 1672-2012; 26º Juzgado Civil de Lima.
(18)	 Exp. N° 00023-2012; 7º Juzgado Civil de Trujillo: “[L]a recurrente señala que en varias oportunidad 

se ha tratado de regularizar la titulación de la parcela materia de litis ante el Proyecto Chavimochic, 
pero ha sido interrumpido pro males vecinos y personas inescrupulosas que pretenden desconocer la 
posesión ejercida por su persona, por lo que se ha visto precisado ahora iniciar la presente acción con-
tra los ya mencionados demandados, quienes han intentado oponerse al trámite su titulación ante la 
entidad mencionada, siendo ello así, corresponde de igual forma emplazar al Proyecto Especial Cha-
vimochic, teniendo en cuenta que la decisión final podría afectar a esta entidad”.
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‘no es una entidad jurídica, sino un estado legal de condominio sujeto a nor-
mas específicas, por lo que resulta improcedente demandar a una sucesión sin 
indicar quienes son los herederos que la integran’ (Exp. Nº 1241-89-Loreto, 
Ejecutoria Suprema del 20/11/89, SPIJ), razón por la cual el recurrente debe 
indicar el nombre de cada uno de los integrantes de la sucesión de don Víctor 
Hugo Farías Miro, independientemente de que luego se apersonen al proceso 
a través de su administrador si así lo considerasen” (Exp. N° 00003-2012; 
3° Juzgado Civil del Callao).

Igual criterio se aplica para exigir que se consigne la dirección domicilia-
ria de cada uno de los integrantes de la sucesión: “[L]a parte demandante de-
berá cumplir con señalar de manera clara y concreta porque solicita emplazar 
a la sucesión Luis Enrique Garrido Lecca Castro como si fuera una Entidad 
con voluntad propia que pueda defenderse por si misma, cuando no es así, 
por lo que deberá formalizar su demanda considerando a los integrantes de 
la sucesión Luis Enrique Garrido Lecca Castro, conformados por José Luis, 
Luis Miguel y Walter Garrido Lecca Portugal (Asiento A 00001 de la Partida 
Registral Nº 11069217), debiendo cumplir con señalar la dirección domicilia-
ria de cada uno de los integrantes de la citada sucesión, a fin de poderlos inte-
grar a la parte pasiva de la relación procesal” (Exp. Nº 04599-2011; 27º Juz-
gado Civil de Lima).

En otros casos, cuando el demandado resulta fallecido sin haber sido ad-
vertido previamente a la conciliación, aparecen ciertos problemas procesales 
que convierten una situación de inadmisibilidad en insubsanable, como ocurre 
en este caso: “[C]onforme se advierte de la ficha del Reniec, el emplazado 
don Benjamín Jibaja Labrín, se encuentra fallecido; por lo que el actor debe-
rá cumplir con indicar los nombres y domicilios de cada uno de los miembros 
de la citada sucesión, acompañando juegos de demanda y anexos de acuerdo a 
la cantidad de miembros que conformen la referida sucesión; y además el acta 
de conciliación extrajudicial, donde se verifique que se ha invitado a conci-
liar a todos y cada uno de los miembros de la sucesión demandada y previa-
mente a la interposición de la presente demanda; y de no ser así, cumplir 
con adjuntar los Certificados Negativos de Testamento y de Sucesión Intesta-
da, declarando bajo juramento haber agotado las gestiones destinadas a cono-
cer el domicilio de dicha emplazada” (Exp. N° 1048-2011; 18º Juzgado Ci-
vil de Lima). En otros el requerimiento es menos exigente: “[D]e la revisión y 
análisis de la presente demanda se advierte que el emplazado tiene la calidad 
de fallecido, por lo que a efectos de una mejor calificación es necesario que la 
accionante cumpla con adjuntar los siguientes documentos: 1) Partida de 
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defunción de xxx y; 2) Certificado negativo de sucesión intestada o testamen-
to o inscripción de herederos del referido emplazado” (Exp. N° 2124-2011; 
35° Juzgado Civil de Lima).

La exigencia de que exista correspondencia entre los sujetos que integra-
ron el procedimiento conciliatorio y los que integran el proceso a iniciarse: 
“De otro lado según el acta de conciliación que se adjunta, se advierte que son 
parte del proceso conciliatorio la Cruz Roja peruana y Graña Montero Socie-
dad Anónima Abierta, a los cuales no se les ha comprendido en la demanda” 
(Exp. Nº 01252-2012; 21º Juzgado Civil de Lima).

Los jueces pueden evidenciar también incongruencias en la exposición de 
los hechos y medios probatorios ofrecidos respecto del demandado: “No re-
sulta claro quién es la parte demandada, dado que, si bien se emplaza a doña 
Doris Lucila Abriles Carrión; sin embargo, se ofrece como medio probatorio 
la declaración de parte de doña Nanci Elizabet Abriles Carrión; por lo que, de-
berá precisar el nombre de la parte demandada” (Exp. N° 00426-2012; 1º Juz-
gado Civil de Barranca).

Existe también un error en la construcción de la relación procesal común 
en los procesos sobre cambio de nombre: “[E]stando a que la demanda a in-
terponerse tiene que ser puesta a conocimiento del Representante del Minis-
terio Público, cumpla esta parte con adjuntar un juego de demanda, anexos y 
arancel judicial por derecho de notificación judicial a fin de emplazarlo vá-
lidamente (Exp. N° 00949-2012; 29º Juzgado Civil de Lima). En otros caso 
también se exigió el emplazamiento al Reniec “Se advierte que no peticiona 
la intervención del Reniec como co-demandado, dado su carácter de organis-
mo autónomo encargado de la identificación de los peruanos, debiendo preci-
sar el domicilio donde se les deberá notificar” (Exp. N° 01000-2012; 9º Juz-
gado Civil de Lima).

Por otro lado, si se peticiona el otorgamiento de escritura pública de com-
praventa, se debe emplazar a los otros miembros constituyentes de la perso-
na jurídica que no logró tener existencia (Exp. N° 01213-2012; 28º Juzgado 
Civil).

En un proceso de división y partición se observó que uno de los emplaza-
dos no contaba con título de propiedad sobre el bien: “[A]simismo de la de-
manda se desprende que la misma la dirige contra Ángel Pastor Ramírez y Con-
yuge Carmen Bobbio Seclen de Pastor y a Willy Alberto Vargas Hernández, 
sin embargo, respecto a este último no queda claro que relación de propiedad 
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tiene con el inmueble materia de sublitis debido que de la partida electrónica 
07031828 que se acompaña a la demanda, no se encuentra inscrita la propie-
dad de la persona en cuestión por lo que deberá de precisar de manera clara 
y concreta que relación de propiedad es la que cuenta el codemandado Willy 
Alberto Vargas Hernández” (Exp. N° 01412-2012; 5º Juzgado Civil de Lima).

Finalmente, se ha advertido que tratándose de nulidad de acuerdos asam-
blearios, debe de emplazarse a la Asociación y no únicamente al presidente 
del Consejo a título personal(19).

La identificación del demandado sería una tarea incompleta para el actor 
si no se consigna su dirección domiciliada para que se pueda llevar a cabo un 
debido emplazamiento. De allí que exista una gran cantidad de demandas ob-
servadas por imprecisiones u omisiones en la consignación del domicilio real 
del demandado.

Principalmente, algunos juzgados requieren al actor que adjunte la Ficha 
Reniec para un emplazamiento válido(20). En otros casos exige precisar como 
en el Exp. N° 00011-2012; 1º Juzgado Civil de Cañete: “Aclarar con respec-
to a la dirección del demandado Masías Munarriz Mancilla señalada en la de-
manda ya que no coincide con la señalada en la audiencia de conciliación ex-
trajudicial N° 818-2011, como tampoco coincide con el reporte del Reniec en 
la que el domicilio es distinto”.

En caso de varios demandados, debe de especificarse cual de los domici-
lios citados en la demanda corresponde a cada uno de aquellos(21).

En caso de desconocimiento del domicilio de una persona jurídica debe-
rá recurrirse a los registros: “[L]a demandante deberá precisar cuál es la situa-
ción jurídica en la que se encuentra la empresa demandada, siendo necesario 

(19)	 Exp. N° 00647-2012; 31º Juzgado Civil de Lima: “[P]or otro lado debe tenerse en cuenta que la de-
manda se dirige contra Jaime Asunción Román Pimentel como presidente del Consejo Directivo del 
Club Departamental Apurímac, sin embargo los acuerdos cuya nulidad se pretenden al parecer han 
sido tomados por la asamblea general que es el órgano supremo de dicha Asociación, por lo que se 
debe efectuar la aclaración correspondiente, máxime si se tiene consideración que la persona jurídi-
ca tiene existencia distinta a la de sus asociados o representantes”.

(20)	 Exp. N° 00952- 2012; 24° Juzgado Civil de Lima: “[L]a parte accionante cumpla con presentar la Fi-
cha del Reniec de los demandados: Encarnación Damiana y Haydee Victoria Morán Araníbar, para 
un válido emplazamiento”.

(21)	 Exp. N° 4607-2011; 16º Juzgado Civil de Lima: “[L]a apoderada ha señalado como domicilio de uno 
de los demandados el inmueble ubicado en Jirón Aromito N° 145 - San Isidro, sin embargo no ha pre-
cisado a cual de los demandados pertenece dicho domicilio”.
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acreditar las afirmaciones al respecto con la documentación pertinente dentro 
de las cuales deberá obrar la partida registral actualizada de la inscripción en 
el registro de personas jurídicas de aquella, a fin que el juzgado pueda califi-
car el pedido en torno al emplazamiento de la demandada” (Exp. N° 00078-
2012, 31º Juzgado Civil de Lima).

En caso de desconocimiento del domicilio previamente a solicitar la noti-
ficación vía edictos el actor deberá prestar juramento: “[E]l recurrente solici-
ta se notifique al demandante mediante edictos, sin embargo, no cumple con 
efectuar su pedido conforme a lo dispuesto por el artículo 165 del Código Pro-
cesal Civil, esto es, no presta juramento o promesa que ha agotado las gestio-
nes destinadas a conocer el domicilio de la persona a quien se debe notificar; 
incurriendo con ello en causal de inadmisibilidad prevista por el artículo 426, 
inciso 1 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00059-2012; 1º Juzgado Civil 
de Chimbote).

El juramento no basta para algunos calificadores(22) solicitando por el con-
trario documentación idónea de haber realizado gestiones para ubicar el do-
micilio de los emplazados(23). En otros casos, al parecer ya no se puede apelar 
al desconocimiento: “De conformidad con el artículo 424 del Código Proce-
sal Civil deberá indicar el domicilio de los demandados precisándose que no 
puede decir que los desconoce cuando tiene acceso al Reniec (pagando los de-
rechos) a fin de proporcionarlos al juzgado por lo que deberá subsanar en este 
extremo la demanda” (Exp. N° 00112-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura-Se-
de Barranca)(24).

3.	 Alrededor del petitorio

(artículo 424, inciso 5 del Código Procesal Civil)

Corresponde a propósito de este requisito de la demanda advertir algunas 
exigencias recurrentes de los jueces calificadores:

En pretensiones de dar suma de dinero, si el actor promueve una preten-
sión de obligación de dar suma de dinero cuyo monto incluye intereses mo-
ratorios y compensatorios, el demandante está en la obligación de indicar que 

(22)	 Exp. N° 01060-2011; 39º Juzgado Civil: “[Deberá acreditar con documento idóneo que agoto las ges-
tiones necesarias de la ubicación domiciliaria de dicha persona”.

(23)	 Exp. N° 00089-2012; 4º Juzgado Civil del Callao: “Acreditar mediante constatación policial u otro 
documento fehaciente reciente el domicilio actual de cada uno de los demandados”.

(24)	 Igual criterio presenta el Exp. N° 00313-2012; 5º Juzgado Civil de Trujillo.
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cálculo ha utilizado para arribar a dicha suma, incluyendo la tasa de interés y 
la base legal aplicable(25). Si la suma propuesta se encuentra en moneda extran-
jera deberá señalarse el tipo de cambio del día(26).

Tratándose de un proceso de ejecución de garantías el ejecutante debe-
rá solicitar el pago de la deuda y subordinadamente el remate: “[E]l artículo 
424, inciso 5 del Código Procesal Civil señala que la demanda debe conte-
ner el petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo que se 
pide; así, se aprecia que en el petitorio de la demanda se señala: ‘(…) recurri-
mos ante su Despacho, con el objeto de solicitar la Ejecución de Garantía Hi-
potecaria (…)’; al respecto, se debe tener en cuenta que conforme al artículo 
721 del Código Procesal Civil el mandato de ejecución ordena que se pague la 
deuda bajo apercibimiento de remate, sin embargo, la demandante no ha pre-
cisado si está solicitando el pago de un suma de dinero bajo apercibimiento de 
remate” (Exp. N° 00435-2012; 3º Juzgado Civil de Huaura - Sede Huacho).

En algunos casos, el juez ha considerado que el demandante que pretende 
la nulidad de asiento registral debe también demandar la nulidad del contrato 
que lo origina(27). Asimismo, existirá un petitorio impreciso si se pretende nu-
lidad pero los fundamentos de hecho y derecho invocados hacen referencia a 
otra pretensión(28).

(25)	 Exp. N° 4073-2011; 26º Juzgado Civil de Lima: “El petitorio pretende el pago de una suma total de 
dinero (S/. 189,708.01 nuevos soles), señalándose en los fundamentos fácticos que el mismo incluye 
los intereses compensatorios y moratorios; en este sentido resulta necesario que los demandantes in-
diquen de qué manera se ha procedido al cálculo y la determinación de los referidos intereses, adjun-
tando en instrumento aparte la liquidación respectiva e indicando la base legal y las tasas de interés 
sobre cuya base se ha efectuado el referido cálculo”.

(26)	 Exp. N° 02302-2011; 3º Juzgado Civil de Lima: “[E]l recurrente señala como monto de su pretensión 
la suma de 101,600.00 dólares americanos, sin embargo, no ha señalado el monto que corresponde al 
tipo de cambio del día, puesto que el consignado en el segundo otrosí no resulta ser el correcto”.

(27)	 Exp. N° 211-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo: “[D]e la revisión de los anexos y escrito de deman-
da se advierte que la demandante:

	 (…)
	 2.- Ha omitido también demandar la Nulidad de la Escritura Pública de Constitución de Hipoteca, y 

así como adjuntar la copia legalizada de la misma”.
(28)	 Exp. N° 01076-2012; 3º Juzgado Civil de Lima: “[U]n petitorio impreciso, ya que la demandante en 

su petitorio demanda nulidad de acto jurídico, y en sus fundamentos fácticos y jurídicos invoca ar-
tículos referidos a la anulabilidad de acto jurídico, por lo que deberá cumplir con precisar correcta-
mente su petitorio invocando y fundamentando la causal correspondiente”.
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A mayor abundamiento, cuando se ha invocado alguna pretensión cuyo 
nomen iuris no ha sido regulado en la legislación civil el juez ha tenido por 
conveniente exigir una precisión(29).

Tratándose de una pretensión indemnizatoria el actor deberá indicar con 
la mayor precisión en qué consiste el daño que según alega, indicando quienes 
son o serían los causantes de aquel(30).

En caso de pretensiones acumuladas, algunos jueces han optado por de-
clarar inadmisible la demanda con la finalidad de que el acto precise sus pre-
tensiones. Así tenemos: “[S]e advierte del escrito de demanda, que la preten-
sión señalada por el actor, en el extremo que solicita la nulidad de los contratos 
de arrendamiento de fechas 15 de abril del 2009, 30 de octubre del 2010 y 10 
de diciembre del 2010, así como el pago de S/. 21,865.00 por concepto de 
arrendamiento; resulta siendo imprecisa, por cuanto no determina su preten-
sión en el sentido que, si lo que solicita es el pago de los arrendamientos o 
que se declare la nulidad del acto jurídico, siendo pretensiones totalmente di-
vergentes, deviniendo en inadmisible la presente demanda” (Exp. N° 00310-
2012; 4º Juzgado Civil de Huaura- Sede Huacho). En definitiva se deberá pre-
cisar el tipo de acumulación de pretensiones, de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 85 del Código Procesal Civil.

Algunos jueces difieren al actor la atribución de precisar la vía procedi-
mental: “Teniendo en cuenta lo que prescribe el artículo 1412 del Código Ci-
vil, el demandante debe adecuar su demanda, al Proceso Sumarísimo. Siendo 
así, debe concederse al demandante, un plazo perentorio a fin de que subsane 
dicha omisión (Exp. N° 00181-2012; 2º Juzgado Civil de Trujillo).

Finalmente, en ocasiones cuando se ha iniciado un nuevo proceso por los 
mismo hechos, sin atender las indicaciones de la resolución que lo declaro 
improcedente anteriormente: “[E]n la acotada sentencia de vista en su sex-
to considerando la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Lima hace no-
tar que existe un conflicto de derechos reales, el cual debe ser discutido en un 
proceso de Mejor derecho de propiedad, lo cual difiere de las pretensiones que 

(29)	 Exp. N° 00301-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura- Sede Barranca: “[E]n el Código Procesal Civil 
no se encuentra estipulado como materia de un proceso la ministración, siendo que en todo caso res-
pecto a la posesión se tiene las figuras procesales del desalojo y los interdictos debiendo precisar su 
demanda”.

(30)	 Exp. N° 359- 2011; 26º Juzgado Civil de Lima.
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se plantea con la demanda, lo cual debe ser materia de aclaración” (Exp.  
N° 01088-2012; 31º Juzgado Civil de Lima).

4.	 Sobre los hechos y la fundamentación jurídica

(artículo 424, incisos 6 y 7 del Código Procesal Civil)

La demanda es redactada por un profesional del Derecho, y expone a fa-
vor de la pretensión invocada hechos relevantes, constitutivos de la causa pe-
tendi, con relación directa a los elementos o presupuestos que las normas exi-
gen para tener por constituido al derecho invocado.

En ese sentido, algunos órganos jurisdiccionales han expresado las carac-
terísticas que debe contener los hechos: “[S]e aprecia del tenor de la demanda, 
que no cumple con contener los parámetros necesarios para su comprensión 
como son: a) ‘Precisión’, que significa: imprescindible, obligatorio, certero, 
exacto. Entonces la demanda deberá contener solo las ideas básicas, expuestas 
con orden y claridad, b) ‘Enumeración’; que significa: enunciación, especifi-
cación, catalogación, relación. El demandante, entonces, hará una expresión 
sucesiva de las partes que integran el todo o de la serie de hechos que integran 
el petitorio. Los hechos integrantes de la demanda deberán ir enumerados para 
que así sean contestados, c) ‘Orden’; significa: armonía, sistematización, se-
cuencia, método, numeración. Entonces el demandante hará una colocación 
metódica de los hechos lo que deben aparecer en serie, siguiendo una secuen-
cia lógica. Cada hecho deberá llevar un número para su identificación al con-
testar la demanda y para las citas que haga el juez al expedir su sentencia. Ade-
más servirá para fijar los puntos controvertidos para la actuación de la prueba. 
d) ‘Claridad’, significa: Transparente, indubitable, inteligible, legible. Una de-
manda será clara cuando es de fácil compresión, pues si esto no sucede, el de-
mandado podrá oponer la excepción de ‘oscuridad o ambigüedad’, conforme 
al artículo 446, inciso 4 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00017-2012; 
1º Juzgado Civil de Cañete).

Sin perjuicio de ello, no basta para nuestra regulación exponer solo los he-
chos (enumeradamente, con precisión y claridad), sino que estos deben tener 
un correlato expreso en función de la normativa aplicable, explicando porque 
las normas invocadas son aplicables, e incluso porque una determinada inter-
pretación debe ser tomada en cuenta. Así tenemos que pese a que nuestros jue-
ces pueden aplicar el derecho aunque no haya sido invocado por las partes, 
nuestro Código Procesal Civil exige que el actor exponga un mínimo de orien-
tación jurídica a su postura asumida. En palabras de los jueces-calificadores, 
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el demandante: “Deberá precisar la fundamentación jurídica, que no es el 
simple enunciado de los dispositivos legales señalados” (Exp. N° 1092-
2012; 26º Juzgado Civil).

En cuanto a los fundamentos de hechos, el demandante no debería olvidar 
describir sucesos relevantes: “[E]l demandante interpone demanda de obliga-
ción de dar suma de dinero a fin que el demandado cumpla con pagar la suma 
de S/. 28,968.40 por concepto de merced conductiva, servicio de luz, agua y 
gastos de mantenimiento y arbitrios municipales año 2011, sin embargo no 
fundamenta las circunstancias del incumplimiento de dicha obligación” (Exp. 
N° 00469-2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

También se ha observado que la sola exposición de las normas que sus-
tentan la pretensión no es suficiente y debe procurar relacionarse con el caso 
en concreto que se invoca(31). En esa línea de perspectiva, algunos órganos ju-
risdiccionales han destacado que: “[L]a fundamentación jurídica no solo con-
siste en enumerar los dispositivos pertinentes sino además debe contener una 
explicación sucinta, razonada de su aplicación al caso submateria, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 424 inciso 7 del Código Procesal 
Civil” (Exp. N° 00745-2012 ; 1º Juzgado Civil de Lima Norte); y asimismo 
se tiene que: “Con relación a la fundamentación jurídica, esta no se limita a la 
simple remisión y reproducción del tenor de los artículos de los textos legales 
citados, sino a establecer de qué manera las situaciones fácticas expuestas, en-
cuentran correlato en los presupuestos contenidos en las normas respectivas a 
efectos de establecer si la consecuencia jurídica le corresponde en cada caso” 
(Exp. N° 4073–2011; 26º Juzgado Civil de Lima).

Finalmente, la consistencia de una fundamentación jurídica no radicaría 
tanto en la invocación de normas procesales, sino que es mucho más impor-
tante la aplicación del derecho sustantivo: “[E]l inciso 7) del artículo 424 del 
Código Procesal Civil, señala que uno de los requisitos de la demanda lo cons-
tituye la fundamentación jurídica, que esta constituida por la norma sustan-
tiva en la que sustenta su petitorio, lo cual no implica la simple enunciación 
del artículo pertinente, sino el desarrollo de los hechos que se encuadran den-
tro del supuesto de hecho de la norma que se invoca. Siendo de apreciar que 
en el caso que nos ocupa, el accionante se ha limitado a señalar las normas 

(31)	 Exp. N° 00537-2011; 43º Juzgado Civil de Lima: “(El demandante debe) [p]resentar una adecuada 
fundamentación de la demanda de acuerdo al artículo 424, incisos 6 y 7 del Código Procesal Civil, 
toda vez que no basta con indicar los artículos pertinentes, sino que se debe argumentar aplicándolos 
al caso concreto”.
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procesales que regulan el trámite, pero en modo alguno ha señalado siquiera 
cual es el sustento jurídico de su pretensión” (Exp. N° 654-2012; 23º Juzga-
do Civil de Lima).

5.	 Respecto a los medios probatorios

(artículo 424, inciso 10 del Código Procesal Civil)

El Código exige que las partes ofrezcan sus medios probatorios en los ac-
tos postulatorios, evitando así cualquier tipo de conducta maliciosa tendiente 
a reservar el material probatoria al final de la instancia reduciendo la posibili-
dad de control por la contraparte. Para el demandante la oportunidad de ofre-
cer medios de prueba se reduce al escrito de demanda, pero vale bien aclarar 
que todo medio tendiente a probar algún hecho de la pretensión ha sido abor-
dado por la doctrina procesal de forma unánime como una carga del propo-
nente, por lo tanto, en estos casos, si los jueces-calificadores requieren la pre-
sentación de medios probatorios no propuestos, en realidad lo que hacen es 
aplicar una manifestación de la prueba de oficio utilizando el plazo perento-
rio de la inadmisibilidad. Creemos que si solo el medio probatorio se encuen-
tra regulado en la ley como exigible en la demanda el requerimiento será váli-
do, como en su momento lo sugirió la Cas. Nº 1691-99-Callao al señalar que 
en “la calificación de la demanda es facultad del Juez analizar únicamente los 
requisitos de admisibilidad y procedencia de la demanda; que dichos requisi-
tos están vinculados estrictamente a cuestiones de forma y capacidad procesal 
en el modo de interponer la demanda; no corresponde ser rechazada basada en 
la presentación y análisis de pruebas recaudadas, que implica un pronuncia-
miento sobre el fondo”.

Así tenemos los siguiente ejemplos: “[T]eniendo en cuenta el artículo 425, 
inciso 5 del Código Procesal Civil, en la cual impone a la parte demandante 
el deber de aportar todo el caudal probatorio en los actos postulatorios, resulta 
viable en esta etapa que la accionante acompañe las instrumentales a que hace 
referencia” (Exp. N° 00078-2012, 31º Juzgado Civil de Lima). Asimismo, 
“[E]l cambio de nombre (supresión) implica modificación en el reconocimien-
to de una persona por lo que el actor deberá proceder a exponer los funda-
mentos de hecho que sustentan este extremo así como acompañar los medios 
probatorios pertinentes que permitan establecer que el nombre de Darwin Gal-
ván Corazao es el que le permite su reconocimiento ante la sociedad” (Exp.  
N° 1006-2012; 16º Juzgado Civil de Lima). Finalmente: “[i]ndique asimis-
mo si el solicitante refiere ser propietario del inmueble materia del proceso de 
Prescripción Adquisitiva Notarial que fue otorgado a favor de Werner Jaime 



calificación de las demandas judiciales

61

Sauter Hernández, como es que no tomó conocimiento del referido proce-
so notarial, sino el mismo debió de haberse puesto de conocimiento la solici-
tud en referencia de los colindantes del inmueble y asimismo, debió de haber-
se hecho también las publicaciones en el diario El Peruano y otro de mayor 
circulación del país” (Exp. N° 00996-2012; 11º Juzgado Civil de Lima).

O en los casos de indemnización por daño moral: “[L]a muerte de su me-
nor hermana que es hija de su poderdante ha sido causada negligentemente 
por falta de cuidado de parte de la demandada, hecho que ha producido daño 
moral irreparable a la demandante y su familia, sin embargo no fundamenta de 
qué manera el fallecimiento de la menor le ha causado menoscabo y la magni-
tud del mismo si pretende ser indemnizada por daño moral” (Exp. N° 01722-
2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

Tratándose del ofrecimiento de expedientes deberá precisarse su número 
y su ubicación actual.

En ciertos casos este supuesto normativo, tiene directa relación con el ar-
tículo 426, inciso 2, cuando el Código Procesal Civil exige que se aparejen al-
gunos medido probatorios documentales como anexos.

No obstante ello, creemos que cuando el juez solicita algún medio pro-
batorio no sustentado expresamente en la norma procesal, lo que termina por 
poner en práctica no es sino su facultad de exigir pruebas de oficio(32), pues 
ya desde la primera lectura de la demanda, percibe que el material probatorio 
presentado –de antemano– no le genera convicción. Al respecto, si bien pue-
de objetarse que el Código no establece en qué momento dicha facultad pue-
de ser ejercida, definitivamente creemos que la etapa de calificación no es el 
escenario más idóneo.

Eugenia Ariano criticaba también de la prueba de oficio que su introduc-
ción en un escenario en el que se empora al juez y se le impone a las partes 
férreas preclusiones puede resultar hasta inconstitucional(33). Pues bien un as-
pecto cuestionable es que se exija el ofrecimiento de pruebas en el escrito 

(32)	 Código Procesal Civil
	 Artículo 194.- Prueba de oficio
	 Cuando los medios probatorios ofrecidos por las partes sean insuficientes para formar convicción, el 

juez, en decisión motivada e inimpugnable, puede ordenar la actuación de los medios probatorios adi-
cionales que considere convenientes.

(33)	 ARIANO DEHO, Eugenia. “Prueba de oficio y reclusión”. En: Diálogo con la jurisprudencia. N° 30, 
Gaceta Jurídica, Lima, 2001, p. 101.
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postulatorio (léase demanda) aun cuando no se sepa cuál será el comporta-
miento del emplazado y cuando todavía no se han fijado los puntos contro-
vertidos. Ello ocurre cuando no se distingue en la dinámica procesal una fase 
de alegación de una exclusivamente probatoria. Al margen de esos cuestiona-
mientos, la prueba de oficio es perniciosa en la fase de calificación porque im-
pone al actor la carga de introducir el medio de prueba dentro del plazo esti-
pulado para subsanar defectos formales de la demanda.

Decimos estos, porque el control que el juez realiza en esta fase solo debe 
estar dirigido en estricto a un control formal; quedando fuera el análisis de la 
suficiencia probatoria que es indiscutiblemente una carga del justiciable. En la 
dinámica del Código Procesal Civil el actor debe acompañar en su demanda 
los medios probatorios que sustentan su pretensión (léase el art. 424, inc. 10 
concordado con el art. 425, inc. 6) haciéndose referencia a la prueba documen-
tal como anexo, lo que los jueces interpretan como la necesidad de presentar 
medios probatorios suficientes y, por lo tanto, ejercen de oficio la facultad de 
solicitar prueba. En algunos casos esa solicitud es expresa y en otras se exige 
de forma genérica que se acompañen medios probatorios.

Pues bien, aunque es discutible que el Código establezca una regla de car-
ga probatoria (art. 196 del CPC), donde la omisión o insuficiencia probatoria 
se castiga con la declaración de improbanza, que es la manifestación negati-
va de no cumplir con la carga. En todo caso, lo único verdaderamente exigi-
ble por el juez son los requerimientos probatorios que el Código establece aún 
como prueba tasada a lo largo de su cuerpo normativo, lo demás debería que-
dar solo en la esfera de la carga de parte.

Sin perjuicio de ello, y lo que realmente es preocupante que por lo gene-
ral cuando el juez exige alguna prueba documental en una fase distinta a la ca-
lificación, no exige el cumplimiento imponiendo un plazo reducido, lo que sí 
ocurre cuando exige pruebas en fase de calificación, pues a su requerimien-
to son aplicable los plazos para subsanar la demanda por inadmisible, y si no 
se cumple, la sanción no es la improbanza de las afirmaciones, sino el recha-
zo de la demanda.

6.	 En cuanto a la firma del actor y su abogado

(artículo 424, inciso 11 del Código Procesal Civil)

Algunos casos encontrados son ilustrativos, por ejemplo, en los ca-
sos de que el demandante solo estampe su huella digital deberá cumplir con 
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apersonarse al local del juzgado a fin de certificar su huella ante el secreta-
rio. Otros juzgados exigen que el actor suscriba todas la páginas de su de-
manda: “[E]l demandante deberá suscribir cada una de las hojas de la deman-
da, por cuanto la última hoja suscrita no contiene ningún elemento que pueda 
relacionarla con el petitorio principal; máxime si la firma puesta en el escri-
to de demanda difiere de la que aparece en su Documento de Identidad (Exp.  
N° 000270-2012; 5º Juzgado Civil de Lima).

En cuanto a la omisión de la firma del letrado, se ha proveído de la si-
guiente forma: “[N]o encontrándose firmada la demanda por abogado de-
berá cumplir con apersonarse al local del juzgado a fin que el letrado fir-
me la demanda” (Exp. N° 00151-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura-Sede 
Barranca).

Ya que se aborda el tema de los abogados patrocinantes, vale hacer una di-
gresión respecto a las exigencias que los juzgados vienen realizado a los jus-
ticiables para que ajunte en su escrito de demanda de la denominada papele-
ta de habilitación profesional, cuya exigencia al margen del control impuesto 
por la Ley Orgánica del Poder Judicial(34) y recientes resoluciones administra-
tivas del Poder Judicial(35), no debería causar indefensión al demandante. Debe 
indicarse que si suscriben la demanda más de un abogado la obligación de ad-
juntar la papeleta se extiende a todos para hacer posible el otorgamiento de las 
facultades generales(36).

(34)	 TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Decreto Supremo Nº 017-93-JUS
	 Artículo 286- Impedimento para patrocinar. No puede patrocinar el abogado:
	 (…)
	 2 Ha sido suspendido en el ejercicio por medida disciplinaria del Colegio de Abogados en donde se 

encuentra inscrito, o no se encuentre hábil conforme al estatuto del respectivo colegio
(35)	 Resolución Administrativa Nº 299-2009-CE-PJ.- Exhortan a magistrados a requerir a los abogados 

que ejercen el patrocinio ante el Poder Judicial, la presentación de la constancia de habilitación expe-
dida por el Colegio de Abogados en el cual están registrados.

(36)	 Exp. N° 00166-2012, 2º Juzgado Civil de Huaura - Sede Barranca: “[D]el escrito de demanda pre-
sentada por el recurrente se aprecia que la suscriben dos abogados; sin embargo, solo uno de ellos ad-
junta su papeleta de habilitación, de donde se observa que no se encuentra hábil para el ejercicio de 
la profesión, por lo que deberán hacerlo ambos, ya que es necesario a fin que se le otorgue las facul-
tades de representación que pretenden los accionantes”.
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7.	 Acerca de los anexos exigidos por ley

(artículo 426, inciso 2 del Código Procesal Civil)

Los instrumentales que se aparejen como anexos deben estar identificados 
con el número del escrito y letras(37).

La calidad de sucesor se prueba con el respectivo asiento de declaratoria 
de herederos. Para algunos órganos jurisdiccionales este requisito es esencial 
para configurar la legitimidad e interés para obrar del actor(38). A mayor abun-
damiento en un proceso sobre indemnización: “[L]a [parte] demandante no 
acredita con los medios probatorios ofrecidos en la demanda, la calidad de he-
rederos instituidos o declarados de los menores C.E., D.A. y L.A.Q.S., como 
hijos de la fallecida Sandy Kimberly Salazar Castillo, debiendo la recurren-
te acompañar a la vez el documento que acredite que la demandante tiene la 
representación legal de dichos menores en cualquiera de las formas previstas 
por la ley; ello de conformidad con lo prescrito por el artículo 660 del Código 
Civil y el artículo 425, inciso 4 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00415-
2012; 6º Juzgado Civil de Trujillo).

Tratándose de procesos que exigen la totalidad de la partida electrónica 
registral, la prescindencia de ciertas páginas o asientos también puede gene-
rar la inadmisibilidad(39); como también es observable si dicha partida no se 
encuentra actualizada(40). En algunos casos, los jueces exigen que las partidas, 

(37)	 Exp. N° 00070-2012; 1º Juzgado de Lima Norte: “[E]l recurrente no ha cumplido con identificar to-
dos y cada uno de los anexos que recauda a su demanda con el número del escrito seguido de una 
letra (ya que las instrumentales en mención solamente están identificadas hasta el anexo 1C, y no to-
das estas, como lo dispone nuestro ordenamiento procesal), omisión que debe subsanar conforme a 
lo dispuesto en el inciso 6 del artículo 130 (del Código Procesal Civil)”.

(38)	 Exp. N° 0750-2012; 2º Juzgado Civil de Lima Norte: “El accionante José Manuel Santur Campos 
interpone la presente solicitud en calidad de hijo del causante Juvenal Santur Ríos, por lo que esta 
parte debe cumplir con adjuntar la sucesión del causante anteriormente señalado conforme lo dispo-
ne el artículo 108 inciso 1 del Código Procesal Civil a efectos de determinarse su interés y legiti-
midad para obrar” (el resaltado es nuestro).

(39)	 Exp. N° 00720-2012; 3º Juzgado Civil de Lima: “[S]e advierte que la Partida Registral 49033570 del 
Registro de Predios de Lima, correspondiente al inmueble sub litis, consta de 342 páginas, sin em-
bargo el recurrente únicamente ha adjuntado las páginas uno, dieciséis, diecisiete, dieciocho, dieci-
nueve y veinte”.

(40)	 Exp. N° 00008-2012; 21º Juzgado Civil de Lima: “De la revisión de la demanda se verifica que 
la demandante deberá cumplir con: a) Adjuntar la partida electrónica N° 45507750 (antes ficha  
Nº 1652580) en forma completa y actualizada” (el resaltado es nuestro).
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fichas registrales de inmuebles y vigencia de poder no tengan una antigüedad 
mayor a treinta días desde que se expidieron(41).

Dentro de esa perspectiva, los jueces exigen que los documentos que acre-
dita el apoderamiento deben ser actuales: “[E]l poder adjuntado a la demanda, 
ha sido presentada por la recurrente en copias simples y data del 4 de abril del 
2011; por lo que, teniendo en cuenta que se trata de instrumento público, la re-
currente debe cumplir con adjuntar la vigencia de poder certificada y actua-
lizada de la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 235 del 
Código Procesal Civil” (Exp. N° 00066-2012; 2º Juzgado Civil de Chimbote).

En otras situaciones se ha pedido la ficha de inscripción del Reniec para 
acreditar el último domicilio del causante(42).

Tratándose de una posible situación de litispendencia, el juzgado ordenó 
se adjunte la demanda y auto admisorio(43).

En caso de solicitar auxilio judicial deberá adjuntarse el formato corres-
pondiente, omisión que acarrea la inadmisibilidad de la demanda(44). Asimis-
mo, la improbanza del estado de necesidad que sustenta el pedido de auxilio 
judicial, este será declarado improcedente en el mismo auto que califica la de-
manda, generando a su vez una causal de inadmisibilidad con la finalidad de 
que se adjunte las tasas omitidas: “[L]a accionante en el otrosí de su escrito de 
demanda solicita el Auxilio Judicial manifestando que no puede afrontar los 
gastos del proceso, ya que es una persona de avanzada edad, que se encuen-
tra incapacitada para realizar trabajo alguno, que no goza de una pensión de 
jubilación, que se sostiene con algunas propinas de parte de sus hijos, y que  

(41)	 Exp, N° 00588-2011, 47º Juzgado Civil de Lima: “[El demandante] deberá adjuntar la ficha registral 
vigente de la Vigencia de Poder que ostenta el representante de la demandante; adjuntar ficha registral 
del inmueble materia sub litis con una antigüedad de expedición no mayor de treinta días” 
(resaltado es nuestro).

(42)	 Exp. N° 01113-2012; 9º Juzgado Civil de Lima: “[A] efectos de establecer la competencia de esta 
Judicatura la parte accionante debe cumplir con presentar la ficha personal del causante expedido por 
el RENIEC de la que se desprende que tuvo como último domicilio en cualquiera de los Distrito que 
comprende la Corte Superior de Justicia de Lima.

(43)	 Exp. N° 1454-2012; 27º Juzgado Civil de Lima: [El demandante deberá] adjuntar copia de la demanda 
y el auto admisorio original o legalizada del Expediente Judicial Nº 60961-1997 de Nulidad de Acto 
Jurídico del 21 JECL con el objeto de verificar si este se sigue entre las mismas partes y por la misma 
materia.

(44)	 Exp. N° 00118-2012; 7º Juzgado Civil de Trujillo: “[S]e advierte que la recurrente no ha cumplido 
con adjuntar el formato del auxilio judicial exigido por el artículo 180 del Código Procesal Civil, 
siendo ello así, corresponde a la recurrente cumplir con lo señalado para una mejor calificación del 
escrito postulatorio”.
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afrontar los gastos del proceso ponen en peligro su subsistencia. (…) De la re-
visión de los actuados se verifica que la recurrente no ha acreditado de manera 
fehaciente su estado de necesidad, más aún no ha presentado otros documen-
tos que acrediten que los gastos del proceso pongan en peligro su subsisten-
cia; por lo tanto su pedido debe ser declarado improcedente, en consecuencia 
la recurrente debe presentar (1) arancel judicial por ofrecimiento de pruebas; 
(4) aranceles por derecho de notificación judicial; (1) arancel judicial por ex-
horto a otro distrito judicial de conformidad con la Resolución administrativa 
009-2012-CE-PJ” (Exp. N° 211-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo).

La exigencia de documento en original o copia legalizada es cada vez más 
común. De acuerdo con las resoluciones revisadas encontramos las siguien-
tes situaciones:

Tratándose de documentos que acreditan representación estos deberán 
ser adjuntados en copia certificada(45): El apoderado Carlos Alberto Sánchez 
Zúñiga, no ha cumplido con acreditar las facultades para demandar, que fuera 
sido otorgado por el Banco de Crédito del Perú o su representante de este; en 
tal sentido, deberá presentar su delegación de poder en copias legalizadas, al 
ser insuficientes las obrantes en copias simples (Exp. N° 00248-2012; 1º Juz-
gado Civil de Cajamarca).

Para algunos jueces calificadores, la presentación de copias simples restan 
credibilidad las pruebas: “De otro lado los medios probatorios identificados 
como anexos 1.B, 1.D, 1.E, 1.F y 1.G se encuentran en copias simples que le 
restan seguridad jurídica por lo que deben ser presentados en copias certifica-
das y actualizadas en observancia de lo dispuesto por el artículo 235 del Códi-
go Procesal Civil” (Exp. N° 00279-2012; 20º Juzgado Civil).

En otros casos, se declara inadmisible la demanda porque el actor sola-
mente adjuntó una copia simple de un Oficio emitido por el Ministerio de Vi-
vienda en el año 1990, indicándosele que debe adjuntar una copia certificada 
en atención al artículo 235 del Código Procesal Civil(46); exigiéndose también 
la certificación bajo similar justificación cuando se estaba frente a copias 

(45)	 Exp. N° 00010-2012: 3º Juzgado Civil del Callao: “[L]a demandante adjunta a su demanda copias 
simples de los asientos registrales en donde se acredita la representación que alega el recurrente 
respecto de la persona jurídica, razón por la cual la recurrente debe adjuntar copias certificadas de 
dichos documentos a fin de crear certeza al juzgador sobre la representación que alega” (el resaltado 
es nuestro).

(46)	 Exp. N° 00181-2012; 3º Juzgado Civil de Huaura: “[C]onforme al artículo 235 del Código Procesal 
Civil la copia del documento público tiene el mismo valor que el original, si está certificada por 
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simples de Resoluciones Directorales Ejecutivas emitidas en el marco del Pro-
yecto Especial Titulación de Tierras(47) y frente a copias simples de Partida 
registrales sobre bienes inmuebles(48).

Finalmente, el actor deberá acompañar el documento que acredite haber 
agotado la vía administrativa de ser el caso(49).

8.	 Tasas y derechos de notificación

El pago por el derecho de ofrecimiento de pruebas debe corresponderse 
con la cuantía de la pretensión propuesta; pudiendo el juez advertir la diferen-
cia y solicitar su reintegro(50). Esta situación es muy recurrente incluso cuando 
entre la fecha de pago y la presentación del escrito de demanda acontece un 
cambio (aumento) de la unidad de referencia procesal(51).

Otra exigencia judicial recurrente es aparejar una tasa por cada titular de 
la acción (demandante), como en el Exp. N° 00648-2012; 8º Juzgado Civil de 
Lima por el cual se requirió: “Adjuntar el arancel judicial correspondiente por 
cada titular de la acción toda vez que únicamente se ha adjuntado un arancel 
no obstante ser cuatro las personas demandantes”.

Por otro lado, estando a que son tres demandantes y habiéndose adjun-
tado solo un arancel por ofrecimiento de pruebas, cumpla el recurrente con 

auxiliar jurisdiccional, notario público o fedatario, según corresponda; en este sentido, la parte 
demandante deberá presentar copia certificada del documento antes mencionado”.

(47)	 Exp. N° 00111-2012; 3º Juzgado Civil de Huaura.
(48)	 Exp. Nº 00479-2012; 3º Juzgado Civil de Huaura.
(49)	 Exp. N° 00065-2012; 1º Juzgado Civil de Lima Sur: “[A] efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto 

por el artículo 18 de la Ley Nº 27584, debe cumplir con lo siguiente: acreditar con documento idóneo 
haber agotado la vía administrativa”.

(50)	 Exp. N° 00491-2012; Juzgado Civil de Huaura-Sede Huaral: “De la revisión de la demanda se 
tiene que el monto del petitorio de la pretensión accesoria asciende a S/. 260,000.00, por concepto 
de Indemnización por Daños y Perjuicios; adjuntando para dicho fin arancel Judicial por la suma 
treintiséis y 50/100 nuevos soles (S/.36.50). Por lo que estando al monto de la pretensión y de 
conformidad con el articulo VIII, Título Preliminar del Código Procesal Civil y la Resolución 
Administrativa N° 009-2012-CE-PJ, el demandante se encuentra obligado a cancelar el arancel 
judicial por ofrecimiento de pruebas por la suma de S/. 109.50 (R.A. N° 009-2012-CE-PJ, numeral 3 
‘Por actos procesales cuyo valor de la pretensión sea mayor de quinientas (500) URP hasta mil (1000) 
URP; a) Por ofrecimiento de pruebas o por calificación (3,650) URP: 30% 109,50’); por lo tanto el 
demandante debe de reintegrar el saldo pendiente”.

(51)	 Exp. N° 364-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo: “[L]a recurrente adjunta el recibo de pago de tasa 
judicial por ofrecimiento de pruebas, sin embargo al haberse modificado la unidad de referencia 
procesal mediante la Resolución Administrativa N° 009-12-CE-PJ de fecha 17 de enero del 2012; 
dichos aranceles contienen un pago diminuto, por lo que debe efectuar el reintegro de pago de los 
mismo a efecto de calificar positivamente su escrito”.
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reintegrar 2 aranceles por dicho concepto (Exp. N° 1576-2012, 18º Juzga-
do Civil de Lima). En un petición de herencia encontramos este escenario: 
“[A]simismo no obstante que se apersonan cuatro personas como demandan-
tes (dejándose constancia que Nancy Irma Barrera Machado se apersona por 
derecho propio y como apoderada de Jorge Manuel Barrera Machado) única-
mente se ha adjuntado una tasa judicial por concepto de ofrecimiento de prue-
bas, siendo que debe adjuntarse una tasa judicial por el mismo concepto por 
cada titular de la acción” (Exp. N° 01113-2012; 9º Juzgado Civil de Lima).

Algunos jueces-calificadores exigen el pago de tasas en función de la 
cuantía del contrato cuya nulidad se solicita; es decir, aplican reglas de cuan-
tía a una pretensión que es por naturaleza inapreciable en dinero: “[D]el con-
tenido del petitorio se desprende que la pretensión incoada es una de Nulidad 
de Acto Jurídico de Dación en Pago de fecha 21 de octubre de 2010 celebra-
da entre Cristian Edwen Toledo Cárdenas, Ludgarda María Pacheco Moli-
na y Nelson Uladislao Esteban Palomino en virtud de una supuesta deuda de  
$ 39,500 (treinta y nueve mil quinientos con 00/100 dólares americanos), por 
adolecer de nulidad absoluta. En tal efecto, y en aplicación del artículo 17 de 
la Resolución Administrativa N° 009-2012-CE-PJ, apreciando que el monto 
de la dación en pago que se pretende nulificar, es la señalada en este acápi-
te; cumpla la parte accionante con presentar tasa judicial que reintegre el aran-
cel que corresponde por dicho monto (Exp. N° 1100-2012; 23º Juzgado 
Civil de Lima).

De acuerdo con el artículo 24, inciso i) de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial se encuentran exonerados los trabajadores, ex trabajadores y sus herede-
ros en los procesos laborales y previsionales, cuyo petitorio no exceda de 70 
(setenta) Unidades de Referencia Procesal, sin embargo en caso de que el juez 
advierta que la pretensión invocada no calce en ninguno de estos supuestos, el 
juez requerirá el pago de tasas y derechos: “Asimismo se advierte del cuarto 
otrosí de la demanda que el recurrente solicita la exoneración de las tasas ju-
diciales según lo dispuesto por Ley Nº 27327(52), y no estando comprendido la 

(52)	 Ley que modifica el inciso I) del artículo 24 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial

 	 Artículo Único.- Modifica el inciso i) del artículo 24 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
 	 Modifícase el inciso i) del artículo 24 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobado mediante 

Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, en los términos siguientes:
	 Artículo 24.- La administración de justicia es gratuita para las personas de escasos recursos 

económicos y para todos los casos expresamente previstos por ley. Se encuentran exonerados del 
pago de tasas judiciales:

 	 (...)
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pretensión que se formula en lo dispuesto en la mencionada ley, por lo que el 
recurrente deberá adjuntar la tasa correspondiente al monto de la cuantía de su 
pretensión” (Exp. N° 00863-2012; 21º Juzgado Civil de Lima).

El pago de tasas es exigible aun en pretensiones que se tramitan en vía no 
contenciosa. “[C]onforme se advierte de la demanda interpuesta por Norma 
Mantilla Quito sobre Autorización Judicial para disponer de bienes de meno-
res, la actora recurre a esta judicatura a fin de que previo los trámites judicia-
les este juzgado ordene lo peticionado; sin embargo no obstante tratarse de 
una solicitud no contenciosa la solicitante no ha cumplido con anexar el aran-
cel judicial correspondiente” (Exp. N° 00008-2012; 1º Juzgado Civil de Lima 
Sur - Sede VMT).

Finalmente, “para efectos de tramitar escritos como el señalado, es requi-
sito que el litigante presente la cantidad necesaria de Derechos de Notificación 
Judicial según la cantidad de sujetos procesales a los cuales se les notificara 
con la resolución Judicial que dará cuenta de su pedido, tal como lo exige el 
apartado d. del numeral V. de la Directiva N° 006-2009-CE-PJ aprobada por 
Resolución Administrativa N° 220-2009-CE-PJ (publicada el 7 de agosto de 
2009. De la revisión del documento referido se advierte que a pesar de que son 
dos los sujetos procesales a los cuales se le notificara la resolución judicial que 
dará cuenta del escrito presentado, no se ha presentado ningún Derecho por 
Notificación Judicial, omisión que deberá subsanarse en su debida oportuni-
dad” (Exp. N° 1282-2012; 29° Juzgado Civil de Lima).

IV.	LAS CAUSALES DE INADMISIBILIDAD ALREDEDOR DE 
CIERTAS PRETENSIONES

Luego de una revisión general de cómo los órganos jurisdiccionales vie-
nen calificando las demandas en función de las causales de inadmisibilidad re-
guladas, también vale destacar el hecho de cómo se vienen exigiendo aquellas 
cuando se invocan determinadas pretensiones, lo que nos permitirá evidenciar 
el grado de exigibilidad judicial y en qué medida estos requerimientos se con-
vierten en razonables o no de acuerdo con lo solicitado por el actor.

	 i) Los trabajadores, extrabajadores y sus herederos en los procesos laborales y previsionales, cuyo 
petitorio no exceda de 70 (setenta) Unidades de Referencia Procesal, de amparo en materia laboral, o 
aquellos inapreciables en dinero por la naturaleza de la pretensión.
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1.	 Nulidad de acto jurídico (Base legal: artículo 219 del Código Civil)

En principio se ha observado en no pocos casos que se exige que el deman-
dante deba precisar la causal de nulidad en que se ha incurrido, atendiendo a 
los supuestos regulados en el artículo 219 del Código Civil(53). En atención a 
ello, no basta invocar que se pretende nulificar determinado acto o negocio si 
no expresa en cuales de los supuestos existentes se basa el pedido(54).

En otros casos se ha advertido que se suele invocar la nulidad del acto de-
sarrollando supuestos que más bien configuran una pretensión de anulabili-
dad: “De la lectura de los fundamentos de hecho en los cuales la actora sus-
tenta el petitorio formulado se advierte que se hace referencia a una conducta 
dolosa de los demandados, (puntos 4, 5, 9, 16 y 22 del escrito de demanda), 
expresiones que deberán ser aclaradas, ya que a tenor de lo previsto por el ar-
tículo 221 del Código Civil dichos comportamientos permiten la anulabili-
dad de un acto jurídico y no la nulidad como se ha solicitado, más aún si esta 
última se ha basado en la casual de simulación absoluta (Exp. N° 1194-
2012; 15º Juzgado Civil de Lima). Con igual criterio el Exp. N° 01426-2012; 
38º Juzgado Civil de Lima, el juez-calificador expresó: “[A] efectos de pro-
ceder a una debida calificación de la presente demanda, la demandante deberá 
cumplir con precisar si su petitorio de la demanda consiste en nulidad o anu-
labilidad de acto jurídico, de acuerdo a las causales que invoque para tal fin”.

Asimismo, se suele requerir que el actor adjunte el contrato materia de nu-
lidad en su original o en copia debidamente legalizada.

(53)	 Esta causal de inadmisibilidad es muy recurrente, al respecto puede visualizarse los Exps. N° 549-
2011; 26° Juzgado Civil de Lima N° 04307-2011, 30º Juzgado Civil de Lima; N° 02118-2011, 3º 
Juzgado Civil de Lima; N° 2225-2011, 35º Juzgado Civil de Lima;. N° 211-2012, 3º Juzgado Civil 
de Trujillo: N° 00865-2011; 1º Juzgado Civil de Lima; N° 01220-2012; 1º juzgado Civil de Lima.

(54)	 Código Civil
	 Artículo 219.- El acto jurídico es nulo:

1.- 	 Cuando falta la manifestación de voluntad del agente.
2.- 	 Cuando se haya practicado por persona absolutamente incapaz, salvo lo dispuesto en el artículo 

1358.
3.- 	 Cuando su objeto es física o jurídicamente imposible o cuando sea indeterminable.
4.- 	 Cuando su fin sea ilícito.
5.- 	 Cuando adolezca de simulación absoluta.
6.- 	 Cuando no revista la forma prescrita bajo sanción de nulidad.
7.- 	 Cuando la ley lo declara nulo.
8.- 	 En el caso del artículo V del Título Preliminar, salvo que la ley establezca sanción diversa.
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2.	 Indemnización (Base legal: artículos 1314 al 1333 del Código Civil [Con-
tractual] y artículos 1969 al 1988 del Código Civil [extracontractual])

El actor debe indicar el tipo de daño causado en atención a lo prescrito en 
el artículo 1985 del Código Civil(55) e indicar a cuanto asciende cada supues-
to invocado(56), existiendo casos en el cual se ha advertido una omisión cuan-
do solo se hace referencia a una suma global sin hacer referencia a los montos 
correspondientes a los daños producidos de manera individual(57).

Algunos órganos judiciales han esgrimido que deben describirse los he-
chos constitutivos de la responsabilidad civil: “[S]e advierte que la indemni-
zación recurrida no cumple con precisarse en forma expresa y debida, la con-
currencia de todos los requisitos que para su pretensión indemnizatoria se 
requieren, consistentes en la antijuricidad del hecho imputado, es decir la ili-
citud del hecho dañoso o la violación de la regla genérica que impone el de-
ber de actuar de tal manera que no se cause daño emergente, el lucro cesan-
te y el daño moral; la relación de causalidad entre el hecho y el daño, es decir 
debe existir una relación de causalidad adecuada que permite atribuir el resul-
tado; y los factores de atribución que puedan ser subjetivos como el dolo o la 
culpa u objetivos que conocen el caso de la responsabilidad objetiva” (Exp.  
N° 4-2012; 27º Juzgado Civil de Lima).

Por otro lado, se exige que el demandante exponga cada uno de los con-
ceptos a resarcir: “[R]evisado el tenor de la demanda, respecto a la pretensión 
subordinada de indemnización se tiene que en ella no se ha expuesto de mane-
ra clara cuales son los conceptos indemnizatorios que ha tomado en cuenta a 
fin de llegar a la suma indemnizatoria que precisa, señalándolo únicamente de 
manera global” (Exp. N° 01055-2012; 42º Juzgado Civil de Lima).

(55)	 Esta causal de inadmisibilidad es muy recurrente, al respecto puede visualizarse los Exps. N° 04307-
2011, 30º Juzgado Civil de Lima; N° 00008-2012, 21º Juzgado Civil de Lima; N° 00881-2011, 
24º Juzgado Civil de Lima.

(56)	 Exp. N° 00166-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura-Sede Barranca: “[L]a determinación del petitorio 
no es clara y concreta, al no haberse precisado en que consiste y en cuanto valora el Daño Emergente, 
Lucro Cesante, el Daño Moral y el Daño a la Persona de ser el caso, por lo que no se ha cumplido con 
lo indicado en el numeral 5) del artículo 424 del Código Procesal Civil”.

(57)	 Exp. N° 00010-2012; 1º Juzgado Civil de Cajamarca: “[E]n el acápite referido al monto del petitorio 
el demandante señala la suma de quince mil nuevos soles (S/. 15,00.00), sin embargo, no especifica 
la manera de cómo ha obtenido tal cantidad, debiendo señalar que proporción corresponde al daño a 
la persona, daño moral, etc”.
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También se ha requerido que el demandante precise la fecha del acto le-
sivo y si su pretensión se trata de una responsabilidad contractual o extracon-
tractual. Así tenemos: “Deberá establecer con precisión y claridad en qué con-
siste el hecho dañoso que se le habría ocasionado a su persona y que da pie a 
su demanda, señalando la fecha en que el mismo se habría producido e indi-
cando asimismo si su pretensión importa un supuesto de responsabilidad de 
naturaleza contractual o extracontractual, lo cual además deberá ser debida-
mente sustentado” (Exp. N° 1198-2011; 26º Juzgado Civil de Lima).

En casos de invocar la responsabilidad solidaria de los emplazados, se ha 
exigido que se sustente la relación de solidaridad atribuida: “[C]onforme se 
advierte del petitorio la demanda incoada versa sobre indemnización por da-
ños y perjuicios, a efectos de que los emplazados Ministerio del Interior del 
Perú y SOT2. PNP Gerardo Chávez Silva, cumplan con indemnizar solida-
riamente hasta por la suma de trescientos mil nuevos soles al recurrente; en 
tal efecto, deberá sustentar fáctica y jurídicamente las razones por las cuales 
se demanda al Ministerio del Interior, señalando el sustento de la solidaridad 
atribuida, a mérito de lo dispuesto en el artículo 1183 del Código Civil” (Exp.  
N° 00881-2011; 24º Juzgado Civil de Lima).

En algunos casos el juez ha exigido que se explique por qué el monto de-
mandado es elevado: “[E]stando a que el monto pretendido por daños oca-
sionados al vehículo del accionante (daño emergente), se advierte una noto-
ria desproporción del monto de la pretensión (S/. 70,000.00), con el monto 
referencial contenido de la proforma adjuntada por el propio accionante  
(S/. 7,340), por lo que a fin de poder en su momento emitir un pronunciamien-
to válido sobre el fondo de la pretensión, el actor deberá aclarar y sustentar el 
monto pretendido por daño emergente, máxime si dicho valor superaría el va-
lor mismo de un vehículo nuevo de las mismas características de su vehículo” 
(Exp. N° 01511-2012; 36º Juzgado Civil de Lima). Asimismo, “[S]i bien pe-
ticiona una indemnización de US$ 500,000 dólares americanos, y que ello se 
debe a las sumas dejadas de percibir como consecuencia de la no explotación 
del grifo ‘Aral Plus’ (utilidades), esto es lucro cesante, el caso es que no se-
ñala en los hechos de su demanda cómo es que obtiene dicho monto, por lo 
que deberá explicar en forma detallada como es que obtiene el monto exac-
to de US$ 500,000 dólares americanos” (Exp. N° 01301-2012; 34º Juzgado 
Civil de Lima).

Finalmente, se exige precisar de que forma los medios probatorios ofreci-
dos prueban los menoscabos alegados: “Debe precisar los medios probatorios 
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ofrecidos que sustentan, tanto el lucro cesante peticionado, como el daño mo-
ral, así como de los daños económicos alegados” (Exp. N° 00015-2012; 
1º Juzgado Civil de Lima Sur - Sede VMT).

3.	 Convocatoria a Junta o Asamblea General (Base legal: artículo 85 
del Código Civil y artículo 119 de la Ley General de Sociedades)

Se ha requerido para la admisión de la demanda los siguientes documentos:

-	 Carta de requerimiento a la Convocatoria de Asamblea dirigida a la 
Asociación demandada, así como su denegatoria “[S]i bien los deman-
dantes en su calidad de asociados de la Asociación denominada ‘Jun-
ta Administradora de Servicio de Saneamiento Medio Mundo’ solici-
tan a la judicatura se convoque a asamblea general a fin de que se elija 
al nuevo Consejo Directivo; sin embargo, de los medios probatorios 
y/o anexos de la demanda no se verifica la solicitud de estos asociados 
al presidente del consejo directivo de la asociación, acorde con la nor-
ma invocada en el numeral que antecede; por lo que, siendo ello así, 
los recurrentes deben cumplir con acompañar el referido documento” 
(Exp. N° 00473-2012; 1º Juzgado Civil de Huaura-Sede Huacho).

-	 Acompañar los Estatutos de la Asociación.

-	 Adjuntar la Copia Literal de la Partida Electrónica del Registro de 
Personas Jurídicas de la Oficina Registral de su domicilio.

-	 Presentar el Padrón completo con los miembros asociados a la Jun-
ta de Propietarios (…) a fin de determinar que los asociados que con-
vocan la asamblea extraordinaria representen cuando menos el 25% 
del total de los votos; conforme lo señala el Estatuto (Exp. N° 00280-
2012; 2º Juzgado Civil de Trujillo).

-	 En caso de representación, presentar poder vigente de los firmantes a 
favor del actor, o en todo caso, cumpla con acreditar su representación 
para actuar en sede judicial(58).

(58)	 Exp. N° 00948-2012; 38º Juzgado Civil de Lima.
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4.	 Mejor de derecho de propiedad (Base legal: artículo 2022 del 
Código Civil)

En los supuestos de “doble venta”, el juzgado requirió que el actor pre-
sente el documento por el cual se dejó sin efecto el primer contrato de compra 
venta: “De los fundamentos de hecho se ha precisado que en un primer mo-
mento los demandados pactaron la venta de los lotes 5 y 6 trasferencia que fue 
inscrita en los Registros Públicos; sin embargo, posteriormente, la venta del 
lote 5 quedó sin efecto por lo que se transfirió dicho predio a doña Irene Isabel 
Benavente Izaguirre; que siendo ello así es necesario que la parte demandan-
te presente el título mediante el cual se dejó sin efecto la mencionada transfe-
rencia o en todo caso indicar dónde se encuentra a fin de tenerse en cuenta en 
su oportunidad o precisar lo que corresponda” (Exp. N° 00348-2012; 2º Juz-
gado Civil de Huaura- Sede Barranca).

5.	 Prescripción adquisitiva (Base legal: artículos 950 al 953 del Código 
Civil, artículos 504 al 506 del Código Procesal Civil)

Las principales observaciones son las siguientes:

-	 Deberá especificarse si es una prescripción de dominio larga o corta(59).

-	 Indicar de qué modo o forma obtuvo la posesión del bien inmueble 
que pretende usucapir.

-	 Describir, detalladamente, los actos de posesión ejercidos sobre el 
predio.

-	 Precisar si el inmueble es rústico o urbano.

-	 Precisar los nombres y lugar de notificación de los propietarios u ocu-
pantes de los bienes colindantes y presentar tantos juegos de la de-
manda y anexos que sean necesarios y aranceles judiciales correspon-
dientes para notificarlos. Si de la memoria descriptiva aparece que se 
colinda con predios de terceros, estos debe ser notificados(60).

(59)	 Exp. N° 00076-2012; 1º Juzgado Civil de Lima Norte: “[D]e conformidad con el artículo 950 de 
la norma sustantiva civil los recurrentes deberán precisar en el petitorio de su demanda el tipo de 
prescripción que solicita, es decir si es la prescripción lata o corta, de conformidad con el artículo 951 
de la norma sustantiva civil”.

(60)	 Exp. N° 01839-2012; 21º Juzgado Civil: “De la memoria descriptiva que se adjunta a la demanda se 
advierte que el inmueble colinda por el fondo con propiedad de terceros por lo que el demandante 
deberá identificarlo y precisar su domicilio”.
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-	 Si el bien se encuentra afectado con garantía hipotecaria deberá notifi-
carse la demanda también al acreedor garantizado(61).

-	 Identificar el bien con la mayor exactitud posible precisando y descri-
biendo las construcciones, si las hubiere, adjuntando en original la me-
moria descriptiva con la debida y correcta descripción de las construc-
ciones, la cual debe ser suscrita por ingeniero o arquitecto colegiado, 
y visada por la autoridad municipal respectiva.

-	 Presentar plano visado indicando las coordenadas UTM (ubicación y 
perimétricos) visado por la autoridad municipal correspondiente. Ello 
se hace imprescindible cuando el inmueble no cuente con numeración.

-	 También se requiere adjuntar el certificado de numeración a efectos de 
identificar el bien.

-	 Presentar el informe de búsqueda catastral del bien inmueble que se 
pretende prescribir.

-	 Adjuntar en original y actualizada la Certificación Municipal o Admi-
nistrativa sobre la persona que figura como propietario o poseedora 
del inmueble, bastando la presentación de un certificado domiciliario.

-	 Debe acompañarse en original la copia literal actualizada completa 
de los asientos del inmueble de los últimos diez años al tratarse de un 
inmueble urbano, o de cinco años si se trata de inmueble rústico, in-
cluyendo copia literal actualizada de la partida matriz si fuere el caso 
(de no encontrarse independizado). En este caso, no basta que se ad-
junte el certificado negativo de propiedad a nombre del actor(62).

-	 Debe adjuntarse las declaraciones juradas del autoavalúo, así como los 
recibos de pago al impuesto predial (acreditar el pago de los Impuestos 

(61)	 Exp. N° 00746-2012; 5º Juzgado Civil de Lima Norte: “Advirtiéndose de la copia literal que adjunta 
como anexo C-1, que el inmueble materia de prescripción se encuentra afectado por hipoteca a favor 
de Febus Orlando Castillo Tacuri, por lo que la demandante deberá cumplir con adjuntar ficha de 
Reniec de este ultimo así como un juego más de copia de la demanda y anexos, a efectos de poner de 
conocimiento la presente acción”.

(62)	 Exp. N° 00254-2012; 1º Juzgado Civil de Cajamarca: “[S]i bien, ha cumplido con adjuntar dos 
certificados negativos de propiedad a nombre del actor, ello no equivale a una certificación que 
acredite que el bien materia de prescripción no se encuentran inscrito a nombre del él o de terceros; 
en ese sentido, deberá cumplir con subsanar las omisiones anotadas, para lo cual se deberá conceder 
un plazo legal con tal fin”.
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Municipales por el tiempo de posesión), así como de luz, agua y  
desagüe correspondientes al predio.

-	 Otros solicitan la certificación municipal de la persona que ocupa el 
bien(63).

-	 Ofrecer como medio probatorio la inspección judicial del predio, de-
biéndose acompañar la tasa judicial por inspección judicial.

-	 Para el caso de las declaraciones testimoniales a ofrecerse debe espe-
cificarse el hecho controvertido respecto del cual deben declarar los 
testigos propuestos, y adjuntar copias legibles de sus documentos de 
identidad(64); así como también tres aranceles judiciales adicionales 
para las respectivas notificaciones(65). En el escrito debe indicarse la 
ocupación del testigo de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 223 del 
Código Procesal Civil.

Tratándose de bienes muebles (específicamente vehículos automotores), 
algunos Jueces consideran importante que se aparejen:

-	 Copia actualizada del certificado de gravamen del vehículo materia de 
prescripción.

-	 Presentar el certificado policial de identificación vehicular emitido por 
la Policía Nacional del Perú, en el que se informe acerca de si el 
vehículo se encuentra en alguna situación irregular (robo u otro), el 
cual debe constar también sus características.

-	 Presentar el certificado otorgado por la Sunat-Aduanas respecto al in-
greso lícito al país del vehículo materia de demanda.

-	 Todo ello sin perjuicio de indicar de qué manera el recurrente tomó 
posesión del vehículo.

(63)	 Exp. N° 00487-2012: 4º Juzgado Civil de Trujillo: Del escrito postulatorio de la demanda, se verifica 
que la actora no ha cumplido con acompañar en calidad de anexos los siguientes documentos: 
(...) 2) Certificación Municipal de la persona que ocupa el bien.

(64)	 A lo que debe añadirse que no estén caducos. Vide Exp. N° 00746-2012; 5º Juzgado Civil de Lima 
Norte: “Estando a que ofrece la prueba testimonial de cuatro personas, respecto a Guillermo Miguel 
Elías Lozano y a Simona Torres Gil se aprecia de las copias de sus documentos de identidad que estos 
se encuentran caducos no pudiendo ejercer sus derechos civiles”.

(65)	 Exp. N° 00076-2012; 5º Juzgado Civil de Lima Norte.
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En ciertos casos se ha exigido que se señale el valor de bien a prescribir, 
con la finalidad de calcular el monto que deba pagarse por conceptos de tasas 
y aranceles judiciales(66).

Por último, la omisión de cualquiera de los requisitos contenidos en el ar-
tículo 505 de Código Procesal Civil debe merecer una declaración de inadmi-
sibilidad posibilitando su subsanación.  J2

6.	 Desalojo (Base legal: artículos 585 al 596 del Código Procesal Civil)

Las principales exigencias para la admisión de demandas en este proceso 
sumarísimo son las siguientes:

El demandante deberá acreditar la propiedad con documento indubitable 
en original o copia legalizada. Debe asimismo, aparecer sus nombres en los tí-
tulos registrales correspondientes al predio(67).

En algunos casos se ha exigido presentar la constatación policial u otro 
documento de fecha reciente que acredite la posesión del predio materia de li-
tis por parte del demandado(68). Así tenemos que: “[P]or otro lado de la infor-
mación del Reniec mediante el SIJ se tiene que la persona de Santos Gerardo 
Vargas Velardes no existe por ende debe precisar el nombre correcto del de-
mandado, además de ser la persona Santos Gerardo Vargas Velarde, el nom-
bre correcto del emplazado se tiene que este domicilia en Calle Manuel Rojas 
s/n Distrito de Changuillo, Provincia de Nazca, Departamento de Ica, por lo 
que es menester que el recurrente ofrezca prueba indubitable que establezca 
que el demandado ocupa el inmueble sublitis” (Exp. N° 00268-2012; 9º Juz-
gado Civil de Lima).

(66)	 Exp. N° 00326-2012; 3º Juzgado Civil del Cuso: “[C]umpla la parte actora con indicar el monto 
del petitorio, a fin de establecer el pago de los aranceles judiciales, en atención a lo dispuesto por el 
artículo 424, inciso 8 del Código Procesal Civil que señala como requisitos de la demanda: ‘El monto 
del petitorio, salvo que no pudiera establecerse’. Y en tanto se trata de derechos reales (propiedad y 
posesión) susceptible de valorización, cumpla con subsanar este extremo”.

(67)	 Exp. N° 00636-2012; 11º Juzgado Civil de Lima: “Presente copia certificada expedida por el Registro 
de Propiedad Inmueble de Lima, en donde aparezca inscrito a favor de la recurrente la Oficina  
Nº 504 de la avenida Abancay Nº 613 del Cercado de Lima, por cuanto de la partida que se adjunta 
Nº 40067744 aparece como la última propietaria del referido bien doña Yolanda Phumpiu Murillo, no 
apareciendo por lo tanto aún inscrito a nombre de la demandante la referida oficina”.

(68)	 Exp. N° 00487-2012; 4º Juzgado Civil del Callao.
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En algunos casos, al demandante se le ha exigido la copia de la partida del 
bien, requerimiento que incluye la ficha matriz de haberse independizado en 
predio(69).

Se ha solicitado también precisión en los casos de que la dirección co-
locada en al demanda no corresponda con la que aparece en los títulos.  
“[R]evisada las copias literales de los asientos que obran inscritos en la Par-
tida Registral N° 07064766 del Registro de Propiedad Inmueble que se ad-
juntan, aparece que la actora adquiere el dominio del inmueble signado como 
Finca Interior N° 89, con frente al pasaje Los Claveles N° 160, distrito de San 
Miguel, no apareciendo documento alguno que determine que a este inmue-
ble le corresponda la numeración municipal actual de pasaje Los Claveles  
N° 160, Primer Piso, Departamento ‘A’, urbanización Miramar, distrito de San 
Miguel; por lo que la actora debe adjuntar certificado de nomenclatura expe-
dido por la Municipalidad distrital respectiva en donde se haga constar que 
el inmueble materia de demanda es el mismo que corre inscrito en la Partida 
Registral N° 07064766 del Registro de Propiedad Inmueble” (Exp. N° 01012-
2012; 19º Juzgado Civil de Lima).

Si se desea desalojar una habitación en el interior de un edificio los jue-
ces ha requerido algún tipo de documento que facilite su ubicación: “[Respec-
to] del cuarto interior ubicado en la azotea, el demandante deberá presentar 
un croquis para establecer su ubicación dentro de la azotea del edificio” (Exp.  
N° 01849-2012; 31º Juzgado Civil de Lima).

En caso que vía desalojo también se requiera la devolución de menaje y 
enseres, deberá señalarse la forma de acumulación y aparejar una relación de-
tallada de bienes que serán materia de devolución(70).

(69)	 Exp. N° 00954-2012; 1º Juzgado Civil de Lima: “[S]in embargo, siendo que se advierte de las copias 
literales números 11343054, 11343059 y 11343052 anexadas como Uno guión A, que las mismas han 
sido independizadas de la partida número 11184276; por lo que debe presentarse la copia literal de la 
partida número 11184276 con las páginas completas, en forma actualizada y expedida por la Sunarp”.

(70)	 Exp. N° 00615-2011; 35º Juzgado Civil de Lima: “[S]e advierte que existe más de una pretensión, 
por lo que a efectos de realizar una adecuada calificación, resulta necesario que los recurrentes deben 
precisar su petitorio y fundamentos de hecho respecto a la pretensión accesoria, debiendo detallar en 
forma específica la relación de bienes que son materia de devolución”.
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7.	 Tercería (Base legal: artículos 100, 533 al 539 del Código Procesal 
Civil)

Se requiere presentar el original o copia certificada del instrumento en el 
cual pretende sustentar su derecho preferente. En esta óptica, los calificadores 
requieren presentar la copia literal de la partida en la cual se encuentre inscri-
to el bien; otros jueces solicitan adjuntar copia literal del predio materia de li-
tis completo y actualizado, así como también el croquis de ubicación del pre-
dio indicando la numeración de los predios vecinos, así como el área total a 
desalojar(71).

El actor deberá expresar el expediente del cual deriva la medida que le 
afecta: “Empero, tal cual ha sido planteada la demanda, se advierte que el ac-
tor no señala con precisión en cuál de los tres procesos a que hace referencia 
se habría trabado la medida cautelar para futura ejecución forzada o medida 
para la ejecución, afectando un bien de su propiedad y cuya desafectación pre-
tende a través de la presente demanda, deviniendo ella imprecisa por lo que 
deberá subsanar tal observación acompañando las instrumentales que acredi-
ten la existencia de dicha medida” (Exp. N° 00440-2012; 14º Juzgado Civil de 
Lima); requiriéndose presentar copias de los actuados de dicho proceso; a ma-
yor abundamiento: “[E]l recurrente indica que su demanda la dirige contra las 
partes procesales del Proceso Judicial signado con el Exp. N° 143-2010, tra-
mitado ante el Cuarto Juzgado de Paz Letrado de la Corte Superior de Justicia 
de Cajamarca; sin embargo no cumple con presentar copias certificadas y/o le-
galizadas del expediente judicial indicado y su cuaderno cautelar, referidos a 
los documentos de folios cinco a ocho; en este orden de ideas, la omisión ad-
vertida impide por el momento la admisión a trámite de la presente demanda, 
en aplicación de lo prescrito por el artículo 426, inciso 2 del Código Procesal 
Civil” (Exp. N° 0261-2012; 1º Juzgado Civil de Cajamarca).

8.	 División de partición (Base legal: artículos 983 al 991 del Código 
Civil)

El demandante deberá adjuntar el título de copropietario del bien o bie-
nes de los cuales solicita la partición(72), o como lo definen otros juzgados, la 

(71)	 Exp. N° 00487-2012; 4º Juzgado Civil del Callao.
(72)	 Exp. N° 00151-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura, Sede Barranca: “[E]stando a que por la partición 

permutan los copropietarios de conformidad con el artículo 983 del Código Civil (el actor) deberá 
adjuntar su título de copropietario de los predios que solicita la partición”.



Carlos Franco Montoya Castillo

80

sucesión intestada del causante para poder conocer entre quienes deberá divi-
dirse el bien(73).

Tratándose de la independización de un bien perteneciente de un terreno 
de mayor extensión debe cumplirse con notificar también al titular esta área, o 
aclarar su prescindencia(74).

9.	 Otorgamiento de escritura pública (Base legal: artículo 1412 del 
Código Civil)

El juez en algunos casos ha considerado que debe aclararse la deman-
da en el caso que la identificación de quienes aparecen como demandantes 
no coinciden de forma exacta con los nombres consignados en el documen-
to materia de formalización(75). En todo caso el calificador exigirá que el de-
mandante precise cual es el documento que desee formalizar. Cuando el juez 
infiera la existencia de un contrato de compra venta, no debería rechazar la 
demanda.  J3

Los jueces han observado la diferenciación entre la dirección real y la con-
signada en el contrato: “[E]s materia de la presente calificación, demanda in-
terpuesta con la finalidad que la parte demandada cumpla con otorgar la Escri-
tura Pública en mérito a la minuta de compra-venta, se precisa en el petitorio 
de la misma que el inmueble sub litis está ubicado en xxx, sin embargo del re-
ferido contrato se aprecia una dirección con numeraciones disímiles a la de-
tallada anteriormente, ya que del contrato se desprende textualmente que el 

(73)	 Exp. N° 00180-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura; Sede Barranca: “[S]e advierte también que el 
demandante no ha cumplido con adjuntar la sucesión intestada del causante Francisco Velásquez 
Sarzosa, a fin de establecer de manera precisa entre cuantos herederos deberá dividirse la propiedad 
materia de la pretensión”.

(74)	 Exp. N° 00003-2012; 3º Juzgado Civil del Callao: “[E]l demandante debe formular su petitorio de 
manera clara de conformidad a lo dispuesto por el artículo 425, inciso 5 del Código Procesal Civil 
por cuanto, si bien demanda la independización respecto de una propiedad cuya escritura pública 
fue dada por el quinto Juzgado Civil del Callao, este emplaza únicamente a quienes les transfirió la 
propiedad no así respecto del propietario del inmueble (aparentemente de mayor extensión) respecto 
del cual se pretende una independización de parte de su inmueble, según se parece concluir de lo 
manifestado por el accionante en su escrito de demanda; debiendo por lo tanto la parte demandante 
aclarar lo observado en vía de subsanación”.

(75)	 Exp. N° 1689-2011; 7º Juzgado Civil de Lima: “[C]onforme se aprecia de la minuta de compra venta, 
el contrato que se pretende formalizar ha sido celebrado por Urbanizadora y Constructora El Trébol 
SA, en calidad de vendedora, y don Juan Bautista Nureña Estrada y Gladys Adela Acosta Monroy 
de Nureña como compradores, por lo que es a favor de estos que debería otorgarse la Escritura 
Pública; y sin embargo la demanda es interpuesta por Juan Bautista Nureña Estrada y Adela Gladiz 
Acosta Monroy; en tal sentido sírvase aclarar su pedido en ese extremo, acreditando si se trata de la 
misma persona”.
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inmueble objeto de compraventa es el ubicado en xxy; situación que deberá 
ser debidamente aclarada por la parte accionante, aclaración que deberá contar 
con la documentación sustentatoria que corresponda” (Exp. N° 00078-2012, 
31º Juzgado Civil de Lima). Con similar criterio, frente a la diversa denomi-
nación del bien consignada en la partida y el documento a formalizar el juez 
puede ordenar que el actor justifique dicha diferencia(76). Frente a esta even-
tualidad, en algunos casos el juez ha requerido el Certificado de Numeración 
Municipal(77).

Asimismo, tratándose de un bien inscrito en registros, la parte accionante 
deberá acompañar la partida o ficha registral actualizada y completa del in-
mueble(78). Cuando en los registros no conste el tracto sucesivo a favor del 
transferente, algunos órganos jurisdiccionales han requerido que se pruebe la 
relación entre el vendedor y los anteriores propietarios. Así tenemos que en el 
Exp. N° 00015-2012; 1º Juzgado Civil de Cajamarca se advirtió: “[S]i bien es 
cierto existe documento que acreditaría el tracto sucesivo, esto solo es con re-
ferencia a la compra venta hecha entre los recurrentes y la parte demandada, 
no habiéndose adjuntado el documento que acreditaría la compra venta entre 
la parte demandada y sus anteriores propietarios, pues si bien se ha hace men-
ción de dicha transferencia en la escritura pública antes citada, no se adjun-
ta ningún medio probatorio que la sustente, por lo que los recurrentes debe-
rán de adjuntar documento idóneo que pruebe el tracto sucesivo, o documento 
que pruebe su inscripción (actual) o en su defecto adjunte documento negati-
vo de inscripción”.

Si en el Registro existe un derecho a favor de un tercero el juez puede re-
querir que intervenga en el proceso, pero previamente el actor deberá adjun-
tar la partida completa del bien: “De la revisión de la demanda y anexos se 
aprecia que el inmueble materia del contrato de compraventa que se pretende 

(76)	 Exp. N° 0092-2012; 23º Juzgado Civil de Lima: “[L]a demandante sostiene que el inmueble materia 
de pretensión se encuentra inscrito en la Partida Registral N° 12199689 del Registro de Propiedad 
Inmueble de Lima, contrastado su contenido con el del Acta de Adjudicación N° 0312, se advierte 
que no habría identidad respecto del inmueble materia de litigio, pues en la citada partida aparece 
como Tienda 15 Block 10 Sección N° 02 Primer Piso, mientras que en el acta de adjudicación solo se 
consigna Tienda N° 15 Edificio B Block 10. En tal efecto, dado que solicita que la escritura pública 
contenga los datos consignados en la partida registral correspondiente, cumpla con precisar las 
razones por justifican la diferencia existente entre ambos documentos, y/o los documentos que 
demostrarían que se trata de un mismo inmueble” (el resaltado es nuestro).

(77)	 Exp. N° 00575-2011, 31º Juzgado Civil de Lima.
(78)	 Exp. N° 00009-2012; 5º Juzgado Civil del Callao: “[L]os demandantes deberán presentar copia 

literal de dominio extendido por la Oficina Registral de los Registros Públicos en (el que) conste 
inscrito la propiedad del emplazado”.
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formalizar, según el último asiento de la copia literal adjuntada, se encuentra 
con una hipoteca, a favor de Panasonic Peruana S.A., por lo que es necesario 
que el accionante presente las copias literales emitidas completas y actualiza-
das del referido inmueble, a fin de verificar la situación actual del bien; asimis-
mo, deberá precisar si resulta necesario emplazar a la beneficiaria de dicha hi-
poteca, por cuanto el resultado del proceso le afectaría” (Exp. N° 01716-2012; 
36º Juzgado Civil de Lima).

Por otro lado, tratándose el caso de que una persona jurídica sea la futura 
emplazada, estará a cargo de la parte actora acompañar el certificado de vigen-
cia de poder de la entidad demandada(79). En la misma línea, se ha requerido 
que la parte actora cumpla con adjuntar el documento por el cual se dé cuenta 
de la representación que ejercían los otorgantes al tiempo de la adjudicación 
del bien en favor del actor(80).

La parte actora debe adjuntar el documento privado que será objeto de for-
malización, por lo tanto, en algunos caso se exigido precisar el pedido cuan-
do se ha solicitado la formalización de una resolución de contrato en virtud de 
una cláusula resolutoria expresa(81).

Pese a que este proceso solo tiene por finalidad formalizar un contrato ya 
suscrito, algunos jueces todavía exigen que de existir algún saldo de precio 
este sea pagado íntegramente: “[El actor] debe cumplir con acreditar haber 
cumplido con la cancelación integra del importe total por la compra venta pac-
tada; toda vez que del punto 2 de la tercera clausula de la minuta adjunta a la 
demanda, señala que a la entrega del terreno abonará la cantidad de mil dóla-
res americanos; sin embargo, en la última parte del punto 2 de los fundamen-
tos de hechos de la demanda señala el emplazado se niega a la entrega del re-
ferido lote de terreno” (Exp. N° 00006-2012; 1º Juzgado de Lima Sur - Sede 
VMT). Así también: “Cumpla con adjuntar el original de los recibos o letras 

(79)	 Exp. N° 31-2012; 3° Juzgado Civil de Trujillo.
(80)	 Exp. N° 00716-2012; 3º Juzgado Civil de Lima. “[A]ntes de admitir la demanda, que el demandante 

cumpla previamente con presentar lo siguiente: 1) documento debidamente certificado en el 
conste que las personas que firman el acta de adjudicación ejercen o ejercían la representación de 
la demandada; 2) presentar el Reglamento de la Asociación a efectos de ver lo concerniente a las 
adjudicaciones”.

(81)	 Exp. N° 2309-2011; 26º Juzgado Civil de Lima. “Se debe tener en cuenta, que el otorgamiento de 
escritura pública tiene por único objeto la formalización de un acto jurídico ya celebrado por las 
partes, el cual está referido únicamente al documento materia de formalización; en tal sentido, 
advirtiéndose que no se acredita que se haya suscrito ningún documento privado entre las partes 
sobre resolución de contrato, el cual que se pretende formalizar en la presente demanda; por lo que 
cumpla con precisar su pedido.
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únicas de cambio por la cancelación del saldo pactado en la tercera cláusula de 
la minuta de compraventa” (Exp. N° 01213-2012, 28º Juzgado Civil de Lima).

10.	Interdictos (Base legal: artículo 921 del Código Civil y artículos 
597 al 607 del Código Procesal Civil)

Algunos jueces calificadores exigen prueba de actos materiales para ad-
mitir el interdicto de retener: “[D]e conformidad con lo que establece el ar-
tículo 606 del Código Procesal Civil, la perturbación puede consistir en actos 
materiales o de otra naturaleza como la ejecución de obras o la existencia de 
construcciones ruinosas; es decir evitar que el poseedor sea perturbado en el 
ejercicio de su posesión o la perturbación de orden material: hechos y no ame-
nazas, pretensión por la cual el poseedor o tenedor de un bien reclama ampa-
ro judicial frente a la existencia de actos materiales que importan una turba-
ción potencial o efectiva al ejercicio de la posesión o la tenencia del bien; que 
en el caso de la demanda se advierte los actos perturbatorios denunciados no 
constituyen actos materiales; por lo que, la actora debe precisar en que consis-
ten los actos materiales perturbatorios” (Exp. N° 00035-2012; 1º Juzgado Ci-
vil de Tacna).

En cuanto al interdicto de recobrar, el juez observó fundamentos en torno 
al tiempo de posesión. “[D]el petitorio de la demanda y los fundamentos de 
hecho que lo sustentan, esta judicatura considera necesario que para los efec-
tos de una debida calificación previamente el recurrente deberá precisar los 
fundamentos de hecho de la demanda, sobre los actos de posesión ejercidos 
sobre el bien inmueble y los hechos que dieron lugar a la pretensión demanda-
da” (Exp. N° 01265-2012; 35º Juzgado Civil).

Tratándose de despojo judicial la demanda deberá precisa cual fue el ór-
gano jurisdiccional que emitió la orden: “[D]el contenido del petitorio se 
desprende que la pretensión incoada, es una de Interdicto de Recobrar, a 
efectos que la demandada cumpla con restituir al accionante la posesión del 
inmueble situado en Jirón Huánuco N° 1500 distrito de La Victoria, del cual 
habría sido despojado arbitrariamente como consecuencia de un proceso ju-
dicial donde se ordenó su lanzamiento del citado inmueble; en tal efecto, 
cumpla con precisar el órgano jurisdiccional donde se siguió el proceso res-
pectivo, identificando el número del expediente y el especialista legal que 
tuvo a cargo el trámite. Situación que no es posible sea ignorado por el de-
mandante, dado el lanzamiento efectuado y en el que se tuvo que notificar-
lo” (Exp. N° 1706-2012; 23º Juzgado Civil de Lima).
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11.	Petición de herencia y sucesión intestada (artículo 664 del Código 
Civil y artículos 830 y 831 del Código Procesal Civil)

Se exige correspondencia entre el nombre que aparece en la partida de 
defunción presentada y el que figura en la sucesión registrada: “[R]evisado 
los anexos de la demanda se verifica que no existe fidedigna relación entre el 
nombre del causante que figura en el postulatorio, en la partida de defunción 
y en las partidas registrales de sucesión intestada adjuntas (dice César Barrera 
Alzamora), con el nombre del causante que figura en las partidas de nacimien-
to acompañadas cuyos titulares son los demandantes” (Exp. N° 01113-2012; 
9º Juzgado Civil de Lima).

En cuanto a la petición de herencia, los órganos jurisdiccionales han pro-
cedido a declarar inadmisible la demanda en los casos que se intentaba intro-
ducir pretensiones no compatibles con la acumulación señalada en el artículo 
664 del Código Civil, como la declaración de bien conyugal y la división y 
partición del patrimonio heredado(82).

En cuanto a los bienes a repartir, la demandante deberá acreditar la exis-
tencia de los bienes que conforman la masa hereditaria, o de ser el caso, ad-
juntar copia certificada de la relación de bienes que constan en el proceso no 
contencioso de sucesión intestada(83).

En el procedimiento de sucesión intestada, se exige a la parte accionante 
presente la partida de defunción actualizada del causante(84).

Finalmente, las reglas de competencia territorial para la sucesión intesta-
da son aplicadas también a la petición de herencia cayendo en la parte actora 
la carga de probar el último domicilio del causante(85).

(82)	 Exp. N° 00725-2012; 34º Juzgado Civil de Lima: “(El demandante deberá) aclarar su demanda, toda 
vez que la presente causa es de petición de herencia al cual pude acumularse la de declaración de 
heredero, pero la misma no versa sobre una declaración judicial de bien conyugal, ni mucho menos 
una división y partición en que debe señalarse qué porcentaje corresponde a cada heredero, por tanto 
tales extremos no pueden ser materia de discusión en el presente proceso, limitándose a señalar si la 
recurrente puede ser heredera o no, y que se declare que puede excluir a concurrir en la posesión de 
un bien hereditario”.

(83)	 Exp. N° 00465-2012; 3º Juzgado Civil de Huara. Así también el Exp. N° 00352-2012; 3º Juzgado 
Civil de Huaura.

(84)	 Exp. N° 00952- 2012; 24º Juzgado Civil de Lima.
(85)	 Exp. N° 00715-2012; 20º Juzgado Civil de Lima: “[D]e conformidad con lo dispuesto por el artículo 

19 del Código Procesal Civil: ‘En materia sucesoria, es competente el Juez del lugar en donde el 
causante tuvo su último domicilio en el país. Esta competencia es improrrogable’. En tal sentido, la 
actora debe indicar y acreditar con documento público el último domicilio del causante”.
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12.	Ejecución de garantías (Base legal: artículos 720 a 724 del Código 
Procesal Civil)

En caso de haberse suscrito el pagaré y/o contrato de garantía hipotecaria 
por un tercero en representación de los obligados, la entidad ejecutante debe-
rá adjuntar dicho poder(86).

En el saldo deudor deberán especificarse en detalle todos los conceptos, 
de lo contrario el juez llamará a precisarlos. “De la revisión liminar se advier-
te que la garantía hipotecaria adjuntada fue pactada para garantizar diversas 
obligaciones presentes y futuras del demandado, para lo cual adjunta el saldo 
deudor para hacer efectiva la ejecución correspondiente. Al respecto cabe se-
ñalar que el motivo de la ejecución de garantía en el presente caso sería porque 
la ejecutante efectuó un crédito a favor de los demandados Sánchez García, 
Jesús Manuel y su cónyuge Trujillo Torre, Donatila, cuyo número de opera-
ción sería Nº PER83600214051000030063; sin embargo, se aprecia que el sal-
do deudor no está debidamente detallado (en su totalidad), dado que, se con-
signa como concepto ‘otros’, por la suma de S/. 17, 894.75; por lo que, deberá 
especificarse el mismo, dado que el estado de cuenta de saldo deudor debe ser 
pormenorizado, de modo tal que sirva por sí mismo como elemento idóneo 
para evaluar y resolver los posibles cuestionamientos” (Exp. N° 00425-2012;  
1º Juzgado Civil de Barranca).

Debe tenerse en cuenta, finalmente, que el juez-calificador no podrá exi-
gir mayores requisitos que los estrictamente requeridos por el artículo 720 del 
Código Procesal Civil.  J4

13.	Ineficacia de título valor (Base legal: artículos 102 al 103 de la Ley 
de Títulos Valores, Ley Nº 27287)

El actor deberá precisar los elementos de validez del título valor. Para el 
caso del cheque el juzgado calificador advirtió que “el demandante omite con 
especificar todos (en tanto que lo hace parcialmente) los requisitos formales 
esenciales del cheque sustraído y los datos necesarios para identificarlo, así 
por ejemplo se omite con indicar el lugar y la fecha de su emisión, forma en 

(86)	 Exp. N° 00202-2012; 6º Juzgado Civil de Trujillo: “[D]e la revisión del escrito de demanda y de los 
documentos anexados, se advierte que la ejecutada Mery Valentina Watanabe Saavedra, suscribe el 
pagaré y contrato de garantía hipotecaria en representación de los coejecutados Rosa Lidya Barbarán 
Watanabe de Hito y Yarko Humberto Hito García, sin embargo no ha cumplido con presentar como 
anexo al juzgado el Poder con el cual la coejecutada Mery Watanabe Saavedra haya suscrito los 
documentos antes referidos”.
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la que se encontraba girado el cheque (con la cláusula a la orden o sin ella 
o con la cláusula no a la orden u otra forma), entre otros, por lo que tal hecho 
debe de ser reparado, dentro de un plazo (Exp. N° 00100-2012; 2º Juzgado Ci-
vil de Huaura- Sede Huaral).

Para el cobro de un título valor, se debe tener en cuenta si previamente era 
necesario su protesto, y si no lo requiriese el demandante debe acompañar la 
constancia de información a la Cámara de Comercio respectiva, o solicitar al 
juzgado en el escrito postulatorio que dicha comunicación sea cursada. Así te-
nemos que: “[A]l no haberse acompañado la constancia de información a la Cá-
mara de Comercio, es necesario que, la demandante adjunte la referida constan-
cia en caso de haberlo efectuado la comunicación, o de ser el caso, precise que 
no ha efectuado tal comunicación. (…) en caso el Juzgado tenga que efectuar la 
comunicación a la Cámara de Comercio, se requerirá que la demandante adjun-
te copias simples de la demanda y sus anexos para su remisión” (Exp. N° 00471-
2012; 3º Juzgado Civil de Huaura).

14.	Nulidad de cosa juzgada fraudulenta (Base legal: artículo 178 del 
Código Procesal Civil)

Este es un proceso excepcional, y como tal exige ciertas condiciones de 
procedencia como lo veremos en el siguiente capítulo, sin embargo también 
se ha encontrado ciertas exigencias de carácter formal.

En cuanto al correcto emplazamiento: “[S]iendo que se demanda la nuli-
dad de un proceso judicial, la demanda también se entiende con el Procurador 
Público a cargo de los Asuntos Judiciales del Poder Judicial; por lo que la par-
te demandante deberá adjuntar un juego de copias de su escrito de demanda y 
anexos” (Exp. N° 00629-2012; 1º Juzgado Civil de Lima).

Asimismo, el actor debe de adjuntar la sentencia que es materia de impug-
nación, y tratándose de cuestionamiento a la indebida o falta de notificación 
del proceso cuestionado, también se debe acompañar copia de la demanda y 
su notificación(87).

(87)	 Exp. Nº 01705-2011; 20º Juzgado Civil de Lima: “[S]in embargo (el demandante) no ha acompañado 
copia de la demanda, su notificación y de la sentencia que es materia de demanda, por lo que, previo 
a la calificación de la demanda, el actor debe adjuntar copia de las piezas procesales referidas con los 
cargos de notificación respectivos”.
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15.	Obligación de dar suma de dinero (Base legal: artículos 1219 y 
1244 del Código Civil)

En este tipo de pretensiones, el actor deberá adjunta a su demanda el título 
que sustenta su derecho de crédito(88).

Asimismo en el caso de pago de bonos, el juez-calificador estimo: 
“[E]stando a que la pretensión está destinada a la actualización y pago de una 
suma de dinero, los recurrentes deberán en primer lugar señalar y/o proponer 
en forma específica el monto de su pretensión, información importante a fin 
de verificar la obligación dineraria y si por la cuantía correspondería el trámite 
a un Juzgado Especializado o a un Juzgado de Paz Letrado” (Exp. N° 01060-
2012; 36º Juzgado Civil de Lima). Sin perjuicio de ello, deberá adjuntar copia 
certificada de los bonos materia de litis(89).

Finalmente, también se ha requerido precisar “donde está el compromi-
so y/o norma, que establezca que la deuda agraria representada por los bonos, 
deben ser abonados los intereses compensatorios y moratorios respectivos” 
(Exp. N° 01842-2012; 22º Juzgado Civil de Lima).

16.	Muerte presunta (Base legal: artículo 63 al 66 del Código Civil)

Cabe resalta una resolución que aborda la solicitud de muerte presunta de 
un ciudadano argentino (cónyuge de la demandante) cuya última noticia que 
se tiene de él es que viajó a la República de Chile: “[A] fin de acreditar el mo-
vimiento migratorio de la persona cuya muerte presunta se demanda, el recu-
rrente ha presentado el movimiento migratorio de ingreso y salida del territo-
rio peruano (…) respectivamente, sin embargo, se advierte que los referidos 
documentos se encuentran desactualizados a la fecha de interposición de la 
demanda, por lo que el demandante deberá subsanar dicho extremo; (…) sin 
perjuicio de lo anterior, y siendo que la persona cuya muerte presunta se de-
manda salió del territorio peruano con destino al país de Chile, conforme al 
movimiento migratorio adjuntado a la demanda; resulta necesario que el de-
mandante cumpla con presentar el certificado movimiento migratorio de la 
persona cuya muerte presunta se demanda, expedido por las autoridades del 
país de Chile; (…) además, teniendo en cuenta que la persona cuya muerte 

(88)	 Exp. N° 01060-2012; 36º Juzgado Civil de Lima: “[L]os recurrentes deberán adjuntar los títulos y/o 
documentos originales (Bonos) que sustentarían la pretensión de obligación de dar suma de dinero, 
pues no adjuntan dichos documentos que sustentarían la demanda”.

(89)	 Exp. N° 01842-2012; 22º Juzgado Civil de Lima.
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presunta se demanda es de nacionalidad argentina, el demandante deberá pre-
sentar el certificado expedido por las autoridades correspondientes del país de 
Argentina, respecto a probables sucesores que la misma pueda tener en el re-
ferido país” (Exp. N° 04493-2011; 8º Juzgado Civil de Lima).

17.	Pago por consignación (Base legal: artículos 802 al 804 del Código 
Procesal Civil)

El monto del depósito debe ser equivalente al que aparece en la demanda: 
“Se advierte que el monto consignado a que se refiere el anexo 1-D no coin-
cide con el monto del petitorio, por tanto siendo susceptible de subsanación se 
otorgará al recurrente un plazo perentorio para que subsane la omisión anota-
da” (Exp. N° 281-2012; 5º Juzgado Civil de Trujillo).

18.	Facción de inventario (Base legal: artículo 763 del Código Procesal 
Civil)

Se considera que el actor debe sustentar la necesidad de realizar la fac-
ción: “[D]ebe tenerse en cuenta que el artículo 763 del Código Procesal Civil 
señala respecto al inventario que: ‘Cuando lo prescriba la ley o se sustente su 
necesidad, cualquier interesado puede solicitar facción de inventario con el fin 
de individualizar y establecer la existencia de los bienes que pretende asegu-
rar’, sin embargo, la parte actora no ha sustentado la necesidad de faccionar el 
inventario, por lo que sin perjuicio de lo señalado en los fundamentos de he-
cho de la demanda, cumpla con sustentarla” (Exp. N° 00060-2012; 3º Juzga-
do Civil del Cusco).

19.	Cambio de nombre y sexo (Base legal: artículo 29 del Código Civil)

Obsérvese los requerimientos el juez-calificador: “[E]stando a la natura-
leza de la pretensión el demandante debe cumplir con presentar el documento 
médico donde conste indubitablemente la operación a la que se sometió para 
adecuar sus genitales externos. Asimismo, dado que es posible que se preten-
da sustituir un nombre por otro a fin de eludir la acción de justicia o una obli-
gación contractual esta parte deberá cumplir con adjuntar el certificado de 
antecedentes policiales, de antecedentes penales y de antecedentes judicia-
les respectivos para trámite judicial, así como el informe de Infocorp” (Exp.  
N° 01000-2012; 9º Juzgado Civil de Lima).
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CAPÍTULO III

IMPROCEDENCIA DE LA DEMANDA

I.	 NOCIÓN DE IMPROCEDENCIA

El poder de rechazar in limine la demanda es recogida en nuestro Códi-
go Procesal Civil con la denominada declaración de improcedencia del escrito 
postulatorio que a sustento de nuestro legislador obedece a una carencia de un 
requisito de fondo que se traduce a su vez en siete causales tipificadas, y una 
genérica recogidos en el artículo 427 del citado Código.

Vale reseñar que en el primer capítulo ya hemos registrado los anteceden-
tes e influencias de esta regulación, así como de los presupuestos procesales 
y condiciones de la acción que desde cierta óptica de aplicación han servido 
de base teórica para configurar la racionalidad de las barreras legales existen-
tes, las cuales pese a las críticas formuladas a lo largo del tiempo han alcan-
zado legitimación.

La improcedencia de acuerdo con el artículo 128 del Código Procesal 
Civil se configura si el acto procesal de parte contiene una omisión o defecto 
recaído en un requisito de fondo. Partiendo de esa premisa, y toda vez que la 
base teórica del legislador no pasa por distinguir presupuestos procesales de 
los materiales, el único camino que le queda al operador es interpretar los re-
quisitos de fondo a la luz del artículo 427 para el caso concreto de la presen-
tación de demandas judiciales.

Asimismo, en el capítulo anterior colegimos que las consecuencias de una 
eventual declaración inadmisibilidad o improcedencia de la demanda respon-
den también al grado de subsanabilidad o no del defecto advertido; destacán-
dose para el caso de la inadmisibilidad que el Código dispone la devolución de 
la demanda para corregirla dentro de un plazo máximo de diez; pero para los 
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casos de improcedencia no se admite posibilidad alguna de corrección, sien-
do en estricto la categoría que reproduce en sede nacional el rechazo in limine

Es así que para nuestro Código Procesal Civil son requisitos de fondo e 
insubsanables, los presupuestos procesales como la capacidad y competencia; 
los presupuestos materiales como la legitimidad e interés para obrar y la cadu-
cidad; pero además también lo son supuestos que se dirigen a observar la co-
herencia interna de la pretensión propuesta, su posibilidad física y jurídica, y 
la factibilidad de su agrupación con otras pretensiones para su resolución con-
junta. Ese es el escenario en el que el juez calificador debe evaluar cada una 
de las demandas presentadas.

II.	L AS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA APLICADAS POR EL 
JUEZ-CALIFICADOR

1.	 La ausencia de legitimidad para obrar

	 (artículo 427, inciso 1 del Código Procesal Civil)

El Código exige que se cumpla una de las denominadas condiciones de la 
acción; desde una perspectiva clásica, Chiovenda sostenía “para que el juez 
estime la demanda, no basta que considere existente el derecho, sino que es 
necesario que considere que este corresponde precisamente a aquel que lo 
hace valer”(1); por su parte, Luis Loreto, citado por Ticona Postigo, precisa-
ba que la legitimidad para obrar “expresa una relación de identidad lógica en-
tre la persona del actor o del demandado concretamente considerada, y la per-
sona abstracta a quien la ley le concede acción y contra quien la concede. La 
cualidad no es un derecho, ni tampoco el título de un derecho. Expresa sim-
plemente una idea de pura relación”(2). Esta tendencia se separaba de la tesis 
que sostenía que la legitimidad era la titularidad misma del derecho (sosteni-
da por Calamandrei y entre nosotros Couture), y pese a que ha llegado a ca-
lar en la jurisprudencia local, expresándose como la identidad entre las perso-
nas integrantes de la relación jurídica sustantiva y las partes que conforman 
la relación jurídico-procesal, o la afirmación de titularidad del derecho subje-
tivo por el actor.

(1)	 CHIOVENDA, Giuseppe. Instituciones de Derecho Procesal Civil. Vol. 1, 2ª edición, Revista de De-
recho Privado, Madrid, 1948, p. 185.

(2)	 TICONA POSTIGO, Víctor. Análisis y comentarios al Código Procesal Civil. Tomo I, Grijley, Lima, 
1998, p. 260.
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Sin embargo, las críticas actuales a esta figura pasan por cuestionar su vi-
gencia y utilidad; así tenemos que Francisco Ramos Méndez sostiene que “la 
teoría de la legitimación representa hoy un esfuerzo superfluo y vano para tra-
tar de asegurar la presencia en juicio desde su inicio del verdadero titular del 
derecho discutido”(3). Mucho más incisivo es Jordi Nieva, para quien “al ini-
cio del proceso no se hace más mínimo análisis sobre la relación de los sujetos 
con el tema debatiendi. Las partes están en el proceso hasta el momento de la 
sentencia ‘basta con pedir y que a uno se le pida’ ser parte, y lo que preocupa 
es la capacidad de las partes”(4). Desde el punto de vista teórico la legitimación 
resulta redundante porque no se distingue en nada del análisis de la capacidad 
procesal, y el problema estribaría en el hecho de que la legitimidad fue extra-
polada del derecho sustantivo (la legitimación como presupuesto del negocio 
jurídico, siguiendo a Betti) a la relación procesal en donde solo debe adquirir 
importancia (como presupuesto procesal) la capacidad. En este contexto Su-
maria(5) es de la opinión de que en el terreno procesal el trabajo es determinar 
quien tiene capacidad para ser parte, en ese aspecto, los autores alemanes, re-
fiere, no tienen el debate sobre la legitimación, y en sus manuales abordan el 
estudio de la parte o partes o la teoría de las parte o conducta de la parte, refi-
riéndose a la facultad de conducción o dirección del proceso.

Pero vayamos a revisar la labor del juez-calificador.

Un criterio que grafica la noción de legitimidad para obrar por parte de al-
gunos órganos jurisdiccionales se recogió en el Exp. N° 2436-2011; 26º Juz-
gado Civil de Lima: “[L]a legitimación constituye una condición de la acción 
que consiste en la adecuación lógica entre las partes que intervienen en la re-
lación jurídico material, con las que pretenden constituir la relación jurídico 
procesal; En este sentido se advierte del contrato de arrendamiento, que las 
partes que intervienen en dicha relación jurídica, son las mismas que dan pie 
a la relación procesal, coligiéndose por tanto que el demandante se encuentra 
en aptitud de obrar directamente en el proceso”.

Los jueces han entendido que quien demanda en un proceso de nombra-
miento de administrador judicial debe acreditar su legitimidad para obrar 

(3)	 Francisco Ramos, citado por SUMARIA BENAVENTE, Omar. “Actualidad y vigencia de la legiti-
midad para obrar”. En: Diálogo con la jurisprudencia. N° 163, Gaceta Jurídica, Lima, 2012, p. 99.

(4)	 Jordi Nieva citado por SUMARIA BENAVENTE, Omar. Ob. cit., p. 99.
(5)	 SUMARIA, Omar. Ob. cit., p. 99.
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invocando lo prescrito en tratándose del artículo 771 del Código Procesal 
Civil(6), relacionando el interés sustancial con la legitimación.

Bajo el mismo criterio, en los casos de nulidad de acto jurídico invocado 
por un tercero a la relación contractual el juez usualmente requiere que aquel 
pruebe su interés para configurar su legitimidad: “[D]e conformidad con el ar-
tículo 220 del Código Civil la nulidad a que se refiere el artículo 219 puede ser 
alegada por quienes tengan interés o por el Ministerio Público; por tanto, están 
legitimadas para demandar la nulidad del acto jurídico no solamente las par-
tes intervinientes en él, sino también todos aquellos terceros que obtengan un 
provecho (lícito) con la declaración judicial de nulidad; (…) Sin embargo, el 
actor no ha acreditado tener interés en el acto jurídico, es decir, dicho acto ju-
rídico no afecte directa o indirectamente su derecho, o el de la persona o gru-
po de personas que representa, según sea el caso, puesto que si bien es cierto, 
el actor, según refiere, mantiene la posesión del inmueble sublitis, dicha si-
tuación no le da legitimidad para demandar la nulidad del contrato de compra 
venta que de manera legitima la propietaria de dicho bien ha suscrito con un 
tercero, conforme lo prescribe el artículo del 923 del Código Civil, por tanto, 
el actor no tiene legitimidad para obrar en el presente proceso en tanto no ha 
acreditado la relación jurídico procesal que mantendría con la parte emplaza-
da” (Exp. N° 00402-2011; 3º Juzgado Civil de Lima). Igual criterio se impuso 
en el Exp. N° 00212-2012; 19º Juzgado Civil de Lima: “[A]l respecto debe te-
nerse en cuenta que conforme a lo señalado en el artículo 220 del Código Civil 
corresponde alegar la nulidad al Ministerio Público o por quienes tengan inte-
rés, siendo que en el caso de autos, la actora no ha señalado cual es su interés 
para que se declare nulo dicho acto jurídico, sustentando su demanda, como 
ya se ha señalado, en el derecho de doña María Matilde Marsano, a quien co-
rresponde, en todo caso, hacerlo valer, careciendo por ello la demandante de 
legitimidad para obrar en el presente proceso, razón por la cual la presente de-
manda se encuentra incursa dentro de las causales de improcedencia”.

Un caso extremo de falta de legitimidad para obrar se suscitó en un proce-
so de cambio de nombre donde la inexactitud de las fechas de nacimiento con-
signada en la partida y en el documento de identidad oficial convencieron al 
juez de que el actor no estaba legitimado: “Del escrito de demanda sobre cam-
bio de nombre, se desprende que el actor Enrique Hernando Torres Gariazzo 

(6)	 Vide Exp. N° 00516-2011; 22º Juzgado Civil de Lima. El artículo 771 del CPC por su parte prescri-
be que “[p]ueden solicitar el nombramiento de administrador judicial de bienes aquellos a quienes la 
ley autorice y los que, a criterio del juez, tengan interés sustancial para pedirlo”.
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a través de su apoderada Gaby Nielsa Torres Gariazzo Viuda de Lun Fun so-
licita se rectifique su partida de nacimiento extendida por la Municipalidad 
Provincial de Chancay, a fin de que se autorice el cambio de su segundo pre 
nombre: Es decir, de Hernando por Godofredo, a fin de que ahora en adelante 
aparezca como Enrique Godofredo Torres Gariazzo. (…) Sin embargo, revi-
sando la documentación anexa a la demanda como la copia de la partida de na-
cimiento presuntamente del actor, se desprende como fecha de su nacimiento 
el 6 de abril del 1970, mientras que en su documento nacional de identidad, se 
aprecia que la fecha de su nacimiento data del 20 de agosto de 1972, diferen-
cia que torna en ambiguo el petitorio demandado y que evidentemente afecta 
la legitimidad de obrar del demandante en el presente caso, toda vez que según 
el tenor de dichos documentos de identidad, quien demanda sería una persona 
distinta a la que fue registrada en dicha partida de nacimiento dada la sustan-
cial diferencia en la fechas de nacimiento aludidas, por lo que el presente caso 
se sujeta a la causal de improcedencia prevista en el inciso primero del ar-
tículo 427 del Código Procesal Civil (Exp. N° 00726-2012; 31º Juzgado Civil 
de Lima). En este caso la motivación resulta muy confusa toda vez que se hace 
referencia a la “ambigüedad del petitorio” y a “la legitimidad”, optando final-
mente el juez por invocar esta última causal como fundamento de su rechazo. 
En el primer caso se trata de una requisito formal para la correcta formulación 
de la pretensión, y en segundo se tratada de una típica condición para accionar 
válidamente. En ambos casos puede ser subsanable, salvo que de la segunda 
se “carezca evidentemente” como se regula en el propio Código Procesal Ci-
vil. En todo caso, el juez debió orientar su resolución a indicar que el deman-
dante previamente debía rectificar la fecha de su nacimiento en sus documen-
tos antes de tentar un cambio de nombre.

En los casos en que el actor haya recurrido a un proceso de ejecución sin 
adjuntar el título correspondiente, el juez ha considerado que se carece de le-
gitimidad: “[D]el petitorio de la demanda se desprende que el recurrente soli-
cita, vía proceso único de ejecución, el pago de suma de dinero por conceptos 
de interés, mora, gastos de protesto y costas del proceso, sin embargo, de los 
fundamentos de hecho de su demanda y los anexos que adjunta, no se apre-
cia el título ejecutivo (art. 688 del CPC) del cuál derivaría la obligación que 
pretende ejecutar el recurrente, razón por la cual no es posible iniciar un pro-
ceso único de ejecución sin que exista un título que ejecutar, no cumpliéndo-
se además, por no existir un título ejecutivo, con los requisitos señalados en 
el artículo 689 del acotado Código, por tanto, el demandante no tendría legiti-
midad para interponer la presente demanda” (Exp. N° 00066-2012; 3º Juzga-
do Civil de Lima). En este caso, cabe señalar que el artículo 690 del Código 
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Procesal Civil establece que están legitimados para promover ejecución quien 
en el título ejecutivo tiene reconocido un derecho en su favor (…).

Asimismo, se consideró una falta de legitimidad para obrar cuando se pro-
movió una demanda donde previamente el actor había arribado a un acuerdo 
conciliatorio total con la parte demandada. “En el presente caso, conforme se 
aprecia del escrito de demanda, el demandante adjunta Acta de Conciliación 
Extrajudicial Nº 674-2011 de fecha 18 de noviembre de 2012; sin embargo, 
la misma contiene en su contenido un acuerdo conciliatorio total, por lo que 
estando a lo precisado en el considerando anterior, la misma contiene en si 
un merito ejecutivo y no una falta de acuerdo que permita al demandante ac-
cionar su derecho en vía judicial y obtener tutela jurisdiccional solicitada por 
existir litis en el mismo” (Exp. N° 00484-2012, 6º Juzgado Civil de Lima). En 
este caso, creemos que se trataría más bien de un supuesto de falta de interés 
para obrar por cuanto el conflicto fue solucionado de forma previa mediante 
un mecanismo autocompositivo.

En un proceso de nulidad de partida de defunción que quien fue un me-
nor de edad, la legitimidad correspondería solo a su padres: “Ahora bien, 
J.M.G.H. falleció a los cinco años de edad; en ese sentido, si bien el actor De-
metrio Garcia Heras ostenta derecho a solicitar tutela jurisdiccional efectiva a 
fin de declarar la nulidad de la partida de defunción N° 008, inscrita en la Mu-
nicipalidad Distrital de Baños del Inca; sin embargo, carece de evidente le-
gitimidad para obrar a fin de peticionar se asiente la partida de defunción de 
J.M.G.H., por cuanto, el referido difunto al momento de su fallecimiento era 
menor de edad, correspondiéndolo tal derecho de acción a sus padres” (Exp. 
N° 00275-2012; 1º Juzgado Civil de Cajamarca).

En caso de autorización para disponer bienes de incapaces, la falta de 
poder otorgado por uno de los cónyuges al otro para promover dicha preten-
sión genera uan ausencia de legitimidad para obrar a la parte actora: “A que, 
conforme se advierte del petitorio de la demanda interpuesta por doña Teó-
fila Urquizo Arguellez de Montes, esta solicita la Autorización Judicial para 
que su cónyuge Agapito Montes Lagos transfiera en compra venta del inmue-
ble de propiedad de la sociedad conyugal formada por estos, a favor de su hija 
H.L.M.U. y Juan Manuel Espinoza Huahuachambi; sin embargo, no cuenta 
con la autorización legal correspondiente para representar a su esposo, ya sea 
a través de un poder concediéndole facultades en su representación o por man-
dato judicial para poder ejercer los derechos civiles de su cónyuge don Aga-
pito Montes Lagos. A ello debe tenerse en consideración lo expuesto por la 
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propia recurrente, quien en el punto tercero de los fundamentos de hecho de 
su demanda señala que su cónyuge ‘no se encuentra facultado para realizar 
trámites’ conforme al certificado de salud mental expedido por el Ministerio 
de Salud, donde se señala ‘que sus funciones cognitivas muestran un deterio-
ro con alteración grave de la memoria y orientación, con severas dificultades 
para mantener una conversación coherente, con trastorno del carácter que lle-
van a alteración del comportamiento que en ocasiones tiene graves dificulta-
des para el autocuidado, por cuya causa no se encuentra apto para tomar de-
cisiones’” (Exp. N° 00019-2012; 1º Juzgado Civil de Lima Sur - sede VMT). 
En este caso, correspondería que el juez devuelva la demanda para que la acto-
ra gestione el poder que la faculte para demandar en estricta aplicación del ar-
tículo 425, inciso 2 del Código Procesal Civil, otorgándole un plazo para ello; 
sin embargo, informado el juzgador sobre la salud del cónyuge, se trataría 
más bien de un supuesto regulado por el inciso 3 de dicho artículo (represen-
tación de incapaces), lo que en principio no es una falta de legitimidad sino la 
inexistencia de representación para demandar, pero que por el contexto descri-
to, la actora deberá iniciar previamente un proceso de nombramiento judicial 
de curador para obtener la administración de los bienes de su esposo y de la 
sociedad conyugal. En este caso la subsanabilidad no podría producirse en un 
plazo prudencial, y por lo tanto, el rechazo es congruente con los fines proce-
sales. Una motivación en ese sentido hubiese sido más satisfactoria utilizando 
la fórmula del penúltimo párrafo del artículo 427 del Código Procesal Civil.

2.	 La ausencia de interés para obrar

(artículo 427, inciso 2 del Código Procesal Civil)

En materia de interés para obrar resulta clave distinguir el interés sustanti-
vo (primario) del interés procesal (secundario), toda vez que el análisis de ca-
lificación debe centrarse en este y no aquel, ya Liebman sostenía que el inte-
rés para accionar “se distingue del interés sustancial, para cuya protección se 
ostenta la acción, así como se distinguen los dos correspondientes derechos, 
el sustancial, que se afirma correspondiente al actor, y el procesal, que se ejer-
cita para la tutela del primero”(7), dicho esto, “sería inútil tomar en examen la 
demanda para conceder o negar la providencia pedida en el caso de que la situa-
ción de hecho que viene dibujada no se comprenda afirmada la lesión del dere-
cho o interés que se alega frente a la contraparte”(8). El criterio de Liebman es 

(7)	 Enrico Liebman citado por TICONA POSTIGO, Víctor. Ob. cit., pp. 268-269.
(8)	 Ibídem, p 269.
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acogido por cierto sector de la jurisprudencia, enfatizando que para la aproba-
ción del interés para obrar se requiere necesidad de tutela y utilidad de la pro-
videncia solicitada. Así se arriba al criterio por el cual: “[E]l interés para obrar 
como elemento básico para poder obtener un pronunciamiento válido sobre 
el fondo, es un interés de tipo procesal que alude a la necesidad de obtener la 
tutela jurisdiccional respecto a un interés sustancial determinado; este interés 
para obrar existirá en la medida que el pronunciamiento judicial requerido esté 
dirigido a producir una utilidad para el actor, al estado de necesidad que se en-
cuentra el justiciable que no tiene otra instancia que recurrir al órgano juris-
diccional para que se tutele un derecho o se evite un daño” (Exp. N° 00553-
2011; 24º Juzgado Civil de Lima y Exp. N° 01064-2012; 25º Juzgado Civil de 
Lima). Esta criterio es asumido recientemente por la Corte Suprema por cuan-
to asumió que el interés para obrar en la demanda se define en términos de uti-
lidad de la providencia que otorgaría el juez   J1

En materia de doctrina, algunos pronunciamientos alrededor del interés 
para obrar recogen la posición del juez supremo Víctor Ticona Postigo quien 
define al interés para obrar como: “La necesidad actual e inmediata de tu-
tela jurisdiccional en la que se encuentra el justiciable para lograr la solu-
ción del conflicto, no teniendo ninguna otra alternativa que recurrir al órgano 
jurisdiccional”(9), posición que limita únicamente al interés procesal a la nece-
sidad de tutela. Sin embargo, la ausencia del interés para obrar puede advertir 
a partir de un sinnúmero de casos.

En un proceso sobre corrección de testamento, el juez-calificador conside-
ró que la actora carecía de interés para obrar toda vez que solicitó la consig-
nación correcta del prenombre de la legataria con quien no tiene una relación 
sucesora directa: [S]e advierte que es materia de corrección en el presente pro-
ceso el testamento por escritura pública otorgado por don Miguel Zorobabel 
Rojas Velasco por el cual instituyó como herederas entre otras personadas a la 
parte demandante doña Melva Hermelinda Rojas Elera de Celi en calidad de 
hija y a doña Deifilia Peña Elera en calidad de su conviviente. (…) Afirma la 
demandante que el Notario Público Telésforo León Vilela al elaborar el testa-
mento, ha incurrido en un error material al haber consignado como heredera a 
Deifilia Elera Peña cuando en realidad era Deifilia Peña Elera, resultando ma-
terialmente imposible realizar cualquier acto de rectificación a través de otras 
vías por haber fallecido el referido notario. (…) En el fundamento 2.4 de de la 

(9)	 TICONA POSTIGO, Víctor. Análisis y comentarios al Código Procesal Civil. Tomo I, Grijley, Lima, 
1998, p. 267.
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demanda la actora precisa: “Que, el citado error se advirtió recientemente, al 
fallecimiento de doña Deifilia Peña Elera, cuando los herederos de esta no pu-
dieron sucederla por dicho error material, lo cual no es justo y limita la volun-
tad de mi extinto padre”. (…) De lo expuesto en el fundamento precedente se 
advierte que la demandante carece de interés para obrar para interponer la 
demanda de autos, por cuanto el error material advertido no le impide suceder 
a su señor padre, siendo los perjudicados con el supuesto error material los he-
rederos de doña Deifilia Peña Elera quienes son los que están habilitados para 
interponer la presente acción, deviniendo en improcedente la demanda de au-
tos (Exp. N° 00029-2012; 3º Juzgado Civil de Piura).

En un proceso sobre nulidad de un acto jurídico por el cual un Ministerio a 
través de su procuraduría pretendió dejar sin efecto un acta de protocolización 
de sucesión intestada de una persona natural, se consideró que el actor obra-
ba sin interés y sin legitimidad para obrar: “[N]o desprendiéndose del conteni-
do de la demanda, en la cual no se puede apreciar de manera evidente cual es 
el interés para obrar por parte de la entidad demandante así como de su legi-
timad para obrar, y entendiéndose que la finalidad de recurrir al órgano juris-
diccional es la de solucionar un conflicto de interés con relevancia jurídica y 
no identificándose de la demanda cual es el conflicto de interés y la relevancia 
jurídica de poder recurrir al órgano jurisdiccional, por lo que siendo ello así la 
presente demanda deviene en improcedente” (Exp. N° 00612-2012; 5º Juzga-
do Civil de Lima). Nótese que para el juez-calificador la falta de determina-
ción del conflicto y su relevancia jurídica por el demandante desvirtúa su inte-
rés para obrar; aunque válidamente pudo solicita una aclaración.

También se ha considerado en un proceso de nulidad de cosa juzgada frau-
dulenta que cuando el demandante no agotó los mecanismos impugnatorios 
ordinarios en el proceso que cuestiona carece de interés para obrar: “[S]e ad-
vierte de la sentencia N° 003-2010-C, a través de la cual se resuelve declarar 
fundada la demanda de desalojo por ocupación precaria, ordenándose que el 
demandado Rafael Padilla Dávila –hoy demandante– restituya el bien inmue-
ble (…) que es de propiedad de la demandante Gladis Absonia Arribaspla-
ta Padilla –hoy demandada; asimismo, de la sentencia de vista N° 150-2010-
SEC a través de la cual se resuelve confirmar la sentencia de primera instancia. 
Sin embargo, de la fundamentación fáctica y anexos adjuntados se colige que 
el demandante no ha formulado recurso de casación contra la precitada sen-
tencia de vista, permitiendo de alguna manera que quede consentida y ejecu-
toriada, es decir, pase a ser una sentencia premunida de cosa juzgada formal; 
en este orden de ideas, queda claro que el recurrente no ha agotado todos los 
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medios impugnatorios previstos al interior del proceso, menos ha demostrado 
que el fraude y la afectación de su derecho a un debido proceso consistió pre-
cisamente en no permitirle impugnar, demostrando así su falta de interés para 
obrar” (Exp. N° 00205-2012; 2º Juzgado Civil de Cajamarca).

Asimismo, en un proceso de otorgamiento de escritura pública, para el 
juez la ausencia de interés para obrar se configuró cuando observa que vía 
esta pretensión se pretende modificar el contenido de la minuta: “[S]e detec-
ta que el petitorio tal como manifiesta el demandante ya existe una escritura 
pública la misma que fue observada por el Registro Público de Lima, y de lo 
que se advierte en la presente demanda, lo que quiere el demandante es que 
una de las observaciones hechas por el registrador sea subsanada por la de-
mandada, con la suscripción de una nueva minuta, señalando como petitorio 
el otorgamiento de minuta y escritura pública de aclaración y/o rectificación 
y/o aclaración, petitorio que no se relaciona con el otorgamiento de escritu-
ra en sí, en que ya debe existir el acto jurídico pidiéndose únicamente su for-
malización, sino que se advierte que su pedido está relacionado con una de-
manda de obligación de hacer, en que se pide a la emplazada que realice un 
acto jurídico (aclaración y/o rectificación) materializándolo en una minuta, lo 
que no es materia del presente proceso, por lo que se advierte que la presen-
te demanda se encuentra incursa en la causal de improcedencia prevista en 
el inciso 2 del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 01098-2012; 
34º Juzgado Civil).

Esta causal fue alegada por el juez en los casos donde no observó que el 
agravio descrito en la demanda alcance al actor: De acuerdo al contenido de la 
Partida Registral Nº 44619865, que corre como anexo 1-C, correspondiente al 
inmueble a que se ha hecho referencia en el segundo considerando, se advier-
te del asiento D00001, que aparece inscrita la Medida Cautelar Genérica de 
anotación preventiva de embargo, sobre los derechos y acciones de la deman-
dada Nora Serrano Malca viuda de Barrantes hasta por la suma de 80,000.00 
dólares americanos; (…) Que, siendo ello así y, teniendo en consideración que 
la aludida medida cautelar así como la ejecución del proceso principal, vía re-
mate judicial, en forma ni modo alguno afecta los derechos y acciones que le 
corresponde al recurrente, en su condición de coheredero y, por ende, copro-
pietario de tal bien, razón por la cual, este carece de manifiestamente de inte-
rés para obrar (Exp. N° 01492-2012; 39º Jugado Civil de Lima).

Del análisis de lo expuesto en la demanda, la parte demandante solici-
ta la declaración judicial de propiedad contra quien se opone a su calidad de 
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propietario por considerarse propietario del bien o por negarle dichas calida-
des (…) De la demanda y sus anexos no se observa que la parte demandada 
niegue la calidad de propietario del mandado, mucho atribuirse la calidad de 
propietario sobre el porcentaje concretizado en el stand materia de venta; 
por lo que no hay interés para obrar de la demandante (Exp. N° 01554-2012; 
28º Juzgado Civil de Lima).

Finalmente, se invocado cuando existe otra vía donde hacer valer el dere-
cho: Conforme aparece de la solicitud que antecede, se puede apreciar que en 
realidad el recurrente no busca un cambio de nombre, porque, en esencia, su 
nombre va a ser el mismo, sino que su pretensión está dirigida a corregir una 
situación que considera errónea; es decir, pretende que se corrija un error in-
currido en el acto de inscripción, para el que existe un procedimiento adminis-
trativo previo, el mismo que debe seguirse conforme a las normas de la Ley 
Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General y del Reglamen-
to antes citado. No habiendo agotado esta vía previa, se determina que el re-
currente carece de interés para obrar (Exp. N° 01623-2012; 32º Juzga-
do Civil de Lima).

Un aspecto que resulta de importancia medular para una correcta califica-
ción pasa por reconocer también cierto tipo de tutelas que puede admitir un 
diferente análisis de interés; son los casos a los que hace referencia Ledesma 
admitiendo que: “El concepto clásico del interés para obrar ha sido superado 
por la tutela jurisdiccional preventiva. Esto significa que adelantándose a la 
violación del derecho, se permite transitar por el proceso de cognición y ob-
tener una sentencia que solo podrá desplegar sus efectos una vez producida la 
violación de aquel. En esta línea nuestro Código Procesal (ver el artículo 594 
del CPC) acoge el caso de la condena a futuro. Aquí ya no opera el juicio de 
utilidad de la concepción clásica de interés para obrar sino que frente a cual-
quier deber de prestación y ante el temor del incumplimiento por parte del 
deudor, puede el acreedor sin esperar que el incumplimiento se materialice, 
promover un proceso tendiente a obtener una sentencia que condene al cum-
plimiento de la prestación debida, aun cuando el crédito no es exigible, no ha 
habido aún incumplimiento, en suma, no ha habido aún violación del derecho 
sustancial”(10).

(10)	 LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. Código Procesal Civil comentado. Tomo II, Gaceta Jurídica, 
Lima, 2008, p. 375.
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En este supuesto de improcedencia vale bien hacer mención especial a la 
regulación de conciliación y su relación directa con el interés para obrar.

3.	 Exigibilidad del acta de conciliación

La dación del Decreto Legislativo N° 1070 en el 2008 introdujo una nue-
va consecuencia para la falta de intento conciliatorio anterior al inicio de una 
demanda judicial. Así, se estableció en el artículo 6 de la Ley N° 26872, Ley 
de Conciliación, una disposición dirigida al juez calificador, por la cual se san-
ciona con la improcedencia de la demanda al actor que no apareje el Acta de 
Conciliación por falta de acuerdo, tipificándolo como un supuesto de falta de 
interés para obrar.

Esta disposición en particular se puso en vigencia progresivamente en di-
versas provincias del país (léase distritos conciliatorios) conforme al tenor de 
la primera disposición final del Decreto Legislativo N° 1070(11) y posterior-
mente a través de sucesivos decretos supremos(12).

Sin embargo, no solo los jueces-calificadores observan que en la deman-
da se haya omitido la presentación del acta de conciliación extrajudicial por 
falta de acuerdo, sino que también castigan al demandante con el rechazo li-
mimar, según las resoluciones revisadas, una infinidad de supuestos de ca-
rácter formal donde el actor si bien ha presentado un acta emitida por un 
centro de conciliación, el juzgador no le da mérito para admitir a trámite su 
demanda.

Cabe anotar que debe existir correspondencia entre quien realiza la invita-
ción y aquel que incoa la demanda, puesto que se han rechazado aquellas ac-
tas por falta de acuerdo, las cuales pese a cumplir con los requisitos legales 
fueron usadas por el invitado para iniciar un proceso que discute la mis-
ma incertidumbre jurídica(13).

(11)	 En un plazo de 60 días se su publicación en Lima, Callao, Trujillo, Arequipa y Lima Norte salvo la 
provincia de Canta.

(12)	 Decreto Supremo Nº 005-2010-JUS y Decreto Supremo N° 008-2011-JUS que regularon la obligato-
riedad de la conciliación previa como requisito de procedibilidad para los distritos conciliatorios de 
Cusco, Huancayo, Piura, Ica, Chiclayo, Cajamarca y Puno durante los años 2010 y 2011. Finalmente, 
mediante Decreto Supremo N° 015-2012-JUS (21/10/2012) el Ministerio de Justicia aprobó el Calen-
dario Oficial para los años 2012 y 2013 de la entrada en vigencia del Decreto Legislativo Nº 1070.

(13)	 Vide Exp. N° 01064-2012; 25º Juzgado Civil de Lima: “[E]l hecho que su coemplazada le haya invi-
tado a conciliar a la parte demandante no agota el procedimiento conciliatorio que esta parte (deman-
dante) debió realizar ya que es la misma que esta peticionando vía judicial la división y partición de 
los bienes hereditarios dejados por sus señores padres”.
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a)	 Relación de identidad entre la pretensión en el procedimiento 
conciliatorio y la planteada en la demanda

	 Un caso típico es la divergencia entre el petitorio solicitado en el acta 
de conciliación y que aparece en la demanda promovida: “La demanda 
versa sobre obligación de dar suma de dinero, y la dirige contra Luis 
Enrique Figueroa Ramos, a fin de que cumpla con pagarle la suma de 
US$ 10,731.63 (diez mil setecientos treinta y uno con 63/100 dólares 
americanos); (…) Asimismo de la revisión del Acta de Conciliación 
Extrajudicial aparece en el rubro Descripción de Controversia: De-
manda de pago de Obligación de Dar Suma de Dinero, por la suma de 
US$ 6,507.27 (seis mil quinientos siete con 27/100 dólares america-
nos) y S/. 220.00 (doscientos veinte con 00/100 nuevos soles), mas los 
interés, costas y costos, monto que difiere del petitorio de la demanda, 
que debió ser de conocimiento del invitado, a efectos de cautelar su 
derecho a la defensa, tanto más que no asistió” (Exp. N° 00265- 2012; 
24º Juzgado Civil de Lima)(14).

	 Igualmente en los caso de pretensiones acumuladas, de ser concilia-
bles todas debieron ser previamente sometidas a audiencia de conci-
liación: “Teniendo en cuenta que, la pretensión postulada contiene una 
petición patrimonial y determinable que versa sobre derechos dispo-
nibles de las partes, esto es sobre el monto de la indemnización por 
daños y perjuicios, ascendente a la suma de ocho mil nuevos soles,  
(S/. 8, 000.00), conforme lo prescribe el artículo 7 de la Ley Nº 26872, 
y verificando del acta de conciliación extrajudicial adjuntada al pos-
tulatorio de demanda se advierte que la controversia sobre el cual se 
pretende conciliar, es solo respecto de la acción reivindicatoria, (…), 

(14)	 Vide Exp. N° 00285–2012; 24º Juzgado Civil de Lima: “La presente demanda versa sobre reivindi-
catoria acumulativa alternativa, a fin de que se les restituya los aires del Tercer, Cuarto y Quinto ni-
vel o se les pague el valor de dichos niveles, que en forma ilícita y sin ningún justo titulo están pose-
sionados por el demandado Teodoro Wenceslao Huaytan Vásquez, desde el año dos mil dos, a quien 
solo se le transfirió el segundo nivel por documento público (…); Del Acta de Conciliación Extraju-
dicial aparece en el rubro Descripción de Controversia: Que: los solicitantes Julio Nolasco Lozada 
Seminario y doña Juana Vilela Velásquez de Lozada, solicitan que la parte invitada Teodoro Wences-
lao Huaytan Vásquez, cumpla con Reivindicar los aires del tercero, cuarto y quinto piso de su propie-
dad, ubicado en Calle Engel Manzana U, Lote 05, La Calera de la Merced del distrito de Surquillo o 
Alternativamente se les haga entrega de la posesión de los mismos en el estado en que se encuentren, 
el mismo que corre inscrito en la Partida Registral N° 11411456 de los Registro Públicos de Predio 
– Sunarp; (…) Estando a lo expuesto en los puntos precedentes se advierte que no guarda relación el 
petitorio con el Acta de Conciliación, la misma que debió ser de conocimiento del invitado, a efectos 
de cautelar su derecho a la defensa, tanto más que no asistió”.
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sin invitar a conciliar a los codemandados en el acta de conciliación, 
respecto de la controversia de indemnización por daños y perjuicios, 
(…) pretensión que si ha sido postulada en el petitorio de la presen-
te demanda, razón por la cual corresponde en este estado declarar im-
procedente la demanda interpuesta al no haber congruencia entre la 
descripción de la controversia preciada en el acta de conciliación ex-
trajudicial, con el petitorio de la presente demanda, verificando así la 
falta de interés para obrar de demandante” (Exp. N° 00387-2012; 
6º Juzgado Civil de Trujillo). En esa misma línea de análisis en el Exp.  
Nº 184-2012; Juzgado Civil de Trujillo se determinó. “[D]e dicha acta, 
se aprecia con suma claridad que, al describir las controversia susci-
tada entre los sujetos procesales tan solo se consignó únicamente dos 
pretensiones: i) Reivindicación (…); y, ii) la indemnización por da-
ños y perjuicios ascendente a la suma de cien mil nuevos soles, es de-
cir, no ha consignado en la etapa extrajudicial la pretensión referida a 
la demolición de la parte a reivindicar, conforme así lo ha postulado a 
través de la presente acción, motivo por el cual, el acta de conciliación 
presentada, no puede servir como requisito previsto por el artículo 6 
de la Ley N° 26872”.

	 Ocurre el rechazo liminar cuando el petitorio de la controversia no es 
preciso en el acta adjuntada: “De la descripción de la controversia del 
Acta de Conciliación Extrajudicial adjuntada a la demanda, se observa 
que no se señaló el documento materia de otorgamiento de escritura, 
mas aun cuando el inmueble señalado en la descripción de la contro-
versia no guarda correspondencia con el que es materia del petitorio, 
en el cual se señala que la escritura pública versa sobre el departamen-
to 203, lo cual no se ha consignado en el acta de conciliación extraju-
dicial acompañada a la demanda; (…) Además, conforme al artículo 
1412 del Código Civil, un proceso de otorgamiento de escritura en la 
vía sumarisima es uno mediante el cual las partes pueden compeler-
se recíprocamente a llenar una formalidad requerida; y en el presente 
caso, de la descripción de la controversia del Acta de Conciliación Ex-
trajudicial adjuntada a la demanda, se observa que no se precisó cuál 
es el título respecto al cual se pretende se otorgue escritura pública; 
lo cual también se ha incumplido con precisar en el petitorio de la de-
manda; (…) de lo expuesto se concluye que el Acta de Conciliación 
Extrajudicial adjuntada a la demanda, no resulta válida para deman-
dar en el presente proceso” (Exp. N° 01625-2012; 8º Juzgado Civil de 
Lima). Para el caso de desalojo, si carece de causal en el petitorio del 
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acta se produce la misma consecuencia: “[C]onforme a la solicitud de 
conciliación, escrito de aclaración y la descripción de la controver-
sia contenida en la copia certificada del Acta de Conciliación Extra-
judicial (documentos tales que se encuentran adjuntados como Ane-
xo 1-F), se advierte que no se ha establecido la causal de desalojo que 
se pretende demandar ulteriormente; por lo que la referida acta resul-
ta deficiente para accionar judicialmente; de lo que se concluye que el 
demandante carece de interés para obrar para recurrir al órgano juris-
diccional” (Exp. N° 00911-2012; 8º Juzgado Civil de Lima).

b)	 Falta de correspondencia entre la dirección del demandado 
colocada en la invitación y la consignada en la demanda

	 Otro grave problema suscitado es la divergencia entre la dirección 
para el emplazamiento colocada en la demanda y la que se consignó 
al invitado en el procedimiento conciliatorio, más aún cuando se utili-
za alternativamente el domicilio comercial, distinto al real consignado 
en el Reniec: “En el presente caso, Ana Torres Jiménez de Fernández 
en su calidad de copropietaria y administradora judicial (...), interpone 
demanda de desalojo por ocupación precaria contra Pedro Gonzales 
Arce, con domicilio en Jirón Antonio Bazo 552 interior 10, cuarto 
piso, distrito de La Victoria, adjuntando la declaración jurada de im-
puesto predial del citado inmueble en que se indica que su área es de 
3.10m2 y que su uso es de comercio, hecho que se corrobora con lo 
manifestado en la demanda en el sentido de que el emplazado viene 
utilizando el predio para realizar sus actividades comerciales, por tan-
to se trata de un local comercial que no es el domicilio real del em-
plazado, el cual según el sistema informático del Reniec está ubicado 
en Proyecto Piloto Nuevo Pachacutec Mz.N-5 Lt.17 Sector A, Distrito 
de Ventanilla. (…) en dicho orden de ideas, se advierte que la invita-
ción cursada en el procedimiento conciliatorio al demandado fue 
cursada al local comercial materia de desalojo pero no a su domi-
cilio real. Por tanto, no habiéndose efectuado una debida invitación al 
ahora emplazado, no resulta válido el trámite conciliatorio, resultan-
do improcedente la demanda” (Exp. N° 00219-2011; Juzgado Civil de 
Lima)(15).

(15)	  Igual criterio presenta el Exp. N° 00718-2012, 34º Juzgado Civil de Lima.
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	 Si el actor solicita la notificación del demandado por edictos, el juez 
puede observar el pedido si evidencia que el desconocimiento del do-
micilio no le genera convicción: “En el presente caso, la parte deman-
dante señala que a la demandada se le deberá notificar bajo edictos, 
por cuanto ha agotado las gestiones destinadas a conocer su domicilio 
sin haber obtenido resultados satisfactorios; lo que conllevaría apli-
car el artículo 7-A de la Ley Nº 26872, el cual señala que no procede 
la conciliación entre otros casos: cuando se desconoce el domicilio de 
la parte invitada. (…) No obstante a ello, tal argumento no crea con-
vicción en el juzgador, por cuanto, del tenor del documento de trans-
ferencia de posesión por compra venta de un lote de terreno sito en el 
Caserío de los Naranjos - Condebamba denominado ‘El Arabisco’ que 
obra a folios dos; la demandada Bernardina Rojas Quiroz de 83 años 
de edad, [en ese entonces vendedora] consignó su domicilio en el Ca-
serío de Los Naranjos, Distrito de Condebamba, Provincia y Depar-
tamento de Cajamarca” (Exp. N° 00256-2012; 1º Juzgado Civil de 
Cajamarca).

	 Se generan dificultades si en la demanda se consignan varios domi-
cilios del demandado cuando en la invitación a conciliar solo se hizo 
referencia a uno: “[S]e advierte de la controversia del acta de conci-
liación N° 173-08, que el demandante es el señor Carlos Espinoza 
Morales, es decir es otra persona distinta a la que aparece en la parte 
introductiva de la citada acta, como en el escrito de la demanda; (…) 
Asimismo, versa del acta de conciliación, que la empresa demandada 
solo ha sido invitada a conciliar en un solo domicilio sito en Francisco 
Graña Nº 686, Magdalena del Mar, Lima, sin embargo en la demanda 
solicita que debe ser notificado en el citado domicilio, y además en el 
ubicado en la Av. Emilio Cavenecia Nº 210, San Isidro, Lima; por lo 
que la empresa también debió ser invitada en el segundo domicilio” 
(Exp. N° 01559-2012; 22º Juzgado Civil de Lima).

c)	 Omisión en la invitación a conciliar de ciertas personas que deben 
formar parte del proceso

	 En estos supuestos, ha sido materia de observación en la calificación 
que no se haya cumplido con invitar a un miembro de la sucesión 
emplazada: “[D]el acta de conciliación que adjunta la demandante, 
no se ha emplazado a uno de los herederos siendo este Martín Raúl 
García Macchiavello, dejando constancia que si bien el mismo heredó 
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en representación sucesoria de José Raúl García Ramírez, el caso es 
que quien en definitiva ha sido declarado heredero es el citado Mar-
tín Raúl García Macchiavello, quien incluso aparece como uno de los 
co propietarios en los registros públicos en su condición de heredero, 
por tanto la invitación a conciliar debió realizarse a dicha persona, de-
jando constancia que en el sistema informático del Reniec se indica 
que el domicilio del mismo está ubicado en Dpto. 102 Urb. Magiste-
rial Mz. K Lt. 7, Cusco, agregándose al respecto que las invitaciones 
deben ser efectuadas al domicilio real, esto es donde reside la persona, 
por lo que no habiéndose invitado a conciliar a todos los coherederos, 
se ha advertido que la misma se encuentra incursa en la causal de im-
procedencia” (Exp. N° 00998-2012; 34º Juzgado Civil de Lima).

	 Es grave también que el juez advierta que en la demanda se emplace 
a una persona fallecida, para lo cual se ha procedido a requerir que el 
actor pruebe que al momento de conciliar el demandado se encontra-
ba vivo: “En el caso de autos la recurrente acompaña a su demanda 
el acta de conciliación (…) en la cual se observa que se invitó a con-
ciliar a doña Juana Doris Eche Nolasco De Pazos y a don Alejandro 
Eche Nolasco, habiendo concluido dicha conciliación sin la asistencia 
de don Alejandro Eche Nolasco, razón por la cual y conforme al de-
ber de procurar la economía procesal contenida en el artículo 50 inci-
so 1 del Código Procesal Civil, se procedió a requerir información a 
la Reniec través del sistema, imprimiéndose la ficha correspondiente, 
habiéndose obtenido información que dicho emplazado a la fecha se 
encuentra fallecido, razón por la cual la demandante debe señalar si 
el codemandado estuvo con vida cuando le cursaron la invitación a 
las audiencias para conciliar, adjuntando para acreditar lo que se afir-
me, con copia de la partida de defunción del codemandado Alejandro 
Eche Nolasco, todo esto a fin de no recortarles el derecho a sus su-
cesores –si los tuviere– a conciliar y tengan además la posibilidad de 
invocar la figura de la reconvención en una demanda futura de con-
formidad a lo prescrito por el artículo 15 de la Ley Nº 26872, Ley de 
Conciliación” (Exp. N° 00085-2012; 3º Juzgado Civil del Callao).

	 De igual forma, se rechazó la demanda por no haberse advertido la 
existencia de litisconsorcio en la fase de conciliación: “[A]nalizada la 
solicitud precedente se evidencia que en este caso no existe conexión 
lógica entre los hechos y el petitorio postulado, dado que el señor 
Juan Bautista Zegarra Tapia demanda la división y partición de todo 
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el inmueble pero solo contra doña María Vásquez Martínez, cuando 
dicho predio tiene también otros copropietarios que no han sido em-
plazados ni conocen de esta materia, menos han sido incluidos en la 
solicitud de conciliación y en el acta correspondiente como a su dere-
cho correspondía” (Exp. N° 1341-2012; 27º Juzgado Civil de Lima). 
Nótese lo importante que es para el calificador revisar no solo el acta, 
sino también la solicitud de invitación a conciliar.

	 Asimismo, el juez-calificador ha castigado con la improcedencia 
cuando ha detectado errores en la relación procesal planteada en la de-
manda respecto de la relación originada en la conciliación: “[D]entro 
de este contexto, la Ley Nº 26872 ha previsto la obligatoriedad de la 
Conciliación Extrajudicial con el propósito de lograr la solución de la 
controversia a efectos de evitar que esta se judicialice a través de un 
acuerdo armonioso entre las partes; para ello, se requiere el cumpli-
miento de ciertas exigencias mínimas como son la de poner en cono-
cimiento oportuno de la obligada, la pretensión que se desea discutir. 
Siendo de apreciar que en el caso de autos, se ha invitado a conci-
liar a persona jurídica distinta de la emplazada y quien en última ins-
tancia es la obligada a cumplir la pretensión incoada, conforme a la 
fundamentación fáctica esgrimida; de ahí, que se demande a Terapéu-
tica Boliviana S.A.C. en su calidad de representante legal de Terapéu-
tica Boliviana S.A., empresa esta última quien le habría encomendado 
la labor a realizar por el accionante, y que difiere de Trébol Perú So-
ciedad Anónima Cerrada a quien se ha invitado a conciliar conforme 
al contenido del acta antes referida” (Exp. N° 1578-2012; 23º Juzgado 
Civil de Lima).

d)	 Falta de precisión del petitorio en el acta y la demanda

	 En los casos de desalojo, el demandante debe precisar su pretensión 
respecto del bien a restituir (individualizar): “[E]n el Acta de Conci-
liación número 013-2011 que se adjunta, se aprecia que la descripción 
de la controversia versa sobre Desalojo por ocupante precario, pago de 
frutos, incluidos los intereses generados e indemnización por daños y 
perjuicios por un monto de S/. 100,000.00 (cien mil nuevos soles), tal 
como la demandante lo han manifestado en el petitorio de su demanda 
a excepción de las dos últimas pretensiones; por consiguiente, la pre-
tensión material hecha valer ante el Centro de Conciliación Extraju-
dicial si bien es la misma que la pretensión procesal contenida en la 



calificación de las demandas judiciales

107

presente demanda, también lo es que tanto en el petitorio de la deman-
da como en la referida acta de conciliación no se ha precisado e indivi-
dualizado el inmueble materia de desalojo (…) Siendo esto así, resulta 
de aplicación al caso de autos lo dispuesto por el artículo 6 de la Ley 
de Conciliación” (Exp. N° 01070-2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

	 Igual consecuencia se generó en los casos que tanto el acta de conci-
liación como la demanda no precisaron el documento a formalizar: 
“[E]n el presente caso, de la descripción de la controversia del acta de 
conciliación extrajudicial adjuntada a la demanda, se observa que no 
se precisó cual es el título respecto al cual se pretende se otorgue es-
critura pública; lo cual también se ha incumplido con precisar en el 
petitorio de la demanda” (Exp. N° 01625-2012; 8º Juzgado Civil de 
Lima).

e)	 Casos de actuación ultra vires del apoderado de que solicitó la 
conciliación

	 Se ha descartado la validez del acta presentada en función a la au-
sencia de poderes expresos al apoderado del demandante para conci-
liar extrajudicialmente: “[S]i bien es cierto que el citado apoderado 
ha cumplido con propiciar, antes de la interposición de esta deman-
da, la conciliación extrajudicial que impone el artículo 6 de la Ley de 
Conciliación –Ley Nº 26872–, conforme consta de la copia certifica-
da del Acta de su propósito que se apareja como anexo 1-J; también lo 
es, que en la copia del Testimonio de Poder Especial y del documen-
to de vigencia de Poder que corren como anexos de la demanda, no 
se ha consignado ‘literalmente la facultad para conciliar extrajudicial 
y de disponer del derecho materia de conciliación’ a favor del citado 
apoderado, según lo sanciona el artículo 13 del Reglamento de la cita 
ley; razón por la cual, la citada acta no puede ser considerada como 
tal y, por ende no posibilita la interposición de la demanda” (Exp.  
N° 01233-2012, 39º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, son también conciliables para los juzgados y por lo tanto 
es exigible el acta por falta de acuerdo en los presentes casos:

-	 Indemnización

-	 Obligación de dar suma de dinero
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-	 Reivindicación(16)

-	 Cumplimiento de contrato(17)

-	 Renovación de arrendamiento(18)

-	 Desalojo(19)

-	 Interdicto de recobrar(20)

-	 Rescisión(21)

-	 Acción por excesiva onerosidad de la prestación(22)

-	 Resolución de contrato(23)

-	 Obligación de hacer(24)

-	 El JNE en obligaciones de dar suma de dinero proveniente de mul-
tas impagas(25)

-	 El pago de beneficio de pólizas por seguro de vida (Ley  
N° 30675)(26).

-	 Otorgamiento de escritura pública(27)

-	 Rectificación de área y linderos(28)

(16)	 Exp. Nº 00015-2012; 6º Juzgado Civil de Huancayo.
(17)	 Exp. Nº 1682-2012; 27º Juzgado Civil de Lima.
(18)	 Exp. N° 1316-2012; 4° Juzgado Civil de Lima, y Exp. N° 1319-12: 17° Juzgado Civil de Lima.
(19)	 Exp. N° 922-2011; 40º Juzgado Civil de Lima.
(20)	 Exp. N° 00012-2012; 1º Juzgado Civil de Liam Sur - Sede VMT y Exp. N° 01293-2012; 29º Juzga-

do Civil de Lima.
(21)	 Exp. N° 04592-2011; 29º Juzgado Civil de Lima.
(22)	 Exp. N° 01544-2012, 32º Juzgado Civil de Lima.
(23)	 Exp. N° 0237-2012; 3º Juzgado Civil de Cajamarca.
(24)	 Exp. N° 00553-2011; 24º Juzgado Civil de Lima.
(25)	 Exp. N° 00235-2012; 11º Juzgado Civil de Lima, y Exp. N° 00237-2012; 39º Juzgado Civil de Lima.
(26)	 Exp. N° 00762-2011; 39º Juzgado Civil de Lima.
(27)	 Exp. N° 0253-2012; 3º Juzgado Civil de Cajamarca.
(28)	 Exp. N° 00211-2012; 20º Juzgado Civil de Lima.
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-	 División y partición(29)

-	 Administración judicial de bienes(30)

-	 Ofrecimiento de pago y consignación(31)

-	 Actualización de valor de los Bonos de la deuda agraria(32)

f)	 Aplicación del supuesto regulado en el artículo 16-A de la Ley de 
Conciliación

	 Cuando el juez advierte que el acta carece de algunos de los requisitos 
contemplados en el artículo 16 de la Ley de Conciliación, ha procedi-
do a devolver el acta para su corrección bajo a apercibiendo de tenerla 
por no presentada: “[A]pareciendo del acta de Conciliación Extrajudi-
cial (...) que no adjunta, los Hechos Expuestos en la Solicitud, y que es 
parte integrante de la presente Acta de Conciliación; Siendo ello así: 
no cumple cabalmente la formalidad establecida en el inciso ‘g’ del ar-
tículo 16 del la Ley Especial de Conciliación, esto es que dicha acta de 
conciliación extrajudicial no contiene los hechos expuestos en la so-
licitud de conciliación, que es distinto a la descripción de controver-
sia consecuentemente dicha acta acarrea nulidad; por lo que, de con-
formidad con el párrafo tercero del artículo artículo 16-A de la Ley 
Nº 26872, modificada por el Decreto Legislativo Nº 1070, se procede 
a la devolución del Acta de Conciliación Extrajudicial concediéndo-
le al demandante el plazo de quince días para que presente los hechos 
expuestos en la solicitud de conciliación que dio origen a la presen-
te Acta de Conciliación N° 114-2011, Expediente N° 118-2011, bajo 
apercibimiento de tenerse por no presentada” (Exp. N° 01545-2012; 
24º Juzgado Civil de Lima). Igualmente, “Exigiendo el artículo 16 in-
ciso g) de la Ley de Conciliación que el acta debe contener ‘los hechos 
expuestos en la solicitud de conciliación (…), así como la descrip-
ción de la o de las controversias correspondientes en ambos casos’, 
advirtiéndose del acta que solo se indican estas últimas; cumpla con 

(29)	 Exp. N° 0245-2012; 3º Juzgado Civil de Cajamarca, y Exp. N° 00960-2012; 20º Juzgado Civil de 
Lima.

(30)	 Exp. N° 02241-2011; 11º Juzgado Civil de Lima, y Exp. N° 01720-2012; 9º Juzgado Civil de Lima.
(31)	 Exp. N° 00740-2012; 11º Juzgado Civil de Lima.
(32)	 Exp. N° 04380-2011; 24º Juzgado Civil de Lima.
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presentar el acta de conciliación extrajudicial con los requisitos de 
ley” (Exp. N° 00506-2011; 34º Juzgado Civil de Lima).

g)	 Situaciones de eventual inadmisibilidad

	 Un supuesto de inadmisibilidad se encuentra referido a los anexos que 
deben adjuntarse a la demanda con relación a la conciliación, es la so-
licitud que se planteó al centro de conciliación(33). En otros pronuncia-
mientos se ha exigido la presentación de originales(34).

	 En algunas ocasiones el juzgado ha solicitada precisar si en el proce-
dimiento conciliatorio se invitó a personas que no aparecen en el acta 
pero si en la demanda: “[L]a Ley N° 26872 en su artículo 6, estable-
ce la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial, como requisito 
previo para interponer toda demanda. Al respecto, de la revisión del 
Acta de Conciliación N° 8889 de fecha treinta de setiembre del año 
dos mil once, se verifica que este contiene únicamente como invitados 
(demandados) propiamente a doña Herminia Victoria Gavidia Gómez 
de Ramírez, Eduardo Ramírez Granda y doña Meletina Gavidia Asto-
condor, y no se especifica si estos se encuentran representados por sus 
herederos, como lo señala en la demanda incoada, o en todo caso si 
se invitó a participar en la conciliación a la Sucesión de cada uno de 
ellos (demandados), siendo menester precisar quiénes son los miem-
bros que conforman cada sucesión, en tal efecto, el accionante deberá 
presentar otra acta de conciliación teniendo en cuenta las observacio-
nes anotadas” (Exp. N° 00732-2012; 41º Juzgado Civil de Lima).

	 En otros casos se requirió la presentación de un acta con fecha ante-
rior al ingreso de la demanda al juzgado: “Siendo ello así, se advier-
te de autos que el demandante no ha cumplido con adjuntar el Acta 
de Conciliación Extrajudicial con fecha anterior a la presentación de 
la demanda en la que aparezca el total de la pretensión propuesta en 

(33)	 Exp. N° 01712-2012; 20º Juzgado Civil de Lima: “De otro lado, se advierte que si bien ha presentado 
el acta de conciliación, pero no ha anexado la solicitud de conciliación en copia certificada, debien-
do subsanar dicho extremo”.

(34)	 Exp. N° 483-2012; 6º Juzgado Civil de Trujillo: “Por escrito que antecede la parte demandante So-
nia Aracely Cruzado Castillo interpone demanda de Otorgamiento de Escritura Pública contra Con-
tratistas Generales Gylsa S.R.L., verificándose de los documentos Minuta o Documento Privado de 
Compra Venta de Terreno (anexo 1 B), Carta Notarial (anexo 1 C) y acta de Conciliación (anexo 1 D) 
los mismos que son copias simples debiendo la parte demandante adjuntar los originales de los docu-
mentos en referencia”.
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su demanda. Consecuentemente, el demandante deberá presentar el 
acta de conciliación con fecha anterior a la presentación de la de-
manda” (Exp. N° 02302-2011; 3º Juzgado Civil de Lima).

	 Frente a casos de coyuntura donde no exista claridad de quien sea el 
representante de la entidad invitada, el juzgado ha solicitado se adjun-
te el poder vigente del de dicho representante a la fecha que ocurrió la 
audiencia conciliatoria: “La presente demanda tiene como parte pro-
cesal a la Empresa Agraria Azucarera Andahuasi S.A.A. y siendo de 
conocimiento público la coyuntura actual por la cual atraviesa la em-
presa demandada respecto a diversos actos concernientes a su admi-
nistración y representación, resulta pertinente requerir a la parte de-
mandante cumpla con adjuntar la Vigencia de Poder emitido por la 
Oficina de Registros Públicos, a efectos de acreditar de manera feha-
ciente e indubitable, si el señor Carlos Manuel Enrique Rivas Urtea-
ga se encontraba reconocido como Gerente General de la Empre-
sa demandada en la fecha de suscripción del Acta de Conciliación  
N° 026-2011, cuya ejecución es peticionada” (Exp. N° 00184-2012; 
3º Juzgado Civil de Huaura - sede Huacho).

	 En otras ocasiones, la falta de presentación del acta, ha merecido un 
pronunciamiento de inadmisibilidiad: “[D]e la revisión de la demanda 
y anexos, se aprecia que la demanda contiene una pretensión que ver-
sa sobre materia disponible y por tanto conciliable (indemnización por 
daños y perjuicios); por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 6 de la Ley Nº 26872 modificada por el artículo 1 del Decreto 
Legislativo Nº 1070, con relación a este extremo el demandante debe-
rá adjuntar la respectiva acta de conciliación extrajudicial, de verifica-
ción previa a la interposición de la demanda, a fin de acreditar su inte-
rés para obrar” (Exp. N° 01727-2012: 36º Juzgado Civil de Lima).

4.	 Plazos de caducidad superados

(artículo 427, inciso 3 del Código Procesal Civil)

Debe tenerse en cuenta el computo de los plazos de caducidad respec-
to de situaciones no previstas por los justiciables como una huelga judicial: 
“El tiempo durante el cual los trabajadores del Poder Judicial paralizaron sus 
labores no puede suspender la realización de todas las labores judiciales así 
como la de los abogados, sino únicamente en cuanto atañen a la presentación 
de los escritos, por resultar este una labor inherente al trabajador judicial (…). 
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Cuando determinado escrito se encuentra en el término final para su presen-
tación, dicho término debe correr al primer día hábil siguiente a la finaliza-
ción de la paralización de labores” (Exp. N° 392-2002, Tercera Sala Civil de 
Lima).

Existe caducidad expresa en materia contencioso administrativo respecto 
al plazo para llevar el cuestionamiento de un acto administrativo a sede judi-
cial: “En este sentido, el artículo 19, inciso 1) del Texto Único Ordenado de la 
Ley N° 27584 - Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, esta-
blece: ‘Cuando el objeto de la impugnación sean las actuaciones a que se refie-
ren los numerales 1, 3, 4, 5 y 6 del artículo 4 de esa Ley, el plazo será de tres 
meses contados desde el conocimiento o notificación de la actuación impug-
nada o lo que fuera primero’(…) y la parte final del citado artículo establece 
que: ‘Los plazos a los que se refiere el presente artículo son de caducidad’”.

a)	 Impugnación de acuerdos

	 La norma es aplicable a personas jurídicas no lucrativas: “[D]e la revi-
sión de la ficha registral de Personas Jurídicas se advierte que el acuer-
do antes citado se habría inscrito en los registros públicos el 15 de ju-
nio de 2011; siendo así, habiéndose presentado la demanda con fecha 
reciente, esto es, el 9 de enero de 2012, se advierte que desde que se 
llevo a cabo el acuerdo y desde que el mismo fue inscrito a la fecha 
ha vencido el plazo de caducidad para demandar la impugnación del 
acuerdo que se cuestiona, pues conforme al texto normativo descri-
to el plazo de impugnación es de 30 días; por lo que la demanda debe 
desestimarse” (Exp. N° 71-2012- 1º Juzgado Civil Lima Norte - Sede 
Puente Piedra).

	 El criterio también se aplica a acuerdos provenientes de una Junta de 
Propietarios: “De la demanda y de los documentos adjuntos y con-
forme lo señalado por el propio demandante, sesión de Junta de Pro-
pietarios del edificio antes citado se ha realizado el 13 de setiembre 
del 2011, habiendo transcurrido de esa fecha a la interposición de la 
presente demanda más de 30 días, excediéndose del plazo que seña-
la el tercer párrafo del artículo 92 del Código Civil, que dispone ‘si el 
acuerdo es inscribible en el registro, la impugnación puede formular-
se dentro los treinta días siguientes a la fecha en que la inscripción 
tuvo lugar’, por ello improcedente la demanda” (Exp. N° 01315-
2012; 14º Juzgado Civil de Lima).
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b)	 Retracto

	 “[H]abiendo transcurrido en demasía el plazo de 30 días, tomando 
como fecha cierta a favor de los pretensores el 16 de octubre del 2000, 
la presente acción de Retracto ha caducado conforme a lo dispuesto 
por el artículo 1596 del Código Civil, encontrándose la presente de-
manda dentro de la causal de improcedencia contenida en el numeral 
3) del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00006-2012; 
5º Juzgado Civil de Lima).

c)	 Nulidad de cosa juzgada fraudulenta

	 “La nulidad de Cosa Juzgada Fraudulenta es una pretensión nulifican-
te que se sustenta en los vicios procesales de la resolución que conten-
ga la calidad de cosa juzgada, pero, en la que no se discute en absolu-
to el fondo del asunto resuelto en el proceso anterior, sino solo debe 
estar fundamentada en el dolo, fraude, colusión o afectación de dere-
cho a un debido proceso, por tanto, se trata de un proceso excepcional 
en la que se debe establecer como condición la relación causa entre las 
consecuencias dañosas y la conducta de los demandados a través de la 
sentencia cuestionada. (…) el artículo 178 del Código Procesal Civil, 
establece seis meses de ejecutada o de haber adquirido la calidad de 
cosa juzgada para interpone la demanda de Cosa Juzgada Fraudulen-
ta; sin embargo del petitorio de la demanda se verifica que las resolu-
ciones que impugna son del año 2005 y 2006, las mismas que fueron 
ejecutadas mediante remate y adjudicadas en el año 2007, de lo que se 
colige que la demanda se encuentra fuera de los seis meses que se es-
tipula para su interposición” (Exp. N° 00162-2012, 4º Juzgado Civil 
Transitorio de Ica).

5.	 La incompetencia del órgano jurisdiccional

(artículo 427, inciso 4 del Código Procesal Civil)

Las normas que regulan la competencia son de rango legal pero se encuen-
tran respaldadas por la Carta Fundamental, en concordancia con el artículo 
139, inciso 3 de la Constitución(35), allí ubicamos la garantía del juez natural 
ante quien válidamente las partes podrán someter sus controversias.

(35)	 Constitución Política del Perú
	 Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional:
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Un primer punto de deslinde al abordar el tema de la competencia es su rela-
ción con la jurisdicción. Ya Francesco Carnelutti diferenciaba muy bien que “la 
noción de ‘jurisdicción’ se refiere a una potestad estatal, mientras que la noción 
de ‘competencia’ tiene que ver con los ámbitos dentro de los cuales es válido 
el ejercicio de dicha potestad”(36). La jurisdicción implica el reconocimiento de 
una potestad en una autoridad para resolver controversias de terceros con pode-
res de coerción (coertio) y ejecución (executio); sin embargo, la competencia no 
es una porción de esa potestad, toda vez que esta se ejercita a plenitud, afirmar 
que se tiene una porción de jurisdicción equivale a decir que no se tiene. En todo 
caso, será vía reserva de ley que se establecerá los ámbitos en que esta potestad 
puede ser ejercida, a lo que llamamos “reglas de competencia”, que permiten a 
los justiciables conocer ante qué juzgador frente a los muchos que existen debe 
presentarse la demanda. La competencia tiene como características ser de orden 
público, indelegable (que no se ve afectada por diligencias vía comisión), de re-
gulación legal e improrrogable (salvo ciertos casos de competencia territorial).

Una definición de competencia a modo general la encontramos en el Exp. 
N° 00708-2012; 42º Juzgado Civil de Lima: “[L]a competencia es un presu-
puesto procesal del ejercicio de la acción, consistente en el ejercicio válido de 
la jurisdicción de acuerdo al cumplimiento de ciertos requisitos señalados por 
ley; es decir, es la actuación regular, concreta y autorizada de un órgano ju-
risdiccional respecto de un caso concreto, siendo los criterios uniformemen-
te aceptados por la doctrina procesal para la determinación de la competencia 
por razón de materia, cuantía, territorio, función y turno”.

En algunos casos se ha invocado la Ley de Competencia Notarial en Asun-
tos No Contenciosos - Ley N° 26662, para rechazar en sede judicial una de-
manda de adopación de mayores de edad: “Solo se tramita ante notario la 
adopción de personas mayores de edad con capacidad de goce y de ejercicio.” 
(Exp. N° 01001-2012; 21º Juzgado Civil de Lima).

a)	 Competencia pactada

	 Los juzgados rechazan demandas por incompetencia cuando advier-
te que las partes pactaron un determinado órgano jurisdiccional para 

	 3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.
	 Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a pro-

cedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de ex-
cepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.

(36)	 CARNELUTTI, Francesco. Instituciones del proceso civil. EJEA, Buenos Aires, 1959, p. 209.
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llevar solución de sus controversias: “[E]n la cláusula X punto 10.2 
del Contrato de Acceso dedicado a Internet - Plazo Determinado, se 
establece que, “[t]oda controversia que se origine por asuntos que no 
sean de competencia exclusiva de Osiptel será sometida a la compe-
tencia exclusiva de los Juzgados de la Subespecialidad Comercial de 
la Corte Superior de Lima”. (…) Que, en este sentido, estando a que la 
controversia se ha derivado del referido contrato en el que las partes se 
sometieron en forma expresa a la competencia de los Juzgados Subes-
pecialidad Comercial, entonces, el actor deberá hacer valer su preten-
sión ante dicha jurisdicción (Exp. N° 00995-2012; 20º Juzgado Civil 
de Lima).

	 En otros casos, se ha precisado lo siguiente: “[D]e la cláusula décima 
primera de la minuta denominada Formalización de Adjudicación de 
Lote de Terreno se desprende que la demandante y la parte demandada 
han convenido que ‘Para efectos de cualquier controversia que se ge-
nere con motivo de la celebración y ejecución de este contrato, las par-
tes se someten a la competencia del Juzgado Especializado en lo Civil 
del Cono Este de Lima’. En tal sentido, esta judicatura no es com-
petente para el conocimiento de la pretensión incoada toda vez que 
las partes acordaron indubitablemente el sometimiento a la competen-
cia del Juez Especializado en lo Civil del Cono Este de Lima” (Exp.  
Nº 01483-2012; 9º Juzgado Civil de Lima).

b)	 Sede arbitral

	 Igual criterio se impuso tratándose de la existencia de convenio arbi-
tral: “En atención al ejercicio de la libre autonomía de la voluntad de 
las partes, se tiene que en el contrato de locación de servicios profe-
sionales de fecha veintiuno de julio del año dos mil diez se estable-
cieron una serie de prestaciones y contraprestaciones, deberes u obli-
gaciones a cargo de cada unas de las partes; así, las partes de común 
voluntad establecieron que toda controversia que se genere con moti-
vo de la celebración, interpretación y ejecución del presente contrato, 
las partes (se someten) al fuero del Tribunal Arbitral de la Cámara de 
Comercio de Lima. En consecuencia, en virtud de dicha cláusula con-
tractual, todo asunto relacionado con la celebración, interpretación y 
ejecución del contrato debía ser ventilado primeramente en sede arbi-
tral y, subsidiariamente, en sede judicial cuando haya que cumplir y/o 
ejecutar el laudo que eventualmente se emita. En este contexto, esta 
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judicatura considera que la falta de pago de los honorarios profesiona-
les, al versar sobre un asunto relacionado con la ejecución del contra-
to de locación de servicios, debía necesariamente ser ventilada en sede 
arbitral porque así se pactó y se convino en el contrato de locación de 
servicios profesionales como un mecanismo de solución de controver-
sia del contrato” (Exp. N° 00323-2012; 9º Juzgado Civil de Lima).

c)	 Competencia territorial

	 Aplicando la regla del artículo 14 del Código Procesal Civil

	 Que, conforme lo señala el artículo 14 del Código Procesal Civil 
“Cuando se demanda a una persona natural, es competente el juez del 
lugar de su domicilio, salvo disposición legal en contrario”; (…) En 
tal sentido, estando a que el domicilio de los demandados se encuentra 
ubicado en el Distrito de Ate vitarte, donde es competente el Juez Es-
pecializado Civil del Cono Este, esta judicatura no resulta competen-
te para conocer los presentes autos, motivo por el cual debe declarar-
se su improcedencia al estar incursa en el numeral 4 del artículo 427 
del Código Procesal Civil (Exp. N° 00708-2012; 42 Juzgado Civil de 
Lima).

	 En otros supuestos, se afirmó que “[a]hora bien, en el presente caso, 
el demandante ha señalado que el domicilio real donde debe ser noti-
ficado el demandados se ubica en Av. Separadora Industrial, Manzana 
A-1, Lote 6, Distrito de Ate. Sin embargo, el demandante no ha teni-
do en cuenta que el Distrito de Ate pertenece a la jurisdicción y com-
petencia del Juzgado Mixto de Ate, a quienes les compete conocer el 
presente proceso” (Exp. N° 00040-2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

	 En algunos contextos se objetó la necesidad de incorporar como parte 
a un determinado sujeto procesal cuyo domicilio se encontraba dentro 
del ratio urbano y por lo tanto desestimar la demanda por incompeten-
cia territorial: “[R]evisado el presente escrito de demanda, se advier-
te que los demandados domicilian en el distrito de Villa El Salvador, 
y siendo el presente proceso uno de nulidad de acto jurídico, mal es-
taría la parte demandante con poner a conocimiento de la presente de-
manda al Procurador de los asuntos judiciales del Poder Judicial (ver 
cuarto otrosí digo), el mismo que procede en los casos de Nulidad de 
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Cosa Juzgada Fraudulenta y no propiamente en un Proceso de Nuli-
dad de Acto Jurídico; (…) Por lo que, estando constituida la parte de-
mandada por personas naturales, resulta de aplicación las reglas con-
tenidas en el artículo 14 del código adjetivo, siendo de competencia de 
la demanda a interponer, el juez del domicilio de la parte demandada; 
(…) Que, en tal efecto, esta judicatura no resulta de competencia para 
el conocimiento del petitorio incoado; máxime, si por economía y ce-
leridad procesal resulta más conveniente tramitar dicho proceso ante 
los Jueces Civiles del Módulo de Justicia de Villa El Salvador, en ra-
zón que tanto demandante como demandados domicilian en la misma 
circunscripción geográfica” (Exp. N° 04537-2011; 27 Juzgado Civil 
de Lima).

	 Asimismo, “[E]stando a que los demandados tienen su domicilio en el 
distrito de San Juan de Lurigancho, existiendo un Juzgado Especiali-
zado Civil, con sede en Ate, conforme aparece de la Resolución Admi-
nistrativa Nº 316-2008-CE-PJ; corresponde al juez del referido Juzga-
do conocer de la presente demanda; (…) Que, de lo expuesto se colige 
que este Juzgado carece de competencia para ventilar la presente cau-
sa” (Exp. N° 1536-2012, 26º Juzgado Civil de Lima).

	 Cuando el juzgado detecto que los dos demandados domiciliaban fue-
ra de la suscripción de los Juzgados Civil de Lima, la respuesta fue la 
siguiente: “[L]a demandante no ha tenido en cuenta que el distrito de 
El Agustino pertenece a la jurisdicción y competencia del Módulo Bá-
sico de Justicia de El Agustino y el distrito de San Juan de Lurigan-
cho a la jurisdicción y competencia del Juzgado Especializado Civil 
de Lima Este (cuya competencia territorial comprende Chaclacayo -  
Ñaña, Chosica y Lurigancho). Por consiguiente, en aplicación de lo 
dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Civil el juez compe-
tente para la tramitación del presente proceso es el del domicilio de 
cualquiera de los dos demandados; y siendo esto así, este Despacho 
no resulta ser competente” (Exp. N° 00044-2012; 20º Juzgado Civil 
de Lima). Bajo el mismo criterio, el Exp. N° 267-2012; 26° Juzgado 
Civil de Lima resolvió. “[S]iendo así y estando a que el demandado 
tiene su domicilio en el distrito de San Juan de Lurigancho, existien-
do un Juzgado Especializado Civil, con sede en Ate, conforme aparece 
de la Resolución Administrativa Nº 316-2008-CE-PJ; corresponde al 
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Juez del referido Juzgado conocer de la presente demanda; (…) de lo 
expuesto se colige que este Juzgado carece de competencia para ven-
tilar la presente causa; lo cual determina que se ha incurrido en cau-
sal de improcedencia prevista en el inciso 4 del artículo 427 del Códi-
go Procesal Civil”.

	 Aplicando competencia facultativa del artículo 24 del Código  
Procesal Civil

•	 En razón del lugar de ocurrido el daño

	 Asimismo, “[L]a competencia facultativa, establecida en el Artículo 
24 Inciso 5) de la norma adjetiva; establece: ‘Además del Juez del do-
micilio del demandado, también es competente, a elección del deman-
dante: El Juez del lugar en donde ocurrió el daño, tratándose de pre-
tensiones indemnizatorias por responsabilidad extracontractual’. Este 
orden, estando que los demandados; así como el lugar donde se dieron 
los hechos, esto es, en la Notaría del Notario Público codemandado, 
se encuentran ubicados fuera del radio urbano de sede judicial, confor-
me se ha señalado en la demanda; las mismas se encuentran dentro del 
ámbito jurisdiccional del Juzgado Civil de Lima, Callo y Módulo 
Corporativo de Los Olivos. Siendo además, que el domicilio real de 
la parte demandante, se encuentra en el Distrito del Agustino” (Exp. 
N° 00748-2012, 4º Juzgado Civil de Lima Norte).

•	 En razón del lugar donde se ubica el bien

	 “[E]l inmueble materia de litis se encuentra ubicado en el distrito y 
provincia de Virú, por lo que resulta aplicable la competencia faculta-
tiva del lugar de ubicación del inmueble, debiendo tenerse en cuenta 
que la demanda se encuentra dirigida a personas inciertas por lo que 
no resulta aplicable el artículo 14 del Código Procesal Civil, que dis-
pone las reglas generales de la competencia, a mayor abundamiento en 
la provincia de Virú existe Juzgado Mixto, el cual resulta competente” 
(Exp. N° 00104-2012; 6º Juzgado Civil de Trujillo).

	 De igual modo, en otra causa se resolvió: “[E]stando a que tanto el de-
mandante como la demandada domicilian en el distrito de Lurín, don-
de además se encuentra ubicado el predio materia del contrato de com-
pra-venta cuya escritura pública se solicita, corresponde presentar la 
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presente acción ante un Juez del Distrito Judicial de Lima Sur, confor-
me a los alcances de la Resolución Administrativa Nº 334-2010-CE-
PJ” (Exp. N° 01176-2011; 43º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, algunos jueces-calificadores han descartado totalmen-
te la calidad de prorrogable de la competencia territorial en fun-
ción de un pronunciamiento realizado por el Consejo Nacional de la 
Magistratura.

	 Finalmente, “[Debe tenerse] en cuenta lo señalado por el Consejo Na-
cional de la Magistratura en el quinto considerando de la Resolución 
N° 031-2011-PCNM, de fecha diez de enero del dos mil once, en el si-
guiente sentido: ‘Así, entre otros, se le cuestiona haber tramitado un 
proceso en una jurisdicción territorial que no correspondía a los code-
mandados, vulnerando así el debido proceso. En este aspecto, si bien 
es cierto que existen normas referidas a la posibilidad de prorrogar 
eventualmente, en determinados supuestos, dicha competencia terri-
torial, no es menos cierto que todo magistrado tiene facultades para 
sanear este aspecto incluso de oficio, siendo que la permisividad para 
tramitar procesos que corresponden a otra jurisdicción, develan ne-
gligencia e incluso dejan dudas sobre su respeto al deber de impar-
cialidad y al principio de juez natural, pues bajo la alegación de la 
posibilidad de prórroga tácita, puede fomentarse que los litigantes in-
cluso busquen seleccionar las jurisdicciones que consideren les resul-
ten convenientes para promover la defensa de sus intereses particula-
res, lo que ya en muchas ocasiones ha ocurrido, causando descrédito a 
la función jurisdiccional por la actuación de algunos jueces, situación 
que además socava progresivamente la institucionalidad del Poder Ju-
dicial’” (Exp. N° 00040-2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

d)	 Procesos no contenciosos

	 “[P]ara los procesos no contenciosos, es competente el juez del lugar 
del domicilio de la persona que lo promueve o en cuyo interés se pro-
mueve, salvo disposición legal o pacto en contrario, conforme se ad-
vierte del artículo 23 del Código Procesal Civil; (…) Arsenio Villan-
toy Yangali, solicita la declaración judicial de soltería, señalando que 
la demanda se tramitará como proceso no contencioso, y declarando 
que tiene como domicilio real el inmueble sito en el Jirón Los Silicios 
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números 55-52, Urbanización Industrial Infantas - Distrito de Los Oli-
vos; (...) Que, siendo ello así, el recurrente no ha tenido en cuenta 
que su domicilio señalado, se encuentra fuera del radio de competen-
cia territorial de este Juzgado Especializado en lo Civil de Lima Nor-
te, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución Administrativa 
número 1301-CME-PJ, de fecha 12 de octubre de 2000 mediante el 
cual se creó el Módulo Básico de Justicia de Los Olivos, cuya com-
petencia territorial fue modifica mediante Resolución Administrativa 
67-2002-CE-PJ de fecha 12 de junio de 2002” (Exp. N° 00747-2012; 
3º Jugado Civil de Lima Norte).

e)	 Competencia del Paz Letrado

	 En el acto de calificación, el juez advierte que según los fundamen-
tos se trataría de una situación de vencimiento de contrato de arren-
damiento y no de ocupación precaria con lo cual la competencia ya 
no le correspondía al juez civil: “[D]e la situación detallada, se des-
prende que el demandado no tiene la calidad de precario, por cuan-
to la propia recurrente en sus fundamentos fácticos esgrimidos, se 
señala que la demandada se mantenía en posesión del inmueble ma-
teria de litis, en virtud de un contrato de arrendamiento celebrado, 
el mismo que ha venció con fecha 26 de junio de 2011, debiendo de 
precisarse que al haber concluido dicho contrato de arrendamiento, 
no le da la calidad de ocupante precaria a la demandada; sino que 
mas bien, conforme a la norma sustantiva antes citada, la pretensión 
correspondiente, es la de Desalojo por Vencimiento de Contrato de 
Arrendamiento, pretensión que es de competencia de los Juzgados 
de Paz Letrados y no de los Juzgados Civiles” (Exp. N° 0009-2012; 
4º Juzgado Civil de Lima).

	 En ese mismo sentido, el Exp. N° 01178-2012, 23º Juzgado Civil de 
Lima consideró: “[D]e la revisión de la demanda se advierte, que la 
demandante recurrente interpone demanda en contra de la demanda-
da sobre desalojo por ocupante precario, esto con el objeto de que 
la arrendataria desocupe el bien destinado a ‘Cafetería’; que confor-
me lo establece el artículo 911 del Código Civil, tiene la condición 
de precario aquel que conduce el bien sin título alguno o el que tiene 
ha fenecido; que el artículo 547 del Código Procesal Civil, modifica-
do por la Ley N° 29057 establece: cuando la renta mensual es mayor 
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de cincuenta Unidades de Referencia Procesal o no exista cuantía, son 
competentes los Juzgados Civiles y cuando no exceda estos montos 
son de competencia de los Juzgados de Paz Letrados; que en el caso de 
la demanda la renta mensual no supera el monto establecido por ley, 
además se el contrato ha vencido la causal de desalojo sería por esta 
causal y tramitable en el Juzgado de Paz Letrado y no en el Juzgado 
Especializado que carece de competencia”.

	 En estos dos ejemplos manifiesta cierta problemática para los justi-
ciables de no distinguir entre la solicitud de vencimiento de contra-
to de arrendamiento, y la ocupación precaria del ex arrendatario cuyo 
título se le puso fin extrajudicialmente. En la mayoría de los casos los 
montos pactados como merced conductiva no superan los límites de la 
cuantía establecidas por el Código Procesal Civil para ser conocidas 
por el juez civil, es por ello que son rechazadas.

	 En un proceso de retracto que fue rechazado in limine en sede de 
paz letrado y apelado ante el juez civil, se determinó lo siguiente:  
“[C]onsideramos que la decisión del Juez de la causa de rechazar li-
minarmente la demanda se encuentra arreglada a Ley, pues si bien es 
cierto, de acuerdo con el artículo 488 del Código Procesal Civil los 
Jueces de Paz Letrados son competentes para conocer los procesos 
abreviados con cuantía no mayor de 500 unidades de referencia proce-
sal, conforme se ha señalado en los fundamentos precedentes y toman-
do en cuenta que la naturaleza de la pretensión excluye la posibilidad 
de cuantificarla, la tramitación de la demanda corresponde al conoci-
miento del Juez Especializado en lo Civil” (Exp. N° 1098-2011; 
26º Juzgado Civil de Lima).

	 En general, se ha observado que existen a nivel de Lima muchas de-
claratorias de improcedencia en razón del órgano jurisdiccional com-
petente por la cuantía de la pretensión que de conformidad con los 
artículos 488 (competencia para los procesos abreviados), 547 (com-
petencia para los procesos sumarísimos) y 690-B (competencia para 
conocer procesos con título ejecutivo). En cada de una de estas nor-
mas según el monto demandado pueden ser competentes tanto los jue-
ces civiles como los jueces de paz letrado de conformidad con el pre-
sente cuadro.
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Vía procedimental Juez Civil / 
Familia / Comercial

Juez de Paz 
Letrado

Conocimiento (art. 475 del CPC) Mayor de 1000 
URP

Abreviado (arts. 486 y 488 del CPC) Mayor de 500 hasta 
1000 URP

De 100 a 500 
URP

Sumarísimo 
(arts. 546 y 
547 del CPC)

Desalojo Renta mayor de 50 
URP

Renta hasta 50 
URP

Otros (para 
sentenciar)

Mayor de 10 
hasta 100 URP

Otros (para 
conciliar)

Mayor de 50 
hasta 100 URP

Ejecución 
(art. 690-B 
del CPC)

Títulos de 
ejecución 
extrajudicial

Mayor de 100 URP Hasta 100 URP

Ejecución de 
garantías

Cualquier cuantía

	 Respecto de otras materias, en función de la pretensión formulada, la 
competencia ha sido diferida al juez de paz letrado en los siguientes casos:

	 Tercería

	 “[D]ado que la medida cautelar que pretende dejarse sin efecto fue 
dictada en un proceso de competencia del Juzgado de Paz Letrado, 
corresponderá al mismo órgano jurisdiccional conocer del proceso de 
tercería, conforme a lo dispuesto en el inciso 5 del artículo 57 del TUO 
de la LOPJ” (Exp. N° 00094-2012; 3º Juzgado Civil de Huaura).

	 Patrimonio familiar

	 “De conformidad con el artículo 1 numeral 3) de la Ley Nº 26662 (ley 
de competencia notarial en asuntos no contenciosos) ‘Los interesados 
pueden recurrir indistintamente ante el Poder Judicial o ante el notario 
para tramitar según corresponda los siguientes asuntos: 3) Patrimonio 
Familiar’, y, en su caso en la vía judicial es competente para conocer 
estos procesos el Juzgado de Paz Letrado, conforme al artículo 2 de 
la mencionada ley. (…) Por otro lado, según el artículo 28 de la mis-
ma Ley Nº 26662, ‘para la modificación y extinción del patrimonio fa-
miliar, se siguen los mismos trámites que para su constitución’; por lo 
que, el petitorio y los fundamentos de hechos expuestos en la deman-
da, se aprecia que la pretensión se encuentra enmarcada dentro de los 
supuestos de hecho señalados en el considerando precedente; por lo 
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tanto esta judicatura no es competente para tramitar el proceso que se 
promovería con la demanda incoada, sino en su caso, el Juez de Paz 
Letrado” (Exp. N° 01201-2012; 36º Juzgado Civil de Lima).

	 Rectificación de partida

	 “Del contenido de la demanda se advierte que el recurrente solicita 
la rectificación de la partida de nacimiento de su menor hija, señalan-
do que erróneamente el Registrador la ha inscrito con el nombre de 
‘Y.L.’, cuando lo correcto es ‘Y’, asimismo también se debe corregir 
el número del documento de identidad del recurrente consignado en 
la misma partida; planteada así la demanda, se advierte que la preten-
sión del recurrente está orientada a la rectificación de la partida de na-
cimiento, como expresamente lo ha planteado en su demanda el recu-
rrente; pretensión que en sede judicial, es de competencia del Juez de 
Paz Letrado, a tenor de lo dispuesto por la última parte del artículo 750 
del Código Procesal Civil, cuyo texto dice: (…) Los procesos de recti-
ficación de partidas podrán ventilarse ante los Juzgados de Paz Letra-
dos o ante Notario” (Exp. N° 00494-2011; 4º Juzgado Civil de Cusco).

	 Así también en el Exp. N° 1044-2012; 10º Juzgado Civil de Lima se 
estableció: “[D]e los hechos expuestos en la demanda resulta evidente 
que no se busca el cambio de nombre sino la rectificación en la escri-
tura del mismo, por lo que le corresponde un trámite de rectificación 
de partida, al existir un evidente error material en su escritura, siendo 
que su tramitación se encuentra a cargos de los órganos jurisdicciona-
les de Paz Letrado o ante Notario conforme lo dispone el último párra-
fo del artículo 750 del Código Procesal Civil, no pudiéndose radicar 
competencia en el Juez Especializado en lo Civil de Lima”.

f)	 Interdictos

	 En lo que respecta al interdicto por despojo judicial regulado por el ar-
tículo 605 del Código Procesal Civil, nuestra Corte Suprema se pro-
nuncio acerca de que si el interdicto es rechazado por el juez del des-
pojo, el afectado debe recurrir al juez definido por las reglas generales 
de competencia.  J2

g)	 Competencia de familia

	 La competencia civil como la de familia respecto de ciertas materias 
se encuentran diferenciadas o delimitadas a partir de lo dispuesto en el 
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artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. En este escenario se 
han presentado casos ante el juez civil que han merecido rechazo limi-
nar por pertenecer la pretensión, más bien, a la competencia del juez 
de familia.

	 Según la norma citada, pueden ser conocibles por el juez de familia los 
siguientes asuntos:

 	 Artículo 53.- Competencia de los Juzgados de Familia

 	 Los Juzgados de Familia conocen:

 	 En materia civil:

a) 	 Las pretensiones relativas a las disposiciones generales del Dere-
cho de Familia y a la sociedad conyugal, contenidas en las Sec-
ciones Primera y Segunda del Libro III del Código Civil y en el 
Capítulo X del Título I del Libro Tercero del Código de los Niños 
y Adolescentes.

b)	 Las pretensiones concernientes a la sociedad paterno-filial, con ex-
cepción de la adopción de niños adolescentes, contenidas en la Sec-
ción Tercera de Libro III del Código Civil, y en los Capítulos I, II, 
III, VIII y IX del Libro Tercero del Código de los Niños y Adoles-
centes y de la filiación extramatrimonial prevista en el artículo 402  
inciso 6) del Código Civil.

c) 	 Las pretensiones referidas al derecho alimentario contenidas en el 
Capítulo I del Título I de la Sección Cuarta del Libro III del Códi-
go Civil y en el Capítulo IV del Título I del Libro Tercero del Có-
digo de los Niños y Adolescentes.

d) 	 Los procesos no contenciosos de inventarios, administración ju-
dicial de bienes, declaración judicial de desaparición, ausencia o 
muerte presunta y la inscripción de partidas a que se refiere la Sec-
ción Sexta del Código Procesal Civil, si involucran a niños o ado-
lescentes; así como la constitución de patrimonio familiar si el 
constituyente es un menor de edad.

e) 	 Las acciones por intereses difusos regulados por artículo 204 del 
Código de los Niños y Adolescentes.
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f) 	 Las autorizaciones de competencia judicial por viaje con niños y 
adolescentes.

g) 	 Las medidas cautelares y de protección y las demás de naturaleza 
civil.

 	 En materia tutelar:

a) 	 La investigación tutelar en todos los casos que refiere el Código de 
los Niños y Adolescentes.

b) 	 Las pretensiones referidas a la adopción de niños y adolescentes, 
contenidas en el Título II del Libro Tercero del Código de los Ni-
ños y Adolescentes.

c) 	 Las pretensiones relativas a la prevención y protección frente a la 
Violencia Familiar que norman las Leyes Nºs 26260 y 26763 y su 
texto único ordenado aprobado por Decreto Supremo Nº 006-97-
JUS y su Reglamento.

d) 	 Las pretensiones referidas a la protección de los derechos de los 
niños y adolescentes contenidas en el Código de los Niños y Ado-
lescentes, con excepción de las que se indican en el artículo 5.

e) 	 Las pretensiones concernientes al estado y capacidad de la perso-
na, contenidas en la Sección Primera del Libro I del Código Civil.

f) 	 Las pretensiones referidas a las instituciones de amparo familiar, 
con excepción de las concernientes al derecho alimentario, conte-
nidas en la Sección Cuarta del Libro III del Código Civil y en los 
Capítulos V, VI y VII del Título I del Libro Tercero del Código de 
los Niños y Adolescentes.

 	 En materia de infracciones:

 a) 	Las infracciones a la ley penal cometidas por niños y adolescen-
tes como autores o como partícipes de un hecho punible tipificado 
como delito o falta.

	 Ante el juez especializado en lo civil se han presentado los siguientes 
casos:
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	 “[L]a competencia civil y de familia se encuentra delimitada conforme 
a los dispuesto en el artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
modificada por la Ley N° 27155, los Juzgados de Familia conocen en 
materia civil ‘Las pretensiones concernientes a la sociedad paterno-fi-
lial, con excepción de la adopción de niños y adolescentes, contenidas 
en la Sección Tercera del Libro III del Código Civil, y en los Capítulos 
I, II, III VIII y IX del Libro Tercero del Código de los Niños y Adoles-
centes’. (…) En el presente caso de la demanda y fundamentos de he-
cho se verifica que esta no se trata de un cambio de nombre sino que 
importa un reconocimiento de filiación por parte de la madre del recu-
rrente, pretensión esta que no resulta de competencia de esta Judicatu-
ra sino del Juzgado de Familia, consecuentemente resulta improceden-
te la demanda” (Exp. N° 01673-2011; 22º Juzgado Civil de Lima).

	 Asimismo, algunos caso de cambio de nombre cuando incidían en los 
apellidos han sido derivados a la competencia de familia, porque impli-
carían un cambio de situación jurídica respecto de su capacidad y estado 
civil: “[D]el petitorio de la presente demanda se advierte que el recu-
rrente interpone proceso no contencioso a fin de que en su partida de na-
cimiento se suprima el apellido materno. (..) en este sentido, se debe te-
ner presente que conforme lo dispone el artículo 53 rubro materia tutelar 
inciso e) del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial: ‘Los Juzgados 
de Familia conocen: Las pretensiones concernientes al estado y capaci-
dad de la persona, contenidas en la Sección Primera del Libro I del Có-
digo Civil’. (...) Que siendo ello así, lo solicitado implica el estado civil 
del solicitante; por consiguiente la pretensión contenida en la presente 
demanda no es de competencia de este Juzgado. (…) en atención a las 
consideraciones antes expuestas, carece esta Judicatura Especializada 
en lo Civil de Lima, de competencia para conocer de la pretensión in-
coada del recurrente” (Exp. N° 00504-2011; 1º Juzgado Civil de Lima).

	 Las declaraciones de bien propio son asuntos de familia: [M]ás allá de 
la denominación que el demandante le ha dado a su demanda, en rea-
lidad se advierte que nos encontramos frente a una demanda mediante 
el cual el demandante busca que se declare como bien propio el bien 
inmueble antes referido y se declare la nulidad del asiento registral 
donde aparece inscrito el mismo como si fuese propiedad de la socie-
dad de gananciales que conformó con su excónyuge; en tal sentido, el 
conflicto de intereses existente entre las partes es uno relacionado con 
el derecho de familia y que corresponderá resolverse observando las 
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normas sobre el régimen patrimonial previsto en el título III, de la sec-
ción segunda, del libro III sobre Derecho de Familia, del Código Civil 
(Exp. N° 00476-2012; 2º Juzgado Civil de Huaura - Sede Huaral).

	 Similar criterio fue acogido por un juez de Lima Norte: “[E]l recurren-
te Norberto Tafur Gómez interpone demanda de Nulidad de Acto Ju-
rídico contenido en la Escritura Pública de Separación de Patrimonios 
de fecha 5 de diciembre de 2007, alegando básicamente que en nin-
guna de las cláusulas se establece la relación de bienes adquiridos du-
rante la vigencia de la sociedad de gananciales y que la liquidación de 
sociedad de gananciales y de separación de patrimonios no ha reuni-
do ninguno de los requisitos de ley, entre otros argumentos; (…) Que, 
si bien se solicita la nulidad del acto jurídico contenido en la Escritu-
ra Pública de Separación de Patrimonios de fecha 05 de diciembre del 
2007, en el fondo lo que se cuestiona es el acuerdo arribado en la se-
paración del patrimonio realizado con la demandada Mercedes Bece-
rra Fernández, toda vez que de los hechos de la demanda, se advierte 
que el demandante alega que en ninguna de las cláusulas se establece 
la relación de bienes adquiridos durante la vigencia de la sociedad de 
gananciales y que la liquidación de sociedad de gananciales y de sepa-
ración de patrimonios no ha reunido ninguno de los requisitos de ley; 
siendo ello así, lo que corresponde es ventilarse tal pretensión en un 
Proceso Contencioso, siendo de competencia el Juzgado de Familia” 
(Exp. N° 00749-2012; 3º Juzgado Civil de Lima Norte).

	 Cuando la pretensión ha sido invocada como nulidad de acta de matri-
monio el juez-calificador entendió que: “[L]a presente acción está re-
ferida a la invalidez de matrimonio, materia regulada en el Libro III 
del Código Civil, correspondiente a Derecho de Familia; por lo que, 
este Juzgado carece de competencia para conocer dicho proceso, de-
biendo interponerse la presente acción ante un Juez de Familia” (Exp. 
N° 01054-2011; 43º Juzgado Civil de Lima).

 	 Asimismo, “se tiene que la pretensión sub-materia, se encuentra re-
gulada dentro de las disposiciones de la sociedad conyugal, especí-
ficamente, lo referente al inciso 1 del artículo 274 del Código Civil 
(nulidad de matrimonio); razón por la cual este Juzgado carece de 
competencia para conocer las preces de esta acción y, muy por el con-
trario corresponde su conocimiento al Juzgado de Familia, según lo 
determina el inciso 1 del numeral 53 de la Ley Orgánica del Poder 
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Judicial; razón por la cual y, en atención a lo previsto por el inciso 4 
del numeral glosado en el primer considerando; se resuelve declarar 
improcedente la demanda incoada” (Exp. N° 01198-2012; 39º Juzga-
do Civil).

h)	 Menores

	 En los casos de nulidad de paternidad que involucra a un menor de 
edad, la competencia corresponde al juez de familia: “[S]e advierte 
del petitorio la demanda incoada versa sobre Nulidad de Paternidad, a 
efectos de que se declare judicialmente que el recurrente no es el pa-
dre de la menor L.M.A., nacida el 23 de mayo de 2009. (...) Que, se 
desprende del petitorio que la materia controvertida de la presente de-
manda se encuentra inmersa dentro del Libro III - Derecho de Familia 
del Código Civil (…) Que, asimismo según lo dispuesto en el artículo 
3 de la Resolución Administrativa Nº 425-CME-PJ de fecha veinticin-
co de julio del año mil novecientos noventisiete los Juzgados de Fa-
milia asumen competencia exclusiva en asuntos de materia civil regu-
lados por el Código de los Niños y Adolescentes, el Libro Tercero del 
Código Civil y los previstos en las normas especiales referentes a las 
dos anteriores” (Exp. N° 02408-2011; 24º Juzgado Civil de Lima).

	 Igualmente en el Exp. N° 00500-2012; 6º Juzgado Civil del Callao se 
sostuvo: “Conforme se aprecia de la pretensión planteada, la deman-
dante solicita la nulidad del acto jurídico contenida en el acta de reco-
nocimiento de la menor N.Y.R.E., verificando que dicha pretensión va 
a repercutir sobre los derechos de la menor, se establece que la com-
petencia corresponde al Juzgado de Familia, por lo que deviene en im-
procedente la demanda por incompetencia de este Juzgado”.

	 Bajo el mismo tenor: “[E]l demandante acude a este Órgano Jurisdic-
cional peticionando la Impugnación del reconocimiento de paternidad 
del menor A.M.R.L. a fin de que declare la nulidad de la partida de na-
cimiento N° 63554699 inscrita en la Oficina de Registros Civiles de la 
Municipalidad Provincial de Trujillo. (…) Que, la pretensión postula-
da por tratarse de una materia de índole familiar corresponde ser tra-
mitada en el Juzgado de Familia y no en el Juzgado Civil como lo ha 
propuesto el demandante” (Exp. N° 00381-2012; 7º Juzgado Civil de 
Trujillo).
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	 A mayor abundamiento toda pretensión que involucre derechos de in-
capaces será competencia del juez de familia: “Conforme con lo esta-
blecido en el inciso d) del artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial, modificado por la Ley N° 27155, Los procesos no contenciosos 
de inventarios, administración judicial de bienes, declaración judicial 
de desaparición, ausencia o muerte presunta y la inscripción de parti-
das a que se refiere la Sección Sexta del Código Procesal Civil, si in-
volucran a niños o adolescentes; así como la constitución de patrimo-
nio familiar si el constituyente es un menor de edad, le corresponde 
conocer a los Juzgados de Familia; (…) Que, de la revisión de autos 
se observa que la demandante Cecilia Cristina Mannucci Vega como 
Curadora del Interdicto Enrique Leopoldo Mannucci Vega pretende se 
le autorice para disponer la suma de tres millones ciento diez mil qui-
nientos sesenta y tres y 00/100 nuevo soles de propiedad de su repre-
sentado que se encuentra depositado en la Cuenta de Dólares Nº 570-
15657531-1-41 del Banco de Crédito del Perú” (Exp. N° 00312-2012; 
4º juzgado Civil de Trujillo).

	 Finalmente, “doña Dolores Emilia Mansilla Albinagorta Viuda de 
Obregón, en calidad de Curadora de su hijo Interdicto, solicita Autori-
zación Judicial para enajenar los Derechos y Acciones de un Automó-
vil que le corresponde a su hijo como uno de los herederos de su falle-
cido esposo Fernando Rosendo Obregón Melgar; (…) Que, estando a 
lo expuesto en el punto precedente, la competencia solo se puede es-
tablecer por Ley; que en el caso de autos, la competencia por razón de 
la materia se encuentra establecida en el artículo 53 en materia tute-
lar, inciso F) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que preceptúa: que 
son de competencia de los Juzgados de Familia las Pretensiones refe-
ridas a las Instituciones de amparo familiar, con excepción de las con-
cernientes al derecho alimentario, contenidas en la Sección Cuarta del 
Libro III del Código Civil” (Exp. N° 01497- 2012; 24º Juzgado Civil 
de Lima).

i)	 Otras pretensiones

	 Las solicitudes de facción de inventario deben llevarse a cabo en la 
fase de ejecución del proceso de divorcio: “[P]rima facie, el conoci-
miento de las solicitudes de facción de inventario derivados de proce-
sos de familia, corresponde por su naturaleza a los jueces especiali-
zados de familia o mixtos, conforme a la regulación establecida en el 
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320 del Código Civil, que manda que la facción de inventario proceda 
inmediatamente, es decir, en el mismo proceso (de divorcio) en ejecu-
ción de sentencia” (Exp. N° 00620-2012; 28º Juzgado Civil de Lima).

	 También lo son las pretensiones referidas a la declaración de unión 
de hecho: “[S]e advierte del petitorio que la presente demanda se tra-
ta de Declaración Judicial de Reconocimiento de Union de Hecho, que 
fuera sostenida por la demandante con don Manuel Lara De La Cruz, 
quien falleciera el día 30 de agosto de 2011 después de haber soste-
nido una relación convivencial por espacio de más de nueve años a la 
fecha de su fallecimiento, en forma ininterrumpida; invocando como 
sustento jurídico de su demanda, el artículo 326 del Código Civil; (…) 
Que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 del Código Pro-
cesal Civil la competencia por razón de la materia se determina por la 
naturaleza de la pretensión y por las disposiciones legales que la regu-
lan; (…) Que, siendo ello así, se puede desprender que el petitorio de 
la presente demanda encuentra inmersa dentro del Libro III - Familia- 
Sección Segunda del Código Civil, respecto a la Sociedad Conyugal” 
(Exp. N° 804-2012; 18º Juzgado Civil de Lima).

j)	 Competencia de juzgados comerciales

	 La ejecución de Actas de Conciliación por ser títulos ejecutivos son 
competencia de un juzgado comercial: “[E]stando a que el artículo 688 
del Código Procesal Civil (modificado mediante Decreto Legislativo 
Nº 1069 publicado el veintiocho de junio del dos mil ocho) estable-
ce que: ‘Solo se puede promover ejecución en virtud de títulos ejecu-
tivos de naturaleza judicial o extrajudicial según sea el caso. Son títu-
los ejecutivos los siguientes: 3. Las Actas de Conciliación de acuerdo 
a Ley’, por lo que siendo ello así, ha quedado establecido que las Ac-
tas de Conciliación Extrajudicial son títulos ejecutivos porque así lo 
determina la ley; (…) siendo ello así y de conformidad con lo dispues-
to en la Resolución Administrativa Nº 006-2004-SP-CS que establece 
que ‘Los Juzgados de la sub especialidad Comercial conocen: inciso 
a) Las pretensiones referidas a la Ley de Títulos Valores y en general 
las acciones cambiarias, causales y de enriquecimiento sin causa deri-
vadas de títulos valores y los procesos ejecutivos y de ejecución de ga-
rantías’; por lo que corresponde su conocimiento del presente proceso 
a los Juzgados Comerciales por ser de su especialidad, siendo ello así, 
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esta Judicatura no resulta ser la competente para conocer del presente 
proceso” (Exp. N° 01685-2011; 31º Juzgado Civil de Lima).

	 Una pretensión de inexigibilidad de pagaré también es materia comer-
cial: “[M]ediante Resolución Administrativa N° 006-2004-SP-CS, pu-
blicada el 2 de octubre de 2004, se creo la Sub-Especialidad Comer-
cial dentro de la Especialidad Civil, estableciendo las materias que 
deberán ser de conocimiento de dichos órganos jurisdiccionales; sien-
do que el numeral 1) del artículo primero respecto a la creación de los 
juzgados comerciales, señala que los juzgados de la sub-especialidad 
comercial conocen, entre otros: a) ‘Las pretensiones referidas a la Ley 
de Títulos Valores y en general las acciones cambiarias, causales y de 
enriquecimiento sin causa derivadas de títulos valores y los procesos 
ejecutivos y de ejecución de garantías’. (…) de lo expuesto en la de-
manda incoada (declaración Judicial - Inexigibilidad de Obligación), 
de su fundamentación fáctica se advierte que se cuestiona la inexigibi-
lidad de una obligación contenida en títulos valores (Pagarés), que se-
gún sostiene el recurrente, contienen firmas falsas, por lo que esta ju-
dicatura concluye que la pretensión incoada es una vinculada con la 
aplicación de la Ley de Títulos Valores, resultando por ello de compe-
tencia de los Juzgados con Sub-Especialidad Comercial para conocer 
la presente acción por razón de la materia, conforme a lo expuesto en 
el considerando precedente” (Exp. N° 2457-2011; 16º Juzgado Civil 
de Lima). Así como también, solicitar la ineficacia de cierta cantidad 
de cheques presentados detalladamente(37).

	 También se sujetan a la competencia del juez comercial las controver-
sias derivadas de contratos mercantiles y/o comerciales: “[S]e pre-
tende una demanda de declaración judicial de conclusión anticipada 
de contrato de locación suscrito entre el recurrente con la demandada 
y accesoriamente el reembolso de los gastos efectuados y retribución 
de servicios prestados que han sido determinados por el demandante 
(…) mediante Resolución Administrativa N° 006-2004-SP-CS de fe-
cha 30 de setiembre de 2004 se creó la Sub-Especialidad comercial 
dentro de la especialidad civil de los órganos jurisdiccionales (crea-
ción de los juzgados comerciales), siendo que en el literal e) del nu-
meral 1) del artículo primero referente a la creación de los juzgados 

(37)	 Vide Exp. N° 00724-2012; 41º Juzgado Civil de Lima.
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comerciales, señala que los juzgados de la sub-especialidad comercial 
conocen, entre otros, de las pretensiones derivadas de la contratación 
mercantil, comisión mercantil, prenda mercantil, leasing, etc. (…). 
Que, la pretensión incoada deriva de la contratación mercantil suscrita 
entre el recurrente con la emplazada, la misma que se encuentra pre-
vista en el literal e) del artículo primero de la resolución administra-
tiva antes citada, ya que versa respecto de un contrato de locación de 
servicio de tratamiento de minerales suscrito entre el recurrente con 
la emplazada, los mismos que derivan de una operación de naturaleza 
comercial” (Exp. N° 4473-2011; 35º Juzgado Civil de Lima).

	 También compete a la especialidad comercial, pero de la Corte Supe-
rior el denominado recurso de anulación de laudo: “[L]a según flu-
ye del petitorio, la demanda planteada persigue en el fondo que se de-
clare la nulidad del laudo arbitral emitido en el proceso seguido contra 
Alberto Bendezú Torres y Balnca Urrutia Hurtado de Bendezú, sin 
embargo y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 8 numeral 4) del 
Decreto Legislativo 1070 (sic), el órgano competente para conocer el 
recurso de anulación de laudo arbitral es la Sala Civil Subespecializa-
da en lo Comercial o en su defeco la Sala Civil de la corte Superior de 
Justicia del lugar del arbitraje, coligiéndose por tanto que este Juzgado 
carece de competencia parta conocer la presente controversia” (Exp. 
N° 2393-2011; 26º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente en las pretensiones que invocan la aplicación normativa de 
la Ley General de Sociedades(38).

k)	 Competencia de juzgados laborales

	 Cuando la indemnización solicitada es derivada de un despido arbitra-
rio, la competencia corresponderá al juez laboral: “Calificada la deman-
da, se ha advertido que la misma se encuentra incursa en la causal de 
improcedencia prevista en el inciso 4 del artículo 427 del cuerpo nor-
mativo referido, por cuanto si bien es cierto se trata de una indemniza-
ción, también lo es, que de los fundamentos de hecho se advierte que 
dicha indemnización deriva de un despido arbitrario, por lo que su co-
nocimiento le corresponde a los Juzgados Laborales, toda vez que con-
forme lo establece el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

(38)	 Vide Exp N° 00749- 2012, 24º Juzgado Civil de Lima.
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los juzgados especializados de trabajo conocen de todas las pretensio-
nes relativas a la protección de derechos individuales, plurales o colec-
tivas originadas con ocasión de las prestaciones de servicios de carácter 
personal, de naturaleza laboral, formativa, cooperativista o administra-
tiva, sea de derecho público o privado, referidas a aspectos sustanciales 
o conexos, incluso previos o posteriores a la prestación efectiva de los 
servicios” (Exp. N° 00688-2011; 39º Juzgado Civil de Lima).

	 Sin embargo, en las demandas de indemnización por incumplimiento 
de obligaciones de ex funcionario públicos no son tramitables en sede 
la boral, por lo tanto serán de conocimiento del juez civil  J3

l)	 Competencia de los juzgados contencioso-administrativos

	 Para adecuar la pretensión a la competencia civil o administrati-
va el actor debe distinguir la naturaleza del acto que pretende invali-
dar: “[D]e conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Ley  
N° 27444 (Ley del Procedimiento Administrativo General), los actos 
administrativos consisten en las declaraciones de las entidades de de-
recho público, que se manifiestan a través de las resoluciones adminis-
trativas correspondientes; por lo que, en el presente caso, la resolución 
cuya nulidad se solicita no constituye un acto jurídico, sino un acto 
administrativo, al ser emitida por parte de la Administración Pública” 
(Exp. N° 00801-2012; 38º Juzgado Civil de Lima).

	 Bajo similar óptica: “[E]l accionante Manuel Ernesto Farfán García tie-
ne como pretensión principal la nulidad de resolución contractual dada 
por Resolución Ministerial N° 758-2007-AG, contra el Ministerio de 
Agricultura.(…) Que, de lo expuesto, y de conformidad a lo estableci-
do en el artículo 1 de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
(N° 27444), se advierte que el acto cuya nulidad se pretende es de natu-
raleza administrativa; por lo que, conforme a lo regulado en el artículo 
11 de la norma citada, se deberá solicitar la nulidad de los actos admi-
nistrativos por medio de los recursos administrativos correspondientes, 
siendo dicha nulidad conocida y declarada por la autoridad superior de 
quien dictó el acto” (Exp. N° 01634-2011; 43º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, se ha observado la competencia en los casos de impugna-
ciones que estén dirigidas a rectificar administrativamente los regis-
tros civiles: “El Decreto Supremo Nº 015-98-PCM - Reglamento de 
Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
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regula las inscripciones, rectificaciones, etc., de actos que en la actua-
lidad se encuentran bajo competencia del Registro Nacional de Iden-
tificación y Estado Civil, entre los que se encuentran los nacimientos; 
además, el artículo 71 establece que procede la rectificación adminis-
trativa de las inscripciones, cuando: a) Se determine algún error en la 
inscripción. b) Se haya omitido alguna información relativa a inscrip-
ción. (…) Conforme aparece de la solicitud que antecede, se puede 
apreciar que en realidad el recurrente no busca un cambio de nombre, 
porque, en esencia, su nombre va a ser el mismo, sino que su preten-
sión está dirigida a corregir una situación que considera errónea; es 
decir, pretende que se corrija un error incurrido en el acto de inscrip-
ción, para el que existe un procedimiento administrativo previo, el 
mismo que debe seguirse conforme a las normas de la Ley Nº 27444 - 
Ley del Procedimiento Administrativo General y del Reglamento an-
tes citado. No habiendo agotado esta vía previa, se determina que el 
recurrente carece de interés para obrar. (…) Si no obtuviera respues-
ta favorable en la vía administrativa, el cuestionamiento en la vía judi-
cial se ejerce a través del llamado proceso contencioso administrativo, 
ante el Juez competente de esa materia, por lo que tampoco esta Judi-
catura tendría competencia en ese aspecto” (Exp. N° 01623-2012; 
32º Juzgado Civil de Lima).

	 De la lectura de la demanda se advierte que respecto a la pretensión 
principal el demandante solicita la nulidad de asientos registrales, de 
los cuales manifiesta que son nulos, puesto que carecen de los requisi-
tos de validez de la calificación e inscripción de un título, establecidos 
en el texto único Ordenado del Reglamento General de los Registros 
Públicos, resolución del Superintendente Nacional de los Registros 
Públicos N° 079-2005- SUNARP/SN y del Reglamento de Inscripcio-
nes en el Registro de Predios Resolución N° 248-2008/ SN- SUNARP, 
por lo cual se advierte que la referida contiene una pretensión conten-
cioso administrativa, la cual se tendría que ventilar en los Juzgados 
Contencioso Administrativo; en tanto que la Nulidad de Acto Jurídico 
resulta de competencia de los Juzgados Civiles (Exp. N° 01486-2012; 
21º Juzgado Civil de Lima).

Sin embargo, existen pronunciamientos en sede suprema que establecen 
que las pretensiones de nulidad de asientos registrales serán conocidas por el 
juez civil y no por el contencioso administrativo  J4
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6.	 Ausencia de conexión lógica entre los hechos y el petitorio

(artículo 427, inciso 5 del Código Procesal Civil)

Para el profesor Apolín Meza, “La pretensión es un pedido dirigido al ór-
gano jurisdiccional, ya sea declarativa, constitutiva, de condena o ejecutiva, 
frente a otro u otros sujetos, que deberá ser coincidente con la consecuencia 
jurídica solicitada y fundamentada en supuestos de hecho previstos en la nor-
ma jurídica de la cual es derivada la consecuencia(39). Si ello le sumamos que 
estructuralmente la pretensión se compone de hechos constitutivos más un pe-
dido concreto que marca la pauta de la providencia que deba ordenar el juez 
en la sentencia; podríamos encontrar razones válidas para considerar que esta 
causal de improcedencia preserva la coherencia de la decisión futura a la que 
debería arribar el juzgador, evitando que una incorrecta proposición lógica del 
justiciable pueda arrastrar al juez a una decisión cuestionable por la imposibi-
lidad del juez de desprenderse de la pretensión propuesta. 

En tal sentido, parecería que la mejor manera de evitar ese escenario es 
que el juez pueda rechazar in limine pretensiones cuyos hechos no guarden re-
lación de correspondencia con el petitorio más aun si al juez civil se le ha ve-
dado mecanismo de suplencia de queja deficiente; no obstante, al motivar el 
rechazo, el calificador analiza la pretensión y formula que el justiciable debió 
invocar determinado petitorio y no el que en efecto dedujo; ello en términos 
prácticos significa que el actor deberá nuevamente presentar su demanda, pero 
siguiendo los lineamientos del juez (algunos hasta acompañan el auto de im-
procedencia para reforzar su nueva propuesta), pese a ello, no evidenciamos 
la necesidad de un rechazo, cuando el juez mismo determina cual debe ser la 
construcción correcta (Ejm.: nulidad por ineficacia), en todo caso por qué no 
invitar al demandante a corregir su demanda, y que dentro del mismo proceso 
pueda replantear la pretensión en un contexto procesal temprano donde no se 
afecta derechos de la parte emplazada, toda vez que terminaría siendo mucho 
más cuestionable que el juez a posteriori funde la demanda por otros hechos o 
termine cambiando la calificación jurídica en la propia sentencia.

Esta causal de improcedencia ha sido descrita a nivel de judicial a partir de 
la relación que existe entre los elementos estructurales de la pretensión: “[S]e 
debe tener en cuenta que los elementos objetivos de la pretensión procesal son 
el petitum y la causa petendi. El petitum, petitorio o identidad de las cosa, es 

(39)	 APOLIN MEZA, Dante. “Apuntes en torno a la acumulación de pretensiones”. En: Derecho y Socie-
dad, N° 25, diciembre de 2005, p. 26.
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el contenido de la pretensión procesal, siendo que la cosa debe ser entendida 
como el objeto corporal o incorporal, o cualquier otra situación que emane una 
relación jurídica. La causa petendi es el fundamento de hecho alegado por el 
actor para obtener el objeto de la pretensión, que al mismo tiempo es el funda-
mento jurídico de su aceptación o negación por el juez en la sentencia, en este 
razonamiento tiene que existir una estrecha relación entre el petitum y la cau-
sa petendi” (Exp. N° 00726-2012; 31º Juzgado Civil de Lima).

Otros pronunciamientos la han definido en función de la congruencia del 
pedido: “La demanda da inicio a la instancia y obliga al juez –de manera ofi-
ciosa– a calificarla previamente para decidir la admisibilidad o rechazo limi-
nar de esta. En esta calificación ingresa el concepto de presupuesto procesal, 
como requisito para la constitución y desarrollo de la relación procesal, inde-
pendientemente del fundamento sustancial de la demanda. Con esta califica-
ción se busca entablar una relación procesal válida a fin de evitar un pronun-
ciamiento inhibitorio, desarrollando un inútil y anormal proceso, con elevados 
costos y desperdiciada actividad procesal. Es por ello, que el artículo 427 del 
Código Procesal Civil establece los casos en que el juez declarará improce-
dente la demanda, siendo uno de ellos, cuando no exista conexión lógica entre 
los hechos y el petitorio; ello quiere decir que la demanda debe ser congruen-
te” (Exp. N° 00310-2012; Segunda Sala Civil de La Libertad). Así también: 
“[L]a falta de conexión lógica, como supuesto de improcedencia, supone la 
falta de correspondencia entre lo que se pide y los hechos en que se sustenta el 
petitorio” (Exp. N° 01600-2011; 19º Juzgado Civil de Lima).

El establecimiento de una incorrecta relación procesal también ha dado 
mérito del rechazo de la demanda por esta casual: “[E]n el presente caso la 
parte accionante solicita la Nulidad del asiento 00004 de la Partida Registral 
N° PO1195965 del Registro de Predios de la Oficina Registral de Lima, en la 
que aparece como Titular del Predio, Martínez Sedano Armando; por consi-
guiente lo que se resuelva en el proceso lo va afectar, no habiendo estableci-
do correctamente la relación Procesal; que, además de la Tacha del Registro 
anexo uno-D, aparece que uno de los contratantes que realizó la transferencia 
que aparece en la Nulidad del Asiento que solicita, habría fallecido por lo que 
siendo así, tampoco se ha establecido una correcta relación procesal” (Exp.  
N° 01075-2012; 24º Juzgado Civil de Lima).

Cuando el juez advierte que el pedido encierra una pretensión encubierta 
que debió ser tramitada en otro contexto: “[C]on la presente demanda se so-
licita que esta Judicatura declare judicialmente la inexistencia de la causal de 
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sub arriendo contenida en la Carta Notarial de fecha 9 de agosto de 2011; (…) 
Que analizada la demanda incoada, tenemos que esta deviene en improceden-
te por falta de conexión lógica entre los hechos y el petitorio; por cuanto, lo 
que en el fondo pretende la empresa accionante es que se declare vigente su 
contrato de arrendamiento” (Exp. N° 1537-12; 17º Juzgado Civil de Lima).

Tentar cuestionar un acto jurídico contenido en un documento que dio mé-
rito a un proceso de ejecución y que pudo ser cuestionado vía contradicción 
puede generar la improcedencia de la demanda por falta de conexión lógica 
entre los hechos y el petitorio: “[E]stando a lo antes glosado, resulta eviden-
te que los fundamentos de hechos, en los cuales la recurrente sustenta su de-
manda de Nulidad de Acto Jurídico, al amparo de los incisos 1 y 4 del artículo 
219 del Código Civil, se sustenta en argumentos que debieron ser materia de 
su contradicción, al momento de haberse dictado el mandato de ejecución en 
el proceso de Ejecución iniciado ante el Sexto Juzgado Comercial de esta ca-
pital, al amparo del inciso 2 del artículo 690-D del Código Procesal Civil y no 
iniciando un proceso de Nulidad de Acto Jurídico, en el cual se pretenda lo-
grar la nulidad del referido contrato de arrendamiento que sirvió de sustento 
al proceso de ejecución antes referido” (Exp. N° 02411-2011; 11º Juzgado Ci-
vil de Lima). El juzgado en este caso extiende los efectos de la preclusión de 
un proceso ejecutivo respecto de la posibilidad de haber deducido una causal 
de nulidad y lo traduce como la imposibilidad de deducirlo en un proceso de 
cognición plenaria. Sin embargo, la pretensión propiamente invocada es con-
gruente a la luz de la estructura de un proceso de nulidad.

Por otro lado, también se ha considerado como causal regulada en el inci-
so 5 del artículo 427 del Código Procesal Civil, las falta de correspondencia 
entre el pedido formulado en la demanda con aquel invocado en la solicitud 
de conciliación: “La demandante Ninioska Paredes Tomairo interpone deman-
da de desalojo por ocupación precaria contra Fernando Isusqui Cheesman, a 
fin que le restituyan el duplex ubicado en la avenida Ignacio Merino N° 2134 
Dpto. N° 501 - distrito de Lince. (…) De la copia certificada del acta de conci-
liación Nº 7284-2010 de veinte de diciembre de dos mil nueve, se verifica que 
la actora invitó a conciliar a Fernando Isusqui Cheesman para que proceda a 
su desalojo por causal de vencimiento de contrato del inmueble ubicado en la 
avenida Ignacio Merino N° 2134, departamento N° 501, distrito de Lince. (…) 
En ese sentido, se verifica que el acta de conciliación no guarda corresponden-
cia con el petitorio, pues en este se solicita el desalojo por ocupación precaria” 
(Exp. N° 04575-2011; 21º Juzgado Civil de Lima).
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Asimismo, se ha considerado que incurre en esta causal los pedidos de 
modificación de transacción extrajudicial a efectos de su modificación: 
“[D]e acuerdo a los fundamentos facticos de la demanda lo que pretende el 
accionante es que esta judicatura ordene reformar la transacción judicial y re-
conocimiento de deuda, celebrada con el Banco demandado con fines proce-
sales, esto es, que sea aprobado por el Décimo Quinto Juzgado Comercial de 
Lima, en el proceso en los que son parte; (…) Que, dicho requerimiento impli-
caría la celebración de un nuevo acto jurídico, con fines y alcances diferentes 
al primer acuerdo celebrado entre las partes; pretensión que no puede ser tra-
mitada en un proceso único de ejecución, como pretende el accionante; cuyo 
ámbito de acción está enmarcado en los supuestos previstos en la norma cita-
da anteriormente” (Exp. N° 1417-2012; 26º Juzgado Civil de Lima).

Las Actas de Conciliación que no han sido llevadas cabo por representan-
te autorizado incurren en esta causal: “[S]i bien tal como lo preceptúa el in-
ciso 3 del artículo 688 del Código Procesal Civil, constituye Titulo Ejecutivo 
las Actas de Conciliación de acuerdo a Ley, mas sin embargo según es de ver-
se del acta de Conciliación N° 339-2011-ASOPAC, por acuerdo total entre las 
partes, que obra como Anexo 5-E y que esta fue celebrada entre las personas 
de Isaac Arcos Carrasco con la Sucesión Intestada de doña Irma Rodríguez 
Kirkwood, representada por su única Heredera Universal doña Mónica Ceci-
lia Ferrari Rodríguez de Carranza, estando representado por su apoderado don 
Pedro Alfredo Carranza Salinas, mas sin embargo de la referida Acta de Con-
ciliación que se acompaña no se desprende de que en la misma la persona de 
don Pedro Alfredo Carranza Salinas, tuviera facultad expresamente otorgada 
para Conciliar, el mismo que debe ser extendido por Escritura Pública, la cual 
no requeriría inscripción registral en caso que hubiere sido otorgado con pos-
terioridad a la invitación a conciliar y en caso de que las facultades hubieran 
sido otorgadas con anterioridad a la invitación, el poder deberá contar, ade-
más, con facultades para que el apoderado pueda ser invitado a un proceso 
Conciliatorio, tal como lo preceptúa el artículo 14 de la Ley Nº 26872; por lo 
que siendo ello así y no desprendiéndose del Acta de Conciliación que se ad-
junta que se hubiere consignado debidamente las facultades de representación 
del apoderado de doña Mónica Cecilia Ferrari Rodríguez de Carranza, es evi-
dente que la presente demanda no puede prosperar, en aplicación del inciso 5 
del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 01438-2012; 11º Juzga-
do Civil de Lima).

En cuanto a la aplicación de esta causal de improcedencia en algunas pre-
tensiones formuladas, podemos encontrar los siguientes:
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a)	 Impugnación de acuerdos de personas jurídicas no lucrativas

	 En cuanto a las pretensiones de nulidad de acuerdos de asambleas aso-
ciativas (denominada por nuestro Código Civil como impugnación ju-
dicial de acuerdos) se ha detectado algunos pronunciamientos restric-
tivos de derechos.

	 “Si bien se cuestiona en la pretensión principal los alcances de la Asam-
blea del veintitrés de noviembre del dos mil ocho, esta tiene como an-
tecedente la Asamblea del treinta de marzo del dos mil siete (Anexo 
1-C), respecto de la que se dice que no se hizo publicación para su con-
vocatoria, como se pretende demostrar con el Anexo 1-J. (…) Luego, 
no hay conexión lógica entre los hechos y el petitorio, pues aquellos 
apuntan a cuestionar inclusive la Asamblea del treinta de marzo del dos 
mil siete, que no se menciona en el petitorio. (…) Por lo demás, el de-
mandante alude a la trasgresión de normas estatutarias, de modo que 
si bien el petitorio es sobre nulidad de Acta de Asamblea, los hechos 
guardan relación con impugnación judicial de acuerdos de Asamblea; 
lo que evidencia aun más la falta de conexión lógica” (Exp. N° 00173-
2010; 12º Juzgado Civil de Lima). Al respecto, creemos que por el con-
trario, es posible que el juez permita reconducir la pretensión a la vía 
procedimental correspondiente, siempre y cuando el actor no haya so-
brepasado el plazo establecido para invocar su pretensión nulificante 
de conformidad con el artículo 92 del Código Civil.

b)	 ¿Cambio de nombre o filiación?

	 Cuando el juez-calificador se percata que los fundamentos del actor se 
dirigen más bien a cuestionar la relación materno-filial a través de un 
cambio de nombre, concluyó que se trataba de una falta de conexión ló-
gica: “De la revisión de los anexos y lo expuesto en la demanda se ve-
rifica que lo que se demanda es una impugnación de maternidad y no 
cambio de nombre en el de la madre del inscrito; pues de conformidad a 
la partida de nacimiento del menor hijo del demandante, se observa que 
el nombre de la madre que lo ha reconocido es Isidora Ramírez Alarcón, 
que corroborado con su ficha Reniec, esta acredita la existencia de su 
persona, y a la vez que es natural de la ciudad de Cutervo; presentándo-
se una discrepancia en lo alegado por el demandante pues de la obser-
vación de la ficha Reniec de la señora Ana Lucía Ramírez Alarcón, se 
comprueba que esta es una persona distinta a la que reconoció a su me-
nor hijo. (…) Lo que se pretende ‘modificar’ es la identificación de la 
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madre que reconoció al menor nacido, y no precisamente cambiar el 
nombre al inscrito. (…) En consecuencia la pretensión y los hechos 
fácticos que la sustentan no corresponden a la materia demandada, 
existe la más absoluta incongruencia o falta de conexión lógica entre 
los hechos y el petitorio, lo cual determina la improcedencia liminar 
de la demanda” (Exp. N° 00205-2012; 4º Juzgado Civil de Trujillo).

c)	 En otorgamiento de Escritura Pública

	 La falta de constancia de pago por la compraventa que se pretende for-
malizar para algunos juzgados constituye una falta de conexión entre 
los hechos y el petitorio: “[T]al como es de verse del documento que 
sirve como Anexo 1-A de fecha 8 de febrero de 2011, el mismo en sí, 
no constituye un contrato de compraventa del lote de terreno, sino más 
bien es un contrato privado de traspaso de terreno, por el cual se fija en 
la suma de S/. 6,900 soles, por dicho traspaso; sin embargo, del mismo 
tampoco se desprende que el monto de dinero pactado por dicho tras-
paso haya sido pagado, por cuanto del mismo, no aparece que dicho 
monto de dinero hubiere sido recibido por los demandados como pago 
por dicho traspaso; por lo que siendo ello así y no dándose, por lo tan-
to, los requisitos previstos para la compraventa que contempla el ar-
tículo 1529 del Código Civil, es evidente que la presente demanda de 
Otorgamiento de Escritura Pública de Compraventa, no puede prospe-
rar; en aplicación del inciso 5 del artículo 427 del Código Procesal Ci-
vil” (Exp. N° 00073-2012, 11º Juzgado Civil de Lima).

	 La causal de improcedencia se acentúan cuando el juzgador advier-
te que existe conflictos en torno al pago de precio: “[D]el Contra-
to de Compraventa de fecha nueve de febrero del dos mil diez, Cláu-
sula Cuarta: las partes convinieron que el precio de venta pactado es 
de $ 58,000 dólares americanos, cancelado de la siguiente manera: 
1) al momento de la firma la compradora hace efectivo $ 46,430 dó-
lares americanos, y 2) saldo de $ 11,570.00 dólares americanos; y en 
la Cláusula Quinta: acuerdan que el saldo que se estipula en la cláu-
sula precedente es por el espacio de tres meses, los cuales se cancela-
ra el integro, a falta de pago se resolverá de pleno derecho; que, ade-
más de la Carta Notarial de fecha quince de octubre del dos mil once, 
el demandado requiere el pago de saldo de precio, caso contrario en-
tre otros iniciara la Resolución del Contrato por incumplimiento; asi-
mismo de la Carta Notarial de fecha veintiuno de octubre del dos mil 
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once, la demandante señala en el punto dos: que, resta la suma de  
$ 11,570.00 dólares americanos, y en el punto tres: respecto al abono 
del saldo refiere que está a la espera que le comunique la fecha, hora y 
dirección de la Notaria, donde se celebrara la Compraventa del Depar-
tamento, para abonarle el saldo total que adeuda; dicha condición no 
aparece que haya sido convenida en el Contrato de Compra Venta; de 
otro lado del Acta de Conciliación Extrajudicial de fecha veintitrés de 
diciembre del dos mil once, el invitado Víctor Girón Fernández (de-
mandado), manifiesta que el Contrato se encuentra resuelto y que exis-
te un incumplimiento del contrato; en el fondo hay una discusión res-
pecto al cumplimiento de obligaciones, y una probable resolución del 
contrato de compra venta cuya formalización se solicita; Por tan-
to el petitorio no guarda relación con los hechos expuestos” (Exp. 
N° 00005- 2012; 24º Juzgado Civil de Lima).

	 La falta de participación del demandante en el contrato a formalizar 
también ha generado esta causal: “De la revisión de la demanda se 
verifica que en el presente caso se pretende la suscripción de un do-
cumento (minuta de compraventa) celebrado entre dos personas, An-
tonio Mohina Rosas y Carlos Andrés Meléndez, sin embargo no se 
verifica que la demandante haya participado del referido acto jurí-
dico, consecuentemente existe falta de conexión lógica entre los he-
chos y el petitorio por lo que resulta improcedente la demanda” (Exp.  
N° 00921-2011; 22º Juzgado Civil de Lima). ¿No será más bien que 
era un supuesto de falta de legitimidad activa?

	 Este mismo criterio fue aplicado cuando se observó que el contra-
to únicamente aparecía en la parte transferente solo uno de los cón-
yuges como titular: “Que, aparece de la Copia Literal Partida  
N° 40157425 como propietarios del inmueble materia de litis, Elías 
Galindo Mendieta, casado con Rosa Regina Avalos Soriano, sin em-
bargo del Contrato Privado de Compra Venta de fecha veinte de junio 
de mil novecientos noventa y ocho, aparece como vendedor solo Elías 
Galindo Mendieta, mas no su cónyuge; Siendo ello así: se debió em-
plazar a Rosa Regina Avalos Soriano, así como a los integrantes de la 
Sucesión del causante Elías Galindo Mendieta, agotando para ello re-
currir a los Registros de Testamento y Sucesión Intestada; Por con-
siguiente: no guarda relación los hechos expuestos con el petitorio” 
(Exp. N° 01414-2012; 24º Juzgado Civil de Lima).
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	 Tampoco procederá la pretensión por esta causal en los casos que haya 
divergencia entre la descripción del bien en la constancia de propiedad y 
el contenido en el petitorio: “De los fundamentos de hecho y anexos ad-
juntados se advierte que de la constancia de propiedad de fecha seis de 
marzo de mil novecientos noventa y nueve, la recurrente Josefa Figue-
roa Lobina y Andrés Cárdenas Jesús resultarían propietarios de la tienda 
N° 10, ubicada en la avenida Bauzate y Meza N° 1636, block 303, ter-
cer piso de la galería Bolívar; sin embargo se advierte de lo que se pre-
tende en la demanda es el otorgamiento de escritura pública del 6% de 
los derechos y acciones del bien inmueble ubicado en la avenida Bau-
zate y Meza N° 1636, tercer piso, interior 303, distrito de la Victoria. En 
todo caso, de existir divergencia en lo indicado en la constancia de pro-
piedad, esta no puede ser materia del proceso de Otorgamiento de Escri-
tura Pública, sino que ello se requerirá dilucidar en otro tipo de acción, 
consecuentemente no se verifica que exista conexión lógica entre los he-
chos y el petitorio” (Exp. N° 00435-2012; 21º Juzgado Civil de Lima).

	 Asimismo, la causal también fue aplicada en los casos de que en el 
documento no se hayan establecido los linderos, monto de la trans-
ferencia y forma de pago: “[S]e advierte que la demanda tiene como 
pretensión el otorgamiento de escritura, en mérito a un ‘Acta de Adju-
dicación de Tienda’, instrumental en la cual hace referencia a la tien-
da 01 edificio D, Block 52, Rubro: Artefactos, del Centro Comercial 
‘Polvos Azules’, advirtiéndose solo la asignación de la citada tienda a 
favor de la parte accionante, más no la transferencia de venta, asimis-
mo, en la citada instrumental materia de otorgamiento de escritura, no 
versa monto alguno de venta, ni la forma de pago, ni los linderos, ni la 
ubicación de la calle o avenida en que se encuentra ubicada la tienda 
materia de litis” (Exp. N° 01228-2012, 22º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, existe ausencia de conexidad en los casos que se preten-
da resolver la cancelación del saldo de precio en una pretensión de 
otorgamiento de escritura pública: “[C]onforme se desprende de la 
fundamentación fáctica esgrimida por los recurrente estos señalan que 
con fecha 25 de enero de 1992 suscribieron con los emplazados la mi-
nuta de compra venta respecto del inmueble sub litis, siendo el precio 
de dicho inmueble la suma de $ 8,000.00 (ocho mil dólares america-
nos), los cuales a la firma de dicha minuta entregaron a los emplaza-
dos la suma de $ 5,000.00 (cinco mil dólares americanos), quedando 
un saldo de $ 3,000.00 (tres mil dólares americanos); saldo que será 
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depositado ante esta judicatura a nombre de los emplazados, una noti-
ficada a los recurrentes la admisión de la presente demanda. (…) Que, 
de los considerandos que anteceden se advierte que no hay conexión 
entre los hechos y el petitorio por cuanto, la finalidad de un proceso 
de Otorgamiento de Escritura Pública se orienta a dar formalidad a los 
actos jurídicos con la finalidad de otorgarles seguridad y afianzamien-
to; no siendo materia de este tipo de procesos el saldo pendiente de 
pago” (Exp. N° 01197-2011; 24º Juzgado Civil de Lima).

	 Las pretensiones que bajo el nomen iuris de otorgamiento de escritu-
ra pública buscan que se suscriba la minuta de minuta de compraven-
ta: “[D]entro de este contexto, se advierte que no existe minuta o do-
cumento que de manera clara y precisa no solo identifique el inmueble 
materia de venta sino su forma de pago y la cancelación total del mis-
mo, sino documentos que pueden servir como medios probatorios que 
acreditarían la existencia del negocio jurídico de compraventa y su su-
puesta cancelación total o parcial, que podrían actuarse dentro de un 
proceso que tenga como pretensión una de obligación de hacer, a efec-
tos que la parte demandada cumpla con elaborar la minuta de compra-
venta y cancelación de precio que se pretende; y que involucraría una 
vía procedimental más lata destinada a acreditar no solo los hechos ex-
puestos por la parte demandante, sino las precisiones correspondien-
tes al área realmente vendida y el saldo que estaría pendiente de pago. 
Siendo otros de los medios de probanza, acreditar que la persona que 
ha suscrito el documento de cancelación se encuentra premunido de 
las facultades pertinentes (…) Que, en este orden de ideas, se aprecia 
que no hay conexión lógica entre los hechos y el petitorio, en cuan-
to la fundamentación fáctica está destinada a una pretensión de obli-
gación de hacer, a efectos que la parte demandada cumpla con otorgar 
la minuta y escritura pública respectiva del contrato de compraventa 
y cancelación de precio, que requerirá de una vía procedimental más 
lata que la sumarísima, destinada a acreditar no solo la suscripción del 
contrato de compraventa sino también la cancelación del saldo deudor 
por parte de los compradores conforme a un área no determinada con 
claridad” (Exp. N° 1503-2012; 23º Juzgado Civil de Lima).

	 La discusión sobre procedencia de la demanda de otorgamiento de es-
critura pública ha llegado hasta la Corte Suprema quien en un recien-
te pronunciamiento admitió la posibilidad de instaurarse incluso si no 
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se apareja el contrato de compra venta de forma escrita. (Vide Cas.  
N° 26-2009-Lima).

d)	 Levantamiento de hipoteca

	 El pedido de levantamiento de hipoteca debe estar dirigido a la entidad 
acreedora a quien en su favor se constituyó la garantía: “Segundo Al-
fonso Caceda Chávez recurre a este Órgano jurisdiccional a fin de in-
terponer la demanda de Otorgamiento de Escritura Pública de Levan-
tamiento de Hipoteca, la misma que dirige contra Gegolo Contratistas 
S.A.C. en la persona de su Gerente General Germán Alfredo Gordillo 
Cribilleros; exponiendo sus fundamentos de hecho, derecho y adjunta 
los medios probatorios que cree conveniente (…). Que, de la revisión 
del escrito postulatorio de demanda y anexos se advierte que la misma 
resulta improcedente la demanda de conformidad con el artículo 427 
incisos 1 y 5 del Código Procesal Civil, esto es, por falta de evidente 
legitimidad para obrar del demandante, y así como por no existir co-
nexión lógica entre los hechos y el petitorio de la demanda toda vez 
que quien debe otorgar la Escritura Pública de Levantamiento de Hi-
poteca, es la acreedora como es la Caja Municipal de Ahorro y Crédi-
to de Trujillo, siempre y cuando se haya cancelado la deuda o crédito 
por parte de la deudora vendedora Empresa Gegolo Contratistas SAC” 
(Exp. N° 488-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo).

	 Concurre en esta causal de improcedencia también si el pedido de le-
vantamiento de hipoteca se dirige contra una entidad que ha entrado 
en proceso de disolución: “[A]nalizada la demanda incoada tenemos 
que la misma resulta inviable, debido a una falta de conexión lógica 
entre los hechos y el petitorio; por cuanto, peticiona se levante la hi-
poteca inscrita en el inmueble de propiedad de la demandante, ubicado 
en el Jirón José Barrenechea Número 187, Departamento 202 ‘B’, del 
Distrito de Magdalena del Mar, fundamentándola en que ha transcurri-
do más de diez años de la inscripción de la hipoteca (asiento D-2 y D-3 
de la ficha 116295 y partida electrónica número 40967400), las mis-
mas que nunca fueron renovadas; sin embargo, de los fundamentos de 
hecho de la demanda la propia recurrente señala que la Mutual de Vi-
vienda Metropolitana fue declarada en estado de disolución en el año 
mil novecientos noventidós y con fecha dieciocho de febrero del dos 
mil cuatro concluyó el proceso de liquidación, no existiendo a la fe-
cha dicha entidad legalmente y por lo tanto no existe acreedor alguno, 
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fundamentos por los cuales la demanda, así planteada deviene en im-
procedente ya que la causal invocada consistente en que la acreedo-
ra hipotecaria Mutual de Vivienda Metropolitana, se encuentra extin-
guida, no está contemplada en el artículo 1122 del Código Civil como 
una de las causales de extinción de la hipoteca” (Exp. N° 263-2012; 
17º Juzgado Civil de Lima).

e)	 Prescripción adquisitiva

	 Una situación que ha sido comprendida como causal de improceden-
cia por falta de conexión entre los hechos y el petitorio radica en el 
hecho de que el poseedor que detenta un título de dominio no puede 
recurrir al proceso de prescripción adquisitiva para que se declare pro-
pietario: “[C]onforme a lo resuelto en la Cas Nº 1273-2010, su fecha, 
20/08/2010, no es posible solicitar la propiedad por prescripción por 
cuanto el bien sublitis fue adquirido mediante contrato de compraven-
ta, conforme así lo han indicado el accionante, es decir, se evidencia 
que, en el caso concreto, existe un contrato de compraventa a favor de 
los demandantes, en tal sentido, queda claro que al existir un contrato 
de compraventa a favor de ellos, se reputa propietarios de dicho bien a 
los accionantes, pudiendo utilizar las acciones tendientes a formalizar 
dicho contrato de compraventa respecto al bien sub-litis, lo que impli-
ca la configuración de la causal de improcedencia de la pretensión, de 
conformidad con lo previsto por el artículo 427, inciso 5) del Código 
Procesal Civil” (Exp. N° 196–2012; 7º Juzgado Civil de Trujillo).

	 Asimismo, “[l]a Prescripción Adquisitiva de Dominio de conformidad 
con lo previsto en el inciso 1) del artículo 504 ‘la formula el poseedor 
para que se le declare propietario’, de donde se desprende que la re-
currente no tiene legitimidad para solicitar esta acción, por cuanto del 
contrato de compraventa señalado en el considerando que antecede se 
advierte que esta ya tiene la calidad de propietaria. (…) Que, de los 
considerandos que anteceden se desprende que no hay conexión lógi-
ca entre los hechos y el petitorio; por cuanto se solicita mediante Pres-
cripción Adquisitiva la declaración de propiedad de un bien del cual 
ya es propietaria la recurrente” (Exp. N° 02339-2011; 24º Juzgado Ci-
vil de Lima).

	 Cuando se ha demandado a una persona que no parece como titular 
registral del bien a usucapir, también se ha considerado que falta conexi-
dad: “[E]n el presente caso la parte demandante pretende la Prescripción 
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Adquisitiva de Dominio, del inmueble ubicado en la Avenida Brasil 
N°s 711-715, Distrito de Jesús Maria, Provincia y Departamento de 
Lima, inscrita en la Partida Electrónica N° 07011507 del Registro de 
la Propiedad Inmueble de Lima, y la dirige contra Proyects Line EIRL; 
(…). Sin embargo de la Copia de la Partida Electrónica N° 07011507, 
aparece que el dominio del inmueble materia de litis está a nombre de 
Virginia Lucía Lay Cano, persona distinta al demandado Proyects Line 
EIRL, Siendo ello así: el petitorio no guarda relación con los hechos ex-
puestos” (Exp. N° 00227-2012; 24º Juzgado Civil de Lima).

f)	 Nulidad de acto jurídico

	 Existe falta de conexidad en los casos de que se pretende mediante una 
demanda de nulidad de acto jurídico rescindir los efectos de un proceso 
judicial, para lo cual debió invocarse la nulidad de cosa juzgada frau-
dulenta: “De otro lado de la lectura de los fundamentos de hecho de la 
demanda y del escrito de subsanación se observa claramente que la nu-
lidad que se peticiona se fundamenta en los vicios de carácter formal de 
los medios utilizados por la parte ejecutante en el proceso sobre ejecu-
ción de garantías seguido por el Banco de Crédito del Perú contra Ma-
nuel Antonio Mego Gutiérrez (Exp N° 1144-2007), de lo que se con-
cluye que no se cuestiona la inscripción registral propiamente, sino de 
los actos supuestamente dolosos que le dieron lugar, esto es, los reali-
zados dentro de un proceso judicial, por lo que la vía para cuestionar di-
chos actos sería la señalada en el artículo 178 del Código Procesal Ci-
vil” (Exp. N° 00643-2012; 38º Juzgado Civil de Lima).

	 Tampoco existe conexidad en los casos que mediante un petitorio de 
nulidad de acto jurídico se denuncien causales de anulabilidad: “De la 
lectura de los fundamentos de hecho expuestos en la demanda se ve-
rifica que el recurrente acepta haber firmado el documento sin leerlo, 
afirma que Israel Carhuavilca Vidal le mostró un documento, el cual le 
hizo firmar manifestándole que el mismo era para que lo pueda repre-
sentar en la Asamblea de la comunidad, además agrega que se apro-
vecho de su estado de salud, hechos estos que no se configuran dentro 
de las causales de la Nulidad de Acto jurídico; consecuentemente no 
existe conexión lógica entre los hechos y el petitorio” (Exp. N° 00667- 
2012; 21º Juzgado Civil de Lima). Igual criterio se evidenció en el 
Exp. N° 01054-2012; 19º Juzgado Civil de Lima: “[T]eniendo la de-
manda como petitorio, la declaración de nulidad del acto jurídico de 
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compraventa del segundo nivel del inmueble sito en el jirón Tinta  
N° 685, urbanización Túpac Amaru del distrito de San Luis celebrado 
entre las partes con fecha treinta de marzo de 2010, la cual tiene como 
fundamento que fue producto de un engaño, situación que como ya ha 
sido señalado, incide en la anulabilidad del acto y no en su nulidad, se 
determina que no existe conexión lógica con el petitorio, razón por la 
cual la presente demanda se encuentra incursa dentro de las causales 
de improcedencia”. A mayor abundamiento cualquier vicio recogido 
en el artículo 221 del Código Civil debe ventilarse como una preten-
sión de anulabilidad y no de nulidad(40).

	 Por el contrario, si de los fundamentos el juez-calificador advierte de 
que se trata de un supuesto de nulidad y no de anulabilidad, la falta 
de conexión sería la causal a invocar como rechazo liminar: “[D]e los 
fundamentos facticos es posible advertir que el demandante lo que en 
el fondo cuestiona es que su madre al momento de suscribir la escri-
tura pública en el Despacho notarial no se ha dado cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 55 de la Ley del Notariado, indica que ello es 
un requisito indispensable para la constitución válida del acto; situa-
ción que nos permite advertir la existencia de un supuesto no de anu-
labilidad como propone el demandante, sino de nulidad del acto jurídi-
co; situación controversial distinta a la planteada en el petitorio, lo que 
denota una falta de conexión lógica entre los hechos expuestos y el pe-
titorio planteado” (Exp. N° 1185-2012; 26º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, si la nulidad de una partida de nacimiento encierra como 
consecuencia la impugnación del reconcomiendo de un menor exis-
tirá falta de conexión lógica entre los hechos y el petitorio: [S]iendo 
ello así, se tiene que la pretensión de nulidad de partida de nacimiento 
que se pretende corresponde, más bien, a una impugnación de recono-
cimiento, si se tiene en cuenta que el recurrente señala que la persona 
de Carlos Bustamante Garrison ‘inscribió su nacimiento, imputándo-
se una condición que no le asiste, el de ser su padre’. (…) Que por tan-
to, la demanda interpuesta ha incurrido en causal de improcedencia 

(40)	 Vide Exp. N° 01073-2012; 4º Juzgado Civil de Lima: “[D]e lo expuesto por la recurrente se puede 
concluir, que al momento de suscribir el acto jurídico, esta no conocía fehacientemente la naturale-
za y alcances de dicho contrato de compraventa (...) Que, siendo así se tiene que los hechos expues-
tos en la presente demanda se encontrarían regulados dentro de las causales de anulabilidad según el 
inciso 2 del artículo 221 del Código Civil el mismo que señala ‘el acto jurídico es anulable por vicio 
resultante de error, dolo (…)’.”
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prescrita en el inciso 5 del artículo 427 de Código Procesal Civil, esto 
es que no existe conexión lógica entre los hechos y el petitorio; (Exp. 
N° 00850-2012; 1º Juzgado Civil de Lima). Sin embargo, correspon-
dería declarar también que dicha pretensión es competencia de un juz-
gado de familia y remitirle vía oficio los actuados.

	 A que, el artículo 195 del Código Civil regula la ineficacia del acto ju-
rídico cuando un deudor realiza actos jurídicos por los cuales disminu-
ye su patrimonio; Quinto: A que, estando a lo precedentemente glosa-
do se tiene que los hechos invocados en la demanda como simulación 
(al haber el deudor practicado acto de disminución de su patrimonio) 
no guarda conexión lógica con el petitorio (nulidad por simulación ab-
soluta), dado que en los hechos invocados no se ha señalado que haya 
existido acuerdo expreso para simular, por el contrario de los hechos 
glosados en los numerales 5 y 6 se exponen los hechos que sustentan 
el fraude del acto jurídico y por ende la ineficacia del mismo, debien-
do aportarse la prueba respecto de esta última conforme a los incisos 
1 y 2 del artículo 195 del Código Civil; por estas consideraciones y 
en aplicación del inciso 5 del artículo 427 del Código Procesal Civil 
(Exp. N° 1507-12; 16º Juzgado Civil de Lima).

	 Finalmente, otros jueces-calificadores realizan una extraña califica-
ción alrededor de si el acto cuya nulidad se pide ha producido efectos 
o no: “[L]os actos jurídicos como creadores de situaciones o relacio-
nes jurídicas determinadas entre los celebrantes, puede ser objeto de 
nulidad cuando falta a las mismas el consentimiento o alguno de los 
requisitos esenciales que prescribe el artículo 140 del Código Civil; y 
son anulables cuando el acto adolece de ciertos defectos, pero existe y 
produce sus efectos, como es el del presente caso que ha producido sus 
efectos; por lo que no existiendo conexión lógica entre los hechos y el 
petitorio a tenor del artículo 427 inciso 5 del Código procesal Civil, la 
demanda deviene en improcedente” (Exp. N° 00017-2012; 1º Juzgado 
Civil de Cañete).

g)	 Petición de herencia

	 Incurre en esta causal el actor que invoca la petición de herencia cuando  
no exista masa hereditaria: “[D]e los hechos expuestos por la actora se 
tiene que el bien hereditario fue transferido mediante contrato de com-
praventa a favor de Sofía Nila Prado Ochandarte, quien tiene la pro-
piedad del inmueble por vocación hereditaria pero también en virtud 
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del contrato de compraventa celebrado con sus coherederos; (...) A 
que, si bien la actora puede solicitar ser incluida dentro de la sucesión 
de doña Zoila Rosa Ochandarte Torres, en representación de su padre, 
no es menos cierto que a la fecha no existe masa hereditaria al haber 
operado la transferencia del bien, correspondiendo en todo caso, esta-
blecer las acciones sobre reivindicación de bienes hereditarios a que 
se contraen los artículos 665 y siguientes del Código Civil, razón por 
la cual no existe una conexión lógica entre los hechos y el petitorio” 
(Exp. N° 701-2012, 10º Juzgado Civil de Lima).

h)	 División y partición

	 Para unos juzgados la división y partición no es posible si la suce-
sión intestada notarial no establece los porcentajes de los beneficia-
rios: “[L]a parte recurrente por medio de la presente demanda preten-
de la división y partición de bienes de la recurrente y su menor hija 
Dayana Alesandra Condeso Urpay de cuatro años de edad a fin de que 
esta Judicatura determine el porcentaje que le corresponde a cada una 
de las personas mencionadas como herederas de don Alejandro Teo-
docio Condeso Gargate; (…) Que, en el punto dos de los fundamen-
tos de hecho, la recurrente señala que al fallecer su cónyuge Alejandro 
Teodocio Condeso Gargate procedió a realizar la respectiva sucesión 
intestada de este a través de la vía notarial por ante el Notario Público 
doctor David Sánchez-Manrique Tavella, quien al expedir el acta no-
tarial omitió precisar el porcentaje que corresponde a cada una de las 
herederas; por lo que siendo ello así, corresponde solicitar ante dicha 
Funcionario Público la correspondiente aclaración, más aún estando a 
lo que pretende la recurrente es la disponibilidad de la suma dineraria” 
(Exp. N° 00005-2012; 1º Juzgado de Lima Sur - Sede VMT).

i)	 Nulidad de cosa juzgada fraudulenta

	 Existe falta de conexión entre los hechos y el petitorio si se denuncia 
como nulidad de cosa juzgada fraudulenta errores que pudieron ser 
subsanados utilizando mecanismos impugnatorios ordinarios: “[D]e 
los fundamentos de hecho de la demanda se colige que los pretendi-
do por el accionante es que se revise en esta instancia, la actuación de 
los medios probatorios ofrecidos por ella, como es el expediente que 
debió, según la emplazante, tenerse a la vista al momento de senten-
ciar, así como el estado de salud de los progenitores de la demandan-
te que se ha deteriorado a raíz del proceso; (…) Que, siendo ello así, y 
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estando a la naturaleza excepcional de la acción prevista en el artículo 
178 del Código Procesal Civil, hace que su admisión sea restrictiva, 
en tanto que prevé que la nulidad de sentencia que se pretende que 
pone fin al proceso ha sido seguido con fraude o colusión, advirtién-
dose de los fundamentos de hecho que lo solicitado es que se admita 
los medios probatorios ofrecidos por la ahora demandante en el proce-
so seguido ante el 12 Juzgado de Familia de Lima, expediente Nº 567-
2010, medios probatorios que ya han sido merituados en su debida 
oportunidad, no siendo la presente vía la adecuada a efectos de hacer 
valer su pretensión, máxime aún si los procesos de Nulidad de Cosa 
Juzgada Fraudulenta no tiene por finalidad el ‘revisorio’ de lo actuado 
ni instancia alguna para decidir si se admite o no el medio probatorio 
ofrecido por las partes, el cual le corresponde a la segunda instancia, 
instancia que no ha acreditado haber agotado; asimismo el resquebra-
jamiento de la salud de los progenitores de la parte emplazante no es 
materia de ser verificado vía Nulidad de Cosa Juzgada Fraudulenta; 
por lo que no existiendo conexión lógica entre los hechos y el petito-
rio” (Exp. N° 02231-2011; 31º Juzgado Civil de Lima).

	 Por otro lado, si el juez advierte que el actor pretende vía nulidad de 
cosa juzgada fraudulenta revertir situaciones que no pudo obtener por 
un recurso de casación mal formulado: “[C]onforme es de verse de los 
hechos expuestos en la demanda se tiene que el demandante no seña-
la cuál es el fraude que se ha producido o la colusión en la que han in-
currido las partes o los magistrados o estos y las partes que intervinie-
ron en el proceso y que hayan afectado el debido proceso, esto es, que 
no ha podido hacer el demandante en el proceso Nº 750-2002 como 
consecuencia de fraude o la colusión, por el contrario, de la lectura de 
los hechos expuestos se tiene que el actor pretende obtener median-
te el proceso de nulidad de cosa juzgada fraudulenta lo que no obtu-
vo mediante el proceso laboral que siguió y que es objeto de nulidad; 
máxime si conforme ha expresado el actor este proceso fue objeto de 
Recurso de Casación, el mismo que fue denegado. (…) A que, sien-
do ello así se tiene que no existe conexión lógica entre los hechos y el 
petitorio” (Exp. N° 433-12; 10º Juzgado Civil de Lima). Igualmente:  
“[L]o que pretende la parte demandante es la posibilidad que se reexa-
mine los medios probatorios los que oportunamente pudo cuestionar 
en el proceso en que recayó la sentencia cuya Nulidad solicita” (Exp. 
N° 01080-2012; 24º Juzgado Civil de Lima).
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j)	 Ocupación precaria

	 Constituye una falta de conexión lógica invocar una pretensión de de-
salojo por ocupación precaria si a criterio del juzgado no se ha dado 
por vencido el arrendamiento: “Conforme se advierte del texto del es-
crito postulatorio, la demandante funda su pretensión en señalar, que 
el contrato de arrendamiento que celebró con la demandada Maribel 
Rodríguez Tenazoa con 14 de junio del año 2011 ya ha fenecido, por 
lo que solicita su desocupación vía desalojo por ocupación precaria. 
Al respecto, debemos tener en cuenta que el artículo 911 del Código 
Civil establece que ‘La posesión precaria es la que se ejerce sin título 
alguno o cuando el que se tenía ha fenecido’. Es así, que conforme se 
advierte de los medios probatorios aportados por la demandante, espe-
cíficamente el contrato de arrendamiento de puesto comercial celebra-
do por las partes, se estableció como plazo de arrendamiento seis me-
ses computados a partir del 14 de junio del año 2011, lo cual implica 
que este vencía el 14 de diciembre del año 2011, pero según referencia 
de la demandante, se le ha venido requiriendo a la demandada que des-
ocupe y haga entre del stand, debido que solamente pagó el importe de 
un mes, inclusive con fecha 25 de noviembre del año 2011 se le invi-
tó a una conciliación, la misma que no asistió (…). En este contexto, 
si tenemos en cuenta la norma acotada en el considerando preceden-
te, los hechos demandados no se encuadran en la figura jurídica que 
pretende la demandante, pues la demandada se encuentra ocupando 
el inmueble sublitis en mérito al contrato de arrendamiento celebrado 
con la demandante, el mismo que se ha convertido en uno de duración 
indeterminada, en mérito a lo establecido en el artículo 1700 del Có-
digo Civil que señala: ‘Vencido el plazo del contrato, si el arrendatario 
permanece en el uso del bien arrendado, no se entiende que hay reno-
vación tácita, sino la continuación del arrendamiento, bajo sus mismas 
estipulaciones, hasta que el arrendador solicite su devolución, la cual 
puede pedir en cualquier momento’. Es decir, el contrato continúa sur-
tiendo sus efectos, puesto que la demandada permanece ha permaneci-
do en dicho inmueble después del término indicado en el referido con-
trato, situación que se extenderá hasta que la demandada le entregue 
el inmueble, mediante la acción que corresponde, pero en ningún caso 
a través de la figura de la ocupación precaria” (Exp. N° 00310-2012; 
Segunda Sala Civil de La Libertad).
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	 Por otro lado, en la Cas. N° 2165-2009-Lima se estableció que proce-
de la demanda de ocupación precaria si el nuevo adquirente comunica 
la conclusión del contrato de arrendamiento de los emplazados.  J4

k)	 Mejor derecho de posesión

	 Si se denuncia una invasión parcial al predio propio, la pretensión a 
invocarse no es una de mejor derecho de posesión sino un interdicto: 
“[S]e advierte que no existe conexión lógica entre los hechos y el pe-
titorio, ya que la parte demandante lo que está cuestionando es la apa-
rente perturbación de su derecho de posesión consistente en la inva-
sión y apoderamiento de la parte demandad de 4, 000.00 m2 del predio 
de posesión de los demandantes, por lo que no corresponde hacer va-
ler tal derecho mediante un proceso de mejor derecho de posesión sino 
mediante un proceso de interdicto (recobrar o retener) donde se discu-
te la aparente vulneración a su derecho de posesión que alega tener” 
(Exp. N° 00278-2012; 25º Juzgado Civil de Lima).

l)	 Nulidad de resoluciones administrativas

	 Algunos juzgados optan por declarar la existencia de falta de conexión 
lógica en la pretensión de nulidad de acto jurídico que encierra un 
cuestionamiento a un acto administrativo el cual debe dilucidarse en 
otra vía: “[D]e acuerdo a lo prescrito en el artículo 427 - inciso 5 - del 
Código Procesal Civil: ‘El juez declarará improcedente la demanda 
cuando: (…) 5. No exista conexión lógica entre los hechos y el peti-
torio; (…)’. En el caso que nos ocupa, del tenor de la demanda se ad-
vierte que el recurrente pretende la nulidad de una actuación de la 
administración pública sujeta al derecho administrativo como es la 
Resolución Directoral N° 243-2008-MEM/AAM que aprobó el estu-
dio de impacto ambiental semidetallado del proyecto de explotación 
Conga emitido por el Ministerio de Energía y Minas, cuyos efectos re-
sultan ser de orden público; no así la nulidad de un acto jurídico que 
haya sido emitido sin observar la forma prescrita bajo sanción de nu-
lidad, regulado en el inciso 6 del artículo 219 del Código Civil, con-
forme así lo ha solicitado en sus fundamentos de derecho; por lo que 
su impugnación corresponde efectuarse en la vía contencioso adminis-
trativa cumpliendo con los requisitos requeridos por ley, no así en la 
vía ordinaria; en este orden de ideas, advirtiéndose que no existe co-
nexión lógica entre el petitorio y sus fundamentos de hecho y derecho 
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señalados por el demandante, la presente demanda deviene en impro-
cedente” (Exp. N° 00029-2012; 2º Juzgado Civil de Cajamarca).

m)	 Declaración de bien propio

	 El juez-calificador en ocasiones ha entendido que esta causal se pre-
senta cuando se invoca la declaración de bien propio en una relación 
de concubinato: “[S]i bien la demandante en su petitorio solicita la 
Declaración de Bien propio, en sus fundamentos de hecho refiere que 
con el demandado Raúl Hernández Salazar no es casada, sino que han 
sido concubinos como así lo refiere y de cuya relación extramatrimo-
nial han procreado seis hijos. (…) Que, los artículos 302 y 303 del Có-
digo Civil señala cuales son los bienes propios y su administración de 
cada uno de los bienes propios; sin embargo, se puede advertir que 
ello se da siempre que las partes hayan contraído matrimonio, presu-
puesto que no se da en el presente caso, ya que las partes son personas 
solteras; por lo que este despacho considera que la demanda es mani-
fiestamente improcedente al no haber conexión lógica entre lo que se 
expone con lo que se pide” (Exp. N° 00007-2012; 1º Juzgado Civil de 
Lima Sur - Sede VMT).

n)	 Pedido de administración

	 Asimismo, si el actor ha perdido la administración judicial de los bie-
nes, no puede solicitar la entrega de estos para una supuesta adminis-
tración: “[R]evisado el presente escrito de demanda así como de los 
fundamentos de hecho expuestos por esta parte, se advierte que no 
existe una conexión lógica entre los hechos y el petitorio, ya que de los 
fundamentos de hecho así como de los medios probatorios aportados, 
se advierte que el demandante esta peticionando una obligación de ha-
cer consistente en ‘la entrega de la posesión’ del inmueble sublitis, la 
misma que constituye una obligación de tipo personal, pero actual-
mente no tiene título que ampare dicha pretensión, ya que su condi-
ción de Administrador Judicial respecto del bien sub-litis ha fenecido 
en virtud de la Resolución Judicial de fecha 4 de abril de 2006 (que ha 
recaudado en copia certificada), a través de la cual se declaró inejecu-
table la Sentencia que luego fue confirmada por la Quinta Sala Civil 
de Lima mediante Ejecutoria del 8 de marzo de 2007; ergo al no ser 
actualmente Administrador Judicial, no es lógico que pida la entrega 
de bien inmueble para fines de administración” (Exp. N° 01132-2012; 
25º Juzgado Civil de Lima).



Carlos Franco Montoya Castillo

154

	 En la misma línea, el Exp. N° 01720-2012; 9º Juzgado Civil de Lima 
expresa: “[C]omo expone el accionante en el escrito que antecede en 
la sentencia de separación legal se ha declarado a su vez la adjudica-
ción del cincuenta por ciento que le corresponda al demandante Au-
gusto Díaz Falconi a favor de doña Martha Violeta Jerí Ayllón (la de-
mandada), en tal medida es claro que a esta última le corresponde el 
cien por ciento de las acciones y derecho del inmueble sito en la Ca-
lle Jorge Buckley N° 107 San Antonio Distrito de Miraflores. (…) En 
consecuencia al ser la demandada titular del cien por ciento del inmue-
ble respecto del cual solicita se nombre un administrador judicial se 
tiene que no existe relación lógica entre los fundamentos de hecho y el 
petitorio”.

	 En las demandas por la cual se denuncia la inexistencia de una decla-
ración de voluntad para pactar el convenio arbitral, existe una falta de 
conexión lógica en la pretensión toda vez que este pedido debe canali-
zarse mediante un recurso de anulación de laudo: “Pues bien del con-
tenido del escrito de demanda se advierte que el demandante en vía de 
proceso de conocimiento solicita la nulidad del convenio arbitral y ac-
cesoriamente la anulación del laudo arbitral en el expediente número 
001-2009 en razón de no existir un convenio arbitral de las controver-
sias derivadas de la ocupación del inmueble sito en Jr. Huancavelica 
N° 970 Primer Piso - Cercado de Lima. Precisa que jamás otorgó su 
consentimiento de someterse a un convenio arbitral, habiendo tomado 
conocimiento del laudo arbitral el día viernes trece de enero del dos 
mil doce cuando le llega la demanda del Cuarto Juzgado Civil Comer-
cial sobre ejecución de laudo arbitral. (…) Es menester tener en cuen-
ta que la tipicidad civil objetiva o también denominado principio de 
adecuación o subsunción informa que los hechos narrados en una de-
manda deben adecuarse a los supuestos de hecho de la norma jurídica 
aplicable al caso y que contiene la pretensión, de tal manera que cuan-
do no se adecue o no tipifica genera la improcedencia de la demanda 
por la causal de falta de conexión lógica entre los hechos y el petito-
rio (…) El artículo 62 del Decreto Legislativo N° 1071, Decreto Le-
gislativo que norma el arbitraje, establece que contra el laudo solo po-
drá interponerse recurso de anulación y tiene por objeto la revisión de 
su validez por las causales taxativamente establecidas en el artículo 
63 del mismo cuerpo legal (…). En este orden de ideas, dado que la 
inexistencia del convenio arbitral configura causal expresa de anula-
ción de laudo resulta imperativo concluir que no hay conexión lógica 
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entre los hechos y el petitorio, siendo menester precisar que el petito-
rio parte integrante de la pretensión no puede ser objeto de modifica-
ción alguna por parte del órgano jurisdiccional como se desprende del 
artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil, corres-
pondiendo al accionante ejercer su derecho de acción conforme a la 
normatividad jurídica vigente y por ante la Sala Civil Subespecializa-
da en lo Comercial como ordena el artículo 8 del Decreto Legislativo 
N° 1071, Decreto Legislativo que norma el arbitraje” (Exp. N° 01183-
2012; 9º Juzgado Civil de Lima).

o)	 Nombramiento de curador

	 Tal como lo preceptúa el inciso 2 del artículo 599 del Código Civil, el 
juez de primera instancia de oficio o a pedido del Ministerio Público o de 
cualquier persona que tenga legítimo interés deberá proveer a la admi-
nistración, de los bienes cuyo cuidado no incumbe a nadie e instituir una 
curatela, cuando por cualquier causa la asociación o el comité no puedan 
seguir funcionando, sin haberse previsto solución alguna en el estatuto 
respectivo; sin embargo en el caso de autos según refiere la parte recu-
rrente existe una medida cautelar concedida por la Sala Contenciosa Ad-
ministrativa, y si bien refiere la misma en los fundamentos de hecho de 
su demanda de que la misma habría perdido vigencia, por cuanto según 
se advierte de la partida número 03000051 por acuerdo general se acor-
dó la prórroga del mandato de los directivos de los órganos de gobierno 
de la asociación vigentes a la fecha de la realización de dicha asamblea 
por el periodo de dos años contados desde el 8 de octubre de 2008 hasta 
el mes de octubre de 2010, o sea que si bien el pazo de vigencia de la mis-
ma ya se encuentra vencido, resulta por lo tanto menester la convocato-
ria a una asamblea general de asociado con el objeto de elegir a los nue-
vos directivo de los órganos de gobierno de la referida asociación para 
que ejerza las funciones de representación de la misma y no la designa-
ción de un curador de administración de bienes de la misma, por cuanto 
dicha asociación a un cuenta con personería jurídica reconocida e inscri-
ta (Exp. N° 01498-2012; 11º Juzgado Civil de Lima).

7.	 Cuando el petitorio fuese jurídica o físicamente imposible

(artículo 427, inciso 6 del Código Procesal Civil)

Son consideradas un imposible jurídico las pretensiones que busquen li-
mitar el derecho a la acción de cualquier sujeto. “[L]a pretensión principal y 
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accesorias resultan ser un imposible jurídico, dado que ningún órgano juris-
diccional puede suspender de manera alguna el derecho de acción que tiene 
toda persona (en este caso el Estado peruano) de acudir al órgano jurisdiccio-
nal a efectos de dilucidar su conflicto de intereses; debiendo en el desarro-
llo del proceso establecer si corresponde o no conceder su pretensión” (Exp.  
N° 00220-2010; 8° Juzgado Civil de Lima).

Son un imposible jurídico las pretensiones de desheredación invocadas 
por terceros: “[D]e la revisión de los fundamentos de la incoada se tiene que 
el accionante indica que la demandada se irrigo ser heredera de la causante 
Elly Hartwig Aramburu, estando bajo estas consideraciones y bajo el articu-
lo glosado se tiene que solo el testador puede desheredar, no correspondien-
do a la parte accionante, por lo que en este sentido se advierte que la preten-
sión del actor resulta jurídicamente imposible, en consecuencia la demanda 
interpuesta ha incurrido en la causal de improcedencia prevista en el inciso 6 
del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00481-2011; 1º Juzga-
do Civil de Lima).

Para algunos jueces deviene en un imposible jurídico entablar pretensio-
nes que no corresponden acumularse en un proceso ejecutivo: “[E]s jurídica y 
físicamente imposible por cuanto la parte demandante interpone una deman-
da de ejecución de obligación de hacer, solicitando como pretensiones que la 
parte demandada cumpla con levantar la hipoteca, le otorgue el título del bien 
inmueble y el pago de una indemnización por daños y perjuicios; no siendo 
posible tramitar dichas pretensiones en el tipo de proceso que plantea que es 
el de ejecución y conforme se señala en el artículo 706 del Código Procesal 
Civil, ya que la minuta de ratificación, formalización y aclaración de compra 
venta y cancelación de precio que se anexa a la demanda no constituye en sí 
misma un título ejecutivo que debe tramitarse en la vía del proceso único de 
ejecución, tanto más si de la pretensión demandada y sus fundamentos de he-
cho se desprende que se trataría de una demanda sobre otorgamiento de escri-
tura pública, más no obligación da hacer” (Exp. N° 00931-2011; 39º Juzga-
do Civil de Lima).

Si el juez advierte que la pretensión deducida fue materia de otro proce-
so con pronunciamiento sobre el fondo, la demanda deviene en un imposible 
jurídico: “[D]e los anexos 1-S de la demanda se establece que esta parte ya 
ha tramitado un proceso de Prescripción Adquisitiva contra el emplazado, de-
manda que en primera instancia mediante sentencia de fecha diecinueve de ju-
nio del dos mil siete emitida por el Décimo Octavo Juzgado Civil de Lima se 
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declaró Infundada la demanda, la cual al ser materia de apelación la Segunda 
Sala Civil confirmó la sentencia apelada, habiéndose declarado Infundado el 
recurso de Casación interpuesto; de lo que se colige que por la misma materia 
seguida entre las mismas partes la instancia Judicial ya se ha pronunciado so-
bre la misma materia constituyendo su petitorio Cosa Juzgada; (…) Que, esta 
parte deberá tener presente que ninguna autoridad, cualquiera sea su rango o 
denominación, fuera de la organización jerárquica del Poder Judicial, pue-
de avocarse al conocimiento de causas pendientes ante el órgano jurisdiccio-
nal. No se puede dejar sin efecto resoluciones judiciales con autoridad de cosa 
juzgada, ni modificar su contenido, ni retardar su ejecución, ni cortar procedi-
mientos en trámite, bajo la responsabilidad política administrativa, civil y pe-
nal que la ley determine en cada caso, conforme lo estipula el artículo 4 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo que el petitorio interpuesto es jurídi-
camente imposible” (Exp. N° 02415-2011; 31º Juzgado Civil de Lima).

Incurre en esta causal el caso por el cual se entabla un proceso de nulidad 
de cosa juzgada fraudulenta contra resoluciones que no se pronuncian sobre el 
fondo con la calidad de cosa juzgada: “Con esta demanda de nulidad de cosa 
juzgada fraudulenta se pide que se declare la nulidad del proceso judicial del 
expediente N° 8516-2007 seguido ante el Séptimo Juzgado Civil Sub Espe-
cialidad Comercial de Lima, por haberse afectado el debido proceso cometido 
por la demandante de dicho proceso; (…) El artículo 178 del Código Procesal 
Civil precisa el objeto que puede cuestionarse con estas demandas; esto es la 
sentencia o el acuerdo homologado por el juez; (…) En el caso de autos, la de-
manda interpuesta no da cuenta de ninguno de los actos procesales objeto de 
cuestionamiento, en este tipo de demandas: por lo que en virtud de lo expues-
to y de conformidad con lo previsto en el inciso 6 del artículo 427 del Código 
Procesal Civil” (Exp. N° 00259-2012; 41º Juzgado Civil de Lima).

En la misma perspectiva, cuando se ha cuestionado resoluciones judicia-
les distintas a las que una vez firmes generan cosa juzgada, el juez ha optado 
por su improcedencia por petitorio jurídicamente imposible: “Que, en ese sen-
tido, de la revisión de la demanda y anexos presentados se advierte que las re-
soluciones materia de la nulidad solicitada en el presente proceso no consti-
tuyen sentencia ni acuerdo homologado por el juez que pone fin al proceso; 
por lo que, resulta un petitorio jurídicamente imposible demandar la nulidad 
de cosa juzgada fraudulenta de resoluciones que no correspondan a las descri-
tas en el artículo citado en el considerando precedente” (Exp. N° 01031-2012; 
38º Juzgado Civil de Lima). Para graficar este panorama el Exp. N° 01274-
2012; 20º Juzgado Civil de Lima precisa que: “[C]onforme al artículo 121 
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del Código Procesal Civil: ‘mediante los autos el juez resuelve la admisibili-
dad o rechazo de la demanda o de la reconvención, el saneamiento, interrup-
ción, conclusión y las formas de conclusión especial del proceso, el conceso-
rio o denegatorio de los medios impugnatorios, la admisión, improcedencia o 
modificación de medidas cautelares y las demás decisiones que requieran mo-
tivación para su pronunciamiento’, en tanto que la nulidad de cosa juzgada 
fraudulenta persigue dejar sin efecto las resoluciones que ponen fin al proceso 
(sentencia o la del acuerdo de las partes homologado por el Juez que pone fin 
al proceso), bajo los supuestos contenidos de manera definitiva en el artículo 
178 del Código Procesal Civil”.

En ocasiones se asumió que la prescripción adquisitiva invocada por una 
persona que detentaba un título de propiedad incurría en un imposible jurídi-
co: “En el presente caso, el demandante refiere que viene ocupando el inmue-
ble submateria de buena fe por espacio de veintitrés años acreditando su dicho 
con el respectivo contrato de compraventa de fecha 6 de abril de 1988 cele-
brado entre el recurrente y los demandados; sin embargo, pretende que el Juz-
gado le declare como propietaria por usucapión, pese a haber adjuntado dicho 
contrato de compra venta celebrado entre las personas de Elide Faina Ros-
si Chumpitazi de Rodríguez, Abraham Gino Rossi Chumpitazi, actuando este 
último por derecho propio y en representación de Lastenia Chumpitazi Asín 
Vda. de Rossi, de Juan Antonio Rossi Carassa e Ivone Luz Rossi Chumpita-
zi de Bancalari (como vendedores) y Luciano Reyna Romero y Eleodora Yac-
tayo Luyo (como compradores); por tanto, nos encontramos ante la presencia 
de un petitorio física y jurídicamente imposible, sin perjuicio de que la deman-
dante pueda hacer valer su derecho con arreglo a ley si es que los vendedo-
res no cumplieron con formalizar la transferencia del referido inmueble a su 
favor” (Exp. N° 01415-2012; 20º Juzgado Civil de Lima). Este criterio tuvo 
también como fundamento el Exp. N° 3992-97: “Resulta jurídicamente impo-
sible solicitar la declaración de propiedad por prescripción adquisitiva, si se 
afirma haber adquirido esta por contrato de compraventa”.

Pretensiones prohibidas por la ley incurren en la causal de imposibilidad 
jurídica del petitorio: “[R]esulta pertinente tener en consideración lo normado 
en el artículo 985 del Código Civil, dispositivo que preceptúa: ‘La acción de 
partición es imprescriptible y ninguno de los copropietarios, ni sus sucesores 
pueden adquirir por prescripción los bienes comunes’; dispositivo legal que 
expresamente prohíbe oponer pretensiones como la que se persigue a través de 
la demanda materia de la presente calificación.(…) Efectivamente, nuestro or-
denamiento sustantivo ha señalado en forma clara y expresa la imposibilidad 
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jurídica que un copropietario pretenda adquirir por prescripción el bien suje-
to a dicha copropiedad, por lo que estamos frente una pretensión jurídicamen-
te imposible, sujetándose así a la causal de improcedencia prevista en el in-
ciso sexto del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00244-2012; 
31º Juzgado Civil de Lima).

Se ha considerado también como un supuesto de imposibilidad jurídica 
del petitorio, aquellos pedidos de otorgamiento de escritura pública que no in-
volucren la formalización de un acto de compraventa: “[D]el escrito de de-
manda y anexos se advierte lo siguiente: 1) el recurrente solicita el otorga-
miento de escritura pública de la tienda Nº 1, Edificio ‘B’ Block 15, Rubro: 
Ropa, ubicado en el Centro Comercial Polvos Azules; 2) se advierte que la 
demanda tiene como pretensión el otorgamiento de escritura, en mérito a un 
‘Acta de Adjudicación de Tienda’, instrumental en la cual hace referencia a la 
tienda Nº 1, Edificio ‘B’ Block 15, Rubro: Ropa, ubicado en el Centro Comer-
cial Polvos Azules, advirtiéndose en la citada instrumental solo la asignación 
de la citada tienda a favor de la parte accionante, mas no la transferencia de 
venta, asimismo, en la citada instrumental materia de otorgamiento de escritu-
ra, no versa monto alguno de venta, ni la forma de pago, ni los linderos, ni la 
ubicación de la calle o avenida en que se encuentra ubicada la tienda materia 
de litis” (Exp. N° 00565-2012; 22º Juzgado Civil de Lima).

Otra manifestación del imposible jurídico se verifica en las pretensiones 
de colación de bienes cuando el bien transferido por el causante no operó a 
modo de liberalidad: “[P]odemos entender como colación de bienes, como la 
obligación que tiene el heredero forzoso que concurra con otros que también 
lo sean a una sucesión, a traer a la masa hereditaria los bienes, o valores que 
hubiese recibido del causante de la herencia, en vida de este, por donación 
u otro acto de liberalidad, siempre que el bien haya sido materia de dona-
ción u cualquier otro acto de liberalidad; sin embargo, desprendiéndose de 
los anexos de la demanda, que la propiedad que adquiere la demandada San-
dra Elsa MacDonald Temple y a su cónyuge Juan Eduardo Calderón Fernald 
sobre el inmueble ubicado en la Av. Juan Antonio Pezet N° 1468 , constitui-
do por el lote 1 de la Mz. 25, Urb. Oeste del Golf Club, Distrito de San Isidro, 
Bien Inmueble inscrito en la partida Electrónica N° 07034269, fue adquiri-
do mediante la figura de compra venta, conforme se desprende de la escritura 
pública de fecha dieciocho de octubre del año dos mil dos, otorgado ante no-
tario público Maria Soledad Pérez Tello; por lo que se debe significar con su-
jeción a lo expuesto, que una cosa es acto jurídico de donación o un acto jurí-
dico que comporte liberalidad y otra cosa muy distinta es un acto jurídico de 
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compraventa; (…) Que siendo ello así, se advierte claramente que el petitorio 
de la demanda es jurídicamente imposible, toda vez que el acto jurídico que se 
pretende colacionar no se contrae a un acto jurídico de donación u otro acto ju-
rídico que comporte un acto de liberalidad, sino todo lo contrario se pretende 
colacionar un bien inmueble que ha sido materia de un acto jurídico de com-
praventa lo que torna la demanda jurídicamente imposible” (Exp. N° 01210-
2012; 5º Juzgado Civil de Lima).

Ahora bien, según el artículo 43 del Código Civil, los privados de discer-
nimiento son personas absolutamente incapaces, porque se considera que ca-
recen de las aptitudes mínimas para gobernarse a sí mismos y administrar sus 
bienes. En este sentido si bien es cierto que el demandante refiere que doña 
Clara Aurora Espinoza Gala se encontraba privada de discernimiento a la ce-
lebración de la indicada escritura pública de donación también lo es que dicho 
estado de incapacidad de ejercicio debe ser declarado judicialmente en la vía 
correspondiente. Lo que quiere decir que, jurídicamente no es admisible que 
se pretenda la nulidad de la escritura pública de donación por la causal con-
tenida en el inciso 2 del artículo 219 del Código Civil, sin que previamente 
se haya declarado judicialmente el estado de incapacidad de la otorgante; por 
tanto, nos encontramos ante la presencia de un petitorio física y jurídicamente 
imposible (Exp. N° 01519-2012; 20º Juzgado Civil de Lima).

8.	 Configuración de una indebida acumulación de pretensiones

(artículo 427, inciso 5 del Código Procesal Civil)

Una evidente omisión de nuestro Código Procesal Civil fue no regular 
expresamente la conexidad para la acumulación de pretensiones (de la llama-
da acumulación objetiva originaria), con lo cual se aisló de sus antecedentes 
normativos(41); sin embargo en mayor o menor medida la judicatura ha asu-
mido la necesidad de observar la acumulación de pretensiones absolutamen-
te desvinculadas pese a que el conflicto se produzca entre las mismas partes.

(41)	 El Código de Santa Cruz de Procedimientos Judiciales establece que la acumulación de acciones tie-
ne como requisito que estas no sean “inconexas” (Título Cuarto, numeral 74). El Código de Enjuicia-
miento en Materia Civil por su parte establecía que “en una misma demanda pueden intentarse accio-
nes diversas, pero no contradictorias” (artículo 583). El Código de Procedimientos Civiles mantuvo 
esta regulación con mayor minuciosidad en el trámite.
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Dos o más pretensiones son contrarias entre sí cuando existe una impo-
sibilidad jurídica o material de que sean declaradas fundadas conjuntamente. 
Este causal tiene un profundo arraigo en la tradición procesal española como 
en los Códigos que precedieron al vigente.

Una excepción legal a la regla permite la acumulación de pretensiones 
contrarias siempre que se encuentren en una relación de prioridad o condicio-
nalidad entre ellas. De acuerdo con nuestro Código estas relaciones son de al-
ternatividad o subordinariedad.

Las pretensiones que se intenten acumular deben de ser de competencia de 
un mismo órgano jurisdiccional, por lo tanto si las pretensiones son de compe-
tencia de distintos jueces, la acumulación no debería proceder.

De acuerdo con el artículo 11 del CPC la competencia por la cuantía se 
determina por el valor de la suma de todas las pretensiones formuladas, por lo 
que la cuantía no constituye un criterio que pueda generar inconvenientes. En 
cuanto a la competencia territorial el artículo 15 del CPC establece si el de-
mandado tiene varias domicilio o si existen varios demandados es competen-
te el juez del domicilio de cualquiera de ellos, por lo que tampoco podría pre-
sentarse un caso de improcedencia en la acumulación.

Sin embargo, si resulta relevante en cuanto a la competencia por materia, 
pues esta no admite pretensiones que sea competencia de jueces distintos por 
la materia.

En cuanto a que las pretensiones respondan a una misma vía procedimen-
tal, este requisito busca que este proceso se desarrolle ordenadamente en un 
solo procedimiento, sin embargo resulta un criterio inflexible que atenta con-
tra los fines de la acumulación.

Se permite en algunas legislaciones que se tramiten las pretensiones en la 
vía procedimental más lata, toda vez que la vía corta favorece la demandante, 
y por lo tanto este puede renunciar a tal situación favorable. Asimismo, la tra-
mitación de todas las pretensiones en la vía más larga favorece al demandado, 
en tanto que los palazos de defensa cortos pueden alargarse. En este escenario, 
no habría violación a la garantía de defensa del demandado.

 La pretensión objeto del proceso se puede definir, pues, como la petición 
de una determinada consecuencia jurídica dirigida al órgano jurisdiccional 
frente a otra persona, fundamenta en unos hechos de la vida que se afirman 
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coincidentes con el supuesto de hecho de una norma jurídica, de la cual se 
hace derivar la consecuencia pretendida(42).

El incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 85 del CPC 
resulta ser un defecto perfectamente subsanable, pues tanto la competencia 
como la diversa forma de vía procedimental o el que las pretensiones sean 
contradictorias, permiten que le demandante decida cuál de las pretensiones 
mantiene en el proceso.

Únicamente nos encontramos ante un supuesto de indebida acumulación 
de pretensiones cuando se incumple algún requisito de la acumulación, por lo 
que el error al señalar el criterio lógico de acumulación de pretensiones esta-
blecida en el artículo 87 del CPC no genera un supuesto de indebida acumu-
lación de pretensiones. En efecto, el error al señalar cuál es el criterio lógico 
de acumulación no es un vicio procesal de carácter insubsanable, pues dicho 
error puede ser subsumido en una causal de inadmisibilidad como el denomi-
nado petitorio incompleto o impreciso.

Ahora, considero que en materia de criterios de acumulación, resulta alec-
cionador un pronunciamiento emitido por la Sala Civil Transitoria en la Cas. 
N° 1556-2009-Ica la cual evaluó una respuesta adecuada al contexto cuando 
la pretensión principal es tramitable en vía proceso de conocimiento o de cog-
nición plenaria, y la accesoria correspondía por su cuantía a una vía abrevia-
da o sumarísima; se reconocía que un pronunciamiento literal de los criterios 
de acumulación llevaba a considerar que se incumplían (que sean tramitables 
en la misma vía procedimental y eventualmente la que sean competencia del 
mismo Juez), sin embargo la resolución casatoria lo determinante es la conexi-
dad que existía entre la pretensión de nulidad de acto jurídico e indemniza-
ción. Por otro lado, siendo una declaración de improcedencia una barrera legal 
a la tutela jurisdiccional, la Sala estimó la necesidad de fijar criterios para eva-
luar las aparentes incompatibilidades o contradicciones que existiesen entre 
las pretensiones acumuladas; i) Inclinación por la voluntad del actor en caso 
de duda; ii) Evaluación conjunta de la demanda, y iii) Preferir el sentido en el 
que la petición logre algún efecto; a esto le llama interpretación racional de la 
demanda, y tiene por objeto limitar las prácticas denegatorias de la acción ha-
ciendo efectivo el favor processum / pro actione, aunque no lo ha declarado 
expresamente; pero es el aspecto más resaltante de la decisión.

(42)	 ASENCIO MELLADO, José María. Derecho procesal civil. Tirant lo Blanch, Valencia, 1997,  
p. 109.
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Admitir la posibilidad que pretensiones accesorias que postuladas inde-
pendientemente serían materia de un proceso de cognición distinto al de la 
pretensión principal, puedan dilucidarse conjuntamente con esta última, a su 
vez concretiza el principio de economía procesal, porque reduce los efectos 
nocivos de multiplicar la carga jurisdiccional, en tanto el demandante se ve 
obligado a presentar dos demandas ante dos órganos judiciales incrementan-
do la posibilidad de fallos contradictorios. Finalmente, la Sala apunta a su-
brayar el hecho que esta nueva forma de aprehender el análisis de la debida 
acumulación de pretensiones no afecta en lo absoluto la garantía de la defen-
sa del demandado quien incluso podrá resistir la pretensión accesoria contan-
do con plazos más latos, situación que no lesiona aspectos sensibles del debi-
do proceso.

Retomando los criterios del juez calificador, algunos pronunciamientos la 
definen de la siguiente forma a la acumulación de pretensiones: “El instituto 
de la acumulación tiene su apoyo en los postulados de economía procesal y de 
mayor justicia y certeza en la decisión, toda vez que el proceso es un instru-
mento útil para que el hombre logre la tutela jurisdiccional con la mayor eco-
nomía y el menor desgaste psicológico; sin embargo, lo expuesto no justifica 
que se acumule a un solo proceso toda suerte de pretensiones que los justicia-
bles tengan con respecto a una o más personas” (Exp. N° 00949-2011; 
27º Juzgado Civil de Lima).

En materia de acumulación subjetiva también ha existido pronunciamien-
to de rechazo liminar alrededor del establecimiento de la relación procesal: 
“[E]stando a lo antes glosado y desprendiéndose del texto de la demanda y de 
la copia de la partida registral Nº 43644467 que obra a fojas 19, que la Do-
nación materia de la Nulidad y su aclaración de fechas 6 de agosto de 2008, 
y 2 de setiembre de 2008, han sido celebradas solo por las personas de Isabel 
Queirolo Nicolini de Drago, a favor de doña Francesca Drago Layseca, mo-
tivo por el cual no ha intervenido en las referidas Escritura Pública de Dona-
ción cuya Nulidad se demandan la persona de don Guido Germán Drago Ey-
zaguirre, es evidente que la presente demanda no puede prosperar, por cuanto 
no emana de un mismo título la pretensión demandada contra los tres empla-
zados, ya que todos los demandados no han intervenido en las referidas Es-
crituras Públicas de Donación se demanda” (Exp. N° 04820-2011; 11° Juzga-
do Civil de Lima).

Asimismo, el juez-calificador también observó la acumulación subjeti-
va en el Exp. N° 4623-2011; 23° Juzgado Civil de Lima, por cuanto por la 
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existencia de diversos títulos los emplazados deberá realizar su defensa de 
manera independiente: “[E]n el presente caso del petitorio y de los fundamen-
tos de hechos de la demanda, se advierte que no opera los requisitos que exige 
el artículo 86 del Código Procesal Civil para que se proceda a la acumulación 
subjetiva, por cuanto si bien el demandante dirige la presente acción contra 
Servicios y Transportes Panamericana S.A., Banco Wiese Sudameris S.A., 
Shell del Perú S.A. y/o Shell Lubricantes del Perú S.A. y Michelin del Perú 
S.A.; también se observa que no todos ellos han participado en la celebración 
de los actos que se pretenden cuestionar con la presente demanda de nulidad 
de acto jurídico; por cuanto son relaciones jurídicas distintas, (…); por lo que 
en la hipótesis de que sea admitida la demanda cada uno de los demandados 
tendría que alegar su derecho de defensa correspondiente, respecto a cada uno 
de los actos que se cuestionan en la presente demanda”.

En el caso que el juez advierta que las pretensiones acumuladas debe tra-
mitarse como autónomas podrá observar la demanda: “Se tiene que las preten-
siones accesorias antes citadas no son tales como se pretende, pues dichas pre-
tensiones accesorias son principales y autónomas, cada una tiene sus propios 
fundamentos y sujetas a probanza propia; y por consiguiente el amparo de la 
pretensión principal no conlleva necesariamente el amparo de las pretensiones 
accesorias” (Exp. N° 01432-2012; 1º Juzgado Civil de Lima).

Tenemos que en un solo proceso no se pueden dilucidar la declaratoria de 
herederos conjuntamente con la nulidad de una transferencia de un bien que 
perteneció a la masa hereditaria por provenir de distintos títulos: “Al respec-
to en el caso que nos avoca se advierte que el actor interpone demanda por las 
siguientes pretensiones: 1.- Petición de Herencia, y 2.- Nulidad de Acto Jurí-
dico de compra - venta , sin tener en cuenta que si lo que se pretende cuestio-
nar es la supuesta transferencia realizada por sus coherederos a favor de don 
Ernesto Enrique Delhonte Cagna (quien viene a ser un tercero), no estaba ju-
rídicamente en posibilidad de acumular ambas pretensiones como principales 
pues se originan en distintos títulos, esto es que la petición de herencia se ori-
gina en un Título de sucesión intestada, en tanto que la Nulidad de Acto Jurídi-
co de Compraventa se origina en un Contrato celebrado con un tercero que en 
todo caso podría ser cuestionado en Proceso independiente, ya que involucra 
principalmente los intereses de un tercero (el adquirente), que no tiene por que 
participar en la discusión de un tema sucesorio al que se refiere precisamen-
te la Petición de herencia” (Exp. N° 00949-2011; 27º Juzgado Civil de Lima).
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Un gran grupo de demandas es rechazada por acumular pretensiones 
cuya cuantía no corresponde a la vía procedimental de la pretensión prin-
cipal: “[E]n el presente caso, a través de la acción de nulidad de acto jurídico, 
se peticiona: 1) Se declare nula y sin valor legal el acto jurídico de transferen-
cia del vehículo de placa de rodaje COB-049, 2) Se declare nula la tarjeta de 
propiedad otorgado por Autofondo SAC y Sunarp, 3) Solicita la cancelación 
del registro vehicular; Asimismo como acumulación solicita la restitución de 
lo indebidamente cobrado que vendría hacer la indemnización por daños y 
perjuicios por el monto de US$ 20.000.00; (…) Que, de las pretensiones alu-
didas, respecto a la solicitud de indemnización de la cuantía que solicita que 
es de US$ 20.000.00 equivalente en moneda nacional S/. 53.800.00 nuevos 
soles (tipo de cambio 2.69) el cual corresponde a más de 149 URP, el mismo 
que por la cuantía establecida debe tramitarse en la vía Abreviada, tal y como 
lo establece el artículo 488 del Código Procesal Civil, cuya vía es distinta a la 
pretensión principal y siendo requisito de la acumulación objetiva que las pre-
tensiones sean tramitas en una misma vía procedimental tal y como lo señala 
el artículo 85 inciso 3 del Código Procesal Civil” (Exp. N° 00049-2012; 
34º Juzgado Civil de Lima).

Igual tenor de criterio afronta la acumulación de una pretensión interdictal 
con una indemnizatoria como accesoria cuyo monto supera vía sumarísima: 
“Debe tenerse presente, en primer lugar, que la parte accionante ha expresa-
do en su demanda una pretensión principal de interdicto de retener, la misma 
que, conforme lo dispone el artículo 546 del Código Procesal Civil, se trami-
ta por la vía del proceso sumarísimo. (…) Sin embargo, ha acumulado a su de-
manda una pretensión accesoria pidiendo se ordene a la institución demanda-
da el pago de una indemnización, que al fijarla en la suma de cincuenta mil y 
00/100 nuevos soles, se verifica que la misma supera las cien unidades de refe-
rencia procesal, por lo que le correspondería sustanciarse como proceso abre-
viado y de competencia del Juez de Paz Letrado, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 488 del Código Procesal Civil, modificado por la Ley Nº 29057. (…) 
Dentro de este orden de ideas, nos encontramos ante una indebida acumula-
ción de pretensiones, la que está prevista como causal de improcedencia de 
la demanda por el inciso 7 del artículo 427 del Código Procesal Civil” (Exp.  
N° 00264-2012; 32º Juzgado Civil de Lima).

“[D]e la revisión de la demandada se advierte que el demandante, solici-
ta una demanda acumulativa subjetiva y objetiva originaria y accesoria, pe-
ticionando como pretensión principal: 1) La Nulidad del acto jurídico conte-
nida en la minuta de Compra Venta de fecha 15 de setiembre de 2010; como 
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pretensiones accesorias: 1) La Reivindicación y restitución de la propiedad 
que se ordene en ejecución de sentencia; 2) La Indemnización por Daños y 
Perjuicios por la suma de S/. 275.000 nuevos soles, cuya cuantía equivale a 
menos de 10000 URP, por lo cual la misma no posible ser tramitada en la vía 
de conocimiento, ya que por la cuantía solicitada la indemnización debería 
ser tramitada en la Vía Abreviada” (Exp. N° 01527-2012; 34º Juzga-
do Civil de Lima).

De igual forma existirá indebida acumulación si en una demanda de inefi-
cacia de acto jurídico se solicite como indemnización un monto que no corres-
ponda a la vái del proceso de conocimiento: “Debe tenerse presente, en primer 
lugar, que el accionante ha expresado en su demanda una pretensión principal 
de ineficacia de acto jurídico a título oneroso, la misma que, conforme lo dis-
pone el artículo 200 del Código Civil, se tramita por la vía del proceso de co-
nocimiento (…). Sin embargo, ha acumulado a su demanda una pretensión ac-
cesoria pidiendo se ordene a los demandados el pago solidario de una suma 
de doce mil novecientos cincuenta y 00/100 nuevos soles, se verifica que la 
misma apenas supera las treinticuatro unidades de referencia procesal, por lo 
que le correspondería sustanciarse como proceso sumarísimo y de competen-
cia del Juez de Paz Letrado, conforme a lo dispuesto en el artículo 547 del Có-
digo Procesal Civil, modificado por la Ley Nº 29566” (Exp. N° 00753-2012; 
32º Juzgado Civil de Lima).

Finalmente: “Si bien la pretensión indemnizatoria tiene una cuantía que 
corresponde a un proceso de conocimiento, como señala la misma deman-
da, lo que puede extenderse a la pretensión de declaración de porcentajes, no 
ocurre lo mismo con la pretensión de división y partición, pues la Cuarta Dis-
posición Final del Código Procesal Civil establece que la pretensión previs-
ta en el artículo 984 del Código Civil, que corresponde a la de división y par-
tición y que sirve de fundamento jurídico a la demanda que antecede, se debe 
tramitar a través del proceso abreviado” (Exp. N° 01086-2012; 32º Juzgado 
Civil de Lima).

Llegado a este punto vale precisar qué pretensiones serían tramitadas 
siempre bajo la vía abreviada según el propio Código Procesal Civil para te-
nerse en cuenta al elaborarse una eventual acumulación.
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Aplicación de la vía abreviada en algunas pretensiones según la cuarta 
disposición complementaria del código procesal civil

Pago de remuneraciones por 
servicios prestados como conse-
cuencia de un vínculo no laboral.

Solicitud de privación de la patria 
potestad.

Autorización judicial a los he-
rederos tras falta de acuerdo, para 
difundir comunicaciones pertene-
cientes a sus respectos causantes 
(autor y destinatario).

Autorización para que los hijos 
vivan separados de sus padres 
(colocación familiar).

Solicitud de cese e indemnización 
frente a actos que lesionen el 
derecho al nombre.

Solicitud de restitución de la 
patria potestad.

Solicitud de cese y indemnización 
frente a la usurpación del nombre.

Solicitud para fijar retribución del 
tutor.

Impugnación judicial por cambio o 
adición de nombre.

Solicitud de remoción de albacea.

Impugnación judicial de acuerdos 
de asociaciones.

Partición judicial de bienes por 
heredero o acreedor.

Sustitución judicial del régimen 
de sociedad de gananciales por el 
de separación por abuso de las fa-
cultades del cónyuge.

Declaración judicial de pres-
cripción adquisitiva.

Existe indebida acumulación en los casos que el juez advierta que se acu-
mulan una pretensión de cambio de nombre con otra de rectificación de parti-
da: “[S]e advierte del petitorio este contiene una acumulación objetiva de pre-
tensiones, teniendo como pretensión principal la rectificación de partida de 
nacimiento de la madre del recurrente, fallecida el 2 de julio de 1982; y como 
pretensión accesoria la rectificación de la partida de nacimiento del recurrente, 
respecto a que se ha omitido en su partida de nacimiento el segundo apellido 
de su padre y de su madre y que se rectifique la nacionalidad de de su padre. 
(…) Que, en tal orden de ideas se advierte que la pretensión de Rectificación 
de Partida (respecto a la nacionalidad del padre del recurrente) tiene como vía 
procedimental propia la No Contenciosa, conforme a lo previsto en el inciso 9)  
del artículo 749 del Código Procesal Civil, siendo de competencia el Juez de 
Paz Letrado; mientras que a la pretensión de adición del segundo apellidos de 
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sus padres en su partida de nacimiento, es de competencia del juez civil” (Exp. 
N° 02135-2011; 24º Juzgado Civil de Lima).

No se puede invocar acumulativamente una pretensión de accesión con 
una de demolición de lo edificado sino se precisa el factor de acumulación 
que admita la coexistencia de dos pretensiones contradictorias: “[R]especto a 
la pretensión invocada (accesión), cabe precisar que el artículo 938 del Códi-
go Civil señala que ‘El propietario de un bien adquiere por accesión lo que se 
une o adhiere materialmente a él’; mientras que, por otro lado el artículo 943 
del citado código señala que ‘Cuando se edifique de mala fe en terreno aje-
no, el dueño puede exigir la demolición de lo edificado si le causare perjui-
cio, más el pago de la indemnización correspondiente o hacer suyo lo edifi-
cado sin obligación de pagar su valor’. De lo expuesto, se establece que tanto 
la accesión como la demolición de lo indebidamente construido y devolución 
del área ocupada constituyen pretensiones contrarias y contradictorias, al te-
ner ambas sustentos legales que son excluyentes entre sí, razón por la cual la 
presente demanda debe ser desestimada” (Exp. N° 2395-2011; 35º Juzgado 
Civil de Lima).

Para algunos jueces-calificadores, la pretensión de restitución de bien no 
puede acumularse accesoriamente a la nulidad de acto jurídico del contra-
to que lo tenía por objeto: “[E]n virtud del considerando precedente y anali-
zada la demanda incoada se advierte que la misma deviene en improcedente 
por contener una indebida acumulación de pretensiones; ya que como preten-
sión principal se peticiona la ‘Nulidad de Acto Jurídico’ contenido en las Es-
crituras Públicas de Compra Venta de Derechos y Acciones de fechas 23-08-
11 y 9-11-11 celebrada entre Irene Yolanda Acosta Soria Viuda de Cano y José 
Luis Galliquio Palomino y de este con Magnolia Quispe Rojas respectiva-
mente, y como segunda pretensión accesoria la “restitución por parte de la co 
demandada Magnolia Quispe Rojas de la parte del inmueble de propiedad de 
la demandante” que ocupa en la Avenida Abelardo Gamarra Número 408, Ur-
banización El Bosque - Distrito del Rímac. Que, la demanda así interpuesta 
deviene en inviable; por cuanto, en caso de ampararse la pretensión principal, 
la sentencia en materia de nulidad es meramente ‘declarativa’, donde se limita 
a constatar que se ha producido la causal de nulidad y que el negocio nunca ha 
producido efectos jurídicos, no pudiéndose solicitar la restitución de la pose-
sión del inmueble como pretensión accesoria, debido a que no depende de lo 
que se resuelva en el principal; y, asimismo no deriva, ni es una consecuencia 
de esta (pretensión principal)” (Exp. N° 282-12, 17º Juzgado Civil de Lima).
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En un proceso de ejecución se puede hacer efectivo el pago de arriendos 
pero no puede acumularse el cobro de penalidades pactadas: “A que, la preten-
sión de pago de arriendos es tramitable en vía de proceso de ejecución estan-
do a lo dispuesto en el artículo 688 inciso 9 del Código Procesal Civil, siendo 
que en este caso el título ejecutivo está constituido por el documento impago 
de renta por arrendamiento. En cambio, las pretensiones de pago de penalidad 
invocadas no se encuentran en ninguno de los supuestos del artículo 688 del 
código adjetivo, y por ende no son tramitables en la vía de proceso de ejecu-
ción, sino en la vía de proceso abreviado estando al monto de la cuantía” (Exp. 
N° 01023-2012; 7º Juzgado Civil de Lima).

Una pretensión de nulidad de acto jurídico no es acumulable con una de 
impugnación de acuerdos porque pertenecen a vías distintas: “[D]e la revi-
sión de la presente demanda se verifica que si bien es cierto se solicita la nu-
lidad del acto jurídico, contenido en la Escritura Pública de fecha 28 de abril 
del 2005 y como pretensión accesoria la nulidad del Reglamento Interno con-
tenido en la citada Escritura Pública, lo que se pretende en realidad es impug-
nar la convocatoria a la Junta General Extraordinaria de Propietarios de fecha 
13 de diciembre del 2004, donde se acordó por unanimidad la aprobación del 
Reglamento Interno General que unifica todos los Bloques (Ley N° 27157) 
y el nombramiento de la Junta Directiva del Centro Comercial Caminos del 
Inca Bloques A, B, C, atribuyéndoles la calidad de actos jurídicos, sin embar-
go debe tenerse presente que los asociados del Centro Comercial Caminos del 
Inca, solo pueden impugnar judicialmente sus acuerdos en la forma y requisi-
tos que establece para su caso el numeral 92 de la norma sustantiva, precitada, 
mediante un proceso de impugnación judicial de acuerdos en la vía de proce-
so abreviado” (Exp. N° 02335-2011; 28º Juzgado Civil de Lima).

En este orden de ideas se tiene que la pretensión de resolución de contra-
to es una pretensión inapreciable en dinero, y por su naturaleza y complejidad 
se tramita en proceso de conocimiento (tal como lo ha propuesto la deman-
dante); en tanto que, la pretensión de pago de suma de dinero (obligación de 
dar suma de dinero) teniendo en cuenta el monto del petitorio (seis mil tres-
cientos sesentiocho nuevos soles con cuarentinueve céntimos), se tramita en la 
vía de proceso sumarísimo y por ante una Judicatura de Paz Letrado, asimis-
mo la pretensión de indemnización, habiendo sido estimado dinerariamente, 
en la suma de diez mil dólares americanos, se tramita en la vía procedimen-
tal sumarísima (véase el artículo 547 último párrafo del Código Procesal Ci-
vil); por lo que esta Judicatura considera que la demanda objeto de califica-
ción contiene una indebida acumulación objetiva de pretensiones, por cuanto 
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las planteadas por la parte demandante no son tramitables en la misma vía pro-
cedimental y no son de competencia del mismo Juez (Exp. N° 01558-2012; 
9º Juzgado Civil de Lima).

Contrario a lo sostenido por el accionante el acogimiento de la pretensión 
de Nulidad de Acto Jurídico, no va generar que se estime la pretensión de in-
demnización, al tener esta ultima presupuestos facticos y probatorios propios 
y autónomos que impiden que sea acumulada en forma accesoria (los cuales 
en el caso de la indemnización están relacionados con la acreditación de to-
dos los elementos de la responsabilidad civil como son la Imputabilidad, Ili-
citud, Factor de Atribución, Daño y Nexo Causal) requisitos que impiden que 
sea acumulada en la calidad mencionada, defecto que determina el rechazo li-
minar al advertirse en la demanda una indebida acumulación de pretensiones 
(Exp. N° 1641-2012; 15º Juzgado Civil de Lima).

9.	 Improcedencia en el proceso ejecutivo

Son también improcedentes sin invocar una causal expresa, aquellas que 
inician un proceso ejecutivo sin que la obligación sea exigible: “[D]ebe veri-
ficarse, en primer lugar, si la obligación demandada resulta ser cierta y expre-
sa, es decir, que estén claramente determinadas en el título las prestaciones a 
cargo de las partes, además de exigible, pues la inexigibilidad concurre cuan-
do por razones de tiempo (plazo no vencido), lugar (distinto al señalado en el 
titulo para el cumplimiento de la obligación) o modo (condición, cargo o for-
ma acordada que debe cumplirse) no puede ser reclamada válidamente” (Exp. 
N° 01679-2011; 34º Juzgado Civil del Lima).

Los títulos valores entregados en garantía no tienen mérito ejecutivo: “En 
el caso concreto, se observa que la ejecutante pretende el pago de sesenta y 
mil nuevos soles que deberá cumplir la ejecutada en mérito al cheque de pago 
diferido entregado ‘en garantía’ con fecha 27 de julio de 2011; y, en aplicación 
de la norma legal citada, la presente acción resulta manifiestamente improce-
dente, por no contener dicho cheque los requisitos formales del título ejecu-
tivo, concordante con el artículo 690 F del Código adjetivo glosado” (Exp.  
N° 492-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo).

10.	Concurrencia de varias causales en un solo hecho

Se presentó en un caso por el cual se solicitaba la rendición de cuentas de 
una persona que no fue nombrada como albacea y solo tenía la administra-
ción de facto de los bienes: “[S]e advierte la inexistencia de testamento alguno 
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mediante el cual se nombre como albacea al demandado Luis Eduardo Tavo-
lara Cipriano, siendo este un administrador de facto de los bienes de la suce-
sión de Josephine Gembs Freundt, como el mismo demandante refiere; por lo 
que, incorrectamente se puede invocar la aplicación del artículo 794 del Códi-
go Civil, por estar referido a los casos en los que se haya nombrado un albacea 
y este deba cumplir con su obligación de rendir cuenta a los sucesores. (…) 
sin perjuicio de ello, se advierte que el informe, materia de oposición, emi-
tido por el demandado tiene como fecha 8 de junio de 2009; por lo que, aun 
en el caso de haberse nombrado albacea, de conformidad con el artículo 778 
en mención, las cuentas se entienden aprobadas toda vez que han transcurri-
do en exceso el plazo de caducidad de sesenta días para solicitar judicialmente 
su desaprobación (…) Por tales razones, advirtiéndose que en la presente de-
manda no se establece una conexión lógica entre el petitorio y los fundamen-
tos de hecho, y asimismo, por ser un petitorio jurídicamente imposible por no 
tener la calidad de albacea el demandado” (Exp. N° 00811-2011; 43º Juzga-
do Civil de Lima).

En un proceso por el cual se solicita el otorgamiento de escritura pública 
se evidenció la ausencia de conciliación previa, además que mediante un do-
cumento de dación en pago no puede acreditarse dicha pretensión: “Atendien-
do a la pretensión demanda, cabe precisar que el petitorio de la demanda está 
referido al Otorgamiento de Escritura Pública del bien inmueble dado en pago 
por la deuda contraída por el demandado; y, lo cual se advierte que no ha sido 
objeto de la conciliación extrajudicial y cuya ejecución se pretende. Además 
que no se adjunta ninguna Minuta de Dación en Pago del bien inmueble cuyo 
otorgamiento de Escritura Pública se pretende mediante el presente proce-
so judicial; y para la valoración de la prueba debe acreditarse en este tipo de 
procesos la celebración del contrato; pues, dicha acta de conciliación no pue-
de constituirse como único medio para disponer el otorgamiento de Escritu-
ra Pública, además que corresponde al Juzgador valorar las pruebas que se 
ofrezcan de manera conjunta y razonada. En consecuencia dicho documento 
no constituye un medio idóneo para interponer la presente acción; siendo así, 
la presente acción resulta manifiestamente improcedente; por lo que se deja a 
salvo el derecho que le corresponda al recurrente para que lo haga valer en un 
proceso distinto al de autos; por no existir conexión lógica entre los hechos 
y el petitorio, el mismo que resulta jurídica y físicamente imposible” (Exp.  
N° 26-2012; 3º Juzgado Civil de Trujillo).

En el caso que nos ocupa a través de la presente demanda el recurren-
te, sustenta su pretensión en el hecho de ser propietario del bien inmueble 
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ubicado en la Urbanización Los Girasoles, Manzana E, Lote 21, del Distri-
to de La Molina, conforme a los medios probatorios que recauda a su deman-
da y esencialmente la copia legalizada del título de propiedad que corre como 
anexo 1-B. (…) Que, conforme se puede verificar de la Resolución de Vista 
N° 6 de fecha 25 de marzo de 2003, expedida por la Quinta Sala Civil de la 
Corte Superior de Lima, que en fotocopia se acompaña en el proceso princi-
pal signado como Expediente N° 49116-1998 seguido por Constructora Sa-
men S.R.L. (Cosamen) contra el Sindicato de Trabajadores de la Municipali-
dad de Lima y otro sobre Incumplimiento de Contrato, lo que se ha ordenado 
y es materia de la ejecución la entrega de 442 lotes de terreno, lo cual se co-
rrobora en la Resolución N° 130 de fecha 1 de junio de 2004, expedida por 
esta judicatura, no habiéndose dispuesto afectación cautelar alguna ni tam-
poco se ha ordenado el remate del inmueble que se indica; por lo que, no se 
configuran los presupuestos para la procedencia de la acción de tercería (Exp.  
N° 1475-2012; 9° Juzgado Civil de Lima). Respecto a la tercería, la Corte Su-
prema ha considerado que aparejar un documento que no tenga fecha cierta 
acarrea la improcedencia de la demanda. J5
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JURISPRUDENCIA SOBRE 
INADMISIBILIDAD

j1

CAS. Nº 4542-2010

El juez en función del principio pro actione debe permitir 
subsanar la demanda y no rechazarla(*)

En mérito a los principios de pro actione y Favorabilidad del proceso, 
a cuyo efecto es pertinente corregir la motivación de las resoluciones 
de mérito, pues en el presente caso se precisa que al existir las obli-
gaciones de carácter contractual o extracontractual, y exactamente 
en el presente caso sería una de carácter extracontractual, por lo que 
la demandante sí tiene legitimidad e interés para obrar, y conforme a 
sus hechos debió demandar una obligación de hacer, y en todo caso 
el Juzgado debió aplicar el inciso 3 del artículo 426 del Código Pro-
cesal Civil, es decir, para que se dé la oportunidad a la recurrente de 
interponer su demanda de obligación de hacer –destruir– las referi-
das conexiones clandestinas de desagüe (...), conforme a los hechos 
de la demanda.

CAS. N° 4542-2010-CUSCO. Obligación de No Hacer. Lima, catorce de diciembre del 
año dos mil once.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: Que después de revisar el expediente número cuatro 
mil quinientos cuarenta y dos del año dos mil diez en esta Sede, sobre Proceso de Obliga-
ción de No Hacer, con informe oral en Audiencia Pública de la data, emitida la votación 
del Supremo Colegiado conforme a la norma orgánica del Poder Judicial, expide la si-
guiente sentencia. MATERIA DEL RECURSO: Que se trata del recurso de casación in-
terpuesto por Rosie Barnes, a través del escrito de fojas ciento noventa y tres, contra la re-
solución de segunda instancia –resolución número ocho– de fojas ciento ochenta y uno, de 
fecha ocho de setiembre del año dos mil diez, que pronunció la Primera Sala Civil de la 
Corte Superior de Justicia del Cusco, mediante la cual confirmó el auto que declaró impro-
cedente la demanda. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE CASACIÓN: Que el re-
curso extraordinario de casación se declaró procedente por resolución de fecha diecisiete 
de marzo del año dos mil once, obrante a fojas diecisiete del cuadernillo de casación, por 
la primera causal del artículo 386 del Código Procesal Civil modificado por la Ley número 
29364, ya que la recurrente alega que las obligaciones son el vínculo jurídico en razón del 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 04/07/2012, p. 35592.
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cual una persona debe realizar una prestación a favor de otra, considerando que su origen 
no son solo los contratos o convenciones como erróneamente se manifiesta en la recurrida, 
pues conforme a la interpretación sistemática de nuestro ordenamiento legal las obligacio-
nes nacen del concurso real de la voluntad de dos o más personas o por disposición de la 
ley. Aduce que en el presente caso demanda el cumplimiento de la obligación de no hacer 
que tiene el demandado, consistente en que “no puede hacer que las aguas correspondien-
tes al predio de su propiedad discurran en los predios vecinos, salvo pacto distinto” con-
forme lo establece el artículo 964 del Código Civil. Agrega, que esta es una obligación de 
origen legal que tiene por fuente generadora la ley, no siendo necesario que los sujetos ac-
tivos o pasivos de la obligación manifiesten su voluntad de obligarse, comprometerse o 
cooperar recíprocamente. Y, CONSIDERANDO: Primero.- Que Rosie Barnes con fecha 
treinta de junio del año dos mil diez mediante su escrito de fojas cinco, interpuso deman-
da contra Carlos Vargas Arenas Chariarse, para solicitar que el demandado nombrado 
cumpla con la obligación de no hacer, que las aguas servidas correspondientes al inmueble 
de su propiedad discurran en el inmueble de propiedad de la recurrente, para lo cual soli-
citó alternativamente: i) Que el demandado destruya la conexión clandestina de desagüe, 
hecha en la red de desagüe de su propiedad o ii) Que la recurrente sea quien haga la des-
trucción de la referida conexión por cuenta del demandado. A cuyo efecto alega que es pro-
pietaria del inmueble numerado como Herrajes ciento setenta y uno, ubicado en las esqui-
nas de las calles Herrajes, Ruinas y Pasaje Inca Roca, del distrito, provincia y departamento 
del Cusco, y el demandado es propietario del inmueble colindante, quien entre el veintiséis 
de agosto del año dos mil tres al treinta y uno de diciembre del año dos mil tres, sin auto-
rización ni licencia de construcción o derecho alguno ha conectado en forma clandestina a 
la red de desagüe de propiedad de la recurrente, el desagüe del inmueble del demandado 
(aprovechando antiguas tuberías que datan de cuando los dos inmuebles eran uno solo), 
dañándolo con fugas de aguas servidas que remojan los muros de su vivienda y contami-
nan el medio ambiente. Estas construcciones clandestinas las realizó el demandado para 
evitar pagar a Seda Cusco por los servicios de agua y desagüe. Además que por diversas 
resoluciones administrativas ya se dispuso la demolición de la construcción ilegal y clan-
destina. Alega que el inmueble indicado se le hizo entrega con fecha treinta y uno de di-
ciembre del año dos mil tres y existe un procedimiento coactivo en el mismo que se ha dis-
puesto la demolición de lo ilegalmente construido por el demandado en el inmueble sito en 
Pasaje Inca Roca número ciento doce. Segundo.- Que la resolución de primera instancia 
de fojas doce, su fecha siete de julio del año dos mil diez, declaró improcedente la deman-
da, pues, el juez consideró que la recurrente pretende exigir el cumplimiento de una obli-
gación en la que no existe relación jurídica obligacional alguna, si se tiene en cuenta que 
la obligación es una relación jurídica y como toda relación jurídica está compuesta de ele-
mentos esenciales: los sujetos (activo y pasivo) y el objeto (lo debido por el deudor y lo 
que el acreedor está facultado a reclamar). En caso de la obligación de no hacer, esta resul-
ta exigible cuando el sujeto pasivo se compromete a un no hacer, es decir, la prestación de 
esta obligación es negativa, contiene una omisión o una abstención. En el presente caso, 
no existe relación obligacional alguna entre la demandante y el demandado, de modo que 
al demandado no le puede ser exigible una conducta a la que no se ha comprometido, con-
secuentemente la demandante carece de interés para obrar. Por lo que la demanda está in-
curra en la causal de improcedencia del artículo 427 inciso 2 del Código Procesal Civil. 
Tercero.- Que Rosie Barnes interpuso su recurso de apelación contra la resolución que de-
claró improcedente la demanda, para lo cual alegó que se entiende de forma errada que las 
obligaciones únicamente son las contractuales, pero existen distintas fuentes y formas de 
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origen de las obligaciones, como las obligaciones que resultan del mandato de la ley, y 
traen como consecuencia la responsabilidad de quien no las cumple, en este caso no hay 
manifestación del sujeto pasivo. La ley es la que dispone la obligación de no hacer discu-
rrir las aguas por el predio vecino al propietario del mismo. Cuarto.- Que este recurso fue 
proveído por resolución de segunda instancia de fojas ciento ochenta y uno, su fecha ocho 
de setiembre del año dos mil diez, que confirmó la resolución apelada que declaró impro-
cedente la demanda sobre obligación de no hacer, pues consideró que la demandante al 
formular la pretensión de cumplimiento de obligación de no hacer que las aguas servidas 
correspondientes al inmueble de su propiedad discurran en el inmueble de propiedad de la 
recurrente, se trata de una pretensión incierta, incomprensible, por cuanto exige el cumpli-
miento de una obligación inexistente, imposible de ejecutar, porque no puede ordenarse 
que las aguas servidas que discurren por el inmueble de propiedad de la demandante dis-
curran por la misma propiedad, por lo que no puede admitirse a trámite tal desatinada pre-
tensión. Quinto.- Que el razonamiento del juez se resume en que la obligación de no ha-
cer, propuesta en la demanda, no es exigible por inexistencia de vínculo obligacional entre 
las partes en litis; razonamiento del juez que es errado. De otro lado, el razonamiento de la 
Sala Superior es equívoco porque entiende que lo pretendido es “que las aguas servidas 
que discurren por el inmueble de propiedad de la demandante discurran por la misma pro-
piedad”, siendo un juicio errado, porque en el fondo lo que la pretensión entraña es lo si-
guiente: que las aguas servidas del colindante (demandado) no discurran por la propiedad 
de la demandante invocando para el efecto lo previsto en el artículo 964 del Código Pro-
cesal Civil; por lo que, se tiene que el razonamiento de las instancias de mérito de los he-
chos ha sido errado, debiendo haber determinado si a su criterio para exigir el cumplimien-
to de la obligación de no hacer es necesario la existencia de vínculo obligacional o si una 
fuente obligacional también lo puede ser la ley, teniendo como premisa lo dispuesto en el 
artículo 964 del Código Civil que ha sido invocado en la demanda; siendo que este juicio 
de valor no ha sido efectuado por la Sala Superior. Por lo demás, en materia contractual 
que es fuente obligacional, la disposiciones de la ley tienen carácter supletorio y son de ob-
servancia obligatoria bajo sanción de nulidad por lo que no puede cerrarse la posibilidad 
que existan obligaciones de orden legal. Sexto.- Que se debe precisar que nos encontramos 
en la etapa de calificación de la demanda, es decir, en la fase en la que las normas a aplicar 
no son de orden material sino procesal, pues precisamente se está calificando la demanda. 
Y en mérito a los principios de pro actione y Favorabilidad del proceso, a cuyo efecto es 
pertinente corregir la motivación de las resoluciones de mérito, pues en el presente caso se 
precisa que al existir las obligaciones de carácter contractual o extracontractual, y exacta-
mente en el presente caso sería una de carácter extracontractual, por lo que la demandante 
sí tiene legitimidad e interés para obrar, y conforme a sus hechos debió demandar una obli-
gación de hacer, y en todo caso el Juzgado debió aplicar el inciso 3 del artículo 426 del Có-
digo Procesal Civil, es decir, para que se dé la oportunidad a la recurrente de interponer su 
demanda de obligación de hacer –destruir– las referidas conexiones clandestinas de 
desagüe (...), conforme a los hechos de la demanda. Sétimo.- Que en el presente caso, la 
resolución de vista, para efectos de establecer la infracción normativa, y, establecer la pro-
cedencia o no de la demanda, no se ha efectuado un análisis integral de la demanda, limi-
tándose al petitorio, sin revisar los hechos, lo que no ha permitido determinar sus alcances, 
contraviniendo así las normas que garantizan el derecho a un debido proceso. Esta ausen-
cia de argumentos de hecho permite apreciar que en atención a los escuetos argumentos 
que se presentan en la resolución de vista (en donde no se atiende a lo expuesto en los fun-
damentos quinto y sexto de esta sentencia suprema) no es posible establecer la infracción nor-
mativa de las normas sustantivas denunciadas, sino es analizando los hechos de la demanda, 
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para establecer de allí los hechos que van a configurar la aplicación o inaplicación de de-
terminada norma sustantiva. Octavo.- Que si bien, atendiendo a las causales materiales in-
vocadas en el recurso de casación submateria, el artículo 396 del Código Procesal Civil 
dispone que cuando se declare fundado el recurso por la primera causal del artículo 386 del 
citado Código, la Sala debe resolver la causa en sede de instancia, sin devolverla a la ins-
tancia inferior; sin embargo, al haberse transgredido el debido proceso, el reenvío se im-
pone en el caso de autos, en virtud a las motivaciones expresadas en los considerandos pre-
cedentes, además que el examen de las pruebas es ajeno a la misión de la Corte de Casación, 
no siendo factible resolver el conflicto de intereses, sino que en atención al principio de la 
instancia plural consagrado por el inciso 6 del artículo 139 de la Constitución Política del 
Estado y conforme a los artículos 122 incisos 3 y 4, y 176 último párrafo del Código Pro-
cesal Civil, debe devolverse el proceso a la instancia inferior a fin de que tomando en cuen-
ta las consideraciones de esta sentencia, emita nueva decisión, con el debido análisis en he-
cho y derecho, a fin de hacer efectiva las finalidades concreta y abstracta del proceso. 
Noveno.- Que en tal contexto fáctico y jurídico, al configurarse el motivo de la infracción 
normativa, el recurso de casación debe ser estimado y procederse conforme a lo dispuesto 
en el artículo 396, tercer párrafo - inciso 1), del Código Procesal Civil. Por estos funda-
mentos, declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Rosie Barnes me-
diante su escrito de fojas ciento noventa y tres; CASARON la resolución de vista –resolu-
ción número ocho– obrante a fojas ciento ochenta y uno, su fecha ocho de setiembre del 
año dos mil diez, expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia del 
Cusco; en consecuencia NULA la misma e INSUBSISTENTE la resolución número uno 
de primera instancia, de fojas doce, su fecha siete de julio del año dos mil diez y todo lo 
actuado; y, ORDENARON que el Juez expida nueva resolución recalificando la deman-
da, conforme a derecho, al proceso y a los fundamentos de la presente resolución; DISPU-
SIERON la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano, bajo 
responsabilidad; en los seguidos por Rosie Barnes contra Carlos Vargas Arenas Chariarse, 
sobre Obligación de No Hacer; y los devolvieron. Ponente Señor Caroajulca Bustamante, 
Juez Supremo.- SS. TICONA POSTIGO, CAROAJULCA BUSTAMANTE, VINATEA 
MEDINA, VALCÁRCEL SALDAÑA, MIRANDA MOLINA. 
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J2

CAS. Nº 1746-2009

Ausencia de documentación requerida por el artículo 505 del 
CPC no puede generar la improcedencia de la demanda 
debiendo requerirse su subsanación(*)

El artículo 505 del Código Procesal Civil contempla la exigencia de 
requisitos especiales adicionales a los prescritos en los artículos 424 y 
425 del citado Código Procesal para la interposición de las demandas 
sobre título supletorio, prescripción adquisitiva y rectificación o deli-
mitación de áreas o linderos. Al ser requisitos adicionales a los esta-
blecidos en los artículos precitados, estos constituyen claramente re-
quisitos de admisibilidad y no de procedencia, como erróneamente se 
pretende destacar en la sentencia de vista. (…) las omisiones adver-
tidas por el Colegiado Superior se circunscriben a la falta de presen-
tación de dos documentos (memoria descriptiva que refiera las edifi-
caciones existentes y la copia literal de los asientos respectivos de los 
últimos diez años), los cuales pueden ser perfectamente subsanados, 
más aún si en autos ambos documentos sí fueron, presentados por el 
actor, aunque de forma incompleta.

CAS. N° 1746-2009-CUSCO. Prescripción Adquisitiva de dominio. Lima, quince de mar-
zo del año dos mil diez.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPRE-
MA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA; vista la causa número mil setecientos cuaren-
ta y seis - dos mil nueve, en Audiencia Pública de la fecha, y producida la votación con 
arreglo a ley, emite la siguiente sentencia; MATERIA DEL RECURSO: Se trata del re-
curso de casación interpuesto por Julio QQueccalio Huillca mediante escrito de fojas cua-
trocientos noventa y cinco, contra la sentencia de vista emitida por la Primera Sala Civil 
de la Corte Superior de Justicia del Cusco, de fojas cuatrocientos setenta, su fecha veinti-
siete de marzo del año dos mil nueve, que revoca la sentencia apelada de fojas trescientos 
veintinueve que declaró fundada la demanda interpuesta, con lo demás que contiene, y re-
formándola declara improcedente dicha demanda; FUNDAMENTOS DEL RECURSO: 
Que, el recurso de casación fue declarado procedente por resolución del dieciocho de 
agosto del año dos mil nueve, por la causal prevista en: el inciso tercero del artículo tres-
cientos ochenta y seis del Código Procesal Civil, en virtud de lo cual el recurrente denun-
cia la contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido proceso, pues no 
se tiene en cuenta que la demandada contó con el plazo de ley para contestar la demanda y 
no lo hizo, sin embargo ha esperado a la sentencia para apelarla con fundamentos de hecho 
inexistentes y sin adjuntar medio probatorio en su oportunidad. Por ello, se afecta el debi-
do proceso cuando se administra justicia sobre la base: de inferencias y suposiciones, 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/09/2010, p. 28370.
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cuando la motivación debe ser el resultado de la valoración conjunta de los medios proba-
torios, y en la sentencia recurrida el Colegiado Superior infiere sobre la posibilidad de que 
se hayan efectuado otras enajenaciones, lo cual no resulta correcto pues si se perjudica o 
no a terceras personas son estas quienes deben demostrarlo. En conclusión, se emite un fa-
llo inhibitorio por considerar la ausencia de requisitos, los cuales fueron cumplidos a ca-
balidad, teniendo que la resolución atenta contra el debido proceso al no ser producto de la 
valoración de pruebas sino por el contrario, se basa en posibilidades inexistentes, y, 
CONSIDERANDO: Primero.- Que, la tutela jurisdiccional efectiva constituye un dere-
cho fundamental de la persona, reconocido en el inciso tercero del artículo ciento treinta y 
nueve de la Constitución Política del Estado del año mil novecientos noventa y tres, el cual 
comprende a los derechos de acción, contradicción y debido proceso como derechos fun-
damentales específicos; en consecuencia, el órgano jurisdiccional debe resolver el conflic-
to de intereses planteado por las partes, con pronunciamiento sobre las pretensiones for-
muladas por estas u ordenadas por mandato de la Ley’” dentro de una relación jurídica 
procesal constituida y desarrollada válidamente, con el objeto de que el proceso alcance 
los fines concretos (resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre; ambos 
con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos materiales) y abstracto (promover 
la paz social en justicia) previstos en el artículo tercero del Título Preliminar del Código 
Procesal Civil; Segundo.- Que, en los presentes autos Julio QQueccaño Huillca interpone 
demanda para que se le declare propietario por prescripción del inmueble sin número ubi-
cado en el Sector Kcullchipata, a la altura del cuarto paradero del distrito de San Sebastián, 
con un área de trescientos veinticinco punto ochenta y un metros cuadrados (325. 81 m2), 
el cual forma parte de un inmueble de mayor extensión inscrito en la Ficha número dos mil 
setecientos cincuenta y cinco del Registro de Propiedad Inmueble del Cusco a nombre de 
Francisco Caballero Huamán - Rimachi y Bonifacia Siccos Lume; precisando que el 
inmueble cuya posesión detenta lo adquirió de Rosario Caballero Siccos (hija de los pro-
pietarios registrales) mediante la Escritura Pública de Compraventa de Derechos y Accio-
nes de fecha veintiuno de setiembre del año dos mil uno, documento que adolece de una 
serie de errores los cuales impiden e imposibilitan su inscripción registral, tal como se de-
talla en las esquelas de observación acompañadas a fojas diecisiete y dieciocho, además, 
aunque si bien en el título se indica que la venta es sobre un área de trescientos veintisiete 
metros cuadrados (327.00 m2), el suscrito solo viene poseyendo en forma efectiva trescien-
tos veinticinco punto ochenta y un metros cuadrados (325.81 m2), razón por la cual su de-
manda de prescripción adquisitiva solo se circunscribe a esta área; Tercero.- Que, el pro-
ceso fue tramitado en rebeldía de la demandada Rosario Caballero Siccos, emitiéndose a 
fojas trescientos veintinueve la sentencia de primera instancia que declara fundada la de-
manda interpuesta, la cual fue apelada por la citada demandada, quien alegó que el actor 
no cumplió con acompañar el requisito especial consistente en la copia literal de los asien-
tos respectivos de los últimos diez años, además no acreditó la posesión continua por más 
de diez años; Cuarto.- Que, la Sala Superior ha emitido sentencia revocando la apelada y, 
reformándola, ha declarado improcedente la demanda interpuesta, pues el artículo qui-
nientos cinco del Código Procesal Civil exige el cumplimiento de requisitos especiales 
para una pretensión de esta naturaleza, por ejemplo el interesado debe cumplir con adjun-
tar –entre otros– el documento que contenga la descripción de las edificaciones existentes 
y este debe estar suscrito por ingeniero o arquitecto colegiado, debidamente visados por la 
autoridad municipal o administrativa correspondiente, según la naturaleza del bien, así 
como la copia literal de los asientos respectivos de los últimos diez años por tratarse de un 
inmueble urbano, los cuales no se han acompañado a la demanda, pese a que en la misma 
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se indica la existencia de una edificación en el predio, y además el predio matriz (indiviso 
hasta donde se conoce de los actuados) se encuentra inscrito en la Ficha número dos mil 
setecientos cincuenta y cinco del Registro de Predios del Cusco. El requerimiento de la 
presentación de los asientos registrales del predio de los diez últimos años se justifica ade-
más –conforme refiere el Colegiado Superior– porque concretamente en el caso de autos, 
la venta efectuada por Bonifacia Siccos Lume a favor de su hija Rosario Caballero Siccos, 
y de esta a favor del demandante, solo son de derechos y acciones, pudiendo inferirse que 
así como se hicieron enajenaciones parciales del predio matriz, se pueden haber efectuado 
otras, cuyos titulares sí pudieron haber inscrito su derecho, de allí que en el hipotético caso 
de ampararse la demanda podría afectarse el derecho de aquéllos. Asimismo, existe dis-
conformidad sobre el área transferida, pues Bonifacia Siccos Lume enajenó a favor de su 
hija Rosario Caballero Siccos trescientos treinta y seis punto setenta metros cuadrados 
(336.70 m2), mientras que esta última enajenó al demandante trescientos veintisiete metros 
cuadrados (327.00 m2), áreas que no concuerdan con la memoria descriptiva ni con los pla-
nos adjuntados, en los que se indica trescientos veinticinco punto ochenta y un metros cua-
drados (325.81 m2) como área ocupada. Por estos motivos, la Sala Superior concluye que 
la demanda es improcedente, por: incumplimiento de sus requisitos, y esto a su vez afecta 
a la relación jurídico procesal en cuanto a su objeto, por lo que debe revocarse la apelada; 
Quinto.- Que, respecto de los hechos descritos debe tenerse en cuenta, en primer lugar, 
que el artículo quinientos cinco del Código Procesal Civil contempla la exigencia de requi-
sitos especiales adicionales a los prescritos en los artículos cuatrocientos veinticuatro y 
cuatrocientos veinticinco del citado Código Procesal para la, interposición de las deman-
das sobre título supletorio, prescripción adquisitiva y rectificación o delimitación de áreas 
o linderos. Al ser requisitos adicionales a los establecidos en los artículos precitados, estos 
constituyen claramente requisitos de admisibilidad y no de procedencia, como errónea-
mente se pretende destacar en la sentencia de vista. En segundo lugar, es de advertirse que 
el Juez de la Causa al expedir la Resolución número uno de fojas treinta y cinco califican-
do la demanda, declaró oportunamente la inadmisibilidad de la misma, requiriendo la 
subsanación de requisitos distintos a los precisados en la sentencia de vista, siendo que la 
parte demandante cumplió con subsanar los mismos dando lugar a que su demanda sea ad-
mitida. En tercer lugar, las omisiones advertidas por el Colegiado Superior se circunscri-
ben a la falta de presentación de dos documentos (memoria descriptiva que refiera las edi-
ficaciones existentes y la copia literal de los asientos respectivos de los últimos diez años), 
los cuales pueden ser perfectamente subsanados, más aún si en autos ambos documentos 
sí fueron, presentados por el actor, aunque de forma incompleta, pues la memoria descrip-
tiva de fojas diecinueve describe únicamente el terreno pero no las construcciones, mien-
tras que la Ficha número dos mil setecientos cincuenta y cinco del Registro de Propiedad 
Inmueble del Cusco obrante a fojas quince está incompleta, pues en ella se consigna que 
la misma continúa en la Partida número dos millones nueve mil ciento ochenta y cuatro. 
En cuarto lugar, este Supremo Tribunal no es ajeno al hecho de que la prescripción solici-
tada es respecto del terreno y no de las construcciones, en ese sentido, se ha cumplido con 
adjuntar la memoria descriptiva suscrita por un arquitecto y visada por la Municipalidad 
Distrital de San Sebastián documento referido en el inciso segundo, artículo quinientos 
cinco del Código Procesal Civil, y si bien es cierto –como se dijo– que en ella no se describen 
las edificaciones existentes, sin embargo por tratarse de un requisito de admisibilidad era perfec-
tamente subsanable y no sustentaba la declaración de improcedencia de la demanda. En quinto 
lugar, con respecto a la presunta enajenación de derechos y acciones respecto del mismo predio 
matriz a favor de terceros, es claro que se trata solo de una inferencia del Colegiado Superior 
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lo cual no puede motivar la improcedencia de la demanda, pues sin tener a la vista la Ficha 
Registral completa del predio matriz, donde se encuentra comprendido el predio sub litis, 
no puede establecerse la afectación de derechos de terceros, y menos aún sin haberse rea-
lizado una inspección ocular o evacuado un dictamen pericial al respecto, a todo lo cual 
debe agregarse que el auto admisorio de la demanda de prescripción adquisitiva ha sido 
debidamente publicado tanto en el Diario Oficial El Peruano como en el Diario del Cus-
co, conforme aparece de los avisos obrantes de fojas setenta y dos a setenta y siete, en los 
cuales se precisa la ubicación del inmueble cuya prescripción se solicita, sin que se haya 
apersonado algún propietario o posesionario que estime afectados sus derechos de propie-
dad o posesión; Sexto.- Que, finalmente con respecto a la disconformidad entre el área 
comprada y el área cuya prescripción se solicita, ello tampoco puede dar lugar a la decla-
ración de improcedencia de la demanda, pues el hecho de que el posesionario solicite la 
prescripción de una parte del inmueble la cual compró de buena fe no causa perjuicio 
a la demandada vendedora, además en atención al aforismo jurídico ‘A maiori ad mi-
nus” (quien puede lo más, puede lo menos), al reconocer la propia Sala Superior el 
derecho que tendría el actor de solicitar la prescripción sobre un metraje mayor, bien 
puede este requerir la prescripción solo respecto del metraje que –según admite– 
efectivamente ocupa, pues, de ninguna manera se pueden establecer limitaciones y 
prohibiciones que la Ley no dispone expresamente; Sétimo.- Que, este Supremo Colegia-
do advierte además la total ausencia de fundamentos jurídicos procesales, los cuales 
avalen la declaratoria de improcedencia de la demanda, pues, la resolución de vista 
no se sustenta en ninguno de los supuestos previstos en el artículo cuatrocientos vein-
tisiete del acotado Texto Procesal. Si bien es cierto que el tercer párrafo del artículo 
ciento veintiuno del citado Código Procesal dispone que, excepcionalmente, el Juez 
a través de la sentencia puede pronunciarse sobre la validez de la relación jurídica 
procesal, se exige para ello que la decisión así expedida sea expresa, precisa y moti-
vada, y en tal circunstancia, debe fundarse en una causal expresamente prevista por 
la Ley; por lo tanto, se concluye que la facultad del Juzgador para emitir una resolu-
ción inhibitoria se circunscribe a criterios de razonabilidad debidamente justificados, 
los cuales, evidentemente, no se han respetado en este caso, violándose así los dere-
chos fundamentales relativos al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva 
previstos en el inciso tercero del artículo ciento treinta y nueve de la Constitución Po-
lítica del Estado; Octavo.- Que, siendo así, al no existir razón válida justificatoria 
para que en la expedición de una sentencia inhibitoria, corresponda declarar la nuli-
dad de la recurrida, así como la insubsistencia de la apelada, para efectos de que el 
Juez de la Causa cumpla con requerir al actor la presentación de los documentos com-
pletos referidos a la memoria descriptiva y la Ficha Registral del inmueble matriz, y 
de estimarlo necesario actuar las pruebas que considere pertinentes para formar con-
vicción respecto de los hechos alegados por las partes, ejerciendo la facultad regula-
da en los artículos cincuenta y uno inciso segundo y ciento noventa y cuatro del Có-
digo Procesal Civil, respetando el derecho de defensa de las partes; luego de lo cual 
deberá emitir nueva sentencia con arreglo a Ley; Noveno.- Que, por lo tanto, al veri-
ficarse la contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido proce-
so, el recurso de casación debe ampararse y proceder conforme a lo normado en el nu-
meral dos punto tres, inciso segundo del artículo trescientos noventa y seis del Código 
Procesal Civil; fundamentos por los cuales declararon: FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por Julio QQueccaño Huillca, mediante escrito de fojas cuatrocientos noventa 
y cinco; CASARON la resolución impugnada, y, en consecuencia, declararon NULA la 



calificación de las demandas judiciales

181

sentencia de vista de fojas cuatrocientos setenta, su fecha veintisiete de marzo del año dos 
mil nueve; e INSUBSISTENTE la sentencia apelada de fojas trescientos veintinueve, su 
fecha veinticinco de noviembre del año dos mil ocho; MANDARON que el Juez de la 
Causa emita nueva resolución, con arreglo a derecho y a lo actuado; DISPUSIERON se 
publique la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano; bajo responsabilidad; en 
los seguidos por Julio QQueccaño Huillca contra Rosario Caballero Siccos; sobre Pres-
cripción Adquisitiva de Dominio; y los devolvieron; interviniendo como ponente el Juez 
Supremo Ticona Postigo.- SS. TICONA POSTIGO, PALOMINO GARCÍA, MIRANDA 
MOLINA, SALAS VILLALOBOS, ARANDA RODRÍGUEZ.
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J3

CAS. nº 26-2009

No procede rechazar la demanda de otorgamiento de escritura 
pública por el solo hecho de aparejar contrato de compraventa(*)

Los documentos adjuntados a la demanda consistentes en: La copia 
debidamente legalizada del documento denominado “Separación de 
Lote”, la copia certificada de los Asientos de Dominio del Inmueble, 
las siete letras de cambio canceladas el recibo N° 1016, y la copia le-
galizada del recibo N° 0687, se inferiría la existencia del acto jurídi-
co de compraventa del terreno cuya formalización se solicita median-
te la presente demanda, situación que obliga al A quo a merituarlos 
en la etapa procesal respectiva; no correspondiendo rechazarse la de-
manda basándose en fundamentos fácticos y pruebas documentales 
como el señalar que no se encuentra el contrato de compraventa res-
pectivo, porque ello implicaría un pronunciamiento sobre el fondo de 
la cuestión controvertida.

CAS. N° 26-2009-LIMA. Otorgamiento de Escritura Pública. Lima, ocho de marzo del 
año dos mil diez.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: Vista la causa número veintiséis guión dos mil nue-
ve, oídos los informes orales en audiencia pública de la fecha, y producida la votación con 
arreglo a ley, emite la siguiente sentencia; MATERIA DEL RECURSO: Se trata del re-
curso de casación interpuesto por el demandante Teobaldo Cabrera Hernández contra la re-
solución de vista de fecha catorce de agosto del año dos mil ocho, expedida por la Terce-
ra Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que confirma la Resolución número 
uno que corre a fojas veintiuno, expedida con fecha veintiuno de abril del año dos mil 
ocho, que resuelve declarar liminarmente improcedente la demanda sobre Otorgamien-
to de Escritura Pública planteada; FUNDAMENTOS POR LOS CUALES SE HA DE-
CLARADO PROCEDENTE EL RECURSO: Esta Sala Suprema por resolución de fe-
cha seis de abril del año dos mil nueve, que corre a fojas catorce del cuaderno de casación, 
ha declarado procedente el recurso por la causal prevista en el inciso tercero del artículo 
trescientos ochenta y seis del Código Procesal Civil, esto es, por la contravención de las 
normas que garantizan el derecho a un debido proceso, sosteniendo el recurrente que la ca-
lificación de la demanda es facultad del juez para analizar únicamente los requisitos de ad-
misibilidad y procedencia de la demanda, requisitos vinculados únicamente a cuestiones 
de forma y capacidad procesal en el modo de interponer la demanda; consecuentemente no 
corresponde ser rechazada basada en la presentación y análisis de pruebas recaudadas, que 
implica un pronunciamiento sobre el fondo, lo que no es propio de una resolución que li-
minarmente declara la improcedencia de la demanda, pues de lo contrario, se contraviene 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/09/2010, p. 28316.
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lo dispuesto en el artículo ciento treinta y nueve inciso tres de la Constitución Política del 
Estado, conforme al cual toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para 
el ejercicio de sus derechos con sujeción a un debido proceso, situación que no ha ocurri-
do en su caso; también se ha vulnerado su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva como 
consecuencia de haberse apartado el Ad quem del criterio jurisdiccional establecido por la 
Corte Suprema de Justicia de la República en diferentes casos idénticos, como la casación 
mil trescientos noventa y tres guión dos mil siete La Libertad, y la Casación mil trescien-
tos setenta y cuatro guión dos , mil cuatro, situación perjudicial que violenta el Principio 
de Seguridad Jurídica y el de Predictibilidad, a efectos de evitar sorpresas o resoluciones 
contradictorias, implicantes y arbitrarias con relación a una misma temática procesal, que 
tiene a su vez sustento en las resoluciones emitidas por el Tribunal Constitucional sobre 
este mismo asunto, como es el criterio adoptado en la Acción de Amparo número doscien-
tos sesenta y cinco guión dos mil. AA/TC, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 
veinticinco de abril del año dos mil uno, siendo dicha interpretación y jurisprudencia de 
carácter y observancia obligatoria a tenor del artículo nueve de la Ley número veintitrés 
mil quinientos seis, recogido en el artículo sexto in fine del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional; CONSIDERANDO: Primero: Que, el debido proceso tiene por 
función asegurar los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política del 
Estado, dando a toda persona la posibilidad de recurrir a la justicia para obtener la tute-
la jurisdiccional de los derechos individuales a través de un procedimiento legal en el que 
se dé oportunidad razonable y suficiente de ser oído, de ejercer el derecho de defensa, de 
producir prueba y de obtener una sentencia que decida la causa dentro de un plazo prees-
tablecido en la ley procesal; Segundo: Que, corresponde conforme al estado del proceso 
analizar los agravios invocados en el recurso de acuerdo a lo previsto en el inciso tercero 
del artículo trescientos ochenta y ocho del Código Adjetivo; siendo ello así, este Colegia-
do Supremo procede a expedir pronunciamiento, señalando que de los documentos adjun-
tados a la demanda consistentes en: La copia debidamente legalizada del documento de-
nominado “Separación de Lote” obrante a fojas tres, la copia certificada de los Asientos de 
Dominio del Inmueble, de fojas cuatro a seis, las siete letras de cambio canceladas obran-
tes de fojas siete a diez, el recibo número mil dieciséis, obrante en la parte inferior de fo-
jas diez, y la copia legalizada obrante a fojas once, consistente en el recibo número cero 
seiscientos ochenta y siete, se inferiría la existencia del acto jurídico de compraventa del 
terreno cuya formalización se solicita mediante la presente demanda, situación que obli-
ga al A quo a merituarlos en la etapa procesal respectiva; no correspondiendo rechazar-
se la demanda basándose en fundamentos fácticos y pruebas documentales como el seña-
lar que no se encuentra el contrato de compraventa respectivo, porque ello implicaría un 
pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión controvertida, debiendo el Juez de la cau-
sa analizar únicamente los requisitos de admisibilidad y procedencia de la demanda; Ter-
cero: Que, a mayor abundamiento, se tiene que el Estado a través de la Judicatura debe 
viabilizar que el análisis desarrollado en la calificación de la demanda tienda a tutelar al 
derecho y no a truncarlo liminarmente, salvo en casos de excepción previstos por la Ley, 
sin restringirlo ni limitarlo por un defecto subsanable, máxime si se tiene en cuenta que 
en el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona goza de plena tutela jurisdiccio-
nal con las garantías de un debido proceso sustanciándolo bajo el principio procesal de le-
galidad, que conlleva en su marco a la pertinencia e idoneidad de los pronunciamientos a 
que el juzgador vele por no dejar a las partes en situaciones declarativas o de indefensión, 
según sea el caso. En ese orden de ideas, se debe destacar que las normas procesales no 
pueden ser aplicadas ni interpretadas rígidamente porque se estaría omitiendo el principio 
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procesal previsto en el artículo tercero del Título Preliminar del Código Procesal Civil, se-
gún el cual, la finalidad del proceso es la de resolver un conflicto intersubjetivo de intere-
ses o la eliminación de una incertidumbre jurídica; esto implica un necesario pronuncia-
miento sobre lo que es medular en la litis. Por estas consideraciones y de conformidad con 
lo regulado en el apartado dos punto uno del inciso segundo del artículo trescientos noven-
ta y seis del Código Procesal Civil; Declararon: FUNDADO el recurso de casación inter-
puesto por Teobaldo Cabrera Hernández a fojas cincuenta y uno; en consecuencia CASA-
RON la resolución impugnada de fojas cuarenta y cuatro, su fecha catorce de agosto del 
año dos mil ocho, declarando NULA la misma; e INSUBSISTENTE el auto apelado de 
fojas veintiuno, su fecha veintiuno de abril del año dos mil ocho; ORDENARON que la 
causa se reponga al estado de expedirse una nueva calificación de la demanda, teniendo en 
cuenta la parte considerativa de la presente sentencia, con arreglo a ley; DISPUSIERON 
la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano, bajo responsabi-
lidad; en los seguidos por Teobaldo Cabrera Hernández contra Compañía Peruana Bienes 
Inmuebles Sociedad Anónima (Copedinsa) sobre Otorgamiento de Escritura Pública; y los 
devolvieron; interviniendo como ponente el señor Juez Supremo Salas Villalobos.- SS. 
GONZÁLES CAMPOS, SOLES ESPINOZA, PALOMINO GARCÍA, SALAS VILLA-
LOBOS, VALCÁRCEL SALDAÑA.
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J4

CAS. Nº 105-2009

En el proceso de ejecución de garantías no puede exigirse como 
requisito de admisión documentos no señalados en el artículo 
720 del CPC(*)

El artículo 720 del Código Procesal Civil establece como requisitos de 
procedibilidad de la demanda de ejecución de garantías que se ane-
xe a la demanda el documento que contiene la garantía, al que debe 
adjuntarse el estado de cuenta de saldo deudor y la tasación comer-
cial actualizada del inmueble realizada por dos ingenieros o arquitec-
tos colegiados según corresponda, salvo que se hubiese acordado el 
valor actualizado de la misma, así como el respectivo certificado de 
gravamen si el bien se encontrara registrado. (…) Que, dicho dispo-
sitivo no establece como requisito para interponer la demanda de eje-
cución de garantía, que en la misma deba indicarse el origen de la li-
quidación, o recaudarse los documentos que acreditan el supuesto 
desembolso, ni la carta notarial que da por canceladas las cuotas por 
vencerse. (…), por lo que, no puede exigirse la presentación de otros 
documentos no previstos en el artículo 720 del Código Procesal Civil.

CAS. N° 105-2009-ICA. Lima, veinte de octubre del dos mil nueve.- LA SALA DE DE-
RECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE DE LA CORTE SU-
PREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Vista la causa llevada a cabo en la fecha; 
producida la votación con arreglo a la Ley emite la siguiente sentencia: 1.- MATERIA 
DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación interpuesto por Y & P Sociedad Anóni-
ma, representada por Juan Carlos Yemheng Chang, mediante escrito de fojas ciento cua-
renta, contra la resolución de vista de fojas ciento veintinueve, su fecha dieciocho de 
setiembre del dos mil ocho, expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Jus-
ticia de Ica, que revoca la sentencia apelada de fecha diecisiete de junio del dos mil ocho 
en cuanto declara fundada la contradicción al mandato de ejecución por la causal de inexi-
gibilidad de la obligación y fundada la tacha planteada contra la liquidación del saldo deu-
dor y, reformándola la declara infundada la contradicción al mandato de ejecución del pre-
dio rústico denominado Cerro de Águila, ubicado en el sector de Pampa de Villacuri, del 
distrito Salas Guadalupe, provincia y departamento de Ica, procediéndose a llevar a cabo 
dicha ejecución e infundada la tacha contra el documento de saldo deudor 2.- FUNDA-
MENTOS DEL RECURSO: Por resolución de fecha veintitrés de marzo del dos mil nue-
ve obrante a fojas treinta y uno del cuaderno de casación, esta Sala Suprema ha declarado 
procedente el recurso por la causal de: contravención de las normas que garantizan el de-
recho a un debido proceso, sosteniendo que la resolución de vista no está debidamente 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/09/2010, p. 28466.
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motivada, pues no explica las razones por las cuales declara infundada la contradicción 
formulada por la recurrente, no habiendo absuelto todos sus agravios propuestos en su re-
curso de apelación respecto de los extremos indicados; tampoco emite pronunciamiento 
coherente sobre el estado de cuenta del saldo deudor, por cuanto no ha indicado el origen 
de la liquidación. Agrega que la Sala Superior no ha merituado que la ejecutante no anexó 
los documentos que acreditan el supuesto desembolso, carta notarial que da por cancela-
das las cuotas por vencerse y tasación actualizada del bien sub litis a la fecha de interposi-
ción de la demanda, soslayando que sobre dicho inmueble se han realizado mejoras estruc-
turales que incrementan su valor. 3.- CONSIDERANDO: Primero: Que, el artículo 384 
del Código Procesal Civil, texto vigente en la época en que se interpuso el recurso, reco-
noce que el recurso de casación persigue como fines esenciales la correcta aplicación e in-
terpretación del derecho objetivo (finalidad nomofiláctica) y la unificación de los criterios 
jurisprudenciales por la Corte Suprema de Justicia (finalidad uniformizadora), no obstan-
te, la doctrina contemporánea también le atribuye una finalidad denominada dikelógica, 
que se encuentra orientada a la búsqueda de la justicia al caso concreto. Segundo: Que, el 
debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva reconocido en el inciso 3 del artículo 139 
de la Constitución Política del Estado y que encuentran desarrollo a nivel infraconstitucio-
nal en el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil garantizan al justicia-
ble, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido pro-
ceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos que su naturaleza impone; así 
mientras que la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de acceso a los órganos de 
justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia es decir una concepción genérica 
que encierra todo lo concemiente al derecho de acción frente al poder - deber de la juris-
dicción, el derecho al debido proceso en cambio significa la observancia de los principios 
y reglas esenciales exigibles dentro del proceso como es el caso del principio de motiva-
ción de las resoluciones judiciales. Tercero: De la revisión de autos se advierte que a fojas 
cuarenta y tres Agroindustrias AIB Sociedad Anónima interpone demanda de ejecución de 
garantías contra Y & P Sociedad Anónima, con la finalidad que cumpla con pagarle la 
suma de ciento ochenta y nueve mil seiscientos treinta y uno dólares americanos con se-
tenta y ocho centavos de dólar monto correspondiente al saldo de su estado de cuenta que 
adjunta, así como el pago de los intereses por devengarse, con costas y costos del proceso 
y de no cumplir con cancelar el importe de su saldo deudor solicita se disponga el remate 
del inmueble hipotecado a su favor inmueble constituido por el predio rústico denomina-
do Cerro de Águila, ubicado en el sector de Pampa de Villacuri, del distrito Salas Guada-
lupe, provincia y departamento de Ica. Cuarto: La demandada, Y & P Sociedad Anónima 
representada por Juan Carlos Yemheng Chang mediante escrito de fecha cinco de noviem-
bre del dos mil siete al formular contradicción al mandato de ejecución alegando la inexi-
gibilidad de la obligación, por cuanto la deuda no ha sido desembolsada al no existir docu-
mento que lo demuestre, sosteniendo además que: a) No se ha adjuntado una liquidación 
verosímil del estado de cuenta del saldo deudor, b) No se ha adjuntado carta notarial para 
dar por canceladas las cuotas por vencerse, c) No se ha adjuntado una tasación verosímil 
actualizada del bien dado en garantía y; d) Que la demandante es una persona jurídica dis-
tinta a la cual hipotecó su propiedad. Quinto: Mediante resolución número siete de fecha 
diecisiete de junio del dos mil ocho el A quo resuelve entre otras decisiones declarar fun-
dada la contradicción por la causal de inexigibilidad de la obligación y fundada la tacha 
planteada contra el saldo deudor, al considerar “(...) del estado de cuenta del saldo deudor 
que obra a fojas 20, no se aprecia de donde proviene el saldo del capital que aduce la acto-
ra, pues se ha limitado a consignar ‘saldo capital’, ‘intereses legales’ y ‘total saldo deudor’, 
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sin precisar cuál es el capital supuestamente recibido por la demandada y el origen de este 
( ..)”; así también “(...) no existe prueba que exista una obligación pendiente de cumpli-
miento, máxime si como lo sostiene la parte ejecutada nunca recibió suma alguna de par-
te de la actora (...)”. Sexto: Por resolución de vista de fecha dieciocho de setiembre del dos 
mil ocho la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ica, revocó la resolución 
de primera instancia en cuanto a los extremos apelados declarando infundada la contradic-
ción al mandato de ejecución, disponiendo proceder a llevar a cabo dicho mandato de eje-
cución e infundada la tacha contra el documento del saldo deudor, considerando que para 
la procedencia del proceso de ejecución de garantías solo debe verificarse la concurrencia 
de los requisitos establecidos en el artículo 720 del Código Procesal Civil esto es, el docu-
mento que contiene la garantía, el estado de saldo deudor, toda vez que la naturaleza de 
este proceso está diseñada para la inmediata satisfacción de obligaciones preconstituidas; 
asimismo que la tacha no ha sido sustentada con documento alguno que contradiga lo allí 
expuesto. Sétimo: Que, cabe señalar que el artículo 720 del Código Procesal Civil, esta-
blece como requisitos de procedibilidad de la demanda de ejecución de garantías que se 
anexe a la demanda el documento que contiene la garantía, al que debe adjuntarse el estado 
de cuenta de saldo deudor y la tasación comercial actualizada del inmueble realizada por 
dos ingenieros o arquitectos colegiados según corresponda, salvo que se hubiese acordado 
el valor actualizado de la misma, así como el respectivo certificado de gravamen si el bien 
se encontrara registrado. Octavo: Que, dicho dispositivo no establece como requisito para 
interponer la demanda de ejecución de garantía, que en la misma deba indicarse el origen 
de la liquidación, o recaudarse los documentos que acreditan el supuesto desembolso, ni la 
carta notarial que da por canceladas las cuotas por vencerse. Noveno: Que en los procesos 
de ejecución de garantías, el título de ejecución lo constituye el documento que contiene 
la garantía hipotecaria y la liquidación de saldo deudor, por lo que, no puede exigirse la 
presentación de otros documentos no previstos en el artículo 720 del Código Procesal Ci-
vil, por tanto carece de sustento legal lo señalado por la parte recurrente en su recurso de 
casación, motivo por el cual debe desestimarse sus agravios, más aún si las partes acorda-
ron de común acuerdo el valor del inmueble hipotecado, según se encuentra acreditado de 
la cláusula sétima de la Escritura Pública de Constitución de Hipoteca. Décimo: Por estas 
consideraciones al no haberse acreditado la contravención de las normas que garantizan el 
derecho a un debido proceso, en tanto que el órgano superior se ha pronunciado por todos 
los argumentos del recurso de apelación y ha emitido pronunciamiento con arreglo a ley, 
debe desestimarse el recurso de casación presentado. 4.- DECISIÓN: Declararon IN-
FUNDADO el recurso de casación interpuesto a fojas ciento cuarenta por Y & P Sociedad 
Anónima.; en consecuencia NO CASARON la resolución de vista de fecha dieciocho de 
setiembre del dos mil ocho; CONDENARON a la parte recurrente a la Multa de Una Uni-
dad de Referencia Procesal; así como de las costas y costos del recurso; DISPUSIERON 
la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano; en los seguidos 
por Agroindustrias AIB Sociedad Anónima, sobre ejecución de garantías; y los 
devolvieron.-Juez Supremo Ponente.- RODRíGUEZ MENDOZA.- SS. MENDOZA 
RAMÍREZ, RODRÍGUEZ MENDOZA, ACEVEDO MENA, FERREIRA VILDOZOLA, 
VINATEA MEDINA.



188

JURISPRUDENCIA SOBRE  
IMPROCEDENCIA

j1

CAS. Nº 3768-2009

El interés para obrar en la demanda se define en términos de 
utilidad de la providencia que otorgaría el juez(*)

Para el presente caso es necesario que previamente se establezca si el pre-
dio anticipado se encuentra dentro de la excepción de dispensa de cola-
ción contenida en el artículo 832 del Código Civil; resultando por ende 
una ausencia de interés para obrar en cuanto aún no se presenta la ne-
cesidad de tutela jurídica; entendido el interés como aquel que permite el 
ejercicio válido de la acción; al respecto para Liebman: “el interés para 
accionar está dado por la relación jurídica entre la situación antijurídica 
que se denuncia y la providencia que se pide para ponerle remedio, me-
diante la aplicación del derecho, y esta relación debe consistir en la utili-
dad de la providencia, como medio para adquirir por parte del interés para 
obrar la tutela jurisdiccional preventiva”.

CAS. N° 3768-2009-AREQUIPA. NULIDAD DE ACTO JURÍDICO. Lima, veintiséis de 
mayo del año dos mil diez. LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA, vista la causa número tres mil setecientos sesenta y 
ocho - dos mil nueve, en Audiencia Pública de la fecha, y producida la votación correspon-
diente de acuerdo a ley, se emite la siguiente sentencia; MATERIA DEL RECURSO: Es ma-
teria del presente recurso de casación la sentencia de vista de folios cuatrocientos veintiocho, 
expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, contenida en 
la resolución número cuarenta y seis, de fecha once de marzo del año dos mil nueve; que revo-
cando la sentencia apelada obrante a folios trescientos cincuenta y uno, su fecha veintiuno de 
abril del año dos mil ocho, que declara fundada la demanda, y reformándola declara improce-
dente la demanda; en los seguidos por Ernesto Abraham Manchego Neyra contra Luz Delia En-
riquez Apaza y otros sobre Nulidad de Acto Jurídico; FUNDAMENTOS POR LOS CUALES 
SE HA DECLARADO PROCEDENTE EL RECURSO: Mediante resolución de folios 
veintiocho del cuadernillo de casación, su fecha nueve de diciembre del año dos mil nueve, se 
ha declarado procedente el recurso de casación propuesto por la causal relativa a la infracción 
normativa procesal, denunciando: La recurrida está indebidamente motivada, porque según afirma, 
tiene derecho a obtener una sentencia razonablemente justa y que se resuelva el conflicto de 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/11/2010, p. 28842.
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intereses planteado en autos, no obstante al emitirse la citada resolución, la Sala Civil Superior 
no ha efectuado una motivación adecuada y suficiente, porque no ha fijado los hechos relevan-
tes alegados por las partes en la litis, ni seleccionado en forma concreta la norma jurídica apli-
cable al caso concreto; CONSIDERANDO: Primero.- El derecho a un debido proceso ha sido 
ampliamente determinado a través de abundante jurisprudencia expedida por el Tribunal Cons-
titucional como la recaída en el Expediente número cuatro mil trescientos cuarenta y uno - dos 
mil siete-HC/TC de fecha cinco de octubre del año dos mil siete, la cual en su noveno funda-
mento, ha establecido que: y...) Situación diferente son los casos en los que se pone de mani-
fiesto una deficiente motivación de las resoluciones judiciales” [Resaltado agregado]; respec-
to a este tema el Tribunal Constitucional ha establecido en el Expediente número 
1230-2002-PHC/TC que: “Uno de los contenidos del derecho al debido proceso es el derecho 
a obtener de los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pre-
tensiones.. ello garantiza que los jueces, cualquiera sea la instancia a la que pertenezcan, expre-
sen el proceso mental que los ha llevado a decidir una controversia, asegurando que el ejerci-
cio de la potestad de administrar justicia se haga con sujeción a la Constitución”. A partir de lo 
expuesto, en el presente fundamento se realizará el análisis si la resolución ha atentado el prin-
cipio y deber de la motivación de las resoluciones judiciales, faltando al principio de congruen-
cia; Segundo.- Examinado el presente proceso para determinar la infracción normativa proce-
sal en los términos denunciados, es del caso efectuar las siguientes precisiones: I.- El 
demandante Ernesto Abraham Manchego Neyra, postula la presente demanda, solicitando 
como pretensión principal la nulidad del acto jurídico de compraventa y de la escritura pública 
que lo contiene respecto del predio sito en la avenida Arequipa número ochocientos trece, dis-
trito de Alto Selva Alegre que celebraron los demandados como vendedores y compradores 
respectivamente por las causales de simulación absoluta y finalidad ilícita; y como pretensión 
accesoria la cancelación del asiento registral Registral número PO seis cero uno tres siete cua-
tro uno del Registro Predial Urbano de Arequipa; señala ser hijo de Víctor Manchego Llerena 
y Martha Neyra Cruz, ambos fallecidos y propietarios del predio materia de la controversia. 
Agrega, el codemandado Octavio Manchego Neyra, es su hermano quien en el año mil nove-
cientos ochenta y uno adquiere supuestamente dicho predio vía anticipo de legítima por parte 
de sus padres, quienes alertados de que el predio debió corresponderles a ambos hermanos por 
partes iguales, formularon demanda de nulidad de acto jurídico de dicho anticipo, el cual fue 
anotado en el registro predial, en consecuencia dicho predio debió corresponder a ambas par-
tes. Agrega, el bien en referencia ha sido vendido por el demandado José Octavio Manchego 
Neyra a su hijo Jimmy Alan Manchego Enriquez, para evitar que el recurrente pueda reclamar-
lo vía colación de bienes hereditarios, por lo que considera que dicha venta es absolutamente 
nula por simulación absoluta y fin ilícito. Alega que es una transferencia simulada pues al mo-
mento de su adquisición el codemandado Jimmy Alan Manchego Enríquez contaba con solo 
veinte años de edad y no resulta creíble que a dicha edad haya tenido la suma de treinta y cin-
co mil nuevos soles; II.- El Octavo Juzgado Civil de Arequipa, mediante la resolución de fecha 
veintiuno de abril del año dos mil ocho, declaró fundada la demanda, disponiendo la nulidad 
del acto jurídico de compraventa y del documento que lo contiene así como de la cancelación 
del asiento registral; se sustenta la indicada decisión, en que la finalidad de los codemandados 
al celebrar el contrato de compraventa de fecha veintiuno de febrero del año dos mil, respecto 
al bien que se encuentra en litigio, evidencia una finalidad ilícita como la de entorpecer un pro-
ceso judicial mediante el cual el bien materia de compraventa sea legalmente otorgado entre to-
dos sus herederos legalmente constituidos; asimismo los codemandados tenían conocimiento 
que este bien inmueble se encuentra ocupado por terceras personas y no está en posesión de su 
vendedora, por lo que con dicho acto causaría un perjuicio a terceros; III.- La resolución de 
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vista al absolver el grado ha revocado la sentencia de primera instancia que declara fundada la 
demanda, y reformándola, la declara improcedente; Tercero.- Sobre el caso que nos atañe, 
como se puede apreciar de la sentencia recurrida, la Sala Civil Superior para revocar la senten-
cia apelada declarando la improcedencia de la demanda, sustenta su decisión entre otros, en los 
siguientes fundamentos: a.- Es atendible disponer por el causante en vida, el anticipo de legí-
tima a favor de sus herederos forzosos, pudiendo incluso dispensarse de colación, sin embargo 
conforme al artículo 832 del Código Civil esta dispensa solo es permitida dentro de la porción 
disponible, por lo que verificándose de la escritura pública obrante a folios cuatro, que los pa-
dres del actor otorgan anticipo de legítima a favor del demandado vendedor sin advertir lo pres-
crito por el artículo 832, esto es establecer expresamente que dicha dispensa la efectúan dentro 
de la porción disponible correspondiente en el caso de suceder al causante, pues queda expedi-
to el derecho del actor de exigir el derecho que le corresponde al respecto; b.- Si bien el actor 
pretende la nulidad de un acto de transferencia efectuado por el adquiriente gratuito del bien re-
cibido en anticipo con dispensa de colación, de parte de sus padres, no acredita que la dispensa 
de colación carece de eficacia completa al no probar que tal bien era el único que correspondía 
a sus causantes, menos aún que los procesos de nulidad de acto jurídico y revocatoria de anti-
cipo de legitima referidos en la demanda hayan terminado con un resultado positivo a su favor, 
consecuentemente carece de legitimidad para obrar, conforme al artículo 427 inciso 1, 465 in-
ciso 2 del Código Procesal Civil, al no tener la calidad que corresponde conforme al artículo 
220 del Código Civil; Cuarto.- Se ha denunciado la falta de motivación de la resolución im-
pugnada; pues el artículo 122 del Código Procesal Civil, prevé la exigencia que en las resolu-
ciones judiciales se expresen los fundamentos de hecho y derecho que la sustentan según el mé-
rito de lo actuado en el proceso, por cuanto en la motivación el juez expone las razones del 
fallo, la causa o hecho que justifican su decisión; acorde con lo expuesto, para el presente caso 
es necesario que previamente se establezca si el predio anticipado se encuentra dentro de la ex-
cepción de dispensa de colación contenida en el artículo 832 del Código Civil(1); resultando por 
ende una ausencia de interés para obrar en cuanto aún no se presenta la necesidad de tutela ju-
rídica; entendido el interés como aquel que permite el ejercicio válido de la acción; al respecto 
para Liebman: “el interés para accionar está dado por la relación jurídica entre la situación an-
tijurídica que se denuncia y la providencia que se pide para ponerte remedio, mediante la apli-
cación del derecho, y esta relación debe consistir en la utilidad de la providencia, como medio 
para adquirir por parte del interés para obrar la tutela jurisdiccional preventiva”(2): solo en la 
medida que se establezca que el bien anticipado era el único que correspondía a la masa here-
ditaria y no gozaba de la dispensa de colación, solo así se configurará la necesidad inmediata, 
actual y legítima de tutela jurídica; Quinto.- En ese orden de ideas, se puede colegir que los 
agravios alegados por el actor en su recurso casatorio, por infracción normativa procesal al ha-
berse vulnerado supuestamente su derecho a la tutela jurisdiccional y de motivación de resolu-
ciones judiciales; no resultan atendibles, en primer lugar, porque aun cuando la Sala de mérito 
haya concluido que el actor carece de legitimidad para obrar para interponer la presente acción, 
cuando el actor de lo que carece es de interés para obrar, estando a lo dispuesto en la parte final 
del artículo del 397 del Código Procesal Civil, la Sala de mérito no casará la sentencia por el 
solo hecho de estar erróneamente motivada, si su parte resolutiva se ajusta a derecho. Sin em-
bargo, debe hacer la correspondiente rectificación conforme se ha determinado en el cuarto 

(1)	 Artículo 832.- Límites de la dispensa de colación. La dispensa está permitida dentro de la porción dis-
ponible y debe establecerla expresamente el testador en su testamento o en otro instrumento público.

(2)	 LIEBMAN, Enrico Tulio. Comentarios al Código Procesal Civil. Tomo I, Gaceta Jurídica, Lima,  
p. 50.
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fundamento precedente. Por tanto, el pedido anulatorio de la resolución materia del presen-
te recurso de casación no merece ser amparado por la infracción normativa procesal de-
nunciada al no haberse vulnerado el derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccio-
nal efectiva del actor; en consecuencia el presente recurso impugnatorio debe declararse 
infundado. Por tales motivos declararon: INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por 
Ernesto Abraham Manchego Neyra mediante escrito obrante a folios cuatrocientos cuarenta; 
en consecuencia, NO CASARON la resolución de vista de folios cuatrocientos veintiocho, su 
fecha once de marzo del año dos mil nueve; DISPUSIERON la publicación de la presente re-
solución en el Diario Oficial El Peruano, bajo responsabilidad; en los seguidos por Ernesto 
Abraham Manchego Neyra contra Luz Delia Enriquez Apaza y otros sobre Nulidad de Acto Ju-
rídico; y los devolvieron. Ponente Señora Aranda Rodríguez, Juez Supremo. SS. TICONA 
POSTIGO, PALOMINO GARCÍA, SALAS VILLALOBOS, ARANDA RODRÍGUEZ, 
VALCÁRCEL SALDAÑA.
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CAS. Nº 1760-2010

Competencia del juez de interdicto de recobrar por despojo 
judicial debe seguir las reglas generales de competencia cuan-
do su demanda sea rechazada inicialmente(*)

La norma del artículo 605 del Código Procesal Civil prescribe que la 
víctima de un despojo judicial debe acudir, en primer lugar ante el 
juez que expidió la orden de despojo solicitando la restitución; luego, 
en caso de ser denegada su petición, queda expedito su derecho para 
hacerlo valer en otro proceso. Nótese que el legislador, no ha estable-
cido que al postular otro proceso el interesado debe acudir necesa-
riamente al juez que dictó el despojo, razón por la cual, aquí tampo-
co puede hacerse distinción donde la ley no ha distinguido; es decir, 
debe entenderse que el juez encargado de substanciar el nuevo pro-
ceso, debe ser el juez competente, acorde con las reglas generales de 
determinación de la competencia, de lo cual resulta que la demanda 
de los presentes autos no adolece del defecto de incompetencia que le 
atribuye el Ad quem.

CAS. N° 1760-2010-AYACUCHO. INTERDICTO DE RECOBRAR. Lima, dieciocho de 
mayo del año dos mil once.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SU-
PREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA, vista la causa número mil setecientos se-
senta del año dos mil diez en audiencia pública de la fecha y producida la votación corres-
pondiente, emite la presente sentencia: MATERIA DEL RECURSO. Se trata del recurso 
de casación interpuesto por Rebeca Rodríguez Santiago, a fojas veinte del presente cuader-
nillo, contra la sentencia de vista de fojas ochocientos cuarenta, su fecha veintinueve de 
enero del año dos mil diez, expedida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Ayacucho, mediante la cual se revoca la sentencia apelada de fojas seiscientos once, su fe-
cha diez de julio del año dos mil nueve, que declara fundada en parte la demanda y refor-
mándola la declara improcedente; en los seguidos por Rebeca Rodríguez Santiago contra 
Rosalvina Santa Huamán Acosta y otros, sobre Interdicto de Recobrar. FUNDAMENTOS 
DEL RECURSO. Esta Sala Suprema mediante resolución de fojas ciento cinco del pre-
sente cuadernillo, su fecha cinco de agosto del año dos mil diez, ha estimado procedente 
el recurso por las causales de Infracción Normativa Procesal e Infracción Normativa Mate-
rial. La recurrente denuncia: a) Inaplicación de normas de derecho material, sosteniendo 
que la Sala Superior no ha aplicado correctamente el derecho material establecido en el ar-
tículo 968, numeral 1 del Código Civil que establece: “La propiedad se extingue por: 
1.- Adquisición del bien por otra persona”, como lo es y está probado en el presente caso,  
b) Contravención de normas que garantizan el derecho a un debido proceso legal sostenien-
do que en la tramitación del mismo se ha vulnerado el Principio del Debido Proceso Legal 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/11/2011, p. 32142.
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previsto en el artículo 139, inciso 3, de la Constitución Política del Estado el Principio del 
Derecho a la Defensa, previsto en el artículo 139 inciso 14, de la Constitución Política del 
Estado. El Principio del Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva establecido en el ar-
tículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil: en el sexto considerando de la sen-
tencia de vista, la Sala Civil en forma equivocada plantea y recomienda que al proceso de 
autos no le corresponde la vía procedimental del proceso sumarísimo, sino la vía del pro-
cedimiento especial, deviniendo en improrrogable dicha competencia; empero, ni el Códi-
go Procesal Civil ni otra ley, han previsto y preestablecido el procedimiento especial al que 
se refiere la norma, por lo que existe vacío legal en nuestro sistema jurídico al respecto. 
CONSIDERANDO: Primero. - Previamente a la absolución del recurso de casación sub 
examine, es necesario hacer un breve recuento de lo acontecido en el proceso. En tal sen-
tido, se advierte que a fojas cuarenta y siete, Rebeca Rodríguez Santiago interpone deman-
da de Interdicto de Recobrar, a fin de que se le restituya la posesión del inmueble ubicado 
en la Avenida Túpac Amaru, sector unión, Manzana “X”, Lote número cuatro, del distrito 
de Kimbiri, provincia de La Convención, departamento de Cusco, de setenta metros cua-
drados de extensión del cual ha sido desposeída indebidamente, como consecuencia de una 
orden judicial dictada en el expediente número 25-1999, tramitado ante el Juzgado Mixto 
de San Miguel, acumulativamente demanda el pago de frutos en la suma de cinco mil nue-
vos soles e indemnización por daños y perjuicios, por la suma de seis mil quinientos nue-
vos soles. Como fundamentos de su demanda sostiene que en mérito del Documento de 
Compra - Venta de lote de terreno de fecha siete de marzo del año dos mil, Juan Aquino 
Mayta le otorgó en venta y enajenación perpetua el bien inmueble referido en el petitorio, 
por lo que es propietaria del mismo. Que, en el expediente penal número 025-99, seguido 
por Rosalvina Santa Huamán Acosta contra Benjamín Huamán Santacruz, por el delito de 
usurpación, ante el Juzgado de San Miguel, con fecha catorce de enero del año dos mil, se 
ha dictado sentencia condenatoria, la misma que no ha sido ejecutada hasta el catorce de 
marzo del año dos mil siete. Que, la demandada Rosalvina Santa Huamán Acosta le había 
otorgado la venta junto con su esposo Juan Aquino Mayta el siete de marzo del año dos 
mil, cincuenta y dos días después de haber obtenido la sentencia condenatoria y durante 
siete años no ejecutó la sentencia y dolosamente con fecha nueve de noviembre del año 
dos mil seis solicitó la ministración de la posesión. El juez de la causa, mediante resolu-
ción de fecha cinco de marzo del año dos mil siete dispuso el lanzamiento; sin embargo, a 
la recurrente no se le ha emplazado con dicha orden, por lo que se ha atentado contra el de-
bido proceso, privándole del derecho a la defensa. El catorce de marzo del año dos mil sie-
te se realizó el lanzamiento, en la que fue desposeída de su propiedad por una orden judi-
cial. Segundo.- Tramitada la demanda según su naturaleza, el juez de la causa, mediante 
sentencia de fojas seiscientos once, su fecha diez de julio del año dos mil nueve, declara 
fundada en parte la demanda; ordena que los demandados repongan en la posesión del 
inmueble sub litis a la demandante; asimismo, ordena el pago de tres mil nuevos soles, por 
concepto de frutos y de la suma de cuatro mil nuevos soles, por concepto de indemniza-
ción; con costas y costos. Como fundamentos de su decisión sostiene que en la fecha de 
los hechos, el predio sublitis se encontraba en posesión de la demandante, lo cual se en-
cuentra acreditado con los documentos que obran a fojas seis, siete y vuelta, ocho, nueve, 
diez, once, doce, trece, catorce, quince, dieciséis y diecisiete, de los cuales se tiene que el 
predio estaba siendo posesionado por la demandante desde el año dos mil dos. Que, ha 
quedado demostrado que se produjo el despojo a Rebeca Rodríguez Santiago, ya que esta 
estuvo posesionando de manera pacífica y pública el inmueble sublitis, conforme a las cer-
tificaciones de las propias autoridades. De fojas trescientos dieciséis, se desprende que el 
Juzgado Mixto de La Mar ordenó restituir la posesión del inmueble sublitis a favor de la 
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demandante, resolución que fue revocada por la Sala Civil, conforme a los actuados que 
obran a fojas quinientos treinta y seis, por tener el derecho discutido, naturaleza civil, de-
biendo vislumbrarse en la vía correspondiente, a mérito de lo cual la actora ha interpuesto 
la acción de Interdicto de Recobrar, ante el Juzgado Mixto de Ayna - San Francisco. Que, 
la demandante no ha sido citada ni emplazada en el proceso, habiendo procedido al despo-
jo de la posesión del inmueble sublitis, en su ausencia, incurriéndose en un acto arbitrario, 
inducido por la demandada Rosalvina Santa Huamán Acosta, la cual ha obrado de mala fe, 
por lo que debe procederse a restituírsele la posesión del inmueble. Tercero.- Apelada la 
mencionada sentencia, la Sala Revisora, mediante resolución de fojas ochocientos cuaren-
ta, su fecha veintinueve de enero del año dos mil diez, la revoca y, reformándola, declara 
improcedente la demanda. Como sustento de su decisión invoca el artículo 605 del Códi-
go Procesal Civil, señalando que esta norma contiene un presupuesto de procedibilidad 
para interponer dicho interdicto por despojo judicial, habiendo determinado que el perju-
dicado “debe” –no puede– solicitar la restitución ante el mismo juez. Asimismo, del últi-
mo párrafo del mismo artículo se desprende que el interdicto de recobrar basado en el des-
pojo judicial no obedece al trámite previsto para el interdicto de recobrar ordinario 
(normatividad correspondiente al proceso sumarísimo), sino le corresponde imprimirle el 
procedimiento especial señalado en la citada norma. Que, el proceso de autos tiene como 
origen la desposesión que reclama la actora, al no haber sido emplazada con la denuncia 
penal y demás actuados contenidos en el en la modalidad de usurpación, en agravio de 
Rosalvina Santa Huamán Acosta, en el que se dispuso la restitución del bien sublitis, man-
dato judicial que derivó del Juzgado Mixto de La Mar, y en etapa de ejecución de senten-
cia, para efectos de la ministración de posesión, dicho Órgano Jurisdiccional comisionó al 
Juzgado de Paz Letrado de San Francisco, el cual ministró posesión a Rosalvina Santa 
Huamán Acosta. Que, la demanda de autos, tramitada ante el Juzgado Mixto de Ayna - San 
Francisco, resulta haber sido desarrollada ante un Juez incompetente, al no haber emana-
do de este el mandato judicial; máxime que la demandante considera que a consecuencia 
de no haber sido citada ni emplazada en el proceso penal número 25-1999 resultó perjudi-
cada, correspondiendo el conocimiento y decisión de donde emanó el mandato judicial que 
dispuso el despojo. Cuarto.- Existiendo denuncias tanto por violación de normas de carác-
ter material como procesal, es necesario absolver, en primer lugar, este último extremo. 
cuya estimación de fundabilidad provocaría el reenvío del expediente, impidiendo el pro-
nunciamiento respecto de la denuncia de naturaleza material. Quinto.- Al respecto cabe 
señalar algunas consideraciones fácticas establecidas en las respectivas instancias de mé-
rito, según se puede apreciar de la lectura de las resoluciones obrantes a fojas seiscientos 
once y ochocientos cuarenta: a) En el proceso penal número 99-025, en los seguidos ante 
el Juzgado Mixto de San Miguel - La Mar, por el delito contra el patrimonio, en su moda-
lidad de usurpación, se ordenó la restitución del inmueble ubicado en la Avenida Túpac 
Amaru, sector unión, Manzana ‘X”, Lote número cuatro, distrito de Kimbiri, provincia de 
La Convención, departamento de Cusco, a favor de la agraviada Rosalvina Santa Huamán 
Acosta (ver resolución de fojas veintidós); b) El Juzgado Mixto de San Miguel - La Mar 
comisionó la ejecución de tal fallo al Juzgado Mixto de Ayna - San Francisco, el cual la 
efectivizó con fecha catorce de marzo del año dos mil siete, ministrando la posesión del 
inmueble materia de litis a favor Rosalvina Santa Huamán Acosta, despojando del mismo 
a Rebeca Rodríguez Santiago (ver Acta de fojas cuarenta y dos); C) Ante el mismo Juzga-
do Mixto de La Mar esta última solicitó la restitución del inmueble sublitis, alegando no 
haber sido emplazada válidamente en el mencionado proceso penal (ver texto de la resolu-
ción de fojas trescientos dieciséis), d) El Juez Mixto de La Mar, mediante resolución de fe-
cha veintinueve de marzo del año dos mil siete, obrante a fojas trescientos dieciséis, 
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restituyó la posesión del inmueble a Rebeca Rodríguez Santiago, por considerar que, en 
efecto, no había sido emplazada en el proceso penal número 025- 99; e) No obstante, la Su-
perior Sala Penal, mediante resolución de fecha veinticinco de mayo del año dos mil siete 
(fojas quinientos treinta y seis), revocó la apelada y, reformándola, declaró improcedente 
la solicitud de restitución de Rebeca Rodríguez Santiago, en el entendido que la titularidad 
del inmueble debla determinarse en la vía civil. Sexto. - Ante tales hechos Rebeca Rodrí-
guez Santiago ha postulado la demanda de los presentes autos (fojas cuarenta y siete), so-
bre Interdicto de Recobrar y otros, invocando, entre otros, el artículo 605 del Código Pro-
cesal Civil, según el cual: “El tercero desposeído como consecuencia de la ejecución de 
una orden judicial expedida en un proceso en que no ha sido emplazado o citado, puede in-
terponer interdicto de recobrar. El tercero perjudicado con la orden judicial debe acudir 
ante el Juez que la expidió solicitando la restitución. Si el Juez estima procedente el pedi-
do accederá inmediatamente a él. En caso contrario, lo rechazará, quedando expedito el 
derecho del tercero para hacerlo valer en otro proceso”. Como ha quedado glosado antes, 
el Juez de la causa, mediante sentencia de fojas seiscientos once, su fecha diez de julio del 
año dos mil nueve, ha declarado fundada en parte la demanda, ordenando que los deman-
dados repongan en la posesión del inmueble sub litis a la demandante; asimismo, ordena 
el pago de tres mil nuevos soles, por concepto de frutos y de la suma de cuatro mil nuevos 
soles, por concepto de indemnización. Sin embargo, la Sala Superior, mediante resolución 
de fojas ochocientos cuarenta, su fecha veintinueve de enero del año dos mil diez, la revo-
ca, y reformándola, declara improcedente la demanda. Sostiene el Ad quem que el artículo 
605 del Código Procesal Civil contiene un presupuesto de procedibilidad para interponer 
dicho interdicto por despojo judicial, habiendo determinado que el perjudicado ‘debe’ –no 
puede– solicitar la restitución ante el mismo Juez. Asimismo, que del último párrafo del 
mismo artículo se desprende que el interdicto de recobrar basado en el despojo judicial no 
obedece al trámite previsto para el interdicto de recobrar ordinario (normatividad corres-
pondiente al proceso sumarísimo), sino le corresponde imprimirle el procedimiento espe-
cial señalado en la norma. Que, el proceso de autos tiene como origen la desposesión que 
reclama la actora, al no haber sido emplazada con la denuncia penal y demás actuados con-
tenidos en el expediente penal número 25-1999, seguido contra Benjamín Huamán Santa 
Cruz, por la comisión del delito contra el patrimonio, en la modalidad de usurpación, en 
agravio de Rosalvina Santa Huamán Acosta, en el que se dispuso la restitución del bien su-
blitis, mandato judicial que derivó del Juzgado Mixto de La Mar, y en etapa de ejecución 
de sentencia, para efectos de la ministración de la posesión, dicho órgano Jurisdiccional 
comisionó al Juzgado de Paz Letrado de San Francisco, el cual ministró posesión a Rosal-
vina Santa Huamán Acosta. Que, la demanda de autos, tramitada ante el Juzgado Mixto de 
Ayna - San Francisco, resulta haber sido desarrollada ante un juez incompetente, al no ha-
ber emanado de este el mandato judicial; máxime que la demandante considera que a con-
secuencia de no haber sido citada ni emplazada en el proceso penal número 25-1999 resul-
tó perjudicada, correspondiendo el conocimiento y decisión, de donde emanó el mandato 
judicial que dispuso el despojo. Sétimo.- Sin embargo, la interpretación del Ad quem res-
pecto a la norma contenida en el artículo 605 del Código Procesal Civil resulta errada si se 
atiende a las siguientes razones, en primer lugar, dicha norma es clara al disponer que el 
tercero perjudicado con una orden judicial expedida en un proceso en que no ha sido em-
plazado debe acudir, en principio, ante el juez que la expidió solicitando la restitución; en 
caso su pedido no sea atendido, queda expedito su derecho (del tercero) para hacerlo valer 
en otro proceso. Se advierte que la ley menciona “otro proceso”, sin especificar la vía pro-
cedimental del mismo. Cabe precisar que no está permitido hacer distingos donde la ley no 
hace; en tal sentido, la alusión de la norma bajo análisis a "otro proceso” deberá entenderse 
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como uno con las garantías del debido proceso, tramitado bajo las reglas de la vía sumarí-
sima, como corresponde a los interdictos, según se ha establecido en la normativa proce-
sal contenida en el artículo 546, inciso 5, del Código Procesal Civil; por consiguiente, in-
curre en error el Ad quem al establecer que al interdicto de recobrar derivado de un despojo 
judicial debería ser substanciado en el procedimiento especial, con el agravante que no 
precisa siquiera cuál sería la vía procedimental que le correspondería al mismo. Octavo.- 
Por otro lado, la interpretación del Ad quem también es deficiente en cuanto estima que la 
demanda de autos ha sido interpuesta ante un Juez incompetente. señalando que debió acu-
dir al “juez de desalojo” (se refiere al Juez del Juzgado Mixto de La Mar, ante el cual se 
substanció el proceso penal número 025-99); sin embargo, la norma del artículo 605 del 
Código Procesal Civil prescribe que la víctima de un despojo judicial debe acudir, en pri-
mer lugar ante el juez que expidió la orden de despojo solicitando la restitución; luego, en 
caso de ser denegada su petición, queda expedito su derecho para hacerlo valer en otro pro-
ceso. Nótese que el legislador, no ha establecido que al postular otro proceso el interesado 
debe acudir necesariamente al Juez que dictó el despojo, razón por la cual, aquí tampoco 
puede hacerse distinción donde la ley no ha distinguido; es decir, debe entenderse que el 
juez encargado de substanciar el nuevo proceso, debe ser el juez competente, acorde con 
las reglas generales de determinación de la competencia, de lo cual resulta que la deman-
da de los presentes autos no adolece del defecto de incompetencia que le atribuye el Ad 
quem. Noveno.- La errada interpretación efectuada por el Ad quem ha determinado la in-
fracción del derecho a la tutela jurisdiccional de la recurrente, por cuanto, le ha privado de 
un pronunciamiento de mérito respecto a la pretensión formulada en su demanda de fojas 
cuarenta y siete, verificándose la denuncia procesal formulada en el recurso de casación 
sub examine; razón por la cual, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 396, ter-
cer párrafo, del Código Procesal Civil en vía de renovación del vicio el Ad quem deberá 
proceder a emitir nueva sentencia, pronunciándose sobre el fondo de la controversia; care-
ciendo de objeto pronunciarse sobre la denuncia material formulada por la recurrente. Por 
las consideraciones expuestas, declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto 
por Rebeca Rodríguez Santiago, por consiguiente, CASARON la sentencia de vista de fo-
jas ochocientos cuarenta, su fecha veintinueve de enero del año dos mil diez, expedida por 
la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, que revoca la sentencia apela-
da de fojas seiscientos once, su fecha diez de julio del año dos mil nueve, que declara fun-
dada en parte la demanda y reformándola, la declara improcedente: en consecuencia 
NULA la misma; ORDENARON que la Sala de procedencia emita nueva sentencia con 
arreglo a ley y a las consideraciones precedentes; DISPUSIERON la publicación de la 
presente resolución en el Diario Oficial El Peruano, bajo responsabilidad; en los seguidos 
por Rebeca Rodríguez Santiago contra Rosalvina Santa Huamán Acosta y otros, sobre In-
terdicto de Recobrar y otros; y los devolvieron. Ponente Señor Miranda Molina, Juez Su-
premo.- SS. TICONA POSTIGO; ARANDA RODRÍGUEZ; PALOMINO GARCÍA; 
MIRANDA MOLINA.



calificación de las demandas judiciales

197

J3

CAS. nº 328-2011

Los juzgados civiles son competentes para conocer pretensio-
nes indemnizatorias contra exfuncionarios estatales(*)

La pretensión demandada no es una de naturaleza laboral, tanto más 
si no se imputa a los demandados la comisión de una falta grave, o el 
incumplimiento del contrato de trabajo, como erróneamente sostie-
nen las instancias de mérito sino se trata del hecho puntual referido 
a que los emplazados inejecutaron su obligación respecto a la super-
visión y control de la obra en lo concerniente a los pagos adiciona-
les, no habiendo actuado con la diligencia necesaria, en tal sentido, 
se configura en autos la aplicación indebida del artículo 4 inciso 2 li-
teral j) de la Ley N° 26636, pues en ningún momento se ha atribuido 
a los demandados la comisión de una falta grave o del incumplimien-
to de su contrato de trabajo; razón por la cual son aplicables para el 
trámite del presente proceso las normas generales contenidas en el 
Código Procesal Civil, y no aquellas referidas en la Ley Procesal de 
Trabajo, por lo que se determina la competencia del fuero civil para 
su conocimiento.

CAS. N° 328-2011-LIMA. Indemnización. Lima, treinta de enero del año dos mil doce.- 
LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE 
LA REPÚBLICA; vista la causa número trescientos veintiocho - dos mil once, en audien-
cia pública de la fecha, y producida la votación con arreglo a ley, emite la siguiente sen-
tencia; MATERIA DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación interpuesto por el 
Procurador Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio de Vivienda, Construc-
ción y Saneamiento mediante escrito obrante a fojas doscientos setenta y cuatro del cua-
derno de excepciones, contra el auto de vista emitido por la Quinta Sala Civil de Lima, co-
rriente a fojas doscientos cuarenta del mismo cuaderno, su fecha diecinueve de octubre del 
dos mil diez, que confirmó la resolución apelada obrante a fojas cuatrocientos setenta y 
cuatro, que declaró fundada la excepción de incompetencia, nulo todo lo actuado y por 
concluido el proceso; FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Que, el recurso de casación 
fue declarado procedente por resolución del veinte de abril del dos mil once, por la causal 
de infracción normativa prevista en el artículo trescientos ochenta y seis del Código Pro-
cesal Civil, en virtud de lo cual el recurrente denuncia: que se ha inaplicado el artículo mil 
trescientos veintiuno del Código Civil, así como el artículo once y novena Disposición 
Final de la Ley número veintisiete mil setecientos ochenta y cinco - Ley Orgánica del Sis-
tema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, y de igual modo se 
ha aplicado indebidamente el artículo cuarto inciso segundo literal j) de la Ley número 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 04/07/2012, p. 35616.
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veintiséis mil seiscientos treinta y seis - Ley Procesal del Trabajo, toda vez que en la refe-
rida novena Disposición Transitoria se define al servidor o funcionario público como todo 
aquel que, independientemente del régimen laboral en que se encuentra, ejerce funciones 
en las entidades. De otro lado, la misma Disposición define a la responsabilidad civil como 
aquella en la que incurren los servidores y funcionarios por los daños económicos ocasio-
nados a la entidad o al Estado por acción u omisión en el ejercicio de sus funciones, sea a 
título de dolo o culpa. En consecuencia, queda claro que la responsabilidad civil es aque-
lla que se genera cuando, en el ejercicio de su cargo el funcionario o servidor causa un 
daño al Estado, de modo tal que aquel que generó un perjuicio económico al mismo está 
en la obligación de indemnizarlo por inejecución de sus obligaciones, conforme a las nor-
mas que regula el Libro cuarto, Sección once, Título noveno del Código Civil. En conse-
cuencia, los codemandados, como funcionarios públicos de una institución sujeta a control 
gubernamental, deben responder por los actos que acarreen perjuicio económico al Estado, 
correspondiendo al fuero civil la dilucidación de la referida responsabilidad por razones de 
especialidad. Más aún, del análisis del texto del literal j) inciso segundo del artículo cuar-
to de la Ley Procesal del Trabajo, se concluye que la competencia de la judicatura laboral 
para el conocimiento de las acciones incoadas por el empleador sobre indemnización por 
daños y perjuicios derivados de la comisión de falta grave, alude implícitamente a la exis-
tencia de un despido por esa falta, que cause perjuicio económico al empleador, como con-
dición previa para el ejercicio de la acción, situación que no se presentó en el caso de au-
tos puesto que los exfuncionarios demandados no fueron despedidos por comisión de falta 
grave, sino que su responsabilidad civil en el hecho dañoso se determinó a través de una 
acción de control posterior a su cese, ejecutada por la Oficina de Control Institucional del 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, conforme se advierte del Informe 
Especial número 004-2006-2-5303. Los demandados cesaron entre los años dos mil uno y 
dos mil dos, mientras que la acción de control se realizó el año dos mil seis, por lo que la 
indemnización reclamada no se origina en falta disciplinaria cometida por los exfunciona-
rios aludidos, sino a los controles posteriores dispuestos por el Sistema Nacional de Con-
trol y la Contraloría General de la República, los mismos que determinaron la existencia 
de responsabilidad civil; y, CONSIDERANDO: Primero.- Que, conforme aparece de au-
tos, el Programa de Apoyo a la Reforma del Sector Saneamiento PARSSA (antes Progra-
ma Nacional de Agua Potable y Alcantarillado PRONAP), representado por el Procurador 
adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio de Vivienda, Construcción y Sa-
neamiento, interpone demanda para efectos de que Luis Hernán Torres Villar (ex Director 
Ejecutivo del PRONAP), David Augusto Arriz Pimentel (ex Director de Ingeniería del 
PRONAP), Hugo Alberto Vélez Quiroz (ex Jefe de la Unidad de Obras del PRONAP), Ro-
drigo Feliciano Gonzáles Del Valle Rivas (Coordinador de Obra) y Consorcio Harza 
-Acruta & Tapia (Supervisor de Obra), cumplan con pagar la suma de cuarenta y cuatro 
mil setecientos ochenta y dos nuevos soles con veinte centavos (S/. 44,782.20) por el daño 
emergente generado a consecuencia de la inejecución de sus obligaciones en la Obra “Re-
construcción de los Sistemas de Agua Potable y Alcantarillado afectados por el Fenómeno 
El Niño en los departamentos de La Libertad y Cajamarca”. Sostiene que con motivo del 
Examen Especial realizado al Programa de Apoyo a la Reforma del Sector Saneamiento - 
PARSSA, llevado a cabo por el Órgano de Control Institucional del Ministerio de Vivien-
da Construcción y Saneamiento, se emitió el Informe Especial número 004-2006-2-5303, 
en el cual se determinó la responsabilidad de los demandados respecto del pago del Presu-
puesto Adicional número dos, cuyo monto superaba los metrados que realmente corres-
pondía reconocer y que fue aprobado careciendo del debido sustento técnico, generándose 
un perjuicio al Estado por la suma de cuarenta y cuatro mil setecientos ochenta y 



calificación de las demandas judiciales

199

dos nuevos soles con veinte centavos (S/. 44,782.20), el cual queda sujeto a indemnización 
conforme a los términos del artículo mil trescientos veintiuno del Código Civil. Segundo.- Que, 
al absolver el traslado de la demanda, Rodrigo Feliciano Gonzáles Del Valle Rivas dedujo las 
excepciones de incompetencia, de oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la de-
manda y de prescripción extintiva de la acción. Por su parte, David Augusto Arriz 
Pimentel dedujo las excepciones de incompetencia y oscuridad o ambigüedad en el modo 
de proponer la demanda. Con respecto a la excepción de incompetencia, ambos recurren-
tes sostienen que se encontraban vinculados, con el PRONAP a través de un contrato de 
trabajo, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el acápite j) del inciso segundo del 
artículo cuatro de la Ley Procesal de Trabajo número veintiséis mil seiscientos treinta y 
seis, el Juzgado de Trabajo es competente por razón de la materia para conocer de las pre-
tensiones de índole indemnizatorio por los daños y perjuicios derivados de la comisión de 
falta grave que cause perjuicio al empleador. En cuanto a la excepción de oscuridad o am-
bigüedad en el modo de proponer la demanda, sostienen que la citada demanda no es cla-
ra y precisa respecto a la presunta responsabilidad incurrida así como el grado de partici-
pación de los recurrentes en los hechos, teniendo en cuenta que la ejecución de la obra 
estuvo a cargo de la contratista SOINCO SACI - ACUÑA Y PERALTA Sociedad Anónima 
Asociados y su supervisión estuvo a cargo del Consorcio Harza - Acruta & Tapia. Finalmen-
te en cuanto a la excepción de prescripción extintiva, Rodrigo Feliciano Gonzáles Del Valle 
Rivas alega que la responsabilidad imputada en su contra debe calificarse como extracon-
tractual, y habiéndose configurado el supuesto daño económico en el año dos mil uno, la mis-
ma ha prescrito a la fecha de interposición de la demanda, de conformidad con el artículo dos 
mil uno inciso cuarto del Código Civil. Tercero.- Que, la juez de la causa expide resolución 
declarando fundada la excepción de incompetencia, nulo todo lo actuado y por concluido el 
proceso, toda vez que los demandados, para la ejecución del Proyecto, suscribieron diversos 
contratos de trabajo bajo los alcances del Decreto Supremo número 003-97-TR y demás nor-
mas laborales; entonces, la materia controvertida debe ventilarse en otra vía a fin de que el 
demandante pueda resarcirse de los daños y perjuicios derivados de la comisión por falta gra-
ve por incumplimiento del contrato de trabajo; siendo así, resulta factible amparar la presen-
te excepción, absteniéndose la judicatura de emitir pronunciamiento sobre las demás excep-
ciones planteadas, de conformidad con lo previsto por el artículo cuatrocientos cincuenta del 
Código Procesal Civil. Cuarto.- Que, apelada que fuera esta decisión, la Sala Superior la 
confirma, por cuanto: i) El apartado “j” del inciso segundo del artículo cuatro de la Ley Pro-
cesal del Trabajo número veintiséis mil seiscientos treinta y seis, vigente al momento de la 
interposición de la demanda, establece que la competencia por razón de la materia se regula 
por la naturaleza de la pretensión y en especial por las siguientes normas: “Los Juzgados de 
Trabajo conocen de las pretensiones individuales o colectivas por conflictos jurídicos sobre: 
Indemnización por daños y perjuicios derivados de la comisión de falta, grave que cause per-
juicio económico al empleador, incumplimiento del contrato y normas laborales cualquiera 
fuera su naturaleza por parte de los trabajadores”. Nótese que la norma laboral citada distin-
gue entre indemnización por: a) Comisión de falta grave que cause perjuicio al empleador; 
b) Incumplimiento de contrato; y, c) Incumplimiento de normas laborales; ii) Se verifica que 
en el presente caso no se está cuestionando el tipo de daño que presuntamente habría sufrido 
la demandante, sino la forma en la que este se ha originado, siendo que la propia demandan-
te ha señalado que dichos daños se han generado por el actuar negligente de los demandados 
en el ejercicio de sus funciones, lo cual evidentemente tuvo lugar previo convenio laboral 
suscrito entre las partes procesales; y, iii) Por consiguiente, la competencia por razón de la 
materia contractual resulta viable, toda vez que el supuesto daño causado se ha dado como 
consecuencia de un contrato suscrito, lo que hace concluir que en el presente caso estamos 
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ante un incumplimiento de contrato, no pudiendo reclamarse la indemnización por daños y 
perjuicios mientras no se establezca si se dio tal incumplimiento, teniendo el demandante ex-
pedito su derecho para hacerlo valer en la forma que corresponde. Quinto.- Que, al formu-
lar recurso de casación, la demandante sostiene que la responsabilidad a que se refiere la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República es in-
dependiente del régimen laboral en el que el funcionario se encuentre prestando labores, de 
tal forma que si este causa un perjuicio al Estado por inejecución de sus obligaciones, está 
obligado a indemnizarlo de conformidad con las normas del Código Civil, por lo que corres-
ponde a este fuero dilucidar la responsabilidad, más aún si a los encausados no se les imputa 
la comisión de falta grave y cesaron de sus cargos entre los años dos mil uno y dos mil dos, 
realizándose la acción de control recién en el año dos mil seis. Al respecto, cabe señalar que 
este Supremo Tribunal ha resuelto un caso similar al presente, al expedir la Casación número 
1204-2009 (Lima) del veinticinco de noviembre del año dos mil nueve, también sobre in-
demnización de daños y perjuicios ocasionados a consecuencia del pago de presupuestos 
adicionales, estableciendo que para efectos de determinar la competencia por cuestión de la 
materia, es necesario dilucidar previamente la naturaleza del proceso; y en el caso de autos 
es evidente que la pretensión demandada no es una de naturaleza laboral, tanto más si no se 
imputa a los demandados la comisión de una falta grave, o el incumplimiento del contrato de 
trabajo, como erróneamente sostienen las instancias de mérito sino se trata del hecho puntual 
referido a que los emplazados inejecutaron su obligación respecto a la supervisión y control 
de la obra en lo concerniente a los pagos adicionales, no habiendo actuado con la diligencia 
necesaria, debiendo tenerse presente además lo establecido en la Novena Disposición Final 
de la Ley número veintisiete mil setecientos ochenta y cinco (vigente a la fecha de realizarse 
el examen de control), según la cual el servidor o funcionario público incurre en responsabi-
lidad civil cuando causa un daño económico incumpliendo sus funciones por dolo o culpa, 
sea esta inexcusable o leve; considerándose servidor o funcionario público a todo aquel que, 
independientemente del régimen laboral en que se encuentra, mantiene vínculo laboral, con-
tractual o relación de cualquier naturaleza con alguna de las entidades, y que en virtud de ello 
ejerce funciones en tales entidades. Sexto.- Que, en tal sentido, se configura en autos la apli-
cación indebida del artículo cuatro inciso segundo literal j) de la Ley número veintiséis mil 
seiscientos treinta y seis, pues en ningún momento se ha atribuido a los demandados la co-
misión de una falta grave o del incumplimiento de su contrato de trabajo; razón por la cual 
son aplicables para el trámite del presente proceso las normas generales contenidas en el Có-
digo Procesal Civil, y no aquellas referidas en la Ley Procesal de Trabajo, por lo que se de-
termina la competencia del fuero civil para su conocimiento. Sétimo.- Que, por lo demás, es 
el caso señalar que no resulta aplicable para la resolución de esta excepción procesal la nor-
ma contenida en el artículo once de la Ley número veintisiete mil setecientos ochenta y cin-
co, pues aquella se limita a regular la acción contralora y el contenido del informe a emitirse 
como resultado de esta, sin evidenciar mayores elementos que nos permitan definir la com-
petencia materia del debate casatorio. De igual forma, resulta impertinente atender a los al-
cances del artículo mil trescientos veintiuno del Código Civil, pues en esta etapa del proce-
so no corresponde dilucidar si se configura o no la responsabilidad contractual atribuida a los 
demandados, lo que deberá determinarse al expedirse la sentencia final. Octavo.- Que, sien-
do así, y en aplicación de lo normado en el artículo trescientos noventa y seis del Código Pro-
cesal Civil, corresponde a este Supremo Tribunal, en su actuación como sede de instancia, 
resolver lo conveniente en uso de su facultad revocatoria, teniéndose en cuenta que en apli-
cación del artículo cuatrocientos cincuenta del Código Procesal Civil, las instancias de méri-
to se han abstenido de pronunciarse sobre las excepciones de oscuridad o ambigüedad en el 
modo de proponer la demanda y de prescripción extintiva de la acción, las cuales deberán 
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resolverse oportunamente por el juez de la causa, en atención a lo dispuesto en la acotada 
norma procesal, que establece que si el superior revoca el auto apelado que amparó –entre 
otros– la excepción de incompetencia, y...) devolverá lo actuado para que el inferior se pro-
nuncie sobre las restantes (...), todo ello a fin de salvaguardar el derecho de defensa y a la do-
ble instancia que asiste a los demandados excepcionantes, de conformidad con el artículo dé-
cimo del título preliminar del Código Procesal Civil. Por las razones expuestas declararon: 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el Procurador Adjunto a cargo de los 
asuntos judiciales del Ministerio de Vivienda Construcción y Saneamiento mediante escrito 
de fojas doscientos setenta y cuatro del cuaderno de excepciones; CASARON la resolución 
impugnada, en consecuencia, NULO el auto de vista emitido por la Quinta Sala Civil de 
Lima, obrante a fojas doscientos cuarenta del citado cuaderno, su fecha diecinueve de octu-
bre del dos mil diez; y actuando en sede de instancia: REVOCARON la resolución apelada 
de fecha veintinueve de marzo del dos mil diez, obrante a fojas ciento sesenta y ocho del cua-
derno de excepciones, que declara fundada la excepción de incompetencia, nulo todo lo ac-
tuado y por concluido el proceso, y REFORMÁNDOLA, declararon infundada la citada ex-
cepción; MANDARON que se devuelva el proceso al juez de la causa para que emita 
resolución pronunciándose sobre las excepciones de oscuridad o ambigüedad en el modo de 
proponer la demanda y de prescripción extintiva de la acción; DISPUSIERON se publique 
la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano, bajo responsabilidad; en los seguidos 
por el Programa de Apoyo a la Reforma del Sector Saneamiento –PARSSA– ex PRONAP 
contra Luis Hernán Torres Villar y otros sobre Indemnización; y los devolvieron. Ponente 
Señor Ticona Postigo, Juez Supremo.- SS. TICONA POSTIGO, ARANDA RODRÍGUEZ, 
PONCE DE MIER, VALCÁRCEL SALDAÑA, MIRANDA MOLINA.
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J4

CAS. Nº 2165-2009

Procede la demanda de ocupación precaria si el nuevo adqui-
rente comunica la conclusión del contrato de arrendamiento de 
los emplazados(*)

Los juzgadores dejaron de aplicar lo dispuesto en el artículo 911 del 
Código Civil, en razón a que el contrato de arrendamiento de los de-
mandados concluyó cuando la nueva adquirente del bien arrenda-
do manifestó a los arrendatarios su voluntad de no respetar el con-
trato mediante el instrumento obrante a fojas trece; por consiguiente 
los demandados ya no ostentaban título alguno que justifique la po-
sesión del predio por haber fenecido, convirtiéndolos en ocupantes 
precarios, facultando a la demandante a solicitar la devolución del 
bien mediante la presente acción judicial de desalojo por ocupación 
precaria.

CAS. N° 2165-2009-LIMA. Lima, doce de noviembre de dos mil nueve.- LA SALA CI-
VIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLI-
CA: Vista la causa número dos mil ciento sesenta y cinco - dos mil nueve, en Audiencia 
Pública el día de la fecha, oído el informe oral con arreglo a ley, se expide la siguiente sen-
tencia. I. MATERIA DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación interpuesto a fo-
jas ciento sesenta y cinco por Beatriz Ofelia Zevallos Giampietri contra la sentencia de vis-
ta expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, su fecha 
doce de marzo de dos mil nueve que confirmando la sentencia apelada obrante a fojas no-
venta y ocho, su fecha veintiséis de setiembre de dos mil ocho, declaró improcedente la de-
manda de desalojo por ocupación precaria. II. FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Esta 
Sala Suprema, mediante resolución de fecha treinta y uno de julio del año en curso decla-
ró procedente el recurso de casación por la causal contenida en el inciso 2 del artículo 386 
del Código Procesal Civil, relativa a la inaplicación de una norma de derecho material, 
sosteniendo que se dejaron de aplicar los siguientes numerales: i) El artículo 911 del Có-
digo Civil, según el cual, “la posesión precaria es el acto que se ejerce sin título alguno o 
cuando el que se tenía ha fenecido”; debiendo entenderse como tal al que hace referencia 
la parte final del artículo en mención, esto es, aquel documento que llega a su fin por de-
terminación judicial, acto jurídico o por ministerio de la ley; refiere también la recurrente 
que en las sentencias de mérito no se aplicó esta norma sustantiva, pues de autos se advier-
te que la demandante resulta ser la propietaria del inmueble en litigio –bien inmueble que 
se encuentra inscrito en los Registros Públicos– y que en el ejercicio de su derecho de pro-
piedad procedió a cursar carta notarial a los demandados dando por concluido el contrato 
de arrendamiento, por lo tanto al quedar resuelto de pleno derecho dicho contrato, el título 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/09/2010, p. 28413.
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de los demandados feneció; ii) El artículo 1365 del Código Civil, según el cual: “En los 
contratos de ejecución continuada que no tengan plazo convencional o legal determinado, 
cualquiera de las partes pueden ponerle fin a dicho acto mediante aviso previo remitido por 
vía notarial con una anticipación no menor de treinta días y transcurrido dicho plazo el 
contrato quedará resuelto de pleno derecho”, norma que tampoco fue invocada por las ins-
tancias de mérito y que solo a través de su aplicación es que se cursaría carta notarial a los 
demandados con el propósito de ponerle fin al contrato de arrendamiento y así darlo por 
resuelto, asimismo refiere que el título mediante el cual venían poseyendo los demandados 
quedó fenecido y sin efecto legal alguno; y, iii) El artículo 1703 del Código Civil, el cual 
establece que: “Se pone fin a un arrendamiento de duración indeterminada previo aviso ju-
dicial o extrajudicial al otro contratante”; cabe señalar que esta norma es concordante con 
lo dispuesto en el artículo 1365 del citado Código Sustantivo y que de haberse aplicado se 
hubiere cursado carta notarial a los demandados, por cuanto le faculta a una de las partes, 
en este caso a la propietaria, el poner fin al contrato de arrendamiento y por ende a dejarlo 
resuelto de manera que el título en cuyo sustento venían poseyendo el bien los demanda-
dos, feneció. III. CONSIDERANDOS: Primero: Que, la causal de inaplicación de una 
norma de derecho material se presenta cuando concurren los siguientes supuestos:  
a) El juez, por medio de una valoración conjunta y razonada de las pruebas establece como 
probado ciertos hechos alegados por las partes y relevantes del litigio; b) que estos hechos 
guardan relación de identidad con determinados supuestos fácticos de una norma jurídica 
material; c) que no obstante esta relación de identidad (pertinencia de la norma) el juez no la 
aplica (específicamente, la consecuencia jurídica) sino otra distinta, resolviendo el conflicto 
de intereses de manera contraria a los valores y fines del derecho y particularmente lesionan-
do el valor de justicia. Segundo: Que, para efectos de establecer si en el caso en concreto se 
dejaron de aplicar las normas de derecho material glosadas, es necesario hacer las siguien-
tes precisiones: La presente controversia versa sobre la pretensión de la demandante Beatriz 
Ofelia Zevallos Giampietri, quien reclama que los demandados Pedro Jaime Araujo Schmitt 
y María Esther Arteaga Cabrera cumplan con desocupar el inmueble de su propiedad ubica-
do en la avenida José Gálvez número mil quinientos treinta y dos, interior D, Distrito de 
Lince; entre las precisiones de su demanda, sostiene que adquirió el inmueble litigioso de 
sus anteriores propietarios –la Sucesión de Pedro Zevallos Alegre– mediante escritura 
pública de compraventa efectuada con fecha dieciséis de enero del dos mil ocho, el mismo 
que se encuentra inscrito en los Registros Públicos; asimismo la actora manifestó que al 
adquirir la propiedad del citado inmueble cumplió con comunicar a los demandados, me-
diante carta notarial de fecha veintiuno de abril de dos mil ocho, dicho acto jurídico a fin 
de que en el término de treinta días desocupen el bien en referencia, decisión a la que lle-
go en mérito a lo dispuesto en el artículo 1365 del Código Civil, dando por concluido el 
contrato de arrendamiento celebrado entre los demandados y el anterior propietario y que 
pese a ello los demandados no cumplen con desocupar el predio. Tercero: Que, a fojas se-
senta y nueve los demandados contestaron la demanda cuestionando la condición de pro-
pietaria de la accionante, pues aducen que solicitaron a la Municipalidad el cambio de nu-
meración del inmueble en litigio, y en tal sentido, ahora a los predios números mil 
quinientos treinta y ocho y mil quinientos cuarenta les corresponde la numeración mil qui-
nientos treinta y cuatro y mil quinientos treinta y dos, modificación efectuada el día vein-
titrés de junio de dos mil ocho y que no fue inscrita en los Registros Públicos; de otro lado 
los demandados alegan que no se niegan a abandonar el predio, sino que dicho abandono 
no lo efectuarán ante quien manifiesta ser la actual dueña y que no muestra documento al-
guno que acredite dicha titularidad. Cuarto: Que, el juez que intervino en primera 
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instancia, mediante resolución de fecha veintiséis de setiembre de dos mil ocho declaró 
improcedente la demanda bajo los fundamentos siguiente: que la pretensión no se ajusta a 
la naturaleza del proceso utilizado (ocupante precario), toda vez que se produce la enaje-
nación del inmueble materia de litis y no encontrándose el arrendamiento inscrito, la acto-
ra puede darlo por concluido, lo que significa que el nuevo propietario tiene derecho a exi-
gir la devolución del bien en referencia, lo que no convierte a los inquilinos en ocupantes 
precarios; por tanto, si la actora no desea continuar con el arrendamiento tiene la posibili-
dad de iniciar un proceso de desalojo por la causal de conclusión de contrato, conforme lo 
dispone el artículo 1708 inciso 2 del Código Civil, pero no por ocupación precaria, cons-
tituyendo su fundamento esencial que los demandados tienen la calidad de arrendatarios. 
Quinto: Que, apelada dicha decisión, la Sala Superior mediante resolución de vista de fe-
cha doce de marzo del año en curso, resolvió confirmar la apelada sustentando su decisión 
básicamente en que el solo hecho de dar por concluido el contrato de arrendamiento no 
convierte a los demandados en ocupantes precarios, como tampoco debe entenderse que 
hay renovación tácita, por el solo hecho de permanecer en el uso del bien, sino debe enten-
derse como la continuación del arrendamiento bajo sus mismas estipulaciones hasta que el 
arrendador solicite su devolución, conforme lo señala el artículo 1700 del Código Civil; de 
manera que habiendo acreditado los demandados tener un título posesorio que respalda la 
ocupación del bien, su posesión no es precaria. Sexto: Que, previamente a proceder con el 
análisis de los argumentos del presente recurso, corresponde señalar que conforme se des-
prende de la parte decisoria de las sentencias de mérito, los juzgadores han declarado im-
procedente la demanda de desalojo por ocupación precaria; sin embargo, del análisis de las 
motivaciones expuestas en la parte considerativa de ambas resoluciones se advierte que en 
realidad se ha procedido a realizar una valoración de pruebas y hechos vinculados con la 
cuestión de fondo, por lo que estamos frente a un pronunciamiento respecto del derecho 
sustantivo cuya protección se pide por la actora y no sobre la forma, toda vez que los refe-
ridos juzgadores de ambas Instancias pese a haber llegado a la conclusión de que en el caso 
en concreto no se presentan los supuestos sustantivos para amparar la pretensión de desa-
lojo por ocupación precaria prevista en el numeral 911 del Código Civil, declaran en la 
parte resolutiva la improcedencia de la demanda; debiéndose tener en cuenta que a tal 
apreciación se arriba con mayor sustento, si se observa que en ninguna de las dos resolu-
ciones aludidas se invoca en considerando alguno sustento fáctico o jurídico que justifique 
la falta de un requisito, de procedibilidad, en la cual se justifique la consecuencia a que 
arribaron; en tal sentido, esta Suprema Sala concluye que resolviendo con correcta técnica 
jurídica a fin de permitir la justicia en el caso concreto, debe entenderse el sentido de las 
sentencias expedidas en las Instancias de mérito como infundada la pretensión y no como 
improcedente la demanda y así se analizará en adelante. Sétimo: Que, para resolver en for-
ma legal y justa la presente controversia, resulta necesario iniciar el análisis invocando que 
el contrato de arrendamiento en el cual sustentan su defensa los demandados y en el cual 
los jueces de Instancia justifican el rechazo de la demanda, tiene una regulación propia a 
través del Título VI Sección Segunda Libro VII del Código Civil; dentro de dicho Capítulo, 
encontramos al artículo 1708 que regula específicamente el caso en que se produce la ena-
jenación de un bien arrendado, tema en conflicto que es precisamente materia de solución, 
prescribiendo: En caso de enajenación del bien arrendado se procederá del siguiente modo: 
1.- Si el arrendamiento estuviese inscrito el adquirente deberá respetar el contrato  
quedando sustituido desde el momento de su adquisición en todos los derechos y  
obligaciones del arrendador; 2.- Si el arrendamiento no ha sido inscrito el adquirente  
puede darlo por concluido; excepcionalmente, el adquirente está obligado a respetar el 
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arrendamiento si asumió dicha obligación; y, 3.- Tratándose de bienes muebles, el adqui-
rente no está obligado a respetar el contrato si recibió su posesión de buena fe; como se po-
drá apreciar dicho artículo regula varios supuestos en sus distintos considerandos, pero in-
teresa para la solución del conflicto sometido a tutela la interpretación de los dos primeros 
incisos los que regulan la venta de bien inmueble arrendado (que es la naturaleza del bien 
cuya desocupación se está solicitando), toda vez que el tercer inciso está referido a la ven-
ta de un bien mueble arrendado, que no es el caso. Adecuando la norma al caso concreto 
materia de análisis y revisando los fundamentos de hecho tanto de la demanda como de su 
contestación, fluye que tampoco resulta aplicable el supuesto aludido en el inciso primero 
del artículo en análisis, ya que la parte demandada no afirmó ni menos probó que el con-
trato de arrendamiento celebrado con el anterior propietario (vendedor del demandante) 
haya sido elevado a escritura pública, por lo tanto, este se encuentra inscrito; respecto a 
este Inciso primero, Castillo Freyre comenta que: “De acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 1708 (inciso 1), el adquirente deberá respetar el contrato, quedando sustituido des-
de el momento de su adquisición en todos los derechos y obligaciones del arrendador, se 
trata de un supuesto de sustitución en la relación contractual, figura atípica que sería una 
especie de cesión de posición contractual operada por mandato de la ley; el inciso 1 bajo 
comentario es una norma de equidad ya que si el arrendatario procedió en salvaguarda de 
sus derechos a inscribir en los Registros Públicos el contrato de arrendamiento que había 
celebrado con dicha inscripción se ponía a buen recaudo con respecto a cualquier futura 
enajenación que hiciese el propietario del bien”(3). Octavo: Que, resulta pertinente a este 
caso la regulación contenida en el inciso 2 del artículo 1708 del Código Civil, norma apli-
cada por las Instancias de mérito para rechazar la demanda, por lo tanto es necesario co-
mentar previamente lo expuesto por Castillo Freyre, quien señala que: “El inciso 2 del ar-
tículo 1708 del Código Civil contempla dos supuestos que a pesar de la redacción de la 
referida norma no son subsidiarios sino alternativos. Nos explicamos, el referido numeral 
debe entenderse como que si el tercero hubiera adquirido el bien cuyo arrendamiento no se 
encontraba inscrito y no asumió con el vendedor o antiguo propietario enajenante el deber 
de respetar el arrendamiento celebrado por él, entonces no tendrá por qué mantener la vi-
gencia de la relación contractual, pudiendo darlo por concluido. Es evidente que la facul-
tad de dar por concluida dicha relación contractual es una opción de la que goza el tercero 
adquirente, ya que bien podría haberse convertido en el nuevo propietario del bien decidir 
por convenir a sus intereses, respetar rigurosamente la relación contractual asumida por el 
antiguo propietario del bien. Caso contrario, es decir, si tal situación no le conviene podrá 
dar por concluido el contrato de arrendamiento. En tal sentido, ante la enajenación de un 
bien otorgado en arrendamiento, no inscrito nuestro sistema acoge el principio romano 
‘emptio tollit locatum’, esto es, la venta rompe el arrendamiento a menos que el adquiren-
te se obligue o decida respetarlo, en virtud claro está del principio de relatividad de los 
contratos regulado en el artículo 1363 del Código Civil, comentario del cual se deduce 
que, resulta concluyente que el contrato de arrendamiento no inscrito no produce obliga-
ción por parte del nuevo adquirente de respetar el contrato de arrendamiento celebrado por 
su vendedor; no obstante, como la misma norma lo prescribe, el nuevo propietario puede 
decidirse por respetarlo o bien darlo por concluido o terminado”(4). Resulta necesario 

(3)	 Castillo Freyre, Mario. Tratado de los Contratos Típicos. Mutuo-Arrendamiento. Vol. XIX, 
Tomo II, Biblioteca para Leer el Código Civil. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú, Lima, 2002, p. 462.

(4)	 Castillo Freyre, Mario. Ob. cit., pp. 462-463.
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precisar que la norma fija los efectos del contrato de arrendamiento celebrado entre el 
arrendatario y el comprador del bien; situación diferente son los efectos de dicha relación 
contractual entre el arrendador (vendedor) y el arrendatario, pues este último puede hacer 
valer lo estipulado en el numeral 1709 del mismo Código Civil. Noveno: Que, ampliando 
el análisis podemos precisar que el inciso 2 del artículo 1708 del Código Civil establece 
dos posibilidades por las cuales puede optar el comprador del bien arrendado o bien deci-
de respetar el contrato y continuar con la ejecución del mismo a pesar de no haber sido ins-
crito o bien no cumplirlo porque no lo vincula en cuyo caso tendrá que darlo por conclui-
do, aun cuando debe reconocerse que la norma no señala en forma expresa la forma como 
debe dársele por concluido, esto es, la norma no indica si deben cumplirse las reglas esti-
puladas en el numeral 1365 o 1703 del Código Civil para darlo por concluido. Décimo: 
Que, bajo este orden de ideas, esta Sala después del análisis de las sentencias expedidas 
por los Jueces de mérito –en las que se valoraron los hechos y las pruebas aportadas por 
las partes– determina que la demandante no optó por la alternativa de respetar el contrato 
de arrendamiento y continuar con su ejecución, sino que dio por concluido el contrato a 
través de una carta notarial remitida al demandado con fecha veintiuno de abril del dos mil 
ocho y que obra en autos a fojas trece, otorgándole un plazo de treinta días para que des-
ocupe el bien inmueble, e indicándole que en caso contrario se les iniciaría el proceso de 
desalojo por ocupación precaria. Undécimo: Que, de lo expuesto en el considerando pre-
cedente es de tenerse en cuenta que con la decisión adoptada por la demandante los efec-
tos del contrato de arrendamiento quedaron sin efecto y de conformidad con lo señalado 
en el último párrafo del artículo 911 del Código Civil la ocupación de los demandados de-
viene en precaria, interpretación que protege la posibilidad del pleno disfrute del derecho 
a la propiedad por el adquirente, reconocido y amparado por el artículo 70 de la Constitu-
ción Política del Estado de mil novecientos noventa y tres, sin más trabas que las estable-
cidas expresamente por la ley. Duodécimo: Que, siendo ello así, es de tenerse en cuenta 
que efectivamente los juzgadores dejaron de aplicar lo dispuesto en el artículo 911 del Có-
digo Civil, en razón a que el contrato de arrendamiento de los demandados concluyó cuan-
do la nueva adquirente del bien arrendado manifestó a los arrendatarios su voluntad de no 
respetar el contrato mediante el instrumento obrante a fojas trece; por consiguiente los de-
mandados ya no ostentaban título alguno que justifique la posesión del predio por haber fe-
necido, convirtiéndolos en ocupantes precarios, facultando a la demandante a solicitar la 
devolución del bien mediante la presente acción judicial de desalojo por ocupación preca-
ria; consecuentemente, este extremo del recurso merece ser amparado. Décimo Tercero: 
Que, sobre la supuesta inaplicación de los artículos 1365 y 1703 del Código Civil, relati-
vos a la conclusión de los contratos de ejecución continuada y de los contratos de arrenda-
miento de duración indeterminada, cabe señalar que dichos numerales resultan imperti-
nentes para resolver la controversia en virtud de que el artículo 1703 del Código Civil 
regula la forma de poner fin a un contrato de duración indeterminada, por quien efectiva-
mente lo ha celebrado como arrendador, reconociendo la plena validez de tal situación ju-
rídica, supuesto que no se ha producido en este caso, porque el adquirente del bien inmue-
ble no participó en la celebración del contrato de arrendamiento que se pretende hacer 
valer como título, ni mucho menos lo ha reconocido y por lo tanto no se ha obligado a 
cumplirlo; en cuanto al artículo 1365 del Código Civil, constituye una norma genérica, 
igualmente aplicable a los contrato en general, cuando las partes reconocen haberlo cele-
brado; por tanto, este extremo del recurso debe ser declarado infundado. IV. DECISIÓN: 
Por las razones anotadas y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 396, inciso 1, del 
Código Procesal Civil: Declararon: a) FUNDADO el recurso de casación interpuesto por 
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Beatriz Ofelia Zevallos Giampietri a fojas ciento sesenta y cinco. b) CASARON: la sen-
tencia de vista expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima 
a fojas ciento cincuenta y cinco, su fecha doce de marzo del dos mil nueve c) ACTUAN-
DO EN SEDE DE INSTANCIA: REVOCARON la sentencia expedida por el Sétimo 
Juzgado Especializado en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima a fojas noven-
ta y ocho, su fecha veintiséis de setiembre de dos mil ocho, que declaró improcedente la 
demanda de desalojo por ocupación precaria; y, reformándola declararon FUNDADA di-
cha demanda; en consecuencia ORDENARON a los demandados que cumplan con des-
ocupar el inmueble sito en avenida José Gálvez número 1532, interior D, Distrito de Lin-
ce, Departamento de Lima, dentro del plazo de ley. d) DISPUSIERON la publicación de 
la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano; en los seguidos con Pedro Jaime 
Araujo Schmitt y otra sobre desalojo por ocupación precaria; interviniendo como Ponente 
el Juez Supremo, señor Castañeda Serrano y los devolvieron.- SS. ALMENARA BRY-
SON, TÁVARA CÓRDOVA, PALOMINO GARCÍA, CASTAÑEDA SERRANO, 
ÁLVAREZ LÓPEZ.
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J5

CAS. Nº 5602-2009

Improcedencia de la demanda de tercería que se sustenta en 
documento que adolece de fecha cierta(*)

Nos encontramos ante un documento que adolece de fecha cierta y 
que, por lo tanto, es insuficiente para acreditar el derecho de propie-
dad que alega el demandante, lo que torna en improcedente la pre-
sente demanda de tercería de propiedad. En consecuencia, al haberse 
vulnerado el debido proceso del impugnante, pues se ha dado trámite 
a una demanda en su contra, la cual no reunía el requisito de proce-
dibilidad previsto en el artículo 535 del Código Procesal Civil, corres-
ponde a este Supremo Tribunal pronunciarse de conformidad con lo 
normado en el inciso cuarto del artículo 396 del Código Procesal 
Civil y, en consecuencia, deberá declarar la nulidad de las sentencias 
de primera y segunda instancia emitidas, así como de todo lo actua-
do en ese proceso.

CAS. N° 5602-2009-LIMA. Tercería de Propiedad. Lima, quince de noviembre del año 
dos mil diez.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUS-
TICIA DE LA REPúBLICA; vista la causa número cinco mil seiscientos dos - dos mil 
nueve, con el acompañado, en Audiencia Pública de la fecha, y producida la votación con 
arreglo a ley, emite la siguiente sentencia; MATERIA DEL RECURSO: Se trata del re-
curso de casación interpuesto por Johnny Jaimes Rivera mediante escrito de fojas trescien-
tos noventa y ocho, contra la sentencia de vista emitida por la Segunda Sala Subespeciali-
zada Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas trescientos cincuenta y 
seis, su fecha quince de octubre del año dos mil nueve, que confirma la sentencia apelada 
de fojas doscientos setenta y seis que declara fundada la demanda interpuesta y, en conse-
cuencia, ordena dejar sin efecto y se levante el embargo en forma de inscripción sobre los 
derechos y acciones que Silvestre Porlles García detenta sobre el inmueble sublitis, con 
costas y costos; FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Que, el recurso de casación fue de-
clarado procedente por resolución de fecha veinte de mayo del año dos mil diez, por la 
causal de infracción normativa material y procesal prevista en el artículo trescientos 
ochenta y seis del Código Procesal Civil, en virtud de lo cual el recurrente denuncia que: 

(*)	 Publicada en el Boletín de Casaciones de El Peruano con fecha 30/05/2011, p. 30255.
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a) Se aplica indebidamente el artículo noventa y cinco inciso d) del Decreto Ley número 
veintiséis mil dos, pues, el Notario certifica la fecha o legaliza las firmas, mientras que el 
citado Decreto Ley se refiere simplemente a la legalización de reproducciones, por lo que 
su aplicación resulta impertinente; b) Se ha inaplicado el artículo dos mil dieciséis del Có-
digo Civil, que recoge el principio “prior tempore, potier jure”, pues a la fecha de inscrip-
ción del embargo no aparecía inscrito el título del tercerista, y una simple fotocopia lega-
lizada por el Notario no puede prevalecer sobre su derecho inscrito anteriormente en el 
registro, tal como incluso se establece en las Casaciones número cuatrocientos tres - dos 
mil uno (Piura) y setecientos setenta - dos mil (Santa); c) Se afecta el debido proceso, pues 
a pesar que el artículo quinientos treinta y cinco del Código Procesal Civil establece que 
el tercerista debe probar su derecho con documento público o privado de fecha cierta, la 
Corte Superior concluye que la simple fotocopia de un documento legalizado por Notario 
tiene esa calidad. Además, tampoco existe pronunciamiento sobre la Escritura Pública de 
fecha dos de setiembre del año dos mil seis que acompañó a su escrito de apelación, ni 
tampoco se ha actuado la prueba consistente en el informe que debía emitir el Decano del 
Colegio de Notarios de Ancash, vulnerándose con ello lo dispuesto en los artículos uno y 
cuatro del Título Preliminar y el artículo ciento noventa y siete del Código Procesal Civil; 
y, CONSIDERANDO: Primero.- Que, existiendo denuncias por vicios in iudicando e in 
procedendo (infracción de normas materiales y procesales), corresponde verificar primero 
si se ha configurado o no esta última causal, pues en caso de ser estimada, se dispondría el 
reenvío de la causa al estadío procesal correspondiente, impidiendo que sea factible el aná-
lisis de las normas materiales en las que se sustenta o debió sustentarse la resolución recu-
rrida; Segundo.- Que, mediante escrito de fojas veintinueve, Silvestre Porlles García 
interpone demanda de tercería de propiedad para que se deje sin efecto y se levante la me-
dida cautelar de embargo en forma de inscripción dictada sobre el inmueble de su propie-
dad sito en la Manzana B Lote seis del Complejo Industrial de Puente Piedra, ubicado en 
la Parcela Treinta y Tres de la Ex Cooperativa Tambo Inga, a la altura del kilómetro vein-
tiocho de la Avenida Panamericana Norte, e inscrita en el asiento c)-tres de la Ficha número 
ochenta y tres mil quinientos veintiséis, continuada en el asiento cero cero cero dieciséis 
de la Partida número P cero un millón ciento setenta mil cero treinta y siete del Registro 
Predial Urbano; medida que fuera dictada en el proceso que sigue Johnny Jaimes Rivera 
contra Sergio Porlles Quispe sobre obligación de dar suma de dinero, Expediente número 
dos mil siete - cero cuatro mil ciento cuarenta y ocho, que se tramita ante el Segundo Juz-
gado Comercial de Lima. Sostiene que mediante Escritura Pública de fecha ocho de junio 
del año mil novecientos ochenta y nueve, el suscrito y su esposa Eulogia Anatolia Gordi-
llo Espinal, conjuntamente con Sergio Porlles Quispe y Omar Elías Laureano Porlles, ad-
quirieron el cinco punto noventa y cinco por ciento (5.95%) de las acciones y derechos de 
la denominada Parcela Treinta y Tres de la Ex Cooperativa Tambo Inga, que equivale a dos 
mil veinticinco metros cuadrados (2,025 m2) de extensión, y actualmente constituye el 
Lote seis de la Manzana B del Complejo Industrial Puente Piedra. Agrega que mediante 
Contrato de Transferencia de Propiedad de fecha quince de enero del año mil novecientos 
noventa y siete (que acompaña a su demanda en fotocopia legalizada notarialmente), los 
copropietarios Sergio Porlles Quispe y Omar Elías Laureano Porlles transfirieron al actor 
y a su esposa las acciones y derechos que le correspondían sobre el citado bien, por lo tan-
to, han pasado a ser propietarios de la totalidad del mismo; en consecuencia, siendo el úni-
co propietario del inmueble conjuntamente con su esposa, corresponde levantar la medida 
cautelar que afecta su propiedad; Tercero.- Que, al contestar la demanda, tanto Johnny Jai-
mes Rivera como Sergio Porlles Quispe cuestionaron el hecho de que la demanda de 
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tercería de propiedad se sustente en un título que no es más que la copia legalizada de un 
contrato privado que, en el caso de Sergio Porlles Quispe, niega haber suscrito, para lo cual 
acompaña el Testimonio de la Escritura Pública de fecha dos de setiembre del año dos mil 
seis donde se aprecia que recién en dicho año el copropietario Omar Elías Laureano Por-
lles habría vendido sus derechos y acciones sobre el inmueble sublitis al demandante, y no 
en el año mil novecientos noventa y siete como se señala en la demanda, razón por la cual 
solicitan que el actor exhiba el original del citado documento privado y se realicen la peri-
cias grafológica y grafotécnica respectivas. Sin embargo, al absolver el traslado de la contes-
tación, el accionante sostiene que el original del documento privado se le extravió, razón por la 
cual el juez de la causa, al llevarse a cabo la Audiencia de Saneamiento y Conciliación se-
gún el Acta obrante a fojas ciento ochenta y seis y siguientes, declaró improcedente la ex-
hibición solicitada e improcedentes tanto la pericia grafológica como la grafotécnica ofre-
cidas; Cuarto.- Que, el juez de la causa declaró fundada la demanda, por cuanto: I) El 
Contrato Privado de Transferencia de Propiedad de fecha quince de enero del año mil no-
vecientos noventa y siete, resulta ser de fecha cierta de conformidad con el artículo dos-
cientos cuarenta y cinco, inciso segundo del Código Procesal Civil, pues al certificar el 
Notario que dicho documento es una reproducción exacta del documento original, deter-
mina que ese manuscrito existía a la fecha en que certificó la reproducción. Entonces, con 
dicho instrumento queda acreditado que el demandante y su esposa son propietarios del 
inmueble sublitis, sin que sea necesaria su inscripción en el correspondiente Registro, 
dado que en materia de propiedad de bienes inmuebles, la propiedad se transfiere por la 
sola obligación de enajenar un inmueble determinado, de conformidad con el artículo no-
vecientos 30256 CASACIÓN El Peruano lunes 30 de mayo de 2011 acredita que la pro-
piedad fue adquirida con anterioridad a la inscripción del embargo, lo cual se realizó con 
fecha uno de marzo del año dos mil cinco; en consecuencia, encontrándonos en el supues-
to de derechos de diferente naturaleza a que se contrae el segundo párrafo del artículo dos 
mil veintidós del Código Civil, son aplicables las normas de derecho común, entonces a la 
fecha en que se inscribió el embargo, el demandado Sergio Porlles Quispe ya no era pro-
pietario del porcentaje que le correspondía del bien sublitis por lo tanto, dicho embargo se 
habría ejecutado sobre los derechos y acciones del inmueble del tercero ajeno a la relación 
crediticia, debiendo preferirse en este caso el derecho real de propiedad; Quinto.- Que, a 
su turno la Sala Superior confirma la sentencia apelada señalando que: i) Si bien es cierto 
que la copia legalizada del Contrato Privado de Transferencia de Propiedad obrante a fo-
jas ocho no se subsume en el supuesto previsto en el inciso segundo del artículo doscien-
tos cuarenta y cinco del Código Procesal Civil, pues el Notario no es un funcionario 
público como incorrectamente ha concluido el A quo en la apelada, no obstante, habiendo 
sido el citado documento materia de certificación por Notario, este ostenta la calidad de 
uno de los documentos extraprotocolares identificado en el artículo noventa y cinco literal 
d) del Decreto Ley número veintiséis mil cero cero dos, pues con su firma el Notario ase-
vera que la copia presentada guarda absoluta conformidad con el texto original, a tenor de 
lo dispuesto en el artículo ciento diez del mismo Decreto Ley. Teniendo en consideración 
que la autorización del Notario en un instrumento público protocolar equivale a una certi-
ficación de la fecha en la que este tuvo a la vista el original del mencionado documento, se 
colige que la copia legalizada del Contrato Privado de Transferencia de Propiedad ostenta 
fecha cierta, siendo dicha fecha la de la certificación, esto es, el tres de enero del año dos 
mil: ii) En ese sentido, siendo que el citado Contrato Privado tiene como fecha el tres de 
enero del año dos mil, mientras que el embargo solicitado se inscribió en los Registros Pú-
blicos con fecha uno de marzo del año dos mil cinco, por lo tanto, se tiene que la medida 
cautelar, en su condición de derecho personal, no puede oponerse al derecho real de 
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propiedad que detenta el tercerista, motivo por el cual la apelación debe ser desestimada; 
Sexto.- Que, la infracción normativa procesal a que se refieren los acápites a) y c) de los 
fundamentos del recurso de casación, gira en torno a la correcta determinación del requi-
sito previsto en el artículo quinientos treinta y cinco del Código Procesal Civil, referido al 
establecimiento de la denominada “fecha cierta” en el documento privado en el que el ter-
cerista funda su derecho y que, según el recurrente, no se encuentra comprendido en nin-
guno de los supuestos previstos en el artículo doscientos cuarenta y cinco del Código Pro-
cesal Civil. El artículo quinientos treinta y cinco del acotado Código Procesal (y no el 
artículo quinientos treinta y tres como erróneamente se ha consignado en el auto de califi-
cación del recurso de casación), señala que la demanda de tercería no será admitida si no 
reúne los requisitos del artículo cuatrocientos veinticuatro del citado Código Procesal Ci-
vil y, además, si el demandante no prueba su derecho con documento público o privado de 
fecha cierta, o en su defecto, si no brinda garantías suficientes a criterio del Juez para res-
ponder por los daños y perjuicios que la tercería pudiera irrogar; Sétimo.- Que, ya en la 
Casación número tres mil doscientos cincuenta - mil novecientos noventa y ocho 
(Lambayeque), publicada el veintiséis de octubre del año mil novecientos noventa y nue-
ve en el Diario Oficial El Peruano, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justi-
cia de la República estableció que para el caso del artículo quinientos treinta y cinco del 
Código Procesal Civil, cabe diferenciar tanto los requisitos de admisibilidad como los re-
quisitos de procedencia, para lo cual debían tomarse en cuenta cuáles de aquellos requeri-
mientos podían ser o no subsanados y, en tal sentido, se ha determinado que la presenta-
ción del documento público o privado de fecha cierta constituye un requisito de procedencia 
de la demanda de tercería. Así se tiene expresado que: “(...) el artículo quinientos treinta y 
cinco del Código Procesal Civil, aparte de ser una norma específica para las demandas so-
bre tercería de propiedad, plantea varias situaciones jurídicas y no todas ellas dan lugar a 
declarar inadmisible la demanda, habida cuenta que para los casos de inadmisibilidad la 
última parte del artículo cuatrocientos veintiséis permite subsanar las omisiones en las que 
se habría incurrido según el artículo cuatrocientos veinticuatro; en consecuencia, siguien-
do la técnica jurídica procesal cabe interpretar que para el segundo de los supuestos lega-
les que prevé el artículo quinientos treinta y cinco [probar el derecho con documento 
público o privado de fecha cierta], la decisión será declarar improcedente la demanda y no 
simplemente inadmisible, puesto que el fallo se apoya en la falta de prueba que acredite el 
derecho del actor” (entre corchetes es nuestro); Octavo.- Que, es necesario también preci-
sar que para efectos del trámite del proceso civil, la norma específica, esto es, el Código 
Procesal Civil, ha establecido con claridad en su artículo doscientos cuarenta y cinco los 
supuestos en los que un documento privado adquiere fecha cierta y produce eficacia jurí-
dica como tal en el proceso, siendo tales supuestos: 1) Desde la muerte del otorgante;  
2) Desde la presentación del documento ante funcionario público; 3) Desde la presenta-
ción del documento ante Notario Público, para que certifique la fecha o legalice las firmas; 
4) Desde la difusión a través de un medio público de fecha determinada o determinable; y 
5) En otros casos análogos, sin perjuicio de que el juez pueda considerar como fecha cier-
ta la que haya sido determinada a través de medios técnicos que le produzcan convicción. 
Si el documento privado presentado por el demandante en el proceso de tercería de propie-
dad no se adolecerá del requisito de ‘fecha cierta” y, por lo tanto, de valor probatorio para 
ser opuesto a terceros, determinando de esta manera la declaración de improcedencia de la 
demanda; Noveno.- Que, como sustento de su derecho de propiedad respecto de los dere-
chos y acciones que pertenecieron anteriormente a Sergio Porlles Quispe (y que se encuen-
tran embargados a favor de Johnny Jaimes Rivera), el actor ha presentado a fojas ocho la 
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copia fotostática de un documento privado de compraventa denominado “Contrato Priva-
do de Transferencia de Propiedad”, donde aparece la certificación notarial de su legaliza-
ción con fecha tres de enero del año dos mil, en otras palabras, se trata de un documento 
privado en copia legalizada, el mismo que no puede ser subsumido a cualquiera de los su-
puestos previstos en el artículo doscientos cuarenta y cinco del Código Procesal Civil para 
efectos de determinar su fecha cierta. Tal conclusión la asume, inclusive, la misma Sala 
Superior al valorar el citado medio probatorio; sin embargo, estima que la sola certifica-
ción de la reproducción ante Notario Público equivale a una certificación de la fecha en 
que el Notario tuvo a la vista el original del mencionado documento y que, por ello, la co-
pia legalizada del Contrato Privado de Transferencia de Propiedad ostenta fecha cierta des-
de su certificación ocurrida el tres de enero del año dos mil. Este razonamiento no resiste 
el menor análisis, en primer lugar, porque la certificación de que una reproducción fotos-
tática corresponde al original no importa certificar la fecha en la que fue celebrado dicho 
evento, por tratarse de dos actos distintos, debiendo precisarse que en el acto de certifica-
ción de la fecha el Notario da fe de que el documento fue firmado en la fecha que allí se in-
dica; en segundo lugar, la intervención notarial para otorgar fecha cierta a un documento 
solo se subsume al caso previsto en el inciso tercero del artículo doscientos cuarenta y cin-
co del Código Procesal Civil (certificación de fecha o legalización de firmas), siendo que 
ninguno de tales supuestos se ha configurado en el caso concreto; en tercer lugar, la Sala 
Superior guarda silencio y no llega a precisar en cuál de los incisos del citado artículo dos-
cientos cuarenta y cinco se encontraría comprendido el documento que se acompaña a la 
demanda, limitándose a citar las normas de la Ley del Notariado que no guardan ninguna 
vinculación con las normas procesales civiles que, de manera específica, determinan los 
casos en los cuales un documento privado adquiere fecha cierta y produce efectos jurídi-
cos dentro del proceso; Décimo.- Que, siendo así, nos encontramos ante un documento 
que adolece de fecha cierta y que, por lo tanto, es insuficiente para acreditar el derecho de 
propiedad que alega el demandante, lo que torna en improcedente la presente demanda de 
tercería de propiedad. En consecuencia, al haberse vulnerado el debido proceso del 
impugnante, pues se ha dado trámite a una demanda en su contra, la cual no reunía el re-
quisito de procedibilidad previsto en el artículo quinientos treinta y cinco del Código Pro-
cesal Civil, corresponde a este Supremo Tribunal pronunciarse de conformidad con lo nor-
mado en el inciso cuarto del artículo trescientos noventa y seis del Código Procesal Civil 
y, en consecuencia, deberá declarar la nulidad de las sentencias de primera y segunda ins-
tancia emitidas, así como de todo lo actuado en ese proceso, al devenir en improcedente la 
demanda, careciendo de objeto pronunciarse sobre la falta de valoración de la Escritura 
Pública de fecha dos de setiembre del año dos mil seis, y sobre la causal de infracción nor-
mativa material contenida en el acápite c) del recurso de casación; fundamentos por los 
cuales declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Johnny Jaimes Ri-
vera mediante escrito de fojas trescientos noventa y ocho; CASARON la resolución im-
pugnada, en consecuencia, NULA la sentencia de vista de fojas trescientos cincuenta y 
seis, su fecha quince de octubre del año dos mil nueve; INSUBSISTENTE la sentencia 
apelada de fojas doscientos setenta y seis, su fecha veintiséis de enero del año dos mil nue-
ve, NULO todo lo actuado e IMPROCEDENTE la demanda interpuesta a fojas veinti-
nueve; DISPUSIERON se publique la presente resolución en el Diario Oficial El Perua-
no; bajo responsabilidad; en los seguidos por Silvestre Porlles García contra Johnny 
Jaimes Rivera y otro; sobre Tercería de Propiedad; y los devolvieron. Ponente Señor Tico-
na Postigo, Juez Supremo.- SS. TICONA POSTIGO, CAROAJULCA BUSTAMANTE, 
PALOMINO GARCÍA, MIRANDA MOLINA, ARANDA RODRÍGUEZ.
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